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CAPÍTULO 1

INTRODUCCIÓN

Colombia es el cuarto país más poblado de América Latina después de Brasil, Méjico y Argentina y es el quinto por el tamaño de su producto interno bruto (PIB) después de Venezuela. Fue uno de los pocos países de la región que tuvo un crecimiento económico positivo casi desde mediados de los años 1940. Este desarrollo dio pie a un dicho muy común en Colombia, “es un país sin quiebras y sin milagros económicos”. Este crecimiento permitió al país esquivar los demonios de la “década pérdida” y las crisis de la deuda de los años 1970 y 1980 que afligieron a gran parte de la región. Un rendimiento económico tan estable contrasta claramente con la historia política del país, desfigurada por sus guerras prolongadas y por el narcotráfico. La historia violenta del país ha llevado a algunos científicos sociales y a quienes diseñan las políticas a creer que existe un cierto rasgo cultural inherente que ha contribuido a un desenlace tan violento. 


Dicha creencia se basa en el hecho de que Colombia es uno de los países más violentos del mundo debido a sus altas tasas de violencia política, criminalidad, y una tasa de homicidio del 63.7 por 100,000 en 2000.1 La violencia a la colombiana ha generado un excelente género literario, principalmente en español, que intenta enfocar los orígenes de la violencia a partir de sus raíces socio-económicas y políticas. Los violentólogos, como se denominan los estudiantes de de la violencia en Colombia, han empleado enfoques multidisciplinarios en sus estudios sobre este fenómeno que ha causado más de 350.000 muertes en la última década y aproximadamente 2 millones de refugiados internos, amenazando así el tejido social y la propia existencia del país.2 Más aun, en los últimos años, la violencia colombiana ha llegado a aún mayores niveles, traspasando las fronteras nacionales con Venezuela, Ecuador, Perú, Brasil, y Panamá, y convirtiendo a Colombia en una amenaza para la seguridad regional e internacional. Las incursiones militares transfronterizas, el contrabando de armas, y el narcotráfico son sucesos casi cotidianos que extienden el radio del conflicto involucrando a un creciente número de actores día a día.


Adicionalmente, el narcotráfico y su economía política agravaron el problema, ligando la “guerra de las Drogas” de los Estados Unidos con el conflicto interno. Para el año 2000, el conflicto colombiano estaba más enredado que nunca gracias a la competencia entre los intereses de las diferentes organizaciones gubernamentales estadounidenses, sus agencias, corporaciones multinacionales, y políticos. Cada uno de estos grupos ha encontrado en Colombia algo para capitalizar, en particular después de que Colombia se convirtió en el tercer receptor de ayuda extranjera después de Israel y Egipto. De tal manera, Colombia queda candidatizada para ocupar una posición predilecta en la política extranjera de las subsiguientes administraciones estadounidenses. 


Asumiríamos que todo lo anterior hubiese estimulado más investigación y estudios sobre el maltratado país, pero éste no fue el caso. Hay una escasez tal que casi todos los textos escritos sobre Colombia comienzan por mencionar la carencia de estudios exhaustivos como los que se dan en México, Perú, Argentina, Brasil, Venezuela, o América Central. Esta falta de interés tiene múltiples causas, incluso las orientaciones y puntos de atención de los programas de estudios latinoamericanos en las principales universidades, que se ven reforzados por la posición secundaria que ha ocupado Colombia en la política extranjera y consideraciones estratégicas estadounidenses. Mi estudio es un intento por llenar una parte del vacío académico y avanzar en nuestro conocimiento de Colombia.

 
Mi enfoque en este libro es el conflicto que sobrevino desde los años 1960 y que se ha convertido en el conflicto más largo en la historia del país y de América Latina. La prolongación de la guerra civil en Colombia no es ni remotamente única hoy en día ya que existen otros 49 conflictos similares que están devastando Asia y África, lo que explica la urgencia de este estudio. De acuerdo con un grupo de investigación de la Universidad de Hamburgo, del total de las 49 guerras y conflictos armados vigentes, 26 tuvieron sus orígenes durante los años 1990; otros 8 durante los años 1980; 8 durante los años 1970; 5 durante los años 1960; y 1 de ellos comenzó a finales de los años 1940.3 Este libro enfoca dos temas clave: el porque los conflictos se prolongan y — cuando lo hacen— el tipo de configuraciones socioeconómicas y políticas estructurales que dificultan su resolución pacifica. El análisis de estas dos temáticas  también puede ser útil para guiar estudios sobre otras guerras interestatales prolongadas. 

La mayoría de estudios sobre revoluciones y violencia política guardan por lo general silencio sobre las causas de la prolongación de las guerras civiles y le prestan poca atención a las funciones de la violencia en los casos en los que éstas se prolongan en el tiempo. Durante las últimas tres décadas, la Academia ha estudiado de manera extensa las causas y desenlaces de las revoluciones y se ha generado un corpus impresionante de literatura al respecto. Estudios comparativos sobre las revoluciones tales como, Barrington Moore Jr., Social Origins of Dictatorship and Democracy, Eric Wolf’s Peasant Wars of the Twentieth Century, Ted Gurr’s Why Men Rebel, Chales Tilly’s From Mobilization to Revolution, and Theda Skocpol’s States and Social Revolutions exploran las estructuras agrarias; las motivaciones sicológicas agregadas en la práctica de la violencia política; las condiciones de privación relativa; y la interacción entre los contextos domésticos e internacionales que afectan el derrumbe de los Estados surgidos del Ancien Régime y la construcción y fortalecimiento de organizaciones revolucionarias.4 Estos estudios aportan unas contribuciones muy significativas a las teorías generales e hipótesis para estudios comparativos, pero son inadecuadas para explicar el porqué algunos conflictos sociales se prolongan y qué tipo de transformaciones sociales ocurren en dichos conflictos.5 


Las teorías de conflictos prolongados exploran la relación entre cuatro grupos de variables —contextos comunitarios, necesidades, el acto de gobernar, y el papel del Estado y de los entramajes internacionales— todas ellas condiciones previas a los conflictos sociales prolongados.6 Según Edward Azar, lo que determina la iniciación de un conflicto son las acciones y estrategias comunitarias; las acciones del Estado; y la propiedades inherentes a la conflictividad. Él sostiene que la mayoría de los conflictos interestatales conllevan a desenlaces de sumatoria cero en los cuales los ganadores y perdedores se pueden diferenciar. Sin embargo, los conflictos sociales prolongados resultan en desenlaces de sumatoria negativa debido a las propiedades innatas de su comportamiento: prolongación, fluctuación, y propagación. Dentro de este esquema, no hay ganadores pues todas las partes tienden a ser victimizadas por el proceso. 


Esta noción binaria de ganadores y perdedores ha sido retada por nuevos enfoques que emplean teorías de utilidad económica; análisis de coste-beneficio; opción racional; y de economía política, para enfocar las diferentes dimensiones del conflicto prolongado.7 Este libro cabe dentro de este género en expansión y parte de los avances logrados para revisar el modelo de Edward Azar a fin de explicar por qué y cómo ciertas estructuras de clase y arreglos institucionales contribuyen a la perpetuación de la violencia durante largos periodos. Se procede a hacer una evaluación de los desenlaces funcionales que la violencia organizada tiende a generar dentro de unas estructuras sociales dadas; unos acuerdos políticos; y dentro de la economía política internacional. Finalmente, analiza la retracción de los conflictos en términos del mejor acuerdo disponible considerando la interacción dinámica entre un equilibrio de fuerzas (estructura) y los objetivos y estrategias de los actores (agenciamiento).


Por sistema entendemos un grupo de unidades o componentes relacionados entre sí por sus características comunes o cualidades de los componentes. El patrón de interacción entre las unidades constituye el hilo que los une en una relación sistémica.8 De tal manera, un sistema es un conjunto de unidades interactuantes.9 En un Sistema de Guerra, el hilo común entre los actores es su ejercicio de la violencia y esta actividad los une en una relación sistémica, que a su vez conforma la dinámica del sistema.


Este libro argumenta que un Sistema de Guerra se forma bajo tres condiciones clave, todas tres presentes en Colombia. Estas condiciones son (a) el fracaso de las instituciones, de los canales, y de los mecanismos políticos prevalecientes para mediar, arbitrar o tramitar conflictos entre grupos sociales y políticos antagónicos; (b) el nivel de éxito de los antagonistas para adaptarse al conflicto mediante el establecimiento de una “economía política positiva” a través de la acumulación de activos políticos y económicos que hacen que la guerra sea la mejor opción disponible dado el equilibrio de poder y los mayores costes de la paz; y (c) un equilibrio de fuerzas entre los grupos o actores en conflicto que resulta en un cómodo impasse.10 


Mi tesis principal es la siguiente: la convergencia de estas tres variables conlleva al establecimiento de un Sistema de Guerra que tiende a autoperpetuarse; allí donde alguna de estas tres condiciones está ausente, los conflictos tenderán a terminar con mayor prontitud. Si seguimos el camino emprendido por Kenneth Waltz y Robert Jervis y aplicamos algunos de sus conceptos clave al nivel doméstico, los atributos del Sistema de Guerra son determinados por la forma como sus unidades principales (grupos guerrilleros, el Estado y el crimen organizado) se posicionan uno con respecto al otro en el espectro del poder.11 Por consiguiente, las relaciones de poder se convierten en un aspecto central de mi modelo teórico.


No es posible analizar las relaciones de poder entre actores sin desarrollar una apreciación de los activos que éstos consiguen a través de la guerra (políticos, culturales y económicos); activos a los cuales no podrían acceder en condiciones de paz. Este aspecto se explora mediante una evaluación de la economía política de la escala de violencia. Es decir, que un aumento X en el insumo de violencia aplicado por el actor Z, puede incrementar los activos políticos y económicos de Z por XY. Aquí el modelo teórico del Sistema de Guerra nos guía en la exploración de la dinámica y dialéctica entre las relaciones de poder y la economía política, o sea, entre los atributos del sistema y sus unidades correspondientes.


La violencia asociada con conflictos prolongados puede evolucionar hacia un sistema único imposible de explicar dentro del marco de las teorías sobre revoluciones y guerras civiles  ya que dichas teorías se centran en las causas y desenlaces.12 El periodo interino que se presenta después de la iniciación de un conflicto violento y antes de su conclusión final, se convierte en “una caja negra” que pasa inadvertida para la mayoría de los estudios. Este periodo interino merece una atención especial, en particular debido al número de conflictos prolongados que aún no han sido resueltos: Angola, Afganistán, Sudan, Rwanda, Somalia, Burundi, Argelia, y Congo, entre otros muchos. Mi objetivo principal es esclarecer una dimensión de la violencia que ha recibido poca atención académica, recomendar políticas y diseñar nuevas estrategias para la resolución de conflictos.

METODOLOGÍA

Este libro se basa en dos tipos de información: entrevistas estructuradas y revisión de la literatura a nivel de fuentes primarias complementadas con fuentes posteriores. Doscientas entrevistas formales y docenas de informales se llevaron a cabo en diferentes regiones de Colombia entre 1994 y 1998. Los entrevistados pertenecían al sector empresarial, eran comandantes guerrilleros, oficiales del ejército, funcionarios estatales, analistas colombianos, líderes campesinos, lideres sindicales, e informantes paramilitares. El objetivo de estas entrevistas fue el de explorar diversos puntos de vista políticos sobre las causas del conflicto; las percepciones de los actores en conflicto; y opiniones sobre la posible resolución del conflicto. Las entrevistas me ayudaron a constituir una evaluación relativamente acertada sobre los costes y beneficios de la guerra y de la paz tal y como los perciben los grupos en mención. (Véase apéndice).


Al explorar la tres variable clave del modelo de Sistema de Guerra, el libro examina (a) la incapacidad de las instituciones del Estado para arbitrar, mediar y tramitar las fuentes principales del conflicto social; (b) si los actores antagónicos lograron adaptarse a una situación de guerra —en su calidad de mejor alternativa disponible dadas las relaciones de poder y los mayores costes de la paz— y consiguieron establecer una economía política positiva. (EPP); y (c) si el equilibrio de fuerzas entre los grupos o actores en conflicto no permite ni a uno ni a otro establecer una hegemonía. 


Al explorar la eficacidad de las instituciones del Estado para mediar, arbitrar y tramitar conflictos sociales, viene al caso invocar la afirmación de Bar​rington Moore según la cual para las ciencias sociales es imprescindible determinar por omisión un eje alrededor del cual se organizaría el conflicto social en una sociedad dada. Un ejemplo son las estructuras agrarias, que promueven tendencias laborales represivas y autoritarias de parte de la oligarquía terrateniente generando así una resistencia entre campesinos y jornaleros. Yo añadiría que el paso del umbral entre antagonismo de clase y violencia de clase es algo que se ve asimismo determinado en gran medida por el papel desempeñado por la instituciones del Estado en la mitigación o exacerbación del conflicto. Este estudio se centra en la fuente más sobresaliente de conflicto en Colombia: la lucha por la tierra.


El análisis de la eficacidad de las instituciones del Estado en la resolución de las disputas sociales, lleva esta investigación a estudiar las estrategias de reforma implementadas antes y durante las guerras civiles. En este contexto, la investigación analizaría a qué grado las clases dominantes (o sectores de una clase) bloquearon estas reformas. Ya que la lucha por el derecho a la propiedad es central, el análisis enfoca el rol del Ministerio de Agricultura y, en particular, del Insti​tuto Colombiano de La Reforma Agraria (INCORA), la entidad del Estado encargada de la implantación de la reforma agraria. La eficacidad de las instituciones del Estado se evalúa mediante la exploración del (i) número de disputas territoriales que logró tramitar el Estado durante las últimas cuatro décadas; (ii) el número y tamaño de las tierras titularizadas a los campesinos sin tierra comparado con el total de la tierra fértil disponible durante el mismo periodo; y (iii) el grado al cual estas medida mitigaron los conflictos entre campesinos y terratenientes. 


El segundo componente del Sistema de Guerra es la exploración de los activos políticos; económicos y militares que acumulan o pierden los grupos en conflicto en el transcurso de las guerras civiles. Esto ayudará a evaluar la economía política. Se pueden esbozar tres escenarios a partir de experiencias en otras guerras civiles:

Si la economía política de una de las partes es negativa (Vg. para la guerrilla), entonces el otro campo (Vg. el Estado) tiene menos incentivos para negociar (aparte de los términos de la rendición) pues tiene mayores posibilidades de prevalecer. De hecho, la mayoría de las guerras civiles (80%) libradas entre 1945 y 1990 terminaron con la capitulación de una de las partes. En casos en los que una de la fuerzas en conflicto registra una economía política negativa, los sistemas de guerra se ven por lo general abortados tempranamente.13

Si las fuerzas en conflicto, sin embargo, registran una economía política positiva —así sea asimétrica— existen mayores posibilidades de que el conflicto se prolongue, especialmente si el equilibrio de poder no permite  a ninguna de las partes derrotar de manera decisiva al contrincante. Es en esta fase que aumentan las posibilidades de consolidación del Sistema de Guerra.14 Pienso que la guerra civil colombiana ha estado en esta fase desde los años 1980. Bajo una EPP, el precio de la paz aumenta en comparación con los costes políticos, económicos, sociales y militares de la guerra ya que la paz puede implicar reformas radicales (tales como una formula para compartir el poder, cambios en el modelo económico de desarrollo, reforma agraria, y unas Fuerzas Armadas unificadas y reformadas) para las clases dominantes. Y, dado el equilibrio de las fuerzas, la oposición posiblemente no esté dispuesta a aceptar un arreglo que no consolide los logros económicos y políticos ganados durante la guerra.

Si la escalada del conflicto ocasiona mayores costes (bajas; recursos; y pérdida de activos políticos, medidos en términos de disensión y erosión de sus bases de apoyo) para los principales actores del conflicto, esto puede conllevar a una economía política negativa lo que podría crear las condiciones favorables para la mediación y el arreglo negociado.

Estos tres escenarios o fases deben ser vistos como un espectro continuo y dentro de una modalidad dinámica. La mayoría de las guerras civiles recubren una combinación de las tres fases. Por consiguiente, nuestra evaluación de la economía política es esencial para comprender las diferentes fases de las guerras y el ciclo de vida del Sistema de Guerra (nacimiento, maduración, y declive). Así, he modelado el Sistema de Guerra como una función de la economía política de la guerra y de las relaciones de poder entre las unidades.


A fin de medir los activos políticos de los participantes en un conflicto, sería necesario tomar como punto de referencia la influencia política que ejerce un grupo dado antes del desencadenamiento de las hostilidades y compararlo con el estatus político del grupo a lo largo de las diferentes fases del conflicto. Los indicadores utilizados para medir la influencia política son los siguientes: (a) contrastar las áreas, municipalidades, y distritos que estaban bajo el control de las fuerzas de oposición antes de que se iniciaran las hostilidades, con las controlaban posteriormente; (b) determinar el incremento o disminución de la capacidad de la oposición para influir sobre las políticas públicas, la reforma política y las políticas electorales; y (c) evaluar si la oposición ganó o perdió reconocimiento político a nivel nacional e internacional debido a su ejercicio de una violencia política.  


Los activos económicos son los ingresos que obtienen los grupos en contienda a través de la extracción de rentas por la protección de las poblaciones que controlan. El Estado, los grupos guerrilleros, y el crimen organizado tiene cada uno su propia estrategia de extracción, los estimativos sobre sus respectivos ingresos se pueden calcular a partir de los incrementos en gasto militar y presupuesto durante los años de la guerra civil e incrementos salariales para soldados y oficiales activos en las zonas de combate; los ingresos anuales del los grupos guerrilleros; y los ingresos del crimen organizado por concepto de narcotráfico y venta de armas.


Este libro evalúa la interdependencia entre el crimen organizado, el Estado, y la oposición. Esta evaluación se basa en una serie de indicadores: los estimativos que existen sobre los ingresos anuales del crimen organizado; el impacto económico —a nivel macro y micro— de dichos ingresos; los estimativos disponibles sobre los ingresos extraídos por los opositores del crimen organizado; y el grado de penetración las instituciones del Estado (incluso el estamento militar) por parte del crimen organizado, medido en términos del número de funcionarios públicos sentenciados o investigados por recibir prebendas del crimen organizado. 


Con el fin de evaluar la relaciones de poder entre los grupos guerrilleros y el Estado, la investigación depende de los siguientes indicadores: (a) el número de confrontaciones militares mayores —que hayan involucrado más de 100 combatientes de cada campo— y los cambios en la proporción de bajas de uno u otro grupo en el transcurso de los últimos 15 años; (b) el número de municipios bajo el control de  los grupos guerrilleros durante esos mismos años; (c) la capacidad del Estado para recuperar el territorio perdido; (d) cambios en la capacidad política de los grupos guerrilleros para influir en la elección de funcionarios locales, alcaldes, y gobernadores; (e) cambios en la estrategia militar de los dos campos;  y (f) cambios en el tipo de armamento utilizado.


Ya que las relaciones de poder son un atributo del sistema, la investigación explora la distribución de poder entre los grupos en conflicto en un intento por captar si el cambio de distribución afecta la dinámica y dialéctica del Sistema de Guerra y su estabilidad, y cómo este cambio estructural afecta el comportamiento de los actores —como en el caso de sus estrategias de extracción de renta— y sus activos políticos. (i.e., su economía política). Ya que la relación entre el sistema y sus unidades no es unilineal y es interactivo, la investigación examina asimismo cómo los cambios en las estrategias, metas, y activos de los actores pueden alterar la dinámica del sistema.  Dicho de manera más sencilla, se estudia la dinámica del Sistema de Guerra en términos de cambios simétricos y complementarios. El primer cambio conlleva a una espiral de conflicto, en la cual los actores incrementan su agresividad y sus armas (como sucede actualmente en Colombia, Angola, y Afganistán) o complementario, donde una de las partes se torna más apaciguante frente al creciente poderío de la otra (las etapas finales de las guerras civiles en Camboya y el Líbano encajan dentro de este modelo). El segundo conlleva a la desactivación del Sistema de Guerra mientras que el  primero  lo desestabiliza, y su prolongamiento se convierte en un cuestionamiento sin fin, dependiendo del caso.   

MAPA DEL LIBRO


El Capítulo 2 brinda una breve reseña histórica de los conflictos territoriales desde la Conquista española, y del fracaso institucional del Estado republicano para resolver los conflictos entre terratenientes y campesinos. Este fracaso ha sido agravado por las disputas intestinas de la elite que han generado una perpetua crisis hegemónica del Estado a lo largo de la mayor parte del siglo XX.


El Capítulo 3 introduce la institución militar como categoría con intereses propios y señala la virtud de discutirla como rubro aparte y no como “Estado”. La amplia autonomía de los militares en el manejo de la guerra civil con una mínima veeduría ciudadana ha conllevado al desarrollo hipertrofiado de la burocracia militar; a estrategias militares; e intereses creados, lo que contribuyen a reforzar el cómodo impasse con los grupos guerrilleros. Este capítulo atribuye la casi total autonomía y amplio margen de maniobra del estamento militar a la crisis hegemónica del Estado y la falta de consenso entre las clases dominantes. 


El Capítulo 4 discute el segundo actor en el Sistema de Guerra, los grupos guerrilleros. Presenta una breve historia social y la sociología de los grupos guerrilleros colombianos e identifica sus principales bases y la composición social de su dirigencia. Asevera que los grupos guerrilleros —en particular las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC)— en su calidad de grupo insurgente de bases y liderazgo campesino, encarnan la lucha histórica del campesinado por acceder a la tierra.  Sin embargo, las estrategias políticas de las FARC y del Ejercito de Liberación Nacional (ELN) por construir poder local en lugar de tomarse el poder político han contribuido al establecimiento del Sistema de Guerra. Es particularmente interesante analizar la economía política construida por la guerrilla bajo el cómodo impasse que consolidó su poder local, así como el Sistema de Guerra.


El Capítulo 5 analiza el papel desempeñado por el crimen organizado en el Sistema de Guerra. Este capítulo se centra en los narcotraficantes y sus Fuerzas Armadas paramilitares. Demuestra que, desde la consolidación de los paramilitares a mediados de los años 1990, la dinámica del Sistema de Guerra ha cambiado, abriendo paso a una nueva fase en el ciclo de vida del Sistema. El capítulo argumenta que la fase posterior a 1995 se caracteriza por una guerra de mayor intensidad, por lo cual la economía política positiva —obtenida bajo el cómodo impasse— se está viendo erosionada.


El Capítulo 6 investiga las implicaciones económicas y políticas del Sistema de Guerra para los intereses de las clases dominantes y, en particular, para los conglomerados económicos. Este capítulo postula que la conjunción de  un incremento en los costes —en especial después de 1995— del mantenimiento del Sistema de Guerra; una nueva configuración de las clases dominantes; y el creciente ímpetu de la globalización pueden ser el punto de apoyo para la reconstitución de una nueva hegemonía que podría desmantelar el Sistema de Guerra. Sostiene que los elementos de un “compromiso histórico” entre el campesinado y la burguesía ya están dados. Finalmente, el Capítulo 7 discute tres otras regiones de violencia prolongada: Italia, Líbano, y Angola. Los objetivos de este último capítulo son los de situar el caso colombiano dentro de un contexto más amplio, examinar la validez de la teoría del Sistema de Guerra, y generar cuestionamientos para futuras investigaciones sobre conflictos prolongados.

CAPÍTULO 2

FRACASO INSTITUCIONAL: GÉNESIS DEL SISTEMA DE GUERRA
“Una teoría del Estado o de la revolución debe asumir que el terreno de la guerra es normal".

-Antonio Negri,  La política de la subversión
Las teorías del Estado y de la revolución, como lo afirma Negri1 deben asumir que la guerra es algo normal en tanto las fisuras de clase y otras brechas no puedan ser negociadas por medios pacíficos. La historia colombiana de los siglos XIX y XX  resalta las continuidades y discontinuidades  en las diversas oleadas de guerras civiles que han caracterizado el país. Esta investigación demuestra que las continuidades y discontinuidades son los dos polos dialécticos del proceso histórico que constantemente rehacen  el presente y moldean el futuro del país. El desarrollo ininterrumpido o totalmente interrumpido es una mera fantasía, como lo sostiene Gollobin.2 Este capítulo presenta los factores institucionales que contribuyeron al surgimiento del Sistema de Guerra en Colombia y cómo este último ha llegado a representar una discontinuidad con los patrones anteriores, o, en términos dialécticos, representa una síntesis histórica. 

Este capítulo discute cómo la incapacidad de las instituciones del Estado para resolver las disputas sobre los derechos de propiedad y distribución de tierras generó una nueva serie de reglas sancionadas en su mayor parte por los actores estatales y no gubernamentales. Las instituciones, sea en su calidad de normas formales de las arenas políticas; como canales de comunicación; códigos idiomáticos; o lógica de situaciones estratégicas, actúan como filtros que favorecen de manera selectiva unas interpretaciones particulares, bien sea de las metas de unos actores políticos o de la mejor manera para lograr estos objetivos.3 Ese capítulo intenta explicar por qué los actores sociales tales como los colonos y terratenientes encuentran que las instituciones estatales prevalecientes desfavorecen sus intereses de clase y, en consecuencia, crean unas instituciones violentas paralelas en su lucha por lograr sus objetivos antagónicos.

En la esfera económica, cuando las instituciones que organizan el proceso productivo y los derechos de propiedad y que regulan la protección de los intereses de los participantes en el proceso productivo se muestran ineficaces en la protección de los intereses de los participantes, queda por cuenta de los actores la construcción de sus propios recursos para defender sus intereses. Desde comienzos del s. XX, la violencia en Colombia puede explicarse en términos del fracaso del Estado (definido como un conjunto de instituciones) para tramitar y resolver los conflictos sociales, en particular en lo que se refiere a la distribución del ingreso y de los recursos, principalmente los del sector agrario.

REVUELTAS CAMPESINAS Y RESISTENCIA TERRATENIENTE

En Colombia, como en la mayoría de los países de América Latina, la formación de la hacienda y el surgimiento del campesinado han sido procesos de larga duración cuyos orígenes se remontan a la evolución del régimen colonial.4 Durante el periodo del Nuevo Reino de Granada (1564-1718), los sistemas originales de explotación indígena introducidos por los españoles fueron la encomienda, el concierto, y la mita. Los encomenderos exigían un tributo en especie a las comunidades indígenas a cambio de su protección y educación religiosa. Bajo el sistema de encomienda, los campesinos indígenas eran los propietarios de la tierra. El concierto era un tipo de trabajo forzado por medio del cual los representantes de la Corona asignaban los trabajadores a los colonos vecinos que habían recibido el usufructo o merced de tierra. Posteriormente, la población indígena recibió las tierras comunitarias en calidad de resguardos mientras que las tierras en usufructo se convirtieron en propiedad privada. El sistema de explotación minera —mita— era un sistema de procuración forzada de la mano de obra indígena, y posteriormente africana, para trabajar en las minas. La exterminación de una buena parte de la población indígena junto con otros factores económicos, conllevó a la reducción periódica de estos resguardos cuyas tierras fueron transferidas a terratenientes. Ya en el s. XVIII, los resguardos no estaban en condiciones de proveer mano de obra sobrante ni producción excedente. Por esta razón, durante el Virreinato de la Nueva Granada (1718-1810), la encomienda y el sistema de concierto fueron abolidos y se introdujo el sistema de la hacienda. 

El sistema de hacienda funcionaba como una unidad autosuficiente de producción que surtía las necesidades en carne y alimentos de los pueblos vecinos y que respondía a impulsos comerciales. El sistema de producción de la hacienda se basaba en trabajo servil y en el acceso limitado a la tierra. Los mestizos —cuya mezcla étnica les impedía el derecho a las tierras de los resguardos indígenas— eran incorporados a la hacienda como agregados, una categoría que incluía diferentes tipos de arrendatarios, aparceros, y peones atados por lazos de endeudamiento. Los resguardos fueron liquidados en 1780 por las reformas borbónicas que decretaron su privatización y, para 1820, un decreto republicano ordenó la repartición de las tierras comunitarias entre los miembros de la comunidad, lo que motivó una intensa búsqueda por quedarse con las tierras de los resguardos. Algunas comunidades indígenas, tales como las del Cauca —lo que luego habría de ser Caldas y Tolima— rechazaron la parcelación y conservaron sus tierras comunitarias intactas.

En la cordillera oriental de los Andes, algunos mestizos aceptaron la privatización pero lograron resistir a las presiones de los terratenientes y mantuvieron el control sobre sus tierras.5 Mientras rigió el sistema de hacienda, las clases en las áreas rurales estaban conformadas por terratenientes; campesinos en servidumbre; y un campesinado libre que se resistía a su incorporación dentro del sistema de la hacienda. Paralelamente al sistema de hacienda, se venía dando un proceso de colonización de tierras y de deserción mediante el cual los campesinos libres; los afrodescendientes huyendo de la esclavitud; quienes huían de las haciendas; y los colonos pobres trataban de conseguir tierras en las laderas y llanos de los Andes. Para todos ellos, la posesión de la tierra constituía el camino a la libertad. 

Muchas de estas tierras públicas fueron otorgadas a los terratenientes por la Corona como recompensa por su participación en la Guerra de Independencia, o bien fueron adquiridas por ellos por medios especulativos: dichas condiciones sentaron las bases del conflicto agrario que se dio en el s. XIX y parte del s. XX entre el campesinado libre que buscaba colonizar las tierras y los terratenientes que se resistían a esta repartición. La colonización de la tierra y el surgimiento de los colonos eran síntomas de la descomposición del sistema de hacienda, que formó sus propios sepultureros: los colonos y los ocupantes sin tierra. 

El resultado de esta fase de la lucha fue una estructura de clases basada en la extensión de la tierra poseída y que, a comienzos del s. XX, se configura así: minifundio en las tierras altas; un sistema mixto de producción en las laderas; y latifundios en las llanuras.6 Estos patrones de producción todavía caracterizan el sistema productivo rural del país. Las contradicciones internas y externas a estas modalidades diferenciables de producción; de estructura de clase; de respuesta al desarrollo capitalista en general (incluso su relación con los mercados mundiales); y la interacción entre ellas, apuntalaban los conflictos sociales en las áreas rurales. La coexistencia de estas tres modalidades principales no era fácil y se caracterizaba por una violencia abierta. Aunque León Zamosc sostiene que no hay evidencia de revueltas campesinas, Catherine LeGrand, en su estudio sobre el proceso de colonización campesina, contó más de 450 confrontaciones distintas entre colonos y terratenientes entre 1875 y 1930. Esta nueva evidencia nos lleva a cuestionar la conclusión de Zamosc según la cual los terratenientes pudieron controlar a los campesinos y así salvaguardar las estructuras de propiedad.7

LeGrand ofrece evidencia no sólo sobre el fracaso del sistema legal sino también sobre cómo, para el periodo estudiado, el conflicto con frecuencia era resuelto por medios violentos. La violencia era utilizada para reprimir a los campesinos no solamente en conflictos entre clases, sino asimismo por los terratenientes en sus conflictos intestinos. La violencia, por consiguiente, fue utilizada para resolver las disputas entre la clase terrateniente y entre ésta y los campesinos, como fue el caso durante "La Violencia" (1948-1958) cuando la clase terrateniente sufrió fracturas políticas, ideológicas, y regionales.

Un ejemplo de cómo la incapacidad del sistema judicial para resolver las disputas territoriales conllevó al uso de la violencia es el caso de Salamina, en la parte de Antio​quia que luego se convertiría en el departamento de Caldas. En 1801, la Corona otorgó a Don Jose Aranzazu amplias extensiones de tierra entre el Río Buey (al Norte) y la Vieja (al Sur); una zona que sólo consistía de dos asentamientos, el antiguo pueblo de Arma y el más recientemente establecido Son​són. Los dueños de las propiedades adyacentes recibieron orden de evacuar estas tierras. En 1824, cuando el juez del distrito de Río Negro decretó que la tierra pertenecía a la familia Aranzazu, los ciudadanos de Arma se opusieron. El asunto quedó en suspenso hasta 1828, cuando la Suprema Corte dictaminó a favor de los demandantes. En 1829 los ciudadanos de Arma concluyeron una transacción que los convirtió en los propietarios de la tierra entre San Lorenzo (después Armero) y Honda.

En 1833 Aranzazu cedió a los ciudadanos de Salamina algunas de las tierras que le pertenecían pero conservó para sí las más valiosas. Sin embargo, en 1843 los campesinos demandaron los derechos de propiedad del donante, llevando el caso ante un juzgado. El litigio duró catorce años y llevó a la intervención del gobierno y la imposición de un “compromiso" que no fue aceptado por los campesinos. Uno de los demandantes fue asesinado en 1853. Los asesinatos, incendios, encarcelamientos y despojo de propiedades fueron moneda corriente mientras duró el litigio8. 

En diversas zonas, Tolima (1906), Sucre (1906) y Majagual (Bolívar), se registraron casos similares. En Majagual, en 1907, los cultivadores establecidos en aquellos territorios que el gobierno designa como baldíos o públicos encontraron que su solicitud de tierras estaba siendo contestada por un pretendido propietario y juez municipal. Uno de los cultivadores advirtió al Presidente Rafael Reyes, "Los habitantes, quienes están furiosos, están pensando en hacer justicia por sus propias manos”. La respuesta del Estado fue la utilización de la fuerza policíaca para detener a los colonos que amenazaban con alterar lo que consideraban un procedimiento ilegal perpetrado por los supuestos propietarios, los Señores Leiva.9 Unos colonos de Margarita (Bolívar) expresaron claramente las opciones a las cuales se hallaban enfrentados dadas las relaciones de poder y acuerdos institucionales: "Si la Ley no va a proteger nuestros derechos de propiedad; si porque somos pobres y débiles y no podemos defendernos nosotros mismos; si no se respeta el trabajo honesto, sabemos bien qué camino debemos tomar: o bien el camino del crimen o el de la migración".10 Durante la mayor parte del s. XX, colonos y campesinos optaron por una combinación de estas dos alternativas.

Los colonos sí probaron la vía legal para protestar e impugnar los reclamos ilegales de los terratenientes. Sin embargo, este enfoque partía de la presunción de que el gobierno central los respaldaría siempre y cuando estuviese al tanto de la situación. Esta “lógica campesina" concordaba no solo con la historia latinoamericana, como lo afirma LeGrand, sino también con la historia de un campesinado a nivel mundial que lleva sus protestas a instancias gubernamentales con la expectativa de que sean resueltas a su favor.11 En Colombia, de manera más marcada, este enfoque ha sido sustituido por la violencia como medio de resistencia y contra-resistencia empleado por la fuerzas sociales en contienda. Los siguientes apartes de este escrito analizan por qué esto ha sido así.

LEYES DE TIERRA, HEGEMONÍA Y CONFLICTO

Las leyes no son neutrales; ellas encarnan los intereses ideológicos, políticos y de clase predominantes en una estructura social y un contexto histórico dados. Unas leyes diseñadas para organizar un sistema de gobierno de manera consistente con el poder y la estructura social reinantes difícilmente se pueden aplicar de manera eficaz sin lo que Antonio Gramsci llama "el ejercicio de la hegemonía"12. La hegemonía se convierte en pieza central del rompecabezas en lo que concierne el mantenimiento de la paz social en sociedades diferenciadas con estructuras discriminatorias de poder. Dicho de manera más sencilla, las leyes y sus instituciones se vuelven disfuncionales sin el ejercicio efectivo de una hegemonía de parte de una clase dominante —o de un sector de clase— que proyecte una autoridad moral y liderazgo aceptados tanto por el grupo dominante como por los grupos subordinados.13

Las Leyes de Tierras promulgadas durante el s. XX no fueron disputadas únicamente por los campesinos; algunos sectores de las clases dominantes también cuestionaron estas leyes.14 Se argumentará que el disfuncionamiento de las instituciones (en este caso el marco legal) en Colombia surge en parte a raíz de una carencia endémica de hegemonía. Por lo general, las leyes sobre propiedad, y particularmente las de tenencia de la tierra, reflejan en gran medida el nivel socioeconómico de desarrollo y el ritmo al cual las instituciones están evolucionando para acomodarse y facilitar este desarrollo.

El advenimiento del café como rubro de exportación, y su rápida expansión desde 150,000 cargas en 1894 a 2 millones de cargas en 1920 conllevó a una transformación radical de la economía campesina de subsistencia, en particular en las áreas rurales de Antioquia, Caldas, Valle, Tolima, Cundinamarca, y Santander, zonas de concentración cafetera. Las exportaciones de café durante las primeras tres décadas de este siglo sentaron las bases para la industria nacional y aceleraron la acumulación capitalista.15 La consecuencias socio políticas de la expansión cafetera y el subsiguiente surgimiento de un sector agrocomercial se manifestaron en una nueva configuración de clase representada por dos partidos políticos: el Conservador y el Liberal. Las facciones  reformistas se inspiraron en las ideas social demócratas del Estado Providente que cogió vuelo luego de la Gran Depresión que azotó a Europa y a los Estados Unidos. Alfonso López Pumarejo —un banquero pudiente elegido a la presidencia en 1934— quien representaba a la época dicha corriente dentro del Partido Liberal, comenzó a coquetear con el concepto “providente” del Estado. Algunos han señalado la influencia que tuvo el "New Deal” de Franklin Roosevelt sobre la visión de López Pumarejo. 16

Según López Pumarejo, el no poner atención a la clase pobre no solo era errado sino incluso peligroso pues las masas tarde o temprano exigirían una participación mayor en la riqueza nacional. Él creía que el Partido Liberal debía tomar la iniciativa y defender las demandas de las clases desfavorecidas a fin de evitar una revolución social, así sólo fuese por esta razón. Las huelgas bananeras de 1928 contra la United Fruit Company, que culminaron en la masacre de los trabajadores y un incremento del malestar en las áreas rurales, contribuyeron a corroborar la urgencia que motivaba las preocupaciones de López Pumarejo.

El ala reformista de la burguesía se veía propulsada no solamente por la pujante burguesía comercial cafetera y exportadora sino asimismo, y lo que era más importante, por el sector industrial, que incrementó su participación en el PIB de 8,9% en 1930 a 16,5% en 1945; la épocas de mayor incremento fueron entre 1931 y 1939.17 Esta expansión industrial fue estimulada en buena parte por la Gran Depresión que, al aumentar los precios de los productos importados, los había colocado por fuera del alcance de la mayoría de los consumidores y estimulado así la demanda por los productos locales, disponibles ellos a pecios más razonables. Es de anotar que el Partido Conservador ejercía un proteccionismo comercial que rigió entre 1886 y 1930, el periodo conocido como la “Hegemonía Conservadora”.

La elección de López Pumarejo fue producto de unas alianzas políticas tácticas dentro del Partido Liberal y no indicaba, de ninguna manera, la derrota de la fuerte facción terrateniente dentro del partido. Hay que tener en cuenta que el Partido Liberal estuvo en la oposición durante el largo periodo de la República Conservadora y que se fue sintonizando cada vez más con las aspiraciones y reclamaciones de la creciente clase media urbana y con la clase trabajadora. El Partido Liberal incorporó en sus filas a una facción radical de estudiantes; a la clase media urbana; y a miembros de la burguesía industrial y comercial además de su constituyente clase terrateniente. De tal manera, se convirtió en un escenario de alianzas de clase que dependía de las condiciones políticas y de las percepciones de cada una de las facciones de líder sobre la manera de mejor vincular sus aspiraciones personales a un programa político más amplio sin antagonizar los bloques de clase tradicionales. Sin embargo, la incorporación de estos grupos sociales, no significaba de ninguna manera que sus intereses políticos y de clase estuviesen reconciliados o incorporados en el programa del partido. 

Los esfuerzos del Partido Liberal por reconciliar intereses contradictorios se dificultaron aún más con su ascensión al poder. López Pumarejo lanzó la campaña que había proclamado —la Revolución en Marcha— que esencialmente, intentó acomodar los intereses del campesinado y la clase media urbana sin quebrantar los intereses de la burguesía y grandes terratenientes.

El proceso de industrialización unido a una rápida urbanización optimizó el poder de la clase trabajadora y de la clase media urbana. El surgimiento de la Confederación de Trabajadores de Colombia (CTC), como sindicato unificado bajo el liderazgo de los comunistas y radicales del Partido Liberal, ejerció una presión que tensionó la alianza precaria que había llevado a López Pumarejo al poder. Durante 1934 y 1935, hubo un incremento en el número de huelgas en las zonas urbanas y en el ritmo de organización sindical de trabajadores rurales y de ligas campesinas. Para 1936, el gobierno había presentado dos paquetes legislativos: reforma constitucional y reforma agraria. 

El primer paquete contenía un artículo en el cual el Estado consagraba la función social de la propiedad privada y percibía el derecho de expropiar tierras para fines públicos o sociales con el debido proceso legal e indemnización. Este paquete contemplaba la expropiación sin indemnización si las dos cámaras del Congreso aprobaban la moción con una mayoría de dos tercios. Este último requisito prácticamente imposibilitó la expropiación de tierras sin indemnización. Esto fue producto de un acto de equilibrismo dada la amplia representación de los terratenientes en el Congreso.

Los objetivos de López Pumarejo quedaron claramente estipulados en su mensaje presidencial al Congreso de 1935
: 

Technically, then we are faced with the juridical alternatives of turning the nation to a socialist orientation or of revalidating the deeds to private property by purifying them from imperfections. The govern​ment has chosen the second. The project of the land law has no pur​poses other than to strengthen property rights, organizing them on the basis of principles of justice, and of resolving the conflicts which have grown out of the vagueness of existing titles.

Some landowners when confronted with agitation, often justified, sometimes unjust, but understandable, have solicited from the state armed forces of public order to clear the title to the property or even the land itself from dangerous ideas. The law provides for this to be given in accordance with the decisions of the judges and makes the alcalde the agent of reaction. The eviction notice should be followed by the machine gun to prevent resistance. My government serves notice that is not its criteria, neither with respect to the evicted campesino nor with respect to the squatter who has invaded uncultivated lands sup​posing them to be in the public domain ... land ownership should be acquired by two titles, whose provisions should be established by law: by labor and by public deeds, but without the latter giving endless right of possession of undeveloped lands. The government wants the law to define how, when and for what reasons one is a landowner, so as to prevent property being held by usurpers and so as to establish the validity of the titles of the large landowner who is putting his holdings to use and also to clarify those of the colono who with tremendous energy, wrests from the jungle a plot of land on which to build his home and raise a family."18

La Ley 200 o Ley de Tierras fue diseñada para modernizar las estructuras agrarias especialmente mediante la eliminación de los latifundios improductivos y proponiendo que se diese un uso más eficiente a la tierra. El objetivo principal de este programa era organizar las escrituras de la tierra y poner fin a las condiciones caóticas de titularización, que habían caracterizado las zonas rurales desde épocas coloniales. Los objetivos políticos del Presidente eran la eliminación de los sectores más atrasados de la oligarquía agraria y responder a las presiones venidas desde abajo.19 EL programa no pedía la abolición de los latifundios sino más bien la sincronización entre el uso de la tierra y el desarrollo capitalista del país.

Dicho de manera más sencilla, el intento de López Pumarejo era un proyecto capitalista modernizador, pero el Estado también tenía que responder a otros impulsos y antagonismos sociales desencadenados por el mismo proceso. En varias oca​siones, el Estado tomó partido por los huelguistas contra los empresarios y con los colonos contra los terratenientes. Algunos episodios efímeros de “autonomía” estatal reflejaban una cierta imparcialidad en los conflictos por la tierra, en particular desde el Ejecutivo, y encontraban una fuerte oposición de parte de los grandes terratenientes y opositores políticos de López Pumarejo. Esta oposición se tornó aún más vociferante cuando unió fuerzas con la Iglesia, agraviada ésta por los intentos de López Pumarejo de circunscribir su papel dentro de sistema educativo. Por consiguiente, una facción del Congreso boicoteó las reformas, intentando detener el programa de López Pumarejo.

A otro nivel, la clase obrera se convirtió en una fuerza política activa. En 1938, se contaban 753.000 trabajadores. Los trabajadores movilizaron sus fuerzas en apoyo a las reformas de López Pumarejo.20 Frente a tal polarización social y política, la Ley 200 fue promulgada por el Congreso pero no sin antes hacerle una enmienda que otorgaba a los terratenientes plazo hasta 1946 para cultivar las tierras o ser expropiados. La Ley 200 no afectó las relaciones de propiedad de manera fundamental, fue diseñada para rectificar los “defectos” de la ley precedente que exigía títulos de propiedad en caso de disputa sobre los derechos. La Ley 200 eliminó este requisito con la condición de que la tierra que no fuese utilizada durante un periodo de diez años, sería transferida al dominio público. Ninguna de estas propiedades llegó a ser propiedad pública sin indemnización. La Ley 200 estipulaba en su Artículo 12 que quien ocupara la tierra durante un periodo de cinco años podía reclamarla como suya. La Ley 200 también otorgó a los colonos expulsados el derecho a ser indemnizados por las mejoras que hubiesen hecho a la tierra. Este artículo abrió una caja de Pandora de la cual terratenientes y campesinos trataron de sacar títulos de propiedad de la tierra. Los terratenientes, para evitar perder sus tierras, comenzaron a expulsar a sus aparceros y arrendatarios. En la mayoría de los casos, esta expulsión se llevó a cabo por medios violentos.

La Ley 200 fue especialmente importante pues estipulaba la creación de Jueces de Tierras con la competencia para dirimir los conflictos territoriales. Entre 1937 y 1943 los jueces actuaron de manera expedita y, de acuerdo con el Ministerio de Industrias, más del 80% de las disputas que se presentaron en 1937 fueron resueltas antes de finales de 1938.21 LeGrand, sin embargo, no encontró evidencia concreta en los anales de los Juzgados de Tierras para sustentar esta aseveración pero la evidencia que recopiló muestra que los Jueces de Tierras, en su interpretación de ley, solían hacerse de parte de los grandes terratenientes. Después de 1936, los Jueces de Tierras solicitaron en varias regiones del país la expulsión de los colonos de las haciendas que habían ocupado. Otros colonos lograron permanecer en las tierras que habían trabajado pero bajo condiciones poco claras.22 En algunas partes los terratenientes sencillamente no expulsaron a los colonos de tierras cuyo estatus legal seguía sin definirse. Los terratenientes también consiguieron reclamar tierras bajo apartes provistos por la Ley 200, en especial en aquellos casos en los que los colonos no lograron adquirir su parte de la tierra. 

La ley 200 —un intento bastante limitado por resolver los conflictos territoriales— reveló la incapacidad de las instituciones del Estado para hacer cumplir la ley. Los terratenientes locales, que ejercían el poder político a través de los gobiernos municipales, de la policía, y de los jueces del distrito, pudieron burlar la ley y hasta ofrecer una interpretación diferente de sus disposiciones. Cuando los terratenientes locales eran también los gamonales, los jueces de tierras difícilmente resolvían las disputas a favor de los colonos y arrendatarios. Los campesinos interpretaban erradamente la Ley 200 como concordante con el decreto de 1933, que otorgaba el derecho a la tierra a aquel que la cultivaba. Paradójicamente, la interpretación de los campesinos coincidía con la de los terratenientes que se oponían a la Ley 200 y hacían hincapié en la disposiciones referentes a la función social de de la propiedad y la protección de los colonos.23 Como resultado, en los hechos, dos clases políticas opuestas cooperaron en el resquebrajamiento de la Ley 200. En general, la diversas interpretaciones significaban que los jueces distritales y de tierras se veían sometidos a presiones por parte de las clases sociales de sus localidades; y sus modalidades de adjudicación dependían en gran medida del equilibrio de poder entre los campesinos, los colonos y los terratenientes.

A un nivel más general, la ineficacia del Estado para imponer su interpretación y vigilar sobre su aplicación revela un indicio de la crisis en su hegemonía. Como resultado de los fracasos del Estado, se abrió paso a diferentes interpretaciones y varias modalidades de aplicación negociadas entre actores locales. En la mayoría de los casos, los grandes terratenientes se salían con la suya, su propia aplicación de la ley. Allí adonde no estaban presentes los grandes terratenientes, o adonde estos eran débiles, los colonos y campesinos pobres lograron prevalecer; en particular en las laderas y tierras altas andinas que constituyen por lo general las tierras menos productivas.

Al final, la Ley 200 dejó intactos los latifundios pero en algunas zonas aceleró la conversión de los arrendatarios en trabajadores a sueldo. La estrategia de los grandes terratenientes era la de librarse de los arrendatarios y aparceros para evitar las reclamaciones de tierras. Hubo arrendatarios y aparceros que intentaron afirmar sus derechos a la propiedad al interior de algunos latifundios, lo que generó conflictos con los terratenientes. Así, el comprar la parte del arrendatario o el obligarlo a vender se convirtió en un mecanismo de violencia institucionalizado que prefiguraría las reglas de base para el Sistema de Guerra de los años 1970 y posteriores. 

Los conflictos de tierras condujeron a la conversión de grandes propiedades en potreros y fincas ganaderas con un menor requerimiento de mano de obra y generando disrupciones en la producción; disminución en los productos alimenticios; e incrementos en los precios de la tierra, justamente algunos de los desenlaces que la ley había querido evitar. En las regiones cafeteras la tenencia de la tierra no fue afectada de manera significativa, y el país pasó a una mayor dependencia de este cultivo comercial para la importación de productos alimenticios. 

LEY 100 DE 1944: "LA REVANCHA"

Los tímidos intentos de reforma del Presidente López Pumarejo ya estaban agotados para finales de su primer mandato. (1934-38). Su sucesor, Eduardo Santos (1938-42), a pesar de pertenecer a la misma facción burguesa del Partido Liberal, tenía un enfoque más conservador. No cambió el curso de las reformas introducidas por López Pumarejo, pero si les bajó el tono para complacer la oposición de los terratenientes. Cuando López Pumarejo fue reelegido en 1942, su coqueteo con el “Estado providente” se le volvió demasiado costoso, lo que lo llevó a abandonar las posiciones que había asumido en su primer mandato. Aunque la Ley 200 no afectó los latifundios —y los grandes terratenientes lograron evitarse el impacto negativo que hubiese causado a sus intereses de clase— no estaban satisfechos y buscaron “la revancha”. 

Esta revancha era posible gracias a la convergencia de varios factores. El primero se debió a la incapacidad del Partido Liberal para reconciliar los intereses contradictorios de los grupos dominantes con las reclamaciones de las clases subordinadas. López Pumarejo estaba desaventajado frente un grupo populista de izquierda liderado por Jorge Eliécer Gaitán; a un grupo derechista dirigido por Santos dentro de su partido; y a Laureano Gomez, el jefe del Partido Conservador. Los grandes terratenientes en ningún momento dejaron de, o bien sospechar, o bien manifestar una animosidad abierta, hacia las inclinaciones reformistas de López Pumarejo. Adicionalmente, la creciente movilización de la clase trabajadora alarmaba a sectores de la burguesía industrial que temía los avances políticos de la izquierda en los sindicatos obreros. Entre 1940 y 1945 se registraron aproximadamente 20 huelgas por año. Esto representó un incremento significativo frente al número de huelgas que se dieron entre 1920 y 1930. Para la clase trabajadora —en especial en las uniones sindicales petroleras— la lucha asumió un tono antiimperialista contra multinacionales como la Tropical Oil y en contra de las inversiones de los Estados Unidos en el país. Esto coincidió con la iniciación de la Guerra Fría que creó un clima favorable para que la derecha lanzara una contraofensiva política.

La situación económica del país entre 1940 y 1945 se caracterizó por unas altas tasas de inflación. En Bogotá, por ejemplo, el costo de vida subió en un 82% y en Medellín en un 88%; los precios de los productos de la canasta familiar aumentaron en un 108% y los sueldos de los trabajadores bajaron en un 50% entre 1939 y 1942.24 La producción agrícola, por su parte, disminuyó; el trigo se redujo de 146.000 toneladas en 1942 a 68.000 en 1943. Esta disminución se puede explicar en parte por la crisis en el sistema de hacienda y por el paso dado por los terratenientes, que convirtieron las tierras de cultivo generadoras de trabajo en potreros ganaderos en un intento por evitar que se presentasen reclamaciones de parte de arrendatarios y aparceros. 

Dadas estas condiciones, el Partido Liberal fue incapaz de continuar manteniendo sus contradicciones internas bajo control. En 1943, por ejemplo, el partido no pudo sacar una lista unificada para la elección municipal en Bogotá. En su lugar, se presentaron doce listas. Naturalmente, Laureano Gomez, el jefe del Partido Conservador no desaprovechó la oportunidad para explotar la discordia en su vehemente campaña contra López Pumarejo. Así, en efecto, no solo se debilitó el programa de López Pumarejo de manera significativa sino que también se sometió a López a presiones enormes para que introdujese una serie de leyes que favorecían a los grandes terratenientes y a la burguesía industrial. El resultado fue la Ley 100 y unas reformas laborales que restringían los derechos a la huelga de los trabajadores.25 Es importante observar que López Pumarejo también se vio enfrentado a un golpe militar fallido en 1944, y en 1945 finalmente desistió de la lucha y renunció a la presidencia una año antes del final de su mandato. Con su renuncia, se le dio mate al intento de una revolución democrática liderada por la burguesía con el apoyo de los campesinos y, con ello, se puso en jaque por largo rato la perspectiva de una hegemonía basada preferiblemente en la persuasión y no en la coerción.

De tal manera, la Ley 100 fue promulgada dentro de un contexto de debilidad de la burguesía reformista y de intensas divisiones internas dentro del Partido Liberal. Se comenzó a dar un realineamiento político entre las facciones derechistas de los dos partidos. Estos grupos estaban interesados en sacar a López Pumarejo y en la restitución del equilibrio en el conflicto rural. Este realineamiento a la derecha también fue impulsado por la ideología de la Guerra Fría y por la política regional, que pregonaba el control de trabajadores y campesinos, las bases sociales de los partidos comunistas. 

La Ley 100 fue diseñada para corregir las faltas de la Ley 200. Mientras que la Ley 200 buscaba crear una clase de agricultores dentro de los modelos occidentales del desarrollo agrario capitalista transformando las relaciones agrarias de tenencia en trabajo asalariado, los objetivos de la Ley 100 fueron los de reorganizar las relaciones entre los terratenientes y los arrendatarios —en particular con aquellos que intentaban asumir el estatus de colonos con el fin de reclamar un pedazo de tierra— y mantener la aparcería como forma viable de explotación y producción agraria. La Ley 100 también definió los derechos y obligaciones de los arrendatarios de manera que quedase asegurado el control de los terratenientes sobre la tierra.

¿Qué condiciones y actores fueron instrumentales en la producción de la Ley 100 y de sus limitantes (Vg. suplir un marco legal institucional adecuado para mediar, arbitrar o tramitar el conflicto rural que fuese apropiado para los grupos sociales en contienda), y cuál fue el tipo de relación entre el Estado y los grupos en contienda? Dos grupos, la Aso​ciacion Patronal Económica Nacional (APEN) y la Sociedad de Agricultores de Colombia (SAC) —que incorpora a los grandes terratenientes— con la ayuda de la Federación Nacional de Cafeteros lograron en 1944 hacer promulgar la Ley 100, que negaba a arrendatarios y aparceros el derecho a ser propietarios. La Ley 100 garantizaba la protección de los contratos y de la posesión de los terratenientes; prohibía los cultivos permanentes; restringía el uso de la tierra por parte de los arrendatarios y aparceros dentro de las parcelas que se les habían asignado; y sentaba un marco legal rígido para la expulsión de los arrendatarios y colonos una vez evaluadas las mejoras hechas por ellos en la tierra que habían ocupado y que entraba en disputa.

La Ley 100 reflejaba dos desarrollos centrales. Mostró la habilidad de los terratenientes para reagruparse y llegar a una alianza con la elite agroindustrial, representada por los cafeteros, que inclinó la balanza a su favor, en particular en lo que se refirió al mantenimiento de un orden socio político mediante el cual se mantienen modalidades de explotación por fuera de la economía como, por ejemplo, la aparcería. El segundo factor que repercutió fue la debilidad del movimiento campesino, disminuido por fracturas internas y la falta de una fuerza política unificadora. Considerando el equilibrio de fuerzas, el Estado cedió ante los deseos de la alianza de los terratenientes y el sector agroindustrial.

La nueva ley representó un revés mayor para la lucha campesina contra la hacienda como modalidad de producción y, lo que es más importante aún, demostró el gran peso que tenía la elite agraria y agroindustrial en el diseño de las políticas del Estado. La Ley 100 también reflejó el peso de las elites agrarias dentro de la clase dominante. Los demás segmentos de la clase dominante, más precisamente, las elites industrial, financiera y comercial, fueron adquiriendo poder por su crecimiento respectivo en el periodo que siguió a la depresión de 1929, pero a la época no eran lo suficientemente fuertes como para imponer su proyecto hegemónico de desarrollo capitalista. Retrospectivamente, la Ley 100 no contribuyó de manera significativa a revertir la tendencia hacia un desarrollo capitalista ni a evitar la transición entre aparcería y trabajo asalariado, así como tampoco produjo un arreglo normativo institucional capaz de reducir la intensidad de los conflictos agrarios. De hecho, los grandes terratenientes en las zonas de contienda en Tolima, Cauca, y Cundinamarca lanzaron una guerra feroz contra los aparceros y arrendatarios, ostensiblemente con el fin de evitar que se solicitasen aquellas tierras que, pasados los 10 años sin uso, fuesen cobijadas por la medida de expropiación de la Ley de 1936.

Finalmente, aunque el Estado, durante el primer gobierno de López Pumarejo (1934-38) y debido a una serie de condiciones internacionales y nacionales, había logrado adoptar una posición relativamente autónoma frente a los grandes terratenientes, esta relativa autonomía duró poco. Los grandes terratenientes lograron cambiar las líneas divisorias de batalla para inclinar la correlación de fuerzas a su favor para luego aprovechar el faccionalismo del Partido Liberal y explotar el miedo de la burguesía a los trabajadores radicales; esto se dio con el trasfondo de una Guerra Fría en marcha entre los Estados Unidos y la Unión Soviética; guerra que rediseñó las alianzas políticas locales. Así, dada la incapacidad del Estado para producir unas instituciones aceptables que tuviesen el respaldo de un “consenso hegemónico” para resolver la problemática agraria para finales de los años 1940, quedaba montado el escenario de una mayor conflictividad y violencia. 

LA VIOLENCIA (1945-58)

Tres años después de la renuncia de López Pumarejo, en 1948, Jorge Eliécer Gaitán, el líder de la facción radical del Partido Liberal y el candidato presidencial con mayor opción para las elecciones de 1950, fue asesinado. Los niveles de violencia política se habían incrementado de manera notoria desde mediados de los años 1940, sin embargo, estos llegaron a nuevos topes a raíz de la muerte de Gaitán, trayendo lo que la historiografía colombiana ha denominado "La Violencia", una guerra civil entre los partidarios del Partido Lib​eral y los del Partido Conservador. La mayor parte de la guerra se libró en las zonas rurales adonde los campesinos combatieron contra otros campesinos en una lucha sectaria exacerbada por venganzas personales e intereses parroquianos. Más de 200.000 personas perecieron entre 1945 y 1958. La Violencia era el desenlace predecible de la crisis sociopolítica y de la incapacidad del acuerdo institucional reinante para contenerla. También era la manifestación del realineamiento político de las diferentes facciones de una clase dominante decidida a reprimir los movimientos campesinos, de trabajadores y de la clase media.

Cuando se comparan los objetivos de la guerra civil con lo que efectivamente resultó posteriormente, se puede concluir que las clases dominantes tuvieron un éxito parcial. Los cambios traídos por la guerra civil fueron contradictorios y no correspondieron a una lógica ni interpretación uniforme. La guerra civil no aceleró la transformación capitalista, no restableció el sistema feudal de la hacienda, ni acentuó la hegemonía del Estado. El desenlace sociopolítico varió entre los diferentes departamentos y de una región a otra, dependiendo de una serie de variables tales como la correlación de fuerzas entre los terratenientes y los campesinos; el nivel de organización política; el grado de influencia de los partidos políticos tradicionales; el rendimiento económico de la hacienda antes de la irrupción de la violencia; y el peso de las políticas del Estado para inclinar la balanza hacia uno u otro lado. De tal manera, los resultados netos de los diferentes departamentos o regiones para el periodo entre el 1948 y 1965 eran contradictorios.26

Gonzalo Sánchez analiza cinco desenlaces de La Violencia en términos de cambios en las estructuras societales y las relaciones de pro​ducción. El primer desenlace de continuidad estuctural se manifestó en las zonas del occidente del Quindío donde las haciendas escaparon de los estragos de La Violencia. Allí los terratenientes, o bien llegaron a acuerdos informales con las fuerzas locales y regionales, o tenían diversas fuentes de ingresos que les permitieron evitar la ruina económica. Éstas eran en su mayoría haciendas cafeteras con un sistema de aparcería que capitalizaba los altos precios del café; los bajos costes de la mano de obra; y las oportunidades que brindaba la guerra.27 El segundo desenlace fue de transformación regresiva y se manifestó en el norte del Tolima, departamento en el que la hacienda fue reinstituida después de haber sido prácticamente disuelta por los cambios socioeconómicos que se dieron durante el primer mandato de López Pumarejo. Pero el Tolima también vivió una transformación capitalista a través de una inversión directa de parte de su burguesía urbana. 

En el tercer desenlace, la transformación progresiva, el desarrollo del capital agroindustrial vino acompañado de violencia como en el caso del departamento del Valle y particularmente en el Alto Cauca. El cuarto desenlace, según Sánchez, fue lo que sucedió en el Sumapaz. En este caso, la alternativa campesina, por oposición a la capitalista, prevaleció durante un tiempo, por lo menos.28 El quinto desenlace fue la transformación expansiva, que se apoderó del sur del Tolima y del departamento del Cauca, y mediante la cual grandes ganaderos extendieron sus propiedades a costa de los campesinos y de la población indígena. Las relaciones de poder bajo la modalidad de transformación expansiva no variaron durante La Violencia, pero los hacendados obtuvieron un poder político considerable gracias a su expansión territorial. 29

Este esquema capta las diversas modalidades de desarrollo capitalista inducidas por La Violencia, pero deja tres preguntas sin responder. ¿Cómo afectaron estos diversos desenlaces la configuración de las fuerzas y alianzas de clase en las zonas rurales y el desarrollo capitalista en general? ¿Cuál era la configuración de la clase dominante dentro del Estado después de La Violencia? Y finalmente, ¿cómo sentó La Violencia las bases institucionales para encarar el conflicto social?, es decir, ¿cómo sembró las bases del Sistema de Guerra? 

La respuesta a las primeras dos preguntas está por fuera del alcance de este libro pero se pueden hacer algunas observaciones. Al final de la guerra civil, las mismas clases dominantes seguían ejerciendo el control, y se había revivido el sistema bipartidista. Los grandes terratenientes y otras facciones de la clase dominante formaron una alianza política, el Frente Nacional, ostensiblemente para colocar el Estado bajo su control y evitar su autonomía —así fuese efímera y de corto alcance— como la que se dio durante el primer mandato de López Pumarejo. El Estado del Frente Nacional inhibió toda expresión del conflicto social y excluyó a las clases subordinadas de la política. Otra consecuencia de la guerra civil fue que bloqueó el camino al populismo en Colombia con la eliminación de la opción populista de Jorge Eliécer Gaitán.

La guerra civil era una expresión de diversas contradicciones entre la clase dominante y la elite política y entre estos y las clases subordinadas. La guerra civil reveló que el acuerdo institucional reinante (la democracia electoral) estaba fragilizado por la polarización política creciente entre miembros de la elite política como resultado de las presiones ejercidas por las movilizaciones campesinas y de trabajadores y por las tendencias populistas (representadas por Gaitán).30 De tal manera, el hecho de que la contienda por el poder político se diese por medios electorales constitucionales podría haber entrañado una revolución populista que hubiese socavado los intereses de las clase domi​nantes. Retrospectivamente, el Frente Nacional eliminó esa posibilidad al limitar la sucesión gubernamental y alternancia en el poder exclusivamente a algunos miembros escogidos de su bancada, convirtiéndose así en la institución a través de la cual la clase dominante negociaba y resolvía sus diferencias.

Este mecanismo comprobó su eficacia para resolver los conflictos entre elites y para controlar el Estado pero no contribuyó a proyectar una hegemonía sobre las clases subordinadas. El Frente Nacional no visualizó unas instituciones igual de efectivas para la resolución de una importante fuente de conflicto, es decir, para el problema agrario. Por un lado, esta limitante conllevó a una creciente institucionalización de la violencia para complementar el carácter excluyente del sistema político, y, por otra parte, la violencia comenzó a asumir funciones diferentes, incorporando nuevas dimensiones y actores, en función de los cambios y giros socioeconómicos y políticos que se fueron presentando de ahí en adelante.31

La pregunta es cómo definir la relación entre instituciones de violencia y otros tipos de instituciones políticas, sociales, y económicas; y cómo éstas interactúan de manera complementaria dentro de unas estructuras sociales y bajo unas circunstancias históricas dadas. Las instituciones son, por lo general, consideradas como acuerdos; patrones de interacción que regulan las diferentes esferas de la vida social, política, cultural y de mercado. No obstante, rara vez asumimos la violencia como un institución con sus funciones dentro de la estructura social global y los acuerdos institucionales.32 El Frente Nacional es el ejemplo de una institución que regulaba algunos aspectos de la vida política (las relaciones dentro de la elite) y que se veía complementada por “niveles aceptables” de violencia sociopolítica dentro de la cual los excluidos e incluidos del proceso político, interactuaban para producir una institución com​plementaria.

Dentro de este marco de análisis, los apartes restantes de este capítulo discuten cómo el éxito que tuvo la elite para resolver sus difer​encias políticas dentro de un marco legal constitucional nacido del Frente Nacional, contrasta de manera marcada con la incapacidad de esta misma elite para establecer los canales institucionales apropiados para dirimir los antagonismos con las clases subordinadas de manera pacífica. El Frente Nacional involuntariamente inauguró una nueva fase en la historia institucional del país al permitir a dos instituciones (la violencia y la democracia restringida) y dos modalidades políticas (elección y represión excesiva) interactuar y coexistir dentro del marco del mismo sistema político socioeconómico. Ahora nuestra tarea es definir las diferentes condiciones históricas bajo las cuales la evolución de tal dualidad institucional se fue integrando dentro de la estructura socioeconómica permitiendo la sustentabilidad de una "democracia electoral" desde 1958. En ese entonces, la exclusión política y la incapacidad del Estado para encargarse de la problemática agraria impulsaron la institucionalización de la violencia, en particular con el surgimiento de una oposición armada. Este es el tema de los siguientes capítulos.

LEY 135 DE 1961 Y EL INSTITUTO COLOMBIANO DE REFORMA AGRARIA (INCORA)

Durante y luego de la formación del Frente Nacional, ninguna de las fac​ciones de la clase dominante gozaba de una posición hegemónica en un sentido que le hubiese permitido construir un consenso frente a un conjunto de “ideas” para solucionar los problemas clave en lo relativo al modelo de desarrollo capitalista del país. Su efecto más visible se da sobre el sector agrario. Las ideas  reformistas burguesas del presidente Carlos Lleras Restrepo fueron igual de mal acogidas que las de López tres décadas atrás. Dado el equilibrio interno de fuerzas sobre el que se basaba el Frente Nacional, la burguesía industrial y agroindustrial se veía abocada a fortalecer su representación de clase a través de sus asociaciones respectivas para poder tomar la iniciativa en la representación y defensa de sus intereses.

Por ejemplo, durante la bonanza cafetera y mientras el café constituyó la columna vertebral de la economía, no cabía lugar a dudas sobre la influencia política de la Federación Nacional de Cafeteros de Colombia (FEDECAFE), el grupo que representa a los cafeteros más pudientes. Sin embargo, el crecimiento del sector industrial en los años 1940 y 1950, de un 14,8% del PIB entre 1945-49 a 21,1% del PIB para 1965-69, disminuyó la importancia del sector cafetero y del sector agrario en general. La contribución del sector agrario al PIB (café incluido), pasó de un 40,5% entre 1945-49 al 26,6% para el periodo entre 1965-69. Este cambio estructural se vio acompañado por una creciente afirmación de la Asociación Nacional de Industriales (ANDI), que se convirtió en la articuladora de los intereses industriales de la burguesía. 

Durante La Violencia, la ANDI y FEDECAFE se alinearon con la solución autoritaria y respaldaron a la extrema derecha del Partido Conservador, es decir, a Ospina Pérez (1946-50) y Laureano Gómez (1950-54). Ambas instituciones se enfrentaban fuertemente a los sindicatos de trabajadores y a la oposición de izquierda pero diferían sobre la política proteccionista.33 La ANDI y FEDECAFE no compartían la misma posición frente al proteccionismo comercial puesto que el café, en su calidad de cultivo de exportación, dependía del grado de apertura de los mercados internacionales, en particular del de los Estados Unidos. Por consiguiente, una de las primeras consideraciones era que el proteccionismo del gobierno colombiano no socavara el acceso de FEDECAFE al mercado estadounidense. Este con​flicto de intereses entre FEDECAFE y la ANDI fue largo y contencioso, pero la ANDI se llevó las de ganar desde mediados de los años 1940.34

La Sociedad de Agricultores de Colombia (SAC), que representaba la oligarquía terrateniente y a los industriales del agro, consideraba que el proteccionismo afectaba de manera negativa sus importaciones primarias tales como las de fertilizantes y maquinaria, lo que a su vez aumentaba los precios domésticos de los productos alimenticios. El Estado implantó una política con un grado de proteccionismo que respondía a las necesidades de la burguesía industrial, que daba a FEDECAFE un amplio margen para que determinase las estrategias de mercadeo del café y dejaba en manos de la SAC las decisiones referentes a la reforma agraria. Un ejemplo de cómo el Estado gestionaba la política de tierras bajo el Frente Nacional es la aprobación de la Ley de Reforma Agraria (Ley 135) en 1961, que sólo fue promulgada después de que se llegó a un consenso entre las clases dominantes representadas por los grupos anteriormente mencionados.35 Cuando la ley fue sometida a un Congreso dividido entre Liberales y Conservadores, sólo unos cuantos Conservadores se opusieron. La ley pasó únicamente cuando los grandes terratenientes le bajaron el tono a los criterios para la expropiación de tierras e instituyeron procedimientos y pagos para la indemnización. 

La Ley 135 fue diseñada para asistir a los minifundios y movimientos de colonización a mejorar su productividad mediante asistencia técnica; a incrementar el nivel de ingresos mediante la promoción de cooperativas campesinas; y a brindar un mejor servicio. Estos ideales, que realmente no se cumplieron, buscaban reestablecer la autoridad de las clases dominantes en las zonas rurales que había sido desestabilizada durante la guerra civil. Algunos proyectos bajo el recién fundado INCORA, sin embargo, fueron iniciados en zonas de conflicto, tales como los departamentos del Tolima, Huila, Cundinamarca, Santander, Norte de Santander, y Antioquia y en nuevas zonas de colo​nización en el Caquetá, Ariari (Meta), y Sarare (Meta).36 En la zonas lati​fundistas, se hizo muy poco, aún allí adonde se podrían haber introducido reformas. Los latifundios, en particular los de la costa atlántica, y con la excepción de los de los Llanos Orientales, se libraron en buena parte de La Violencia.37 Esto se debía a que la mayoría de los grandes terratenientes de la costa atlántica eran Liberales, al hecho de que esta región se encuentra separada de Santander y del interior del país por una cadena de montañas y llanuras, y debido a que la baja densidad de población dificultaba aún más el contagio de la guerra civil.38

Los términos de la distribución de tierra eran tan ambiguos que el Ministerio de Agricultura tuvo la libertad para determinar qué tierras podían ser expropiadas. Se llegó a este compromiso después de que el Estado cedió ante las exigencias de FEDECAFE y otros empresarios para que las tierras bajo su tutela quedasen por fuera de toda posibilidad de expropiación.39 Para 1971, menos de un 1% de las tierras sujetas a la expropiación fueron distribuidas, y de éstas la mayoría eran baldíos. Más aún, la distribución de estas tierra fue desfigurada por una serie de requisitos que tenían que llenar los colonos a fin de recibir el crédito y sentar legalmente los linderos de sus tierras. Dichos requisitos bloqueaban efectivamente cualquier progreso en el sentido de una reforma agraria, y las mejores tierras de los latifundios quedaban por fuera del alcance de la ley. De tal manera, la Ley 135 no era mejor que las leyes anteriores, y nuevamente, el fracaso institucional exacerbó los conflictos territoriales. 

Durante los años 1960, la economía de subsistencia campesina entró en caída libre. Dicho declive se vio marcado por una creciente movilización del campesinado bajo el liderazgo de la Asociación Nacional de Usuarios Campesinos (ANUC), fundada en 1967; y por otros grupos políticos de izquierda tales como las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), fundadas en 1964; y el Ejército de Liberación Nacional (ELN), fundado en 1965. Para mediados de los años 1960, la economía colombiana había entrado en recesión, y el sector industrial había alcanzado los límites de lo que podía brindar la política de sustitución de importaciones al mercado nacional. El mercado de bienes de consumo se saturó desde los años 1950, y la industria cumplía un programa de sustituir bienes intermedios y de capital.40 La caída en los precios internacionales del café, en la época, contribuyó a la disminución de las reserves internacionales que tanta falta hacían para comprar equipos en el exterior.41 Estas condiciones condujeron al estancamiento del sector industrial y al incremento del desempleo urbano, que llegó al 13% en 1967 desde un 4,9% en 1964.42 Dadas las condiciones económicas tan difíciles, la lucha de clase se volvió inevitable tanto dentro del contexto regional como del internacional, caracterizado por movimientos revolucionarios y por el marco político de la Guerra Fría, que internacionalizaba más y más los conflictos locales. 

Es dentro de este contexto que el dictador militar populista Rojas Pinilla ganó terreno político y amenazó con socavar el régimen del Frente Nacional. A finales de los años 1940, Jorge Eliécer Gaitán había evocado la misma amenaza y las clases dominantes habían hundido al país en una guerra civil para evitar ese camino Posteriormente, las clases dominantes cierran filas detrás de Carlos Lleras Restrepo (1967-1971), un burgués reformista muy parecido a López Pumarejo, quien dirigió una Colom​bia bien distinta. Algunos segmentos de la clase dominante consideraron que la resolución de la crisis eco​nómica, era la clave para ponerle coto al encanto político de Rojas Pinilla y de su movimiento ANAPO. Se tomaron muchas medidas para tratar la crisis económica; interesa aquí uno de los principales componentes de estas medidas: la reforma agraria. Carlos Lleras Restrepo propuso que, a fin de solucionar el problema del desempleo, era necesario abordar la crisis de la subsistencia campesina, que estaba propulsando la migración campo ciudad (es importante mencionar aquí que Carlos Lleras Restrepo también fue uno de los principales arquitectos de la Ley 135 de 1961 y una de las fuerzas detrás de su promulgación por el Congreso).

El gobierno de Carlos Lleras Restrepo propuso una serie de leyes que abogaban por la distribución obligatoria de las tierras de las haciendas en las que la norma de tenencia era el arrendamiento y la aparcería, como se ha mencionado en este mismo capítulo. Los terratenientes —que ya habían logrado abortar todo los intentos de reforma anteriores a través de una oposición política directa en el Congreso o mediante el uso de su poder local para sabotear la implantación— opusieron resistencia. Los terratenientes trabajaban a través de los partidos Conservador y Liberal en el Congreso para modificar el decreto conocido como la Ley 1 de 1968 que reconocía los derechos de los aparceros y arrendatarios a la tierra; le fijaron tantas restricciones que lograron imposibilitar su aplicación. Como respuesta, Carlos Lleras buscó el apoyo del campesinado mediante el establecimiento de la ANUC como entidad semi gubernamental cuyo objetivo era vencer la resistencia de los terratenientes gracias a la creación de nuevas realidades en el terreno. Este era otro remedo de la alianza de la facción burguesa de López Pumarejo con el campesinado, pero esta vez con una base organizativa: la ANUC.

La principal función de la ANUC era la coordinación de una a “reforma agraria masiva” 43 Esto constituía una violación directa de los acuerdos del Frente Nacional y generaba resquemores entre los grandes terratenientes y otras facciones de la clase dominante. Según Zamosc, el rol de la facción reformista fue la “creación de presiones externas para socavar la posición de la clase terrateniente, cambiando así el equilibrio de fuerzas al interior del Frente Nacional y creando un clima más favorable para la implantación de la reforma agraria".44 En este análisis, el campesinado era la única fuerza social y el aliado obvio de la facción burguesa reformista pero Zamosc subestima la importancia de las presiones desde abajo que se originan en la insurgencia armada y en las persistentes luchas campesinas de los años 1950 y 1960 que se dieron en varios departamentos por el acceso a la tierra. Una interpretación más plausible podría ser que la facción burguesa de Car​los Lleras Restrepo, queriendo quitarle piso a la Derecha y a la Izquierda, aprovecho el conflicto agrario para involucrar al campesinado en su proyecto burgués. El fracaso de Carlos Lleras Restrepo para ganarse el campesinado, por lo tanto, no solo dependió de terratenientes y campesinos sino también de una dinámica de lucha de clase y de su gravitación hacia una salida armada en vista de la incapacidad de las instituciones del Estado para contener el conflicto. Las diferentes expresiones de la Resistencia en los años 50  y las  "Repúblicas Campesinas” de los años 1960 tuvieron un impacto significativo en el discurso político de las clases dominantes y por consiguiente sobre las políticas del Estado unos pocos meses antes de la elección de Carlos Lleras Restrepo.45

Las campañas militares del gobierno de Guillermo León Valencia para erradicar las  ligas de defensa campesina —o las llamadas repúblicas independientes establecidas en Marquetalia, El Pato, Guayabero, y Riochiq​uito entre 1964-65— quebrantan los esfuerzos de la facción burgues-reformista para encaminar los campesinos hacia su proyecto burgués y apartarlos de una revuelta campesina emergente.46 Estas campañas militares radicalizaron a los campesinos y montaron el trasfondo para las divisiones, entre una facción radical y una facción conservadora, que sacudieron la ANUC en los años 1970. La dinámica del conflicto de clase llegó a tal punto que ni el marco institucional (leyes de tierras) ni el vehículo organizativo (la ANUC) pudieron apaciguarla. Esto conllevó a la derrota del programa de Carlos Lleras Restrepo y a la subsiguiente institucionalización de la represión violenta por parte del Estado en 1978 a través del Estatuto de Seguridad, que complementó la legalización de los grupos paramilitares (Ley 48 de1968) como herramientas para combatir la radicalización del campesinado y de los grupos armados de base campesina. Más aún, en las regiones en las que la ANUC fue testigo de la mayor parte de las movilizaciones, el declive posterior confirmó la validez de la alternativa política guerrillera. Éste fue el caso a lo largo de la costa atlántica, Sucre, Bolívar, y en el Mag​dalena Medio y los Llanos Orientales.47

En los años 1990, la mayoría de las regiones en las cuales los movimientos campesinos disputaban la tenencia de la tierra, se convirtieron en escenarios de batalla entre la insurgencia armada y los grupos paramilitares con la participación ocasional de las fuerzas del Estado.48 Este desarrollo sirve de evidencia a mi argumento central según el cual históricamente los acuerdos institucionales y organizativos no lograron contener los antagonismos sociales y esto, a su turno, exacerbó el conflicto. Para contextualizar el conflicto social que se prolongó a lo largo de las tres décadas siguientes, comprender su desarrollo dentro de las estructuras departamentales y el porqué la estructura institucional no pudo encarar la posición recalcitrante de los terratenientes y la radicalización del campesinado, es necesario mirar allí adonde sí se dio el conflicto.

Aproximadamente el 76.9% de los conflictos territoriales en 1971 se presentaron en los latifundios de la costa atlántica, en los valles interandinos, y los Llanos Orientales, es decir, allí adonde se desarrollaban los grandes latifundios ganaderos y el capitalismo agrario.49 Los restantes  conflictos territoriales se dieron en los departamentos andinos en los minifundios. En 1980 y 1990 el desarrollo capitalista se vio acelerado por la llegada de los cultivos industriales de palma africana y cultivos de uso ilícito. Es importante enfatizar que los contornos de la Ley 135 y de las leyes de 1968 no brindaban un mecanismo eficaz para la distribución de la tierra, así como el INCORA tampoco estaba en condiciones de responder a la demanda creciente de tierra. Todo esto se presentaba en un contexto caracterizado por una transformación capitalista veloz de la economía rural en la cual se daba una mayor concentración de la tierra y se aplicaban métodos con un uso menor de mano de obra, y dentro del cual el estancado sector industrial no pudo absorber la mano de obra excedente. Para acabar de completar, ahí estaba el Frente Nacional, un sistema consociacional rígido y excluyente que no daba respiro a la disensión. Cuando sí permitía la disensión y se intentaron algunas reformas como bajo Carlos Lleras Restrepo, no se tuvo éxito pues las ideas de Carlos LLeras no lograron la base de apoyo de la burguesía industrial ni al interior de los conglomerados agrícolas para implementar medidas de reforma agraria. 

EL ACUERDO DEL CHICORAL: ANTIREFORMISMO

El presidente Misael Pastrana emprendió el camino de la contrarreforma con el apoyo de la burguesía industrial, agroindustrial, terrateniente y ganadera. Las tomas de tierras en 1971 patrocinadas por la facción radical de la ANUC Línea-Sincelejo, alertaron a los demás grupos sobre las dificultades, si no las imposibilidades, de contener —dentro de los contornos sociopolíticos de la política de partido tradicional— a un campesinado movilizado; lo que constituía la intención original de Carlos Lleras Restrepo. Cada vez fue más difícil contener la lucha y antagonismos de clase mediante las reformas agrarias promovidas por Carlos Lleras Restrepo. Tanto las organizaciones del Estado como el INCORA y la ANUC se vieron abrumados por los acontecimientos.

Un telegrama de la Embajada de Estados Unidos en Bogotá describió los acontecimientos así: una oleada de invasiones de tierras que comenzó el 8 de octubre (1971), continua sin aminorar; el 12 de octubre trajo nuevas invasiones de miles de campesinos en Boyacá, Huila y Tolima; no se han señalado actos violentos pero si algunas detenciones. La ANUC, un grupo campesino infiltrado por los comunistas y originalmente creado por el gobierno, lanzó un manifiesto el 13 de octubre solicitando la libertad de asociación, el fin del Estado de Sitio, de los tribunales militares, además de los llamadas de siempre pidiendo y tierra, crédito, mejores mercados y un transporte interurbano más económico."50 Un mes después, otro comunicado del consulado de los Estados Unidos en Cali, describía la escalada del conflicto territorial en estos términos:

En horas de la mañana del 14 de noviembre, aproximadamente 50 familias invadieron seis acres de tierra de propiedad de la azucarera Papayal en Palmira, Valle, a unos 30 kilómetros de Cali. Las familias son los pobres rurales sin tierra que sobreviven como carroña económica, trabajando cuando hay trabajo, comiendo cuando logran conseguir que comer. Se envió policía y tropas para remover a los ocupantes. Se generó una batalla intensa, varios soldados salieron quemados con agua hirviendo. Uno de los ocupantes murió de un tiro. Finalmente se pudo expulsar a los invasores y los líderes de la banda fueron arrestados.51

Bajo estas condiciones, en enero de 1972, el gobierno de Misael Pastrana llamó a los representantes de cada uno de los partidos, así como de los grupos empresariales, a una reunión en Chicoral. El desenlace de la reunión fue un pacto para echar atrás las reformas de tierras del gobierno de Carlos Lleras Restrepo. A cambio de pagar impuestos sobre sus propiedades, los terratenientes recibían la garantía de que la distribución de tierras al campesinado sería limitada y la aprobación de unas políticas de crédito supremamente favorables como medida de apoyo al sector agroindustrial. Por consiguiente, la Ley 135 fue modificada para asegurar la indemnización por expropiación con base en el precio del mercado y no en el avalúo catastral; la mayor parte se pagaría en efectivo y el restante en intereses más altos. La leyes 4a y 5a de 1973 y la Ley 6a de 1975 diluyeron aún más los requisitos de subexplotación, lo que dificultó aún más la expropiación.

La Ley 6a, o Ley de Aparcería, puso fin a la posibilidad de que los aparceros pudiesen cobrar una indemnización por las mejoras hechas por ellos. Las leyes 4a y 5a fueron complementadas por la creación de la Caja Agraria para servir a los negocios del agro. Estas leyes demostraron, por un lado, el compromiso del gobierno con el desarrollo capitalista del agro y, por el otro, una indiferencia total hacia los intereses más básicos del campesinado. Esto implicó la adopción de un camino muy claro de supresión brutal por medios violentos. También demostró que, cuando las clases dominantes y la elite política sienten las amenazas a sus intereses, cierran filas. Esto fue lo que sucedió durante el segundo mandato de López Pumarejo y nuevamente bajo el gobierno de Carlos Lleras Restrepo. El realineamiento de clase/político de los años 1940 —al igual que el de finales de los años 1960— demostró que al interior de las clases dominantes, los reformistas eran anomalías que nunca conseguían suficiente respaldo dentro de la burguesía como para inclinar la balanza a favor de sus políticas.

Los latifundistas de la costa atlántica, la Némesis de cualquier medida de reforma de territorial, se declararon satisfechos con el nuevo pacto; los campesinos, sin embargo, todavía no estaban convencidos. Durante la colonización de tierras y conflicto de 1971, principalmente en el terreno de los latifundios, la respuesta de los latifundistas fue tomar las cosas en sus manos y emplear una violencia organizada dirigida en contra de los líderes campesinos, los organizadores y figuras de la Izquierda. Este comportamiento represivo fue aceptado por el Estado y con frecuencia coordinado con sus aparatos coercitivos, principalmente el militar. Esto marcó otra fase en el proceso de una violencia institucionalizada, que llegó a mayores niveles de institucionalización en los años 1980s y 1990 con el surgimiento de una narcoburguesía agraria. Los grandes terratenientes desarrollaron su propia fuerza paramilitar, especialmente desde fines de los años 1960. Para 1968, los grupos paramili​tares fueron reconocidos legalmente por el Estado para combatir el entonces creciente movimiento guerrillero radical de base campesina. De tal manera, el fracaso de las instituciones dibujó el escenario de un Sistema de Guerra que se convirtió en la modalidad principal de negociación y resolución de los conflictos sociales. 

La incapacidad de las clases dominantes para producir una facción hegemónica —para bien o para mal— generó un acuerdo de poder consociacional que circunscribió la autonomía política del Estado. Se esperaría que el Estado saliese más autónomo de un equilibrio de poder dentro de la clase dominante que impidiera el surgimiento de un poder hegemónico. No obstante la autonomía de corta duración del primer mandato de López Pumarejo, éste no fue el caso en Colombia en particular porque las alianzas campesinas; de las clases trabajadoras; y de la clase media eran débiles, y su resistencia no era lo suficientemente vigorosa como para representar un poder que pudiese prevalecer frente a las clases dominantes brindándole una mayor autonomía al Estado en la implantación de una distribución más igualitaria de la tierra, los ingresos y del poder político.52 El resultado fue que el Frente Nacional aseguró a las clases dominantes un control firme de las instituciones del Estado y de sus políticas a través de un complejo proceso de compromisos políticos y económicos que favorecieron a los terratenientes.

REFOMA AGRARIA EN LOS AÑOS 1980 Y 1990 Y LA EMERGENTE ECONOMIA RENTISTA

El INCORA otorga los títulos y administra la reforma agraria, incluso la adquisición; distribución; y prestación de servicios de asesoría. Para 1990, había adquirido 1,3 millones de hectáreas a través de la compra o expropiación, y otras 4,8 millones de hectáreas a través de la anulación de los títulos de propiedad de tierras subutilizadas o abandonadas. El INCORA tiene dos programas de distribución de tierras: uno opera en zonas de reforma agraria y está dirigido a los campesinos pobres con tierras inadecuadas, y el otro enfoca los campesinos y finqueros pudientes. Entre 1961 y 1990, el INCORA distribuyó 1,07 millones de hectáreas a unas 60.000 familias en las zonas rurales y registró más de 300.000 escrituras que abarcaban más de 9,2 millones de hectáreas de tierras públicas. Adicionalmente, estableció más de 256 reservas de un total de 25 millones de hectáreas que beneficiaron a unas 37.000 familias indígenas.53 Sin embargo, la distribución de tierras por el INCORA fue mínima en comparación con la “contra reforma” agraria, resultado de ajustes en el presupuesto y de las fuerzas del mercado.

Tal vez la fuerza más notoria detrás de la contrarreforma fue el nuevo estrato terrateniente que construyó sus fortunas a través del narcotráfico y del tráfico de esmeraldas y que adquirió grandes extensiones de tierras fértiles en zonas de conflicto tales como el Magdalena Medio, Cesar, Urabá, Putumayo, Meta, Córdoba, Bolívar, y Boyacá. Se calcula que la narcoburguesía adquirió en muy pocos años más tierra de la que distribuyó el INCORA durante un periodo de treinta años.54 En los años 1980 y 1990, los narcotraficantes adquirieron aproximadamente 4,4 millones de hectáreas con un valor estimado de $2,400 millones.55 Por consiguiente, la narcoburguesía aceleró un desarrollo capital​ista rentista del sector agrario, en particular mediante ganadería extensiva y especulación en tierras. (Véase capítulo 5). En este tipo de desarrollo económico rentista se enfatiza el valor especulativo de la tierra en lugar de la productividad de la misma, lo que explica parcialmente el decreciente uso de la tierra para fines agrícolas. Algunos ejemplos de esto son las grandes propiedades que constituyen el 43% de la tierra productiva del país de la cual solo el 9% se encuentra cultivada; las tierras restantes (de las cuales más de 5 millones de hectáreas son tierras cultivables) están inutilizadas o subutilizadas; y unas 800.000 hectáreas de medianos y pequeños campesinos se quedaron sin cultivar en los años 1990 (Véase Cuadro 2.1).56

Esta tendencia rentista está convirtiendo a Colombia en importador neto de sus principales productos de consumo alimenticio y está arruinando sus cultivos comerciales tradicionales. A partir de comienzos de los años 1990, esta tendencia recibió un impulso importante gracias a las políticas de liberalización económica implantadas por los gobiernos de turno, que redujeron las tarifas y los gravámenes sobre los productos importados a precios contra los cuales los productores locales no estaban en condiciones de competir. Un ejemplo es el algodón que hasta finales de los años 1980 era uno de los principales cultivos comerciales, vital para la industria textilera nacional y que perdió terreno frente a importaciones más económicas. Como consecuencia, de las 350.000 hectáreas sembradas de algodón en 1980, en el 2001, sólo quedaban 35.000. Por consiguiente, la liberalización económica apoyó el giro de la economía hacia el uso especulativo y extractivo de la tierra a expensas de la producción, ya que esta última función dejó de ser competitiva para finales de los años 1990.

También es importante tener presente que durante los años 1980, se hicieron grandes descubrimientos de petróleo, carbón, y oro, con lo cual se incrementaron las inversiones de las multinacionales en las áreas rurales. Este factor, junto con la liberalización económica, generó una serie de cambios significativos en 

TABLA 2.1

	
	Porcentaje

de fincas

1988 1996
	Porcentaje de

Tierra cultivable 

1988 1996
	Porcentaje

cultivada

1988 1996

	Muy pequeñas 0-5 ha
	48.5
	50.2
	3.7
	3.7
	49.4
	32.8

	Pequeñas 5-20 ha

propiedades

5-20 ha
	28.5
	27.8
	11.4
	9.9
	32.9
	19.8

	Medianas 20-50 ha
	11.6
	11.8
	14.4
	14.0
	18.3
	11.2

	Grandes 50-200 ha
	9.4
	8.0
	34.8
	28.2
	10.6
	7.3


Fuente: Basada en datos del Ministerio de Hacienda para el periodo entre 1988 y 1996. Bogotá, Colombia

las funciones social y económica de la tierra. La creciente inte​gración de la economía nacional a los mercados globales también contribuyó a agudizar los cambios en la configuración de los conflictos territoriales. La nueva fractura del conflicto que comenzó a configurarse en los años 1980 se da entre la economía rentista y una economía de subsistencia campesina repre​sentada por los campesinos pobres, colonos y comunidades indígenas y afrocolombianas cuyas tierras entraron en la mira de los especuladores (narcotraficantes, compañías de finca raíz, y los ricos), y de las compañías multinacionales.57 La oligarquía terrateniente tradicional que había liderado el conflicto desde los años 1920, comenzó a ceder ante las nuevas fuerzas sociales: los especuladores en tierras, los industriales del agro, la corporaciones multinacionales (del petróleo, oro y carbón) y ante la narcoburguesía. En los capítulos 5 y 6 se elaborarán las implicaciones de este cambio en la dinámica del conflicto. 

Por ahora, sin embargo, es importante hacer hincapié en el hecho de que ni los cambios en la función socioeconómica de la tierra ni en la configuración de las fuerzas sociales frenaron el proceso de concentración de la tierra (la llamada "contra reforma") que comenzó a raíz de los Acuerdos de Chicoral. Más bien contribuyeron a su aceleración. La concentración de la tierra había llegado a nuevos topes para finales de los años 1990: los grandes terratenientes incrementaron sus propiedades de 32,5% de la tierra agrícola del país en 1984 a 35,7% en 1988, llegando al 43.1% en 1996 y 45% para 1997 (ver tabla 2.1). Según un estudio publicado en el 2002, el 1,1% de los propietarios de la tierra posee más del 55% de las tierras cultivables y explotables y, según este mismo estudio, en las zonas ampliamente ricas del agro cerca de un 30% a un 35% por ciento de las propiedades son de capitales ligados a la narcoburguesía o la corrupción. 58

CAPÍTULO 3

LOS MILITARES Y EL CÓMODO IMPASSE
Este capítulo presenta a los militares, una de las organizaciones que ayudó a crear y a perpetuar el Sistema de Guerra. Enfoca tres temas principales: 1) ¿Por qué los militares escogieron una política militar de contención en lugar de una política de eliminación de la guerrilla? 2) ¿Cómo contribuyó esta estrategia de contención a la formación y consolidación de un impasse cómodo? Y finalmente, 3) ¿Qué tipo de intereses institucionales, contributivos al surgimiento y consolidación del Sistema de Guerra, fueron formando los militares bajo el impasse?

Mi opción de discurrir sobre las instituciones militares colombianas, en particular sobre sus Fuerzas Armadas, parte del postulado de Theda Skocpol según el cual las personas colocadas en las entidades e instituciones del Estado pueden articular sus propias metas y en ocasiones realizarlas.1 El asunto clave es determinar las condiciones bajo las cuales esto se puede dar y cómo los objetivos e intereses posibles de una de las organizaciones del Estado se cruzan con los de otros grupos de interés y clases sociales. Antes de enfocar los objetivos centrales de este capítulo, es importante trazar un poco la historia de establecimiento militar y su relación con los otros sectores del Estado, complementando así la discusión sobre la crisis hegemónica del Estado desarrollada en el capítulo anterior. 

LA AUTONOMIA DE LOS MILITARES

A partir de los dos gobiernos militares —el de Rojas Pinilla (1953-57) y el de la Junta Militar (1957-58)— los militares fueron ganando margen de maniobra en el manejo de dos áreas cruciales: la defensa del Estado y del orden público. Estas dos áreas empalmaban con la Doctrina de Seguridad Nacional adoptada por los militares. Los militares consolidaron su integración al sistema de seguridad regional a través de sus vínculos con los Estados Unidos, que proveía entrenamiento; asistencia técnica; y adoctrinamiento político. Sin embargo, paradójicamente, a medida que los militares se iban integraban dentro del sistema de seguridad regional, iban incrementando su autonomía frente a las ramas ejecutivas y legislativas del gobierno.2 Esto se debía a la desavenencia profunda entre los sectores principales de la elite política que, desde 1958 con el Frente Nacional, acordó mantener el tema de seguridad nacional por fuera de sus querellas políticas. 

Este acuerdo entre elites de dejar a los militares por fuera de sus disputas políticas —como requisito para el mantenimiento de una estabilidad política después de La Violencia (1948-58)— se convirtió en uno de los legados más perdurables del Frente Nacional (1958-74), sobreviviendo hasta bien entrado el s. XXI. El Pacto Nacional y el retorno a un régimen civil fueron el resultado de un acuerdo con la Junta Militar que estaba en ese momento en el poder. Los militares aceptaron la persecución contra Rojas Pinilla a cambio de un mayor margen de maniobra en el manejo de sus recursos y del orden público. De tal manera, los militares se convirtieron en los únicos garantes de la estabilidad política, ya que la Policía tomó partido por los Conservadores durante la guerra civil. Este acuerdo, considerado como una necesidad política y aplicado durante el régimen consociacional Frente Nacional, comenzó a dar fruto en los años 1970 y 1980 cuando la hegemonía del Estado encontró un nuevo desafío en el poder creciente de la insurgencia y la amenaza del crimen organizado. Fueron los militares quienes respondieron a estas amenazas, ya que los temas de defensa y seguridad son prácticamente de su exclusiva competencia.

La autonomía relativa de los militares no es algo exclusivamente colombiano, así como tampoco latinoamericano, ya que la mayoría de los militares gozan de cierta independencia dentro del orden constitucional democrático. En Colombia, no obstante, este hecho adquirió un cariz especial debido a la debilidad inherente de un Estado con una crisis hegemónica pronunciada. Este hecho dio pie para que los militares colombianos tuviesen aún más autonomía que sus contrapartes en el resto de Latinoamérica. Lo irónico es que el margen de maniobra extenso que tenían los militares para manejar sus propios asuntos, los temas de defensa, y la política de orden público, puede explicar la renuencia de los militares colombianos a tomarse el poder político. Cosechaban los beneficios de este orden político sin necesidad de asumir los costes políticos. Habían aprendido de la experiencia de las dictaduras del Brasil y Argentina, que sufrieron serias pérdidas de prestigio, poder y recursos económicos durante sus pasos por el poder y se vieron por lo tanto obligados a replegarse a sus casernas. Posiblemente, la mejor explicación para entender la reticencia de los militares colombianos a tomarse el poder es la del ex Fiscal General, Alfonso Valdivieso, quien dijo: "The military always had its way by less drastic measures than taking power through the applica​tion of the strategy of the sabre-rattling (Ruidos de Sables)."3 Bajo esta estrategia, "the military were able to extract concessions from the presi​dents and avoided losing their privileges," concluyó Valdivieso. 4 Así, la amenaza de golpe surtía el mismo efecto que el golpe mismo y era menos costosa., explicó Valdivieso. Por consiguiente, los “rumores de golpe” que circularon durante la era Samper, al igual que durante los periodos anteriores, pueden entenderse mejor a partir de la analogía de “Ruido de Sables” de Valdivieso.

Al origen de la creciente autonomía de los militares encontramos dos procesos entrelazados. Por un lado, la carencia de una política coherente decidida por las autoridades civiles que definiese claramente las reglas básicas de una relación entre lo civil y lo militar. Esto por parte de las autoridades civiles se puede explicar por la falta de un consenso político al interior de la elite en el poder, todavía atormentada por una política partidista a la que se suma una guerra entre elites. El segundo proceso, que se da a raíz del patrón de delegar los asuntos securitarios, es la inercia .frente a cualquier cambio futuro que no figurase dentro de los intereses de los militares. En cuanto los intereses militares se veían amenazados, la primera reacción era el ruido de sables; lo que en la mayoría de los casos favorecía la expansión de su poder.5

El desenlace fueron dos dominios institucionalizados de política pública, dentro de la cual los militares formulan y determinan, casi exclusivamente, las estrategias de seguridad nacional, orden público y el diseño y ejecución del presupuesto nacional. Esto permitió a los militares articular e ir tras sus intereses con relativa facilidad y sin escrutinio público. La bifurcación de la política pública conllevó a una divergencia de intereses entre las entidades estatales, lo que en ocasiones generó conflictos. El espacio en el que más se visibilizaba esto era en los intentos de negociación de paz llevados a cabo por los respectivos gobiernos durante las décadas de 1980 y 1990 con los diferentes grupos guerrilleros. 

Cuando los Ejecutivos estaban comprometidos con un proceso de paz, los militares tenían una agenda concurrente que buscaban poner en marcha. Hay tres ejemplos que sustentan este argumento. Uno es el infame ataque contra la Corte Suprema de Justicia en el centro de Bogotá a pocos metros de la Casa de Nariño, el palacio presidencial. El M-19, aún activo en esa época Se tomó el edificio y cogió de rehenes a los magistrados y a algunos visitantes.6 Los militares, que no sentían mucho apego por las negociaciones de paz del presidente Belisario Betan​cur (1882-1986) con el M-19 ni con su política en el tema de seguridad, decidieron atacar.7 Según diferentes fuentes, no fue el Presidente quien ordenó el ataque y el desenlace de semejante acontecimiento —que causó la muerte de prácticamente todos los ocupantes del edificio incluido los jueces— conllevó un golpe de Estado virtual. Los militares recuperaron la mano en la definición de las políticas de defensa y seguridad y de su antitesis, una negociación de paz.8 Betancur terminó su mandato y su iniciativa de paz quedó enterrada en las ruinas del Palacio de Justicia.

Otro caso que ilustra la divergencia entre las autoridades militares y civiles fue el ataque de 1991 a Casa Verde en la Uribe —el centro de mando de las FARC desde 1984— en medio de una negociación de paz y en el mismo día de la elección de la Asamblea Constituyente que se había delegado para que diseñase una nueva constitución. Este ataque, naturalmente, desencarriló la negociación a pesar de dos intentos que se hicieron por salvarla: en Caracas, Venezuela, y en Tlaxcala, México.9 La explicación más factible de los acontecimientos es la presentada por el entonces ministro de defensa, Rafael Pardo, quien sostenía que el ataque no había sido autorizado por el Presidente ni por él sino que más bien fue llevado a cabo por los militares en vista del margen del que disponen para el cumplimiento de su deber constitucional en el área de defensa y seguridad.10 En este contexto, según Rafael Pardo, los militares no tienen la obligación de pedir el visto bueno del Ejecutivo para todas su operaciones ya que la decisión de atacar figura dentro de sus “deberes constitucionales”. Lo que es más importante es que el ataque conllevó a la prolongación del conflicto, y los militares retomaron la iniciativa política a causa de la subsiguiente escalada de la guerra civil.11 Pardo, quien también fue Consejero de Paz en 1989, describió el tipo de relación que el gobierno de Virgilio Barco (1986-1990) estableció con los militares a fin de evitar las desaventuras enfrentadas por Betancur en los siguientes términos, "always strong and we sought to keep it close, not only in important policy mak​ing issues, but also we sought agreement on the operative details even the most trivial ones"12 Pardo, añadió que "the peace process required articulation and decisions that involved the military at the command level as well as those at the medium and lower levels that are needed to safeguard the process." Las negociaciones de paz son asuntos complejos que involucran a un gran número de entidades, instituciones y grupos de interés. Pardo quería decir que en Colombia, los militares, debido al poder acumulado gracias a su autonomía, se convirtieron en los constructores y destructores de la paz.13
Durante el gobierno de Ernesto Samper (1994-98), el conflicto se hizo más evidente, y los militares ganaron en el terreno político. El arma del escándalo de la financiación de la campaña Samper por los narcotraficantes, y la incapacidad del Congreso para deponer a Samper, posicionó a los militares como el símbolo más importante que le quedaba a la “legitimidad del Estado”. Esta noción fue reforzada por la política estadounidense de la época, que mantenía sus relaciones con los militares mientras condenaba el Presidente al ostracismo y hasta le negaba visa de entrada a los Estados Unidos. Como resultado, los militares se volvieron más osados en su confrontación con el “desligitimado” Presidente, como los demostró el enfrentamiento sobre la exigencia de las FARC respecto al retiro del ejército de La Uribe previo a cualquier negociación. Los militares expresaron su vehemente oposición a esta condición, lo que a su vez llevó al presidente Samper a cuestionarse quién realmente estaba gobernando el país cuando en uno de sus discursos manifestó, "Aquí mando yo". El gobierno Samper entretenía la idea de la desmilitarización, lo que llevó a cabo la siguiente administración, aunque no sin confrontaciones.

Alfonso Valdivieso, el entonces Fiscal General durante el gobierno Sam​per, explicó que el sismo entre el gobierno y los militares asumía unas dimensiones peligrosas, que amenazaban el orden constitucional del país. El Presidente y Harold Bedoya, el general a mando de los militares, trazaron dos políticas paralelas que, por su mayor parte, eran irreconciliables. Valdivieso añadió que el General se negaba a renunciar a pesar de su oposición al Presidente, y el Presidente no contaba con el respaldo político requerido para removerlo.14 Valdivieso concluyó que este periodo fragilizó la división de trabajo institucional, propulsando una crisis que no se resolvió sino hasta el final del mandato de Samper.15

Un último, pero no el menor de los aspectos, es la tensión evidente entre el presidente Andres Pas​trana (1998-2002) y los militares, que asumió grandes dimensiones cuando la mayoría de los altos mandos del ejército (16 generales, 30 coroneles, y numerosos oficiales) amenazaron con renunciar a sus cargos en respaldo al ministro de defensa Lloreda, quien discutía la estrategia de negociación de paz del gobierno.16 El desenlace de este “ruido de sables” fue la renuncia de Lloreda en 1999, mientras que el Presidente a su turno prometía reconsiderar el plan gubernamental que preveía la reducción de los beneficios pensionales de los militares; la revisión del sistema de justicia militar (bajo el cual los militares sólo se ven sometidos a su propia justicia); y la implantación de una consulta más cercana con los militares en lo que se refería a las negociaciones de paz con los grupos guerrilleros.17 Posiblemente, el aspecto más revelador de esta crisis fue el que los militares no limitaran sus preocupaciones a la política de paz del gobierno sino que llegaron a abarcar aspectos que también definen sus propios intereses institucionales, a decir, la asignación gubernamental de los recursos.18

En 2001, los militares embravecidos por el paquete antidrogas estadounidense de US $1.300 millones —en su mayoría en equipos militares— lograron someter a votación en el Congreso un proyecto de ley de seguridad que busca incrementar su libertad de acción legal, disminuir el escrutinio externo sobre sus actos, limitar la competencia de las investigaciones sobre violaciones a los Derechos Humanos a la rama militar de la Fiscalía, y aumentar el poder judicial para retener a civiles cuando los fiscales se ven impedidos para acompañar las operaciones militares; también exime a los militares de las reducciones presupuéstales del gobierno. Este proyecto demuestra nuevamente que los militares no cesan en sus intentos por extender su influencia e intereses a la más mínima oportunidad. De ser aprobado por el presidente Pastrana, este estatuto representaría un golpe muy grave para la endeble democracia colombiana y lo que queda de sus libertades civiles.

CONTENCIÓN, GUERRA DE BAJA INTENSIDAD WAR Y EL CÓMODO IMPASSE

Entre 1958 y 1990, el nombramiento del Ministro de Defensa era prerrogativa de los militares. Normalmente se nombraba un militar en servicio activo al cargo de Ministro de la Defensa. Esta práctica no cesó sino hasta 1991 y fue reforzada por una reforma constitucional del mismo año en el que un civil fue nombrado al cargo luego de consultas previas con los militares. Antes de 1991, los mandos militares articulaban los intereses institucionales del establecimiento militar y el Ministro de Defensa cumplía con estos objetivos sin fiscalización alguna de parte de las demás ramas del gobierno.

Bajo condiciones de guerra civil, dicho arreglo facilitaba a los militares un amplio margen de acción para articular una estrategia contrainsurgente que catalogaba la mayoría de la oposición bajo la rubrica de “enemigo del Estado”, sujetándola así a la supresión y hasta a la liquidación física. Sin embargo esta estrategia contrainsurgente era primordialmente de contención más que de guerra total. Se basaba en mantener a los grupos guerrilleros por fuera de las áreas económicas y los centros políticos, y sus principios eran tomados de la doctrina de guerra de baja intensidad. Se centraba en mantener un rígido control sobre áreas urbanas vitales por medio de la eliminación de líderes sindicales; activistas, aliados de las guerrillas, y los opositores políticos en general. En parte, esta estrategia se vio afectada por tres factores principales: (a) la limitación de los recursos y equipos a disposición de los militares; (b) el respaldo estadounidense a una estrategia de contención por encima de una costosa guerra de alta intensidad; c) la apreciación de que la guerrilla no constituía una amenaza a la seguridad del Estado ni a la base económica del país ya que la guerra se libraba por su mayor parte en las zonas rurales.

La estrategia de contención y la guerra de baja intensidad impulsaban los intereses pragmáticos de los militares como cuando ejercen presión sobre los civiles para que se mantenga el flujo de recursos sin postrar el presupuesto del Estado pero lo suficiente como para satisfacer los incrementos salariales y pensionales del los militares. Más del 60% de la fuerza militar está dedicada a la protección de sectores clave de la economía y casi el 70% del presupuesto de defensa se invierte en salarios y otros beneficios y el resto en la modernización de sus armamentos. Este sesgo en la estructura de gastos militares inhibió el desarrollo de una estrategia proactiva de combate a la insurgencia. En su lugar, los intereses institucionales de los militares se fueron articulando alrededor de una estrategia de guerra de baja intensidad, permitiendo así una incómoda convivencia con los grupos guerrilleros.

La Constitución de 1991 no efectuó cambios sustanciales en la definición o reestructuración de las relaciones entre lo civil y lo militar. Solamente se reorganizó uno de .los artículos de la Constitución de 1886, sin cambiar su espíritu. La razón tras esta reticencia fue la presión ejercida por los militares sobre quienes diseñaron esta nueva constitución.
 Los militares aceptaron el cambio constitucional con la condición de que sus privilegios y poder quedasen intactos; una promesa que la Asamblea Constituyente, en la que participaron algunos miembros del antiguo grupo guerrillero M-19, supo cumplir. Esencialmente, el gobierno de Cesar Gaviria dejó el papel de los militares tal cual asumiendo una actitud de “negocios es negocio”. Frente al mayor cambio constitucional desde 1886, se dejó escapar una oportunidad histórica.

No obstante, el gobierno Gaviria introdujo medidas tales como la creación del Consejo de Seguridad y Defensa de la Presidencia y el nombramiento —por primera vez en 40 años— de un civil al cargo de Ministro de Defensa. También creó la Unidad de Justicia y Seguridad dentro del Departamento de Planeación Nacional y la encargó de la planeación estratégica, estudios de factibilidad, y evaluación y recomendaciones sobre políticas relativas a la seguridad y la defensa. Adicionalmente, nombró un civil de Director del Departamento Administrativo de Seguridad (DAS). Estos intentos por reestructurar las relaciones entre lo civil y lo militar se vieron ciertamente opacados por la escalada del conflicto en los años subsiguientes.

Retrospectivamente, estas medidas tenían su potencial, de haberse puesto en práctica. En particular, en lo que se refiere a establecer que los temas de “seguridad y orden público” son en última instancia prerrogativa presidencial dentro de un sistema democrático. Estas nuevas instituciones fueron creadas pero sin alterar en lo más mínimo la dominación política que ejercían los militares sobre los temas de seguridad y orden público. Sin embargo, cuando Gaviria terminó su ultimo año de gobierno con la declaración de una “Guerra Total”, —contra la insurgencia y el narcotráfico— los militares pudieron obviar los cambios institucionales para mantener sus privilegios.20 Total, las medidas securitarias de emergencia tomadas por Barco y Gaviria complementaban el Decreto Legislativo 1923 (Estatuto de Seguridad), introducido durante el gobierno de Turbay Ayala (1978-1982). El gobierno de este último fue uno de los más represivos que tuvo el país en el s. XX. Todas estas medidas de seguridad fortalecieron el poderío de los militares.

Uno de los aspectos más relevantes para mi investigación es que los militares no sólo mantuvieron su autonomía en la conducción del aspecto militar de la guerra civil sino que también ejercieron mucha influencia en la determinación del presupuesto. Este importante factor fue protegido por el Decreto 1314 de 1988, que permitió a la Dirección Nacional del Presupuesto del Departamento Nacional de Planeación especificar a los militares los topes asignados a gastos operacionales, inversión, y crédito externo. Los militares tenían derecho a asignar estos fondos como consideraran conveniente sin veeduría civil y sin rendir cuentas a las autoridades civiles. Por lo menos en una ocasión los militares estuvieron a punto de derrocar un gobierno civil debido básicamente a la interferencia civil en la toma de decisiones sobre el presupuesto militar. Esto fue en 1973 cuando el General Guillermo Pinzón Caicedo criticó al Presidente en un artículo por inmiscuirse en el presupuesto de defensa, lo que llevó a su remoción por parte del presidente Carlos Lleras. Sin embargo, como resultado de su remoción —de acuerdo con un aerograma de la Embajada de Estados Unidos de la época— ". . . los comandantes de brigadas de los 20 oficiales generales de la zona de Bogotá estaban listos para precipitar la caída de (Carlos) Lleras, sin embargo, Pinzón les dijo de modo terminante que él no deseaba que se tumbase un gobierno por cuenta suya. No obstante, los generales sí fueron a ver a LLeras y le exigieron (y lograron) una carta de disculpa de Lleras a Pinzón".21 Este documento revela la vehemencia con la que los militares defendían su papel privilegiado en la determinación de su propio presupuesto. Veinte-y-seis años más tarde, en 1999, se presentó una crisis similar, en parte debido al plan del gobierno Pastrana de reducir los gastos militares y pensiones, como comentábamos anteriormente. 

La postura defensiva de los militares de la que hablamos se debió en parte a factores estructurales y a opciones del mando militar. Por el lado estructural, podemos subrayar la limitación de los recursos que el Estado desviaba hacia la defensa, lo que se atribuía a la incapacidad de la elite política para proyectar un liderazgo, es decir, hegemonía. En particular, en la articulación de una estrategia contrainsurgente proactiva y en la captación de los recursos necesarios para su aplicación exitosa. Ahora, sin embargo, es importante analizar las opciones tomadas por el mando militar y su impacto en la prolongación del conflicto y la formación del Sistema de Guerra.

La primera escogencia y la más importante fue asumir una posición defensiva, lo que significó que algunas áreas estratégica fueron mantenidas bajo protección del ejército y la fuerza policíaca, dedicando poca atención y recursos a la modernización de la capacidad ofensiva del ejército.22 De tal manera, la capacidad de las guerrillas para construir Estado se vio prácticamente libre de cualquier impedimento, con la excepción de una que otra operación militar intermitente. La estructura de las fuerzas militares en los años 1970 y a lo largo de los años 1990 se basaba en brigadas y batallones dis​tribuidos en algunos departamentos considerados estratégicos y tenían poca capacidad móvil para la lucha contrainsurgente. Para 1997, el número total de soldados (Ejército, Fuerza Aérea y Armada) sumaba 131.000, de los cuales menos del 20% (aproximadamente 22.000) son soldados profesionales desplegados para fines defensivos y/o incursiones ocasionales contra los grupos guerrilleros. Los soldados restantes son asignados a labores administrativas y posiciones de apoyo logístico. La proporción del miembros de las fuerzas dedicada a funciones administrativas es muy alta comparada con la de los ejércitos nacionales de otros países. En Colombia, la relación de apoyo logístico administrativo es de 6:1 contra soldados en combate, mientras que la proporción internacional es de 3:1.23

Este no es el aspecto más esencial de la temática que estamos enfocando sino opera más bien en función de la importancia de los cargos administrativos en la carrera ascendente del personal. Los cargos administrativos tienden a ser los más codiciados y favorecidos dentro de la institución. Los comandantes militares distinguidos en combate son premiados con cargos administrativos. De tal manera, los cargos administrativos se convierten en la clave del ascenso en la jerarquía militar ya que es allí adonde se establecen las relaciones políticas.24 Bajo esta modalidad, podemos inferir que el conflicto de baja intensidad ha permitido a los militares desarrollar un montaje institucional relativamente cómodo dentro de un contexto de guerra civil. Los componentes clave de este montaje son una postura defensiva reforzada con un cuerpo administrativo abultado. Si complementamos este hallazgo con los incrementos salariales, pensionales y primas recibidos por los militares durante las últimas dos décadas, podremos entender mejor.

Los gastos militares se vieron incrementados de 1,2% del PIB en 1985 a 2,16% en 1996 y al 3,5% del PIB en 1999. En pesos, el incremento fue tres veces superior al de 1985. A esto se suma una deuda de más de US $600, que correspondía a más de una tercera parte de la deuda pública incurrida en 1997.25 No obstante, estos incrementos no mejoraron las capacidades de combate de las fuerzas militares, así lo afirma el coordinador de la Comisión de Racionalización del Gasto Público, Gabriel Rosas. Una opinión compartida por el antiguo Director de Planeación Nacional, Armando Montenegro, quien añade que los intentos por racionalizar los gastos militares por medio de una veeduría civil (como en el caso de la Unidad de Seguridad de Planeación Nacional) se fueron a pique debido a la falta de cooperación de los militares.26 Los militares, en lugar de esto, lograron incrementar sus gastos sin rendir muchas cuentas, lo que también abrió paso a la corrupción.27

Desde el gobierno Gaviria, que inauguró un civil en el cargo de Ministro de Defensa, los salarios y primas de los militares fueron multiplicados en 2,2 hasta 3,4 dependiendo del rango.28 Estos incrementos también se aplicaban a los 90.000 soldados en retiro. La introducción por el gobierno Gaviria de la Ley 4 conllevó a la duplicación anual en los gastos por efectivo entre 1991 y 1996, (desde aproximadamente US $5.000 por persona a US $10.000 en 1996).29 Recordamos que la mayor parte de los gastos de defensa, el 70%, se invierten en salarios, pensiones, mantenimiento, logística, servicios médicos, y vivienda, y 20% para la modernización en armamentos.30 En 1991, por ejemplo, los salarios de los militares y de la Policía constituían aproximadamente el 1% del PIB; para 1996 habían aumentado al 1,5% del PIB, y representaban más del 53% de la nómina total del gobierno.31 Estos incrementos en los salarios de los militares afectaban de manera negativa los salarios de los demás empleados del Estado, incluso los que trabajaban en las áreas de salud y educación.32

El hecho de que los mayores incrementos en los recursos militares se invirtiesen en su presupuesto administrativo explica el porqué el desempeño de los militares en su combate con la insurgencia no ha cambiado desde los años 1980. La proporcionalidad entre las bajas del ejército y las de la guerrilla sirve de indicador para calcular si los incrementos en asignaciones en su presupuesto llevaron a mejorar la prestación de las tropas en combate. Si acaso, este ratio cambió pero a favor de la guerrilla hacia finales de los años 1990; de 1:1.52 a favor de los militares en 1984 pasó a 1:1.21 a favor de los militares en 1999 (Véase tabla 3.1). Se observa el éxito de la guerrilla en cerrar la brecha de fatalidad a su favor. La razón detrás de de este desmejora en el desempeño de los militares yace en la estructura de las fuerzas militares, que no cambió frente al poder creciente de la guerrilla a finales de los años 1990. El ejército sólo 

	TABLE 3.1

Fatalidades: Fuerzas Armadas (FFAA) con relación a Guerrillas

	Año
	1986
	1987
	1988
	1989
	1990
	1991
	1992
	1993
	1994
	1995
	1996
	1998
	1999

	Fuerzas Armadas
	219
	285
	65
	205
	541
	656
	521
	363
	383
	409
	478
	581
	505

	Guerrillas
	335
	457
	49
	464
	727
	1460
	1404
	1210
	909
	696
	740
	704
	806

	Ratio de fatalidad 
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Fuerzas Armadas
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Guerrillas
	1:1.52
	1:1.60
	1:1.33
	1:2.2
	1:1.34
	1:2.22
	1:2.69
	1:3.3
	1:2.37
	1:1.70
	1:1.54
	1:1.21
	1:1.59




Fuente: Las cifras de fatalidad fueron obtenidas del Ministerio de Defensa, Estado Mayor de las Fuerzas Militares. Los cálculos del ratio de fatalidad son del autor. No había datos disponibles pera 1997.

tiene aproximadamente 23.000 soldados profesionales (de una institución con una nómina de 179.000 personas) combatiendo frente a una insurgencia que ha duplicado sus efectivos de 10.000 rebeldes a finales de los años 1980 hasta llegar a tener más de 20.000 a finales de los años 1990.33

Si tenemos en cuenta el número de enfrentamientos entre los grupos guerrilleros y los militares, nos resulta más claro el balance militar. En 1986 se reportaron 85 enfrentamientos (Véase tabla 3.2), mientras que en 1992 el número de enfrentamientos se elevó a 552, nivel aproximado al cual permaneció durante el resto de la década. La probabilidad de sufrir un mayor número de bajas aumenta proporcionalmente al número de enfrentamientos; sin embargo, aunque en 1996 los grupos guer​rilleros combatieron a los militares en 584 ocasiones, la proporción de insurgentes dados de baja siguió siendo de 1:1.54, tasa que se acerca a la cifra 1:1.52 de 1986, año en el que solamente se llevaron a cabo 147 combates entre grupos guerrilleros y fuerzas militares. 

Esta tendencia en las proporciones de fatalidad revela la correlación existente entre las capacidades militares de los combatientes e indica un mejor desempeño de los grupos guerrilleros entre 1986 y 1999. Esto tiene como trasfondo la reticencia de los militares a alterar su estructura, estrategia, doctrina, y armamento para responder al crecimiento de los grupos guerrilleros; cosa que no hicieron sino hasta finales de los años 1990, cuando cambió la dinámica de la guerra civil debido al surgimiento de los grupos paramilitares. (Véase Capítulo 5).

La opción estratégica de los militares de invertir más en administración que en el incremento de sus capacidades de combate ha contribuido a un impasse militar con la insurgencia. Este impasse fue lo suficientemente cómodo como para permitir a los militares desarrollar su institución —la tercera de país situándose por su tamaño sólo después de los conglomerados de negocios más grandes del país, el Sindicato Antioqueño y el Grupo Santo Domingo—mediante el abultamiento del tamaño de su burocracia, incrementos salariales, pensionales y de otros beneficios. Sencillamente, el cómodo impasse permitió a los militares acumular recursos significativos que no hubiesen podido conseguir bajo condiciones de paz o en medio de un conflicto de alta intensidad. Esto explica los intereses institucionales que tienen los militares en la perpetuación de un conflicto de baja intensidad que se caracteriza por la contención y no por una guerra abierta, que resulta más costosa. Es así que la postura defensiva de las fuerzas militares, su estructura y sus intereses contribuyeron al surgimiento y a la consolidación del Sistema de Guerra. Se suscita aquí una pregunta pertinente: ¿adoptaron los militares una guerra de baja intensidad y una estrategia de contención como respuestas pragmáticas frente a la carencia de recursos del Estado? ¿O también se estaba respondiendo a otros factores? 

CONTENCIÓN MILITAR Y EL CÓMODO IMPASSE

Algunos documentos recién liberados por el Departamento de Estado pueden ser útiles para responder a esta pregunta. Según una de sus evaluaciones por país, un informe de 1972 

TABLA 3.2 Actividad Militar Guerrillera 1985-1996

	
	1985
	1986
	1987
	1988
	1989
	1990
	1991
	1992
	1993
	1994
	1995
	1996

	Militares-guerrilla
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	combates
	94
	47
	88
	254
	222
	216
	298
	552
	632
	592
	546
	584

	Emboscadas
	100
	143
	155
	91
	57
	89
	154
	136
	73
	91
	75
	97

	Sabotajes
	98
	80
	95
	271
	155
	190
	566
	490
	175
	325
	189
	340

	Ataques contra los pueblos y centros poblados
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	96
	78
	52
	35
	12
	19
	51
	34
	15
	22
	13
	25

	Ataques contra instalaciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	50
	46
	62
	56
	20
	24
	44
	65
	8
	34
	28
	35

	Ataques a entidades
	49
	44
	52
	74
	54
	48
	50
	49
	31
	18
	13
	15

	Retenes en carreteras
	59
	54
	48
	41
	32
	29
	54
	63
	34
	50
	26
	16

	Escaramuzas
	na
	19
	17
	44
	60
	75
	124
	161
	107
	242
	137
	140

	Total
	546
	611
	669
	866
	612
	690
	1341
	1550
	1075
	1374
	1027
	1252


Fuente: Consejería de Paz, Presidencia de la República.

de 1972 que se titula "Las razones para descartar el objetivo de eliminar a la insurgencia" y que afirma "al medir el nivel de insurgencia en Colombia [se debe considerar] (a) la actual efectividad de la insurgencia, incluso su impacto en el gobierno establecido y, (b) el potencial de la insurgencia," se concluyó que las guerrillas no constituían una amenaza seria en los años 1970. Por consiguiente, este informe del 1972 del Departamento de Estado recomendaba que se continuase con la misma política afirmando que, " Estas consideraciones todavía son válidas hoy, y limitan el objetivo viable tanto para el gobierno colombiano como estadounidense a la contención en lugar de la eliminación. La combinación de recursos colombianos y estadounidenses están diseñados para lograr este objetivo, mientras que la eliminación requeriría enormes recursos que serían mejor utilizados para otros fines (subrayado del autor)."34

Por consiguiente, detrás de la reticencia de los Estados Unidos a comprometer mayores recursos para la guerra estaba la suposición de que la amenaza guerrillera era mínima (menos de 700 insurgentes a comienzos de los años 1970). Por lo tanto, a nivel de costes sería más efectivo invertir la ayuda en proyectos sociales que fortalecerían el poder político del Estado.35 La política de contención de diseño estadounidense ha ejercido una fuerte influencia en la doctrina de seguridad y estructuración de los militares colombianos ya que la mayoría de los miembros del establecimiento militar colombiano fueron entrenados en los Estados Unidos o en la base de Panamá adonde las doctrinas de “contención y guerra de baja intensidad” estaban al eje de los programas estudiados.36

Este hallazgo sugiere una revisión de la mayor parte de los trabajos elaborados sobre los militares colombianos que parten del impacto de las doctrinas estadounidenses de Seguridad Nacional y de las elaboradas por los modelos burocráticos del Cono Sur sobre las relaciones entre lo civil y lo militar.37 Pocos, sin embargo, hicieron la relación analítica entre la Doctrina de Seguridad Nacional y la estrategia militar de contención, la preocupación central de este capítulo. Mientras que la Doctrina de Seguridad Nacional definía la ideología de los militares en su calidad de guardianes del orden sociopolítico y constitucional, su pertinencia frente a la estrategia militar formulada era limitada.38 En mi opinión, los mil​itares reaccionaban más bien con base en la capacidad y recursos reales a su disposición (meramente adecuados a una estrategia de contención) y no a partir de impulsos ideológicos de seguridad nacional.39

Los militares difícilmente podían ganar la guerra irregular de guerrillas que libraban si no reducían su exagerado cuerpo administrativo; efectuaban cambios costosos en sus mandos, controles, sistema de comunicaciones; y si no creaban fuerzas terrestres móviles con la logística requerida y respaldadas por unas fuerzas aéreas y marítimas efectivas. Ni Colombia ni los Estados Unidos estaban dispuestos a asumir estos costes. Adicionalmente, la resistencia institucional de los militares al cambio fue una de las variables que incidió de manera significativa para impedir cualquier reestructuración de sus fuerzas. Las malas mañas no se eliminan fácilmente y la estrategia de contención —que rigió el discurso de los militares a lo largo de tres décadas— no iba a ser abandonada sin que los individuos, las prácticas corrientes y las burocracias que prosperaron con ellas, se resistiesen.

De tal manera, la incapacidad del Estado para comprometer mayores recursos; la prevaleciente guerra de guerrillas; y la política estadounidense moldearon en gran parte las alternativas al alcance de los militares colombianos. En este contexto, la estrategia militar de contención llegó a ser la opción óptima dadas las limitaciones estructurales ya mencionadas. La Doctrina de Seguridad Nacional, a su vez, se convirtió en la herramienta ideológica desplegada a fin de mantener y extender la autonomía de los militares en el manejo del orden público, de la seguridad y de su presupuesto. Dentro de este contexto, podemos entender las restricciones así como el conjunto de prácticas e intereses desarrollados por los militares en condiciones de guerra de baja intensidad. Todos estos factores contribuyeron a la prolongación de la guerra civil y a la conformación y consolidación del Sistema de Guerra.

LOS MILITARES Y LAS EMPRESAS DE SEGURIDAD

Uno de los desenlaces más importantes del cómodo impasse de la guerra civil, y que ilustra el tipo de intereses políticos y económicos que se fueron conformando, es el auge y expansión de las compañías de seguridad privada contratadas paras proteger empresas, bancos e individuos. Estas empresas de seguridad extienden sus servicios a la gran mayoría de edificios residenciales en los barrios de las clases medias y clase alta en las ciudades colombianas. Esta actividad no es exclusivamente colombiana ya que la seguridad —una función previamente de competencia del Estado— se está convirtiendo en un lugar común en buena parte del mundo industrial.40 Sin embargo, en Colombia el proceso de privatización adquiere una dimensión diferente ya que se ha desenvuelto dentro de un contexto de guerra civil subyacente a una crisis crónica en la hegemonía del Estado, que se manifiesta en su incapacidad para extender su autoridad a lo largo de su territorio nacional. Se calcula que aproximadamente un 40% del territorio está en manos de los grupos guerrilleros y otros ejércitos privados.

La proliferación de estas empresas comenzó entre finales de 1993 e inicios de 1994, cuando el entonces presidente Cesar Gaviria introdujo dos decretos: el Decreto 2535 sobre armas, municiones y explosivo; y el Decreto 356 sobre "Seguridad Privada y Vigilancia". El gobierno Gaviria diseñó estos dos decretos para complementar su “Guerra Integral” contra la insurgencia. De hecho, como sostienen Francisco Leal y Eduardo Pizarro, el gobierno Gaviria sucumbió ante los tambores de guerra que hicieron sonar los militares sacándole el cuerpo a las reformas propuesta en los primeros años.41 El aspecto que más intriga de este proliferante negocio de seguridad privada es que muchos militares retirados encuentran en él una fuente de ingresos para complementar sus sueldos e incrementar sus pensiones de jubilación. Sobra decir que la situación de guerra civil y la violencia criminal que ésta fomenta, hacen de este sector uno de los que más prospera en el país. En los años 1990, se fundaron aproximadamente 300 compañías, con cerca de 104 sucursales y 627 departamentos; hay siete empresas especializadas en la protección de agencias financieras (como por ejemplo bancos), que disponen de 49 sucursales. Para 1997, el personal de estas empresas sumaba 89.159 empleados en labores de seguridad, más 5.210 personas en cargos administrativos.42

Un alto porcentaje de los dueños, empleados y capacitadores de estas empresas, son militares retirados y las empresas son reguladas por en el Dirección de Seguridad y Vigilancia del Ministerio de Defensa, que se encarga de las licencias de funcionamiento. Con creciente frecuencia, estas empresas se convierten en puertas giratorias para el personal militar que busca complementar pensiones, o bien sus salarios cuando han sido contratados mientras están en servicio activo. Se calcula que, para 1998, el sector privado (tanto empresas como individuos) gastaron aproximadamente US $150 millón (0.3 del PIB) para proteger sus propiedades y garantizar su seguridad personal. La tendencia de empresas e individuos a contratar los servicios de compañías de seguridad privadas revela que el Estado no está en condiciones de cumplir una de sus principales funciones básicas: la protección de los intereses de los grupos dominantes y de su seguridad personal en una sociedad fragmentada por clases.43 Esta ineficiencia del Estado en la protección de sus principales clientes y los  intereses de estos legitima la reticencia de los individuos a pagar impuestos al Estado para medidas de protección; entretanto, sí pagan a compañías privadas en las zonas urbanas, o a grupos guerrilleros y/o paramilitares en las zonas rurales.

La ironía de esta situación es que el Estado (representado por las ramas ejecutiva y legislativa,  que legalizaron estas compañías) y los militares (quienes no sólo aplaudieron las medidas sino que además tienen intereses directos en su adjudicación) contribuyeron al debilitamiento de un Estado ya de por sí débil. En términos económicos, los casi US $150 millones invertidos en protección privada por las clase media y la clase dominante son una transferencia de ingresos a aproximadamente 100.000 empleados de las compañías de seguridad, convirtiendo a este sector en una fuente viable de empleo, inversión y formación de capital del cual se beneficia el personal militar. Este sector también está vinculado a otras compañías de seguridad y de seguros multinacionales para la cuales Colombia representa un mercado lucrativo debido a las altas primas que cobran a razón de los riesgos.44 En términos políticos, estas compañías permiten a miembros de las fuerzas militares (por terceros a través de militares en retiro) penetrar aún más profundamente en las estructuras de las sociedad civil dándoles así un mayor margen y autoridad en el manejo del aspecto privatizado del “orden público” para así beneficiarse de una condición que ayudaron a crear.

Además de la privatización de la seguridad, en 1996, durante el gobierno de Ernesto Samper (1994-98) se impulsó la creación de los grupos de vigilancia privada, "Convivir," una decisión que fue revocada dos años después bajo presiones políticas. Las Convivir operaban bajo el Dirección Nacional de Seguridad y Vigilancia del Ministerio de la Defensa. Las bases legales de estas organizaciones se encuentran en los decretos 2535 y 356, mencionados anteriormente. El objetivo de las Convivir era brindar apoyo logístico y de inteligencia a las fuerzas militares. En menos de un año, se fundaron más de 500 Convivir con aproximadamente 9,633 hombres armados. El costo total de las Convivir se calculó en US $32 millones.45

Aún después de haber sido declaradas ilegales en 1999, algunas Convivir siguen operando, principalmente en aquellas zonas rurales bajo el control de hacendados y narcotraficante, sus dos principales patrocinadores. Las Convivir sirvieron de frente legal a sus paramilitares. El Estado aún no ha recuperado las armas y municiones distribuidas a estos grupos antes de que fuesen prohibidos. Si algo debe aprenderse del experimento con las Convivir, es que exacerbó tanto la crisis hegemónica del Estado como los niveles de violencia al despojar aún más las prerrogativas  y funciones estatales y militares.46

El experimento con las Convivir aún no había sido clausurado cuando, en 1999, el Ministerio de la Defensa introdujo un plan piloto para Antioquia, la creación de unidades de “Soldados Campesinos”. Su legalidad parte de la Ley 48 de 1993, que permite a los campesinos prestar su servicio militar en sus zonas de residencia en lugar de movilizarlos a otras ciudades. Los “soldados campesinos” llevarían a cabo actividades civiles, labores de inteligencia, y participarían en combate. El plan se implementó en octubre del año 2000. Este plan no es otra cosa que un refrito de tiempos pasados, sin embargo, está vez el objetivo es crear organizaciones campesinas ligadas orgánicamente a los militares a semejanza de las autodefensas campesinas del Perú —la Rondas Campesinas— y de Guatemala durante la guerra civil.

LOS MILITARES Y LAS EMPRESAS MULTINACIONALES DE SEGURIDAD

Otra área crítica para la comprensión del alcance de los intereses desarrollados por los militares bajo la guerra de baja intensidad es la de las corporaciones multinacionales de la seguridad que operan en Colombia. La guerra de baja intensidad no perturbó la economía del país de manera fundamental ya que ésta continuó creciendo imperturbable desde el surgimiento de la insurgencia en los años 1960 hasta mediados de los años 1990.47 La política de apertura económica de los años 1980 e inicios de los 1990, y el ímpetu de los nuevos descubrimientos de petróleo, oro, carbón, esmeraldas, y otros minerales conllevó al incremento de las inversiones de capital de parte de compañías extranjeras.

La llegada de un número creciente de compañías multinacionales, vino acompañada de la entrada al país de un buen número de compañías multinacionales de seguridad y de seguros. El Capítulo 5 se centra en los aspectos relacionados con la operación de estas compañías en Colombia y los riesgos que asumen cuando interfieren con los actores de la guerra en las zonas de conflicto. Aquí, sin embargo, el análisis se centra en el personal militar; en particular los oficiales retirados, cuya experiencia previa y relaciones personales con los altos mandos del ejército les permiten crearse un espacio privilegiado al interior de las multinacionales de la seguridad que operan en Colombia.

Un ejemplo que viene al caso es el de Enrique Urrea, un ex oficial Colombiano que actualmente está de Presidente de la junta directiva de un Comité de Seguridad de 65 de las empresas de seguridad más importantes en Colom​bia, la mayoría de ellas estadounidenses. Urrea es asimismo el encargado de dirigir las operaciones de seguridad de Esso, la subsidiaria colombiana de la Exxon. Según Urrea, la mayoría de los altos jefes de seguridad que trabajan en el sector privado son al igual que él militares retirados que tienen acceso a los mandos más altos del ejército colombiano.48 Por un lado, este acceso permite compartir información y colaborar con las agencias de seguridad del Estado. Y, por otra parte, estas empresas están interesadas en reclutar militares retirados que tengan cierta influencia y puedan facilitar sus operaciones y ayudar a consolidar sus partes de mercado. Entre mejores sean los contactos del oficial en retiro, mayor su acceso a información securitaria sensible, lo que mejora la prestación de servicio de la empresa, sus tarifas, y sus posibilidades de contratación y expedición de licencias de operación. 

El estudio de estas empresas multinacionales de seguridad también revela un aspecto importante del modus operandi de las compañías extranjeras en un país en el que la gama de quienes buscan lucrarse de las amenazas que pesan sobre la seguridad abarca desde empresas multinacionales hasta militares, paramilitares y grupos guerrilleros49 lo que contribuye a una competencia exacerbada en el mercado de la protección y a la agudización de los conflictos violentos entre actores locales e internacionales.
 Este ejemplo nos brinda otra mirada sobre el tipo de intereses desarrollados por los militares (retirados o en vías de retiro) bajo la guerra de baja intensidad y las complejidades sistémicas del Sistema de Guerra.51

Una modalidad deferente de renta por concepto de protección era la que se extorsionaba directamente a las multinacionales que operaban en Colombia. Es bastante difícil evaluar la magnitud de las sumas cobradas por concepto de protección, hay evidencias que sugieren que esta práctica comenzó desde 1973 con el batallón 18 —12.000 soldados y oficiales de la Cuarta Brigada acampada en las afueras del Bagre— y su protección de la Consolidated Gold Dredg​ing Limited sobre el Río Nechí en el noreste antioqueño.52 Esta multinacional pagaba aproximadamente unos US $80.000 mensuales al batallón, lo que equivalía a los gastos mensuales en alimentación del batallón. Tres décadas después, la British Petroleum y la Oxy (una subsidiaria de Occidental Oil) también financió la creación y mantenimiento de un batallón y dos contingente (cerca de 1.000 soldados y oficiales) gracias al pago de unos US $70 millones anuales para asegurar la protección de sus operaciones en Colombia. Es factible que existan otros caso que no hayan salido a la luz pública aún.

A otro nivel, pero también digno de ser notado, figura la incapacidad de los militares colombianos —dados sus poder político, recursos financieros, y autonomía— para construir un complejo industrial militar semejante al logrado en Brasil, Argentina, y Chile. Los militares colombianos sólo poseen unas 13 instituciones y empresas, modestas ellas en términos regionales. Es posible que esto se deba al nivel de desarrollo industrial del país, que clasifica después del de los países mencionados, así como a los limitados recursos asignados a defensa en un país con altos niveles de violencia.53 Estos dos factores pueden explicar en parte el porqué los militares tendieron a buscar fuentes privadas de ingresos (empresas de seguridad) y mediante la subcontratación de servicios de seguridad (como en le caso de BP y Oxy).

MILITARES, PARAMILITARES, Y TERRATENIENTES

Antes de concluir este capítulo, es imperativo esclarecer la extracción de clase de los subalternos y oficiales militares y la manera cómo esta variable se relaciona con las que ya hemos discutido. Los militares provienen predominantemente de áreas rurales medianas o pequeñas. El reclutamiento en estas zonas del país no es accidental sino más bien parte de una política diseñada por los Estados Unidos y aceptada por el ejército. Las bases políticas/ideológicas de esta política nacían de la creencia que el reclutamiento de suboficiales y oficiales de entre las clases medias urbanas podría conllevar riesgos de seguridad ya que los centros urbanos están más politizados y sujetos a una mayor incidencia de las ideologías de izquierda. De esta manera, fueron conformando las Fuerzas Armadas predominantemente con el pequeño y mediano campesinado. Esta modalidad de reclutamiento fue apuntalada por los requisitos financieros y educativos que determinaban si se era soldado, subalterno u oficial. Es esta última categoría la que conforma los altos mandos armados. Por lo general no hay una gran diferenciación de clase entre los altos mandos y los soldados ya que todos surgen del campesinado pobre o del mediano. Los hijos de la oligarquía terrateniente así como de la burguesía urbana se mantenían alejados de una institución que no necesitaban ni para su ascenso político ni social. Estas clases miraban a los oficiales con cierta condescendencia, lo que dificultaba la integración de los altos mandos dentro de las clases dominantes tradicionales.

Las Fuerzas Armadas eran un medio de ascenso para los pequeños propietarios rurales que dispusieran de los medios para pagar los costes y cumplieran ciertos requisitos educativos. Estos requisitos financieros y educativos atraían a un cierto estrato social que es políticamente conservador e intento en mantener lo privilegios que tanto le han costado. Este cariz de clase de los mandos militares, más los nuevos intereses e ideologías adquiridas por el camino del ascenso dentro del ejército, facilitaron la construcción de vínculos más cercanos y alianzas políticas con la oligarquía terrateniente. Estos lazos adquieren aún más importancia en un país encerrado en una lucha por la tierra durante buena parte del siglo XX.

Por lo tanto, cuando la clase terrateniente construyó sus milicias de autodefensa o cuando la narcoburguesía construye su organización paramilitar en las zonas rurales, el ejército no tuvo inconveniente en aliarse con estos grupos para combatir al principal enemigo del orden social: la guerrilla. De hecho, los militares han sido decisivos en la promoción de estos grupos desde los años 1960 como parte integral de su doctrina contrainsurgente. Oficiales activos y reservistas han desempeñado papeles protagónicos en la formación de los grupos paramilitares. En 1999, un grupo paramilitar, conocido como el Frente Calima fue fundado en el Valle del Cauca con la participación de militares en servicio activo, reservista y militares retirados vinculados a la Tercera Brigada en conjunto con paramilitares de las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU).54 Éste no es un caso único ya que muchos de estos grupos se formaron con la participación activa de los comandantes locales, incluso los de Puerto Boyacá y Córdoba, como discutido en el Capítulo 5. No es sorprendente que la mitad de los oficiales del ejército colombiano estén siendo investigados por supuestos vínculos con los grupos paramilitares, dada la composición de social de clase e ideológicas de esta fuerza.55 Más aún, este hallazgo también revela el tipo de relaciones entrelazadas que se dan entre algunos de los actores (militares, paramilitares, narcobur​guesía, y terratenientes) bajo las circunstancias particulares del Sistema de Guerra en Colombia.

La creciente importancia de estas organizaciones paramilitares en los años 1980 y 1990 se dio en función de la amenaza "real o percibida" de las fuerzas opositoras. En lo años 1980, por ejemplo, los grupos paramilitares jugaron un papel decisivo en la exterminación de la Unión Patriótica (UP), una organización de izquierda compuesta por comunistas, líderes sindicales, independientes, y guerrilleros, considerados como una seria amenaza política.56 Después de que estas organizaciones paramilitares fueron declaradas fuera de la ley in 1989, los militares no deshicieron sus lazos. Al contrario, los lazos se mantuvieron tan estrechos como siempre.57

La relación de los militares con los narcotraficantes parte de la creencia de que estos no constituyen una amenaza para el orden social, cosa que sí sucede con la guerrilla. Los grupos guerrilleros amenazan las bases mismas del orden social que permite el ascenso político y social a los mandos militares. Más aún, el proyecto social de la guerrilla reclama un cambio radical de la institución militar en términos de su papel —defensa nacional y no actuando como fuerza policíaca como sucede ahora bajo la Doctrina de Seguridad Nacional—, de su orientación, y de su tamaño, como comentábamos anteriormente. 

No es sorprendente que los grupos guerrilleros (FARC y ELN) vean en la reforma de la institución militar una de sus metas principales en cualquier proceso de negociación, lo que añade un elemento importante en la definición de la naturaleza del antagonismo institucional entre estas fuerzas. 58

La reticencia de los militares para combatir a las organizaciones narcotraficantes tiene fundamentos sociales, políticos, ideológicos y pragmáticos. La base social de esta afinidad se relaciona con los orígenes de clase de los narcotraficantes, la mayoría de los cuales proviene de las clases populares urbanas (con la única excepción del Cartel de Cali).59 La visión que tienen los militares, y que tiene resonancia dentro de los sectores populares, ha sido como una especie de simpatía por estos "Robin Hoods." A esta noción no le faltan fundamentos ya que retoma el discurso “populista” de algunos narcotraficantes tales como Rodriguez Gacha y Pablo Escobar, quienes patrocinaron proyectos de utilidad pública en sectores necesitados, construyeron escuelas, hospitales, campos deportivos y oportunidades de empleo en las organizaciones que les servían de frente legal.60 Rodriguez Gacha y Pablo Escobar —entre otros de los narcotraficantes colombianos— eran percibidos en algunos sectores sociales como “hombres generosos, buenos y sencillos que era perseguidos por sus origines humildes y porque ayudan a los pobres”.61 Asimismo, la renuencia de los militares a combatir a los narcotraficantes se puede atribuir en parte a una cultura política complaciente que acepta el contrabando y lavado de dineros como asunto normal y corriente.62

No obstante, lo más importante es que los militares también encontraron en la narcoburguesía ascendente unos aliados sociales que podrían fortalecer su lucha contrainsurgente gracias a su amplia capacidad financiera. Es un matrimonio de conveniencia como se observa en los casos de Puerto Boyacá, Córdoba, Mapiripán y, en últimas, Calima; algunos de los tantos casos que atestiguan la validez de esta dilucidación.63 Los lazos entre militares, narcotraficantes y paramilitares corresponden asimismo a la Doctrina de Seguridad Nacional de contención de la amenaza guerrillera mediante la persecución de sus bases campesinas y de sus seguidores urbanos. Es obra y parte de una guerra de baja intensidad apuntalada por las restricciones discutidas anteriormente, a decir, los recursos disponibles y una estructura militar ineficaz. Es el tipo de guerra que conviene ya que no implica costes ni para los militares ni para el Estado. Estos corren, de todas maneras, por cuenta del los narcotraficantes y grandes terratenientes.

Finalmente, existe una extensa red de relaciones entre narcotraficantes y militares que exige cambios drásticos en épocas tan tardías como 1998, cuando se releva del cargo a varios oficiales de la Fuerza Aérea (FAC) por su implicación en el tráfico de narcóticos en el llamado caso del “Cartel Azul”, en referencia al color del uniforme de los implicados.64 Oficiales del las FAC se vieron involucrados en dos fracasados intentos de tráfico de narcóticos, uno de los cuales implicó la utilización del avión presidencial mientras que en el otro se utilizó un avión de la Fuerza Aérea en misión de entrenamiento en los Estados Unidos. La influencia corruptora de los inmensamente ricos narcotraficantes, y del crimen organizado en general, no se debe subestimar en nuestro análisis de esta relación. En marzo del 2000, por ejemplo, el Coronel Luis Alberto Alvaran, director de inteligencia del Departamento Administrativo de Seguridad (DAS) que coordina las funciones de seguridad de militares y policíacas; el Mayor Luis Eduardo Pedraza, jefe de la unidad de contrainteligencia; y Romer Salazar Sánchez, el coordinador de las operaciones de seguridad, se hallaron implicados en una operación de tráfico de armas y de malversación de fondos públicos, entre otros cargos. Este incidente no es un hecho aislado. En las ciudades de Cali y Medellín, algunos comandantes militares estaban/y probablemente todavía están en la nómina de los narcotraficantes. La corrupción es, por lo tanto, una de las dimensiones importantes de la interdependencia de intereses entre el crimen organizado y algunos sectores militares.

CONCLUSIÓN

La discusión anterior establece una relación causal entre los recursos disponibles y la opción militar de una estrategia de contención apuntalada por una guerra de baja intensidad. Esta estrategia, no obstante, no frenó el crecimiento de la institución militar. Tampoco afectó sus prerrogativas en el manejo del orden público y de la seguridad, sus incrementos presupuestales y salariales, ni la expansión de sus esferas de interés al campo de empresas de seguridad privadas. Todo lleva a pensar que el impasse entre las Fuerzas Armadas y la guerrilla era lo suficientemente cómodo como para permitir la acumulación de activos políticos y económicos de otra manera inaccesibles bajo condiciones de paz y guerra de alta intensidad. Dicho de manera sucinta, el cómodo impasse entonces permitió la formación de una economía política positiva (EPP) que define los intereses institucionales de los militares en la formación de un Sistema de Guerra.

Sin embargo, dado que las guerras prologadas son sistemas dinámicos abiertos, la situación de cómodo impasse y los activos acumulados en una fase podrían verse erosionados de agudizarse la guerra. Durante la segunda mitad de los años 1990 se dio un agudo escalamiento de la guerra, lo que afectó la economía política de la guerra y la dinámica del Sistema de Guerra (discutidos en los capítulos 5 y 6). Por ahora, basta con decir que, a partir de 1995, la guerra civil se deslizó de una guerra de baja intensidad hacia una guerra más intensa subyacente a mayores niveles de violencia en el país.  La respuesta de los militares fue la adopción de una nueva estrategia militar más adecuada a las condiciones reinantes.

Esta nueva estrategia se basó en la reducción del número de efectivos no profesionales; el incremento de las unidades móviles; la modernización del mando, control y comunicaciones militares; y la actualización del papel de la Fuerza Aérea y de la Armada. Nuevamente, este cambio de estrategia se vio precipitado no solo por la nueva dinámica interna de la guerra sino también en respuesta a un giro en la política de los Estados Unidos, decidido a comprometer mayores recursos y efectivos a la guerra de las drogas. La ironía es que los Estados Unidos —que había sido decisivo en la promoción de la estrategia militar de contención en los años 1970— bajo el temor de una guerra abierta, tres décadas más tarde está promoviendo una postura militar más agresiva, bastante más costosa.65 Los costes estimados de la modernización de las fuerzas militares se elevan a más de US $400 millones entre 1999 y 2002, con un incremento en el pie de fuerza profesional de 34.831 en 1999 a 60.835. Estos soldados profesionales están respaldados por una fuerza adicional de 60.000 volun​tarios, para un total de 120.000 efectivos. De tal manera, los militares no redujeron su tamaño dentro de este nuevo plan, solo reestructuraron su composición. El sueldo de los soldados bajo este nuevo plan pasa del salario mínimo US $300 a aproximadamente $600 
 entre 1999 y 2002.66 Este es un incremento muy significativo en un país que sufre una de sus peores crisis económicas desde la Gran Depresión de los años 1930 con unos niveles de desempleo que alcanzan a más del 20% de la población a finales de los años 1999 y un crecimiento negativo del orden del 6%.

Con base en lo anterior, hasta ahora no parece que los privilegios de los militares se hayan visto afectados de manera negativa por el escalamiento del conflicto a raíz de la desestabilización del Sistema de Guerra. Esto podría atribuirse en buena parte al incremento del paquete y asistencia militar estadounidense que mitigaría algunos de los costes económicos negativos de la guerra. La pregunta central sería ¿cuánto tiempo más seguirá los Estados Unidos involucrado? Dado el grado de participación actual de los Estados, el cuestionamiento giraría alrededor de si la nueva dinámica del conflicto socavará, o no, los privilegios militares obtenidos bajo el cómodo impasse y un Sistema de Guerra estable. En el corto plazo, la respuesta es obviamente negativa —como lo indica lo argumentado anteriormente— lo que no es tan claro es lo que sucederá en el mediano y largo plazos. Los capítulos siguientes deben contribuir unas respuestas más concluyentes.

CAPÍTULO 4

LOS GRUPOS GUERRILLEROS Y EL IMPASSE
Este capítulo se basa en mis entrevistas con líderes guerrilleros e informantes así como en otra serie de fuentes primarias y secundarias. Las entrevistas, llevadas a cabo en 1997 y 1998, buscaron recopilar información sobre la composición social de los grupos guerrilleros así como sobre sus actuales metas políticas. Otro conjunto de entrevistas fue llevado a cabo entre 1994 y 1996. Esas fueron principalmente exploratorias y diseñadas para familiarizarme con el tema de estudio y con los actores involucrados, para establecer los contactos necesarios, y evaluar la factibilidad de la presente investigación. Este capítulo tiene dos objetivos principales: presenta una breve historia de los dos principales grupos guerrilleros actualmente activos en Colombia, las Fuerzas Revolucionarias de Colombia (FARC) y el Ejército de Liberación Nacional (ELN), y un pequeño grupo, el Ejército Popular de Liberación (EPL), dentro del contexto de las crisis de la economía campesina y de los fracasos de las instituciones estatales para resolver el conflicto generado por esas crisis. El argumento principal de este capítulo es que la firma del pacto de Chicoral en 1972 y el establecimiento formal de las FARC (1964-1966) y del ELN en 1965 no fueron coincidencias. El pacto de Chicoral y los movimientos guerrilleros representan dos respuestas diametralmente opuestas a la misma crisis institucional cuya génesis yace en las luchas por la tierra de los años 1920, como se discutió en el capítulo 2. 

El segundo objetivo de este capítulo es analizar cómo un cómodo impasse con el Estado permitió a las guerrillas lograr una economía política positiva (EPP), dotándolos de unos activos políticos, militares y económicos lo suficientemente importantes como para motivar una búsqueda por mantener el status quo en lugar de una victoria abierta o un arreglo negociado. La búsqueda de una victoria militar clara o de un arreglo negociado conllevaba riesgos que pesaban más que los beneficios del status quo. Hay que tener en mente que esta posición de parte de la guerrilla se basa en las experiencias pasadas del Frente Patriótico 
y de otros grupos guerrilleros que acordaron rendir sus armas y participar en los procesos políticos para luego verse sometidos a una campaña de liquidación sistemática por parte del Estado (en particular de sus Fuerzas Armadas) con el apoyo de los grupos paramilitares. [1]). En los análisis de sistema, los desenlaces en la mayoría de los casos divergen de los intereses y metas iniciales de los actores. En consecuencia, este capítulo argumenta que las organizaciones guerrilleras se prestaron de manera inadvertida a la dinámica de un Sistema de Guerra. Analizo a los grupos guerrilleros en términos de su composición social, sus estrategias, su fuerza militar, ya que sostengo que el Sistema de Guerra se ve impulsado por los incentivos, metas, intereses y cálculos de los actores. Sin embargo, el comportamiento de un actor sólo se puede evaluar en relación con su impacto sobre los comportamientos e incentivos de otros actores. 

Las FARC de Marquetalia (1964) a Caquetá (1998) 

Las FARC evolucionaron de organizaciones de defensa conformadas por los colonos y los campesinos pobres con el fin de defender sus parcelas de las invasiones de los grandes terratenientes y del Estado. Las regiones del Sumapaz y Tequendama (zonas de fuerte presencia Comunista) en la parte oriental del departamento del Tolima y suroccidente de Cundinamarca y en las que se encuentran grandes haciendas cafeteras, constituyeron los cimientos de las FARC. Estas zonas fueron testigo de una lucha por la tierra desde los años 1930. Después del asesinato del líder del Partido Liberal, Jorge Eliécer Gaitán, en 1948, el Partido Comunista instruyó la formación de ligas de autodefensa en estas zonas. 

Pocos meses antes de la elección de 1950, el presidente Ospina Pérez (1946-1950) declaró el "Estado de emergencia" en un esfuerzo por controlar los levantamientos de protesta por el asesinato de Gaitán. El Partido Liberal a su turno declaró que boicotearía las elecciones presidenciales y llamó a una huelga general. En respuesta, el ejército ocupó Villavicencio, la capital del Meta, y Puerto López y los seguidores armados del gobierno ocuparon San Vicente de Chucurí en Santander el día de las elecciones. La resistencia armada se regó a varios departamentos, especialmente a los Llanos Orientales. Los partidarios del Partido Liberal, muchos de los cuales estaban emparentados —los Parras, los Bautista, los Fonseca, los Villamarín, los Calderón, y otros— unieron fuerzas con líderes campesinos tales como Eliseo Velásquez, Franco Isaza, y Guadalupe Salcedo en su lucha contra el Gobierno conservador. En el suroccidente antioqueño, el símbolo de resistencia fue Juan de Jesús Franco, y en el sur de Córdoba la resistencia fue liderada por José Guerra; y por Saúl Fajardo en el nororiente de Cundinamarca. 

En el sur del Tolima las guerrillas surgían de entre los miembros del Partido Comunista y del Partido Liberal. Los comunistas eran liderados por Isauro Yosa (alias Mayor Lister) y Jacobo Prías Alape (alias Charro Negro), todos campesinos. Fue en este último grupo que el actual líder legendario de las FARC, Manuel Marulanda Velez (Tiro Fijo), comenzó su carrera revolucionaria. Durante cuatro años, las guerrillas liberales combatieron contra el ejército y los partidistas conservadores. En 1953, el general Rojas Pinilla lideró un golpe militar exitoso. Ordenó la cesación de la ofensiva militar y prometió una amnistía general a quienes rindieran sus armas. Como resultado, un buen número de los guerrilleros liberales de los Llanos, Antioquia y Santander entregaron sus armas al Gobierno; algunos de ellos fueron enseguida asesinados, incluyendo el líder guerrillero Guadalupe Salcedo. Las guerrillas de Cundinamarca y el Tolima, en particular las comunistas, rehusaron entregar sus armas, y como consecuencia el Estado continuó la campaña militar en su contra. 

En 1955, Rojas Pinilla declaró el Sumapaz y el oriente del Tolima objetivos militares. En ese momento, Manuel Marulanda Vélez y Ciro Trujillo Castaño estaban organizando a los campesinos en el sur del Tolima y en Tierradentro (Cauca). Decidieron movilizar sus fuerzas, que incluían a sus familias, y se mudaron desde Bejucales, El Doa, y Galilea hacia El Pato en el Caquetá y Guayabero en el Meta, y algunos fueron al Alto Sumapaz. Como resultado, estas zonas se convirtieron en bastiones de las fuerzas guerrilleras a lo largo del siglo. 

En 1958, después del colapso del régimen de Rojas Pinilla, el nuevo gobierno Frente Nacional emitió el Plan de Rehabilitación, que ofrecía una amnistía general a los campesinos armados que entregaran sus armas. Las guerrillas del Sumapaz declararon un cese de hostilidades y suspendieron sus operaciones militares, pero decidieron conservar sus armas y mantener las estructuras organizativas de las Ligas de Autodefensa. (Muchos de los campesinos del Sumapaz eran veteranos o hijos de veteranos de las luchas por la tierra de los años 1920). 

A pesar del cese de fuego, muchos de los líderes campesinos eran el blanco de campañas de liquidación y los líderes campesinos, Silvestre Bermúdez, Hermogenes Vargas, y Jacobo Prías Alape fueron asesinados. De 1958 a 1963, las milicias armadas que trabajaban para terratenientes locales o el Estado desplegaron campañas terroristas contra los líderes campesinos y sus defensores en un intento por romper la resistencia. Éste es entonces el terreno en el que se desarrolló un conflicto en el cual los grupos paramilitares y los campesinos armados libraron batallas en diferentes localidades tales como Gaitania y Planado. En 1964, esto conllevó a un reinicio de la campaña militar del Estado bajo el pretexto de luchar contra la "Repúblicas Independientes" de Marquetalia, Riochiquito, El Pato, y Guayabero, regiones tradicionalmente de colonización campesina. 

Esta vez, sin embargo, la lucha contra los campesinos "comunistas" tuvo una mayor resonancia internacional y regional ya que ocurrió tras la crisis de la Bahía de Cochinos, y el creciente "espectro" del marxismo sobre la región. [2]). La Doctrina de Seguridad Nacional de los Estados Unidos enseñada a los ejércitos latinoamericanos dominaba el discurso del ejército colombiano y sus estrategias. El precepto maestro de esta doctrina en Colombia fue la lucha contra las guerrillas campesinas y contra el Comunismo. En 1964, el ejército lanzó una ofensiva contra las "repúblicas campesinas independientes" con la asistencia militar y apoyo político de los Estados Unidos. Anticipando un ataque, los campesinos evacuaron a los niños, a los ancianos, y a las mujeres que no podían luchar. Cuarenta-y-cuatro mujeres y hombres combatientes se quedaron. En una muestra de su respaldo y para coordinar las defensas de los campesinos, el Partido Comunista despachó a un miembro de su comité central, Jacobo Arenas, y a un estudiante de la universidad libre y miembro de la organización y Juventudes Comunistas, Hernando González, quien fue asesinado un año más tarde en Riochiquito. [3]). Las fuerzas del Gobierno desplazaron a los campesinos armados, quienes a su vez decidieron cambiar de estrategia militar. Desde los años 1950 habían operado a través de “ligas de autodefensa" en localidades fijas; a mediados de los años 1960 las ligas fueron convertidas en un movimiento armado que combinaba las experiencias de reforma agraria del libera radical Juan de la Cruz Varela, y las experiencias organizativas y militares del Partido Comunista. [4]). Después de esta ofensiva militar, los campesinos armados se reagruparon en el sur del Tolima y sostuvieron una asamblea en 1965 en la cual adoptaron una estrategia móvil de guerra de guerrillas en lugar de su posición defensiva, y un plan de reforma agraria (Programa Agrario de las Guerrillas), que luego sería incorporado en el programa político de las FARC. La fecha oficial de la fundación de las FARC fue 1966, cuando se llevó a cabo la segunda conferencia de este grupo guerrillero para discutir la estrategia militar y su plan político y agrario. La primera conferencia fue llevada a cabo en 1965 cuando las ligas de defensa campesina se retiraron de sus pueblos y se reagruparon en el sur del Tolima. 

COMPOSICIÓN DE CLASE Y DE GÉNERO DE LAS FARC
Los comandantes de las FARC de ese entonces eran Manuel Marulanda Velez y Jacobo Arenas, Rigoberto Lozada ("Joselo"), Carmelo López, Rogelio Díaz, José de Jesús Rivas ("Cartagena") y Ciro Trujillo. Todos eran de origen campesino, con la excepción de Jacobo Arenas que era de clase obrera urbana. La base social de las FARC no ha cambiado de manera significativa desde ese entonces, su composición de clase social continúa siendo predominantemente campesina, y sus bastiones están en zonas de colonización campesina. [5]). Sólo el 30% de los combatientes reclutados en los años 1990 provenía de ciudades grandes y de una clase media baja (Véase tabla 4,1). Desde los años 1970, el número de mujeres combatientes ha aumentado; pasando de menos del 20% para llegar a ser casi el 30% de las fuerzas de las FARC. [6]). 

La composición de los rangos y filas de las FARC es consecuente en su liderazgo; si no fuese por el hecho de que no hay representación femenina. (Véase tabla 4,2). [7]). La composición de clase en el liderazgo de las FARC las distingue de los otros grupos guerrilleros en América latina en los cuales el componente intelectual de clase media era más pronunciado. Tal era el caso del movimiento 

TABLE 4.1 

Composición social del liderazgo y filas de las FARC (1998)

	Clase Lugares de origen Género


Campesinos



Rural Urbano

Mujer
 Hombre 


(principalmente

trabajadores del agro) 

70%

90%
 10%
30%
 70%

Clase trabajadora, 

estudiantes 

y profesores de escuela

20%

Intelectuales 

de clase media


10%

_________________________________________________________________

Fuente: Yesid Arteta, miembro del Estado Mayor del Bloque Oriental de las FARC, en entrevista, Bogotá, 1998; también con base en recuentos personales de los líderes urbanos de las FARC en entrevista con el autor, Bogota diciembre de 1997.

TABLE 4.2 

Composición social del liderazgo –Secretariado-[8]).  de las FARC 

	Nombre
	Lugares de origen
	Clase social (padre)

	Manuel Marulanda
	pueblo
	Campesino con pequeña propiedad propertied peasant

	Raúl Reyes
	pueblo
	Campesino con pequeña propiedad

	Alfonso Cano
	ciudad
	clase media (profesional)

	Iván Márquez
	ciudad pequeña (Florencia)
	clase baja

	Jaime Guaracas
	pueblo
	Campesino con pequeña propiedad

	Mono Jojoy
	pueblo (Nariño)
	Campesino con pequeña propiedad

	Timoleón Jiménez
	pueblo
	Campesino con pequeña propiedad


Fuente: Entrevista con un informante de las FARC, Bogotá, Diciembre 1997. La categoría social “pequeño propietario campesino” se refiere aquellos que poseen menos de 20 hectáreas. Esta investigación se guía por la clasificación del Ministerio de Agricultura de Colombia.

26 de julio en Cuba; del FMLN (y sus partidos) en El Salvador; de los Sandinistas en Nicaragua; de Sendero Luminoso en Perú, y del URNG (y sus partidos) en Guatemala. [9]). En contraste, su contraparte en Colombia, el ELN —el segundo grupo guerrillero más importante actualmente activo— tiene una composición campesina mucho menos marcada, en particular en su Comando Central (la autoridad máxima del ELN), en el cual los intelectuales urbanos de clase media son más numerosos que los campesinos y que los otros miembros de clase popular. Sin embargo, como en el caso de las FARC, los comandantes de los frentes y de las columnas son de origen campesino. [10]). 

Mientras que la mayoría de los movimientos revolucionarios ha obtenido el respaldo considerable de intelectuales urbanos, las FARC han sido una de las excepciones. Las FARC continuaron siendo un movimiento predominantemente campesino por una serie de razones. Primero que todo están las condiciones históricas bajo las cuales se formaron las FARC y la composición de clase social de sus fundadores. Los líderes campesinos de las ligas de defensa, quienes luego constituyeron el grupo eje de las FARC, ayudaron a cementar estas raíces campesinas. No es ninguna coincidencia, por lo tanto, que, allí adonde alguna vez existieron las "repúblicas independientes", las FARC hayan logrado mantener una base de respaldo sólido a lo largo de tres décadas (Véase tabla 4.3). Posteriormente, las zonas de colonización se han convertido en las principales áreas sobre las cuales las FARC ejercen su mayor influencia. 

El segundo factor son las divisiones organizativas entre el Partido Comunista (PC), y lo que una vez fue su brazo militar, las FARC. El partido incorporó la mayoría de los intelectuales urbanos, estudiantes, y la clase trabajadora, mientras que las FARC, debido a que operaban en zonas rurales, atraían a los que vivían en las zonas rurales. Esta división funcional de trabajo organizativo/político se vio exacerbada cuando las relaciones entre el Partido Comunista y las FARC se rompieron a finales de los años 1980. El Partido Comunista continuó con una base social predominantemente urbana, y las FARC con una base campesina. 

El tercer factor es que el programa político y las tácticas políticas empleadas por las FARC no enfocaban las preocupaciones políticas y de clase y de los sectores medios urbanos, en particular a partir del colapso de la Unión soviética en 1989,

TABLA 4.3

Extracción de rentas por las guerrillas (1998-1999) 

(millones de $) (tasa de cambio US $1=1,800 pesos)

	
	FARC
	ELN

	Gramaje a narcotraficantes
	180
	30

	Secuestro por dinero y extorsión
	198
	40

	Dedicación de recursos e inversiones gubernamentales
	40
	60

	Atracos a bancos e instituciones financieras
	30
	20

	Total
	448
	150


Fuente: Consejería de Seguridad de la Presidencia, estimativos de las Policía Nacional y del Ejército. Véase Camilo Granada y Leonardo Rojas, "Los Costos del Conflicto Armado," Planeación y Desarrollo 26(4) (Octubre-Diciembre, 1995): 119-51

lo que desacreditó la ideología guerrillera y la lucha armada con algunos sectores de los intelectuales de izquierda. [11]).  El diálogo entre las guerrillas y la mayoría de los intelectuales de izquierda se vio prácticamente interrumpido en los años 1990. De tal manera, la guerrilla ha perdido un canal político importante en los centros urbanos; lo que debilitó sus capacidades de movilización en las ciudades. 

El cuarto factor que encerró a las FARC en las zonas rurales está relacionado con las campañas de liquidación sistemática desplegadas por los paramilitares de derecha en alianza con los militares en contra de importantes líderes y activistas de izquierda, en particular en los centros urbanos. Estas campañas han cobrado más de 4.000 vidas desde mediados de los años 1980, y han dejado a las FARC, así como a buena parte de los grupos insurgentes, sin cubrimiento político urbano. Las tácticas contrainsurgentes del Estado y los grupos paramilitares han probado su eficacia al negar a las FARC un anclaje en los centros urbanos, allí donde se concentra el poder político y económico. Esta "limpieza política" en los centros económicos urbanos clave permitió la adaptación de las clases dominantes y de la elite política a una guerra civil librada principalmente en las zonas rurales, y les permitió ahorrarse los costes de cualquier reforma económica y política real si se buscase la paz. Esto explica porqué el impasse militar era cómodo para sectores clave de la sociedad colombiana, principalmente la clase dominante, así como para los militares. 

La mayoría de los intelectuales de clase media pertenecientes a las FARC proviene de áreas urbanas, y la mayoría probablemente comenzó su vida política con el Partido Comunista para luego pasar a los grupos guerrilleros a causa de la represión o por otras razones. [12]). A mediados de los años 1980, las FARC comenzaron un esfuerzo concertado para organizarse en centros urbanos a través de la Unión Patriótica (UP), pero, como mencionamos anteriormente, la UP fue el blanco de la represión del Estado y de los grupos paramilitares. Sin embargo, la UP permitió a las FARC extender su activismo político en los centros urbanos y anclarse de alguna manera entre ciertos sectores de la clase trabajadora y de la clase media urbana. A mediados de los años 1990, las FARC nuevamente revisaron sus estrategias organizativas en los centros urbanos. Una de sus labores clave era romper su aislamiento en relación con las clases urbanas. Con este fin, creó el Movimiento Bolivariano por una Nueva Colombia, un movimiento amplio democrático con una vasta agenda basada en principios democráticos y de justicia social. De acuerdo con Iván Ríos, el coordinador político de las FARC en San Vicente del Caguán, el nuevo movimiento busca atraer diversos sectores de la academia, artistas, e intelectuales; y no está asociado con el Partido Comunista como lo estaba la Unión Patriótica. Hasta ahora, este frente ha recibido un respaldo tibio entre los círculos intelectuales de la clase media. 

LAS FARC, LOS COLONOS, Y EL DESARROLLO CAPITALISTA
Para entender el proceso de colonización es imperativo identificar las tendencias principales en las relaciones de economía agraria y cómo éstas corresponden a los impulsos de los mercados nacionales e internacionales. Yo argumento que la colonización y los movimientos guerrilleros son dos formas de resistencia campesina frente a la transformación capitalista de las relaciones de producción en el agro. Los niveles y la magnitud de esta resistencia dependieron asimismo del tipo de relaciones de producción que caracterizaban a cada región: relaciones y estructura de clase, contingencia política, ritmo de integración de la región al sistema capitalista global, y el papel de las instituciones del Estado. 

Colombia experimentó tres oleadas principales de colonización en los siglos XIX y XX. En la primera oleada (desde mediados del s. XIX hasta comienzos del s. XX), los campesinos sin tierra escapaban de las haciendas en búsqueda de tierras. La segunda oleada ocurrió durante La Violencia cuando los campesinos, escapándose de la persecución del Estado y de las fuerzas conservadoras, huyeron del Pato, Riochiquito, y Marquetalia en el Meta y buscaron refugio en las zonas periféricas, tales como Guaviare, Caquetá y Norte de Santander. Esto marcó el comienzo de la lucha campesina: sus primeros proponentes eran partidarios liberales pero el Partido Comunista gradualmente fue ganando influencia, propagando sus ideas revolucionarias entre los campesinos y construyendo las bases de lo que luego sería conocido como las FARC. 

La tercera oleada comenzó durante los años 1970, extendiendo el proceso de colonización en el Guaviare, Putumayo, Caquetá, Sur de Bolívar, Norte de Santander y Meta, con el auge de la economía ilegal de la droga (marihuana, coca y amapola para el opio), y los descubrimientos de petróleo en el Putumayo y de oro en el Sur del Bolívar. Los procesos de desarrollo capitalista y el ritmo de integración de los mercados colombianos a la economía mundial invariablemente fueron propulsando estas tres oleadas. Aunque las oleadas de colonización se vieron precipitadas por diversas condiciones socio políticas y económicas, se pueden considerar como un mecanismo de defensa empleado por los campesinos para salvaguardar un economía de subsistencia frente a la expansión de la modalidad capitalista de producción y a la acumulación de capital a costa del campesinado. 

La acumulación de capital requería la introducción de cambios en las modalidades de producción (tales como trabajo asalariado, concentración de la tierra, y mecanización), y por consiguiente nuevas estructuras de clase. Así por ejemplo, la aparcería, el sistema de remuneración de la hacienda. [13]). y la colonización de tierras eran obstáculos para el avance de sistemas más eficientes de producción. Karl Marx escribió:

(buscar cita en español Marx: Formaciones económicas precapitalistas, pg. 65 [14]). 

One of the prerequisites of wage labour and one of the historic conditions for capital is free labour and the exchange value of free labour against money, in order to reproduce money and to convert it into values, in order to be consumed by money, not as use value for enjoyment, but as use value for money. Another prerequisite is the separation of free labour from the objective conditions of its realization-from the means and material of labour.... This above all means worker must be separated from the land.... This means the dissolution both of free petty landownership and of communal landed property

Los campesinos en algunas regiones de Colombia desarrollaron estrategias de resistencia a los procesos de transformación capitalista descritos aquí por Marx. Así, la colonización armada de nuevas tierras ha sido una herramienta importante de resistencia que ha afectado profundamente el desarrollo socioeconómico y político del país en el transcurso de los últimos 40 años. Las comunidades afro colombianas e indígenas, ambas con propiedades comunitarias, también resistieron frente a las invasiones del capital y a la privatización de sus propiedades. A este respecto, los grupos guerrilleros se convirtieron en agentes cruciales en este proceso de resistencia. Ayudaron a movilizar a los pequeños campesinos sin tierra permitiéndoles adquirir tierras en desafío a la lógica del desarrollo capitalista, que requiere que éstos se vean transformados en mano de obra asalariada. Las guerrillas también protegieron las propiedades comunales de los pueblos indígenas y de las negritudes en sus áreas de operaciones. [15]). 

Durante los años 1930 surgieron dos patrones de conflicto de clase. En regiones como el Tequendama, donde las relaciones de propiedad se volvieron capitalistas en cuanto a que los derechos de propiedad fueron definidos y consolidados, los conflictos que se produjeron eran típicamente sobre salarios, trabajo y condiciones de renta. En Tolima y Cundinamarca se produjeron conflictos entre los terratenientes y los aparceros que trabajaban en las haciendas cafeteras. Los aparceros lucharon por el derecho a cultivar el café en sus propias parcelas; a venderlo en el mercado; y a moverse libremente al interior de la Hacienda. Los aparceros también exigían que se les pagase con dinero y no con participaciones.  Los aparceros estaban en efecto tratando de desmontar las relaciones económicas precapitalistas y suplantarlas con una modalidad capitalista. Las ligas agrarias de los años 1930 desempeñaron un papel primordial en la organización de los campesinos y en la articulación de sus intereses. Estas ligas, constituidas por campesinos pobres a partir de las experiencias de reforma del radical liberal Juan de la Cruz Varela y del Partido Comunista, gradualmente se convirtieron en un movimiento armado. Posteriormente, de estas ligas surgieron las FARC con la capacidad para consolidar una base social y mantener una tradición de resistencia en el oriente del Tolima y el suroccidente de Cundinamarca durante la mayor parte del s. XX. [16]). 

El conflicto de clase asumió una nueva dimensión en el Sumapaz. Los derechos de propiedad aún no habían sido definidos, y los baldíos estaban sujetos a disputas entre colonos, aparceros, campesinos pobres, y los terratenientes que estaban incorporando estas tierras a sus propiedades. Esto conllevó a conflictos y a una reconfiguración de las relaciones de clases, y contribuyó al surgimiento de un pequeño campesinado con tierra como obstáculo a la expansión capitalista. En esta zona, la resistencia armada nació como una táctica empleada por los campesinos para negociar la tenencia de la tierra y su derecho a la propiedad. Los campesinos de algunas zonas del Sumapaz y del Tequendama convergieron con los campesinos que habían sido expulsados del Chaparral, el Líbano y Rovira en el centro del Tolima y perdido sus tierras a manos de terratenientes; lo que contribuyó a constituir el núcleo de las FARC. 

Los procesos colonizadores en el Guaviare, Caquetá y Putumayo comenzaron durante el periodo de la violencia en los años 1950. Las guerrillas liberales y comunistas buscaron refugio en estas zonas en su huida de los Llanos Orientales. Las guerrillas generalmente venían acompañadas de sus familias; en ocasiones, pueblos enteros buscando escapar a la persecución, migraban hacia estas zonas. Mucho después de la pacificación de los Llanos, algunos campesinos decidieron quedarse y comenzar una nueva vida alejados de las presiones económicas y políticas de los latifundios y " por fuera de la lógica" del desarrollo capitalista. [17]). Estas zonas estaban escasamente habitadas y disponían de abundantes tierras baldías para colonizar. 

Hay dos formas de colonización: una que se dirige hacia baldíos o tierras de propiedad privada (colonización interna); y la otra enfoca las zonas aledañas al bosque tropical (colonización de frontera). Los conflictos por la tierra en las zonas de colonización interna comenzaron en 1920 y adquirieron nuevas dimensiones en las décadas subsiguientes. Para 1985, las FARC estaban militarmente activas en el 62% de los municipios clasificados como bajo procesos de colonización interna y en el 44% de los municipios de colonización de fronteras. En 1995, los grupos guerrilleros extendieron su presencia militar al 93% de las zonas de colonización interna y al 81% de las zonas de colonización de fronteras (Véase tabla 4,4). [18]). 

La colonización en los departamentos fronterizos con Perú, Ecuador, Panamá y Venezuela sí procedió sin conflictos ya que la posesión de la tierra no estaba en disputa. Sin embargo, a partir de los años 1980, la colonización se convirtió en un proceso violento con el auge de los cultivos comerciales de droga, la inversión de los narcodólares en la tierra, y el descubrimiento de reservas de petróleo, de carbón y de oro. Por ejemplo, el Casanare era una zona tranquila hasta que las perspectivas de producción petrolera se vieron acompañadas de un conflicto armado. Entre 1987 y 1989, se registraron 33 enfrentamientos armados, y entre 1993 y 1995, se presentaron 103 enfrentamientos armados entre las guerrillas, las fuerzas militares del Estado y los paramilitares. Las FARC establecieron una presencia militar en Arauca desde 1982 cuando ésta se convirtió en una de las principales regiones de producción petrolera. Para 1998, las FARC habían triplicado sus frentes con el respaldo de una fuerza móvil. [19]). Posteriormente, Arauca se convirtió en zona en contienda; con las fuerzas militares y los paramilitares compitiendo para embargar a las guerrillas la renta que cobraban por concepto de protección a las multinacionales, e impedir su influencia política entre el campesinado. Entre 1989 y 1994, 1,115 personas fueron asesinadas por motivos políticos; los índices más altos de la región. La mayoría de las víctimas eran colonos, pequeños campesinos e indígenas, sometidos a desplazamiento forzado o asesinados en vista de la creciente importancia económica de la región y la subsiguiente revalorización de sus tierras. El creciente valor especulativo de la tierra a partir de los años 1980 trajo consigo un capitalismo rentista (descrito por algunos como capitalismo salvaje) como una de las fuerzas propulsoras del rediseño de las estructuras agrarias, generando conflictos de clase y cambiando la dinámica del Sistema de Guerra. 

TABLA 4.4 

 Incremento en la presencia de la Guerrilla por municipio, estructura económica, y actividad, 1985-1995

	
	1985
	1991
	1995

	Tipo de estructura económica y actividad
	Número de municipios
	% del total
	Número de municipios
	% del total
	Número de municipios
	% del total

	Minifundio andino desaventajado
	26
	13%
	83
	42%
	111
	56%

	Minifundio andino estable
	18
	13%
	45
	31%
	76
	53%

	Minifundio costa caribe
	2
	6%
	4
	13%
	8
	26%

	Latifundio, ganadero y agrícola, costa caribe
	9
	8%
	40
	37%
	63
	59%

	Rural marginal 
	6
	15%
	12
	31%
	19
	49%

	Colonización

	Colonización de fronteras
	32
	44%
	47
	65%
	58
	81%

	Colonización interna
	36
	62%
	51
	88%
	54
	93%

	Campesinos pequeños, no productores de café
	26
	15%
	75
	43%
	100
	58%

	Campesinos intermedios, productores de café
	1
	2%
	18
	30%
	32
	53%

	Agroindustria en zonas predominantemente rurales
	6
	13%
	19
	42%
	32
	71%

	Agroindustria en zonas predominantemente urbanas
	8
	25%
	14
	44%
	18
	56%

	Estructuras urbanas

	Ciudades secundarias
	1
	3%
	12
	39%
	26
	84%

	Centros urbanos de relevo Relieves

	2
	10%
	12
	57%
	20
	95%

	Centros urbanos regionales
	-
	-
	5
	100%
	5
	100%

	Total de municipios
	173
	17%
	437
	43%
	622
	61


Fuente: adaptado de Jesús Bejarano Avila et al., Colombia: Inseguridad, Violencia y Desempeño Económico en las Áreas Rurales (Bogota: Fonade y Universidad Externado de Colombia, 1997), p. 133.

LAS FARC Y LOS CULTIVOS A USOS ILÍCITOS
La colonización del Guaviare y del Putumayo se vio acelerada a comienzos de los años 1980 con la llegada de los cultivos de coca. Esta nueva oleada se llevó a cabo bajo circunstancias políticas diferentes de las de los años 1950 y los años 1960, pero dentro de la órbita del mismo proceso histórico: el constante declive económico del sector agrario. Este sector contribuía un 40,5% a la economía nacional entre 1945 y 1949; entre 1950 y 1954, esta cifra disminuyó a 33,6%, y se vio reducida al 22,5% para 1984. [20]). El movimiento guerrillero en general y las FARC en particular (en razón de su base predominantemente campesina) cumplieron múltiples funciones en las áreas rurales. Primero y ante todo, defendieron a los colonos en sus zonas de colonización e intentaron proteger la economía de subsistencia campesina. [21]). 

En Putumayo, Caquetá y Guaviare las FARC lograron asegurar una base económica estable para los colonos y pequeños campesinos mediante la regulación de las relaciones de mercado y los precios, y suministrando asistencia técnica y financiera a los campesinos y protección a los colonos. En estas regiones, el pequeño campesinado depende principalmente de los cultivos de coca para complementar sus indigentes ingresos. Las FARC obligan a los narcotraficantes a pagar a los campesinos y raspachines (recolectores de hoja de coca) los precios establecidos del mercado por la hoja de coca y su mano de obra. 

Las FARC incitan a los campesinos a consagrar parte de sus parcelas a cultivos de pancoger y a mantener sólo una parte para el cultivo de la coca. Finalmente, las FARC vigilan sus áreas de influencia frenando las actividades criminales y delincuenciales y la posesión de armas, y resolviendo los conflictos sociales y disputas entre individuos, tales como problemas maritales y violencia doméstica. A cambio de esos servicios, las FARC han desarrollado un sistema progresivo de gravámenes a los ingresos. Los campesinos pobres se ven por lo general exentos de este impuesto. Las FARC, por ejemplo, han fijado un impuesto a la cerveza cuyos fondos se utilizan en apoyo del sistema educativo local y otros proyectos. Por lo general un comité local electo determina los desembolsos y la asignación de los impuestos así recolectados. En Remolinos del Caguán, una localidad en la cual se cobra este impuesto a la cerveza, se estableció un comité electo de estudiantes y de profesores para recolectar este impuesto y para desembolsarlo para la construcción de una escuela local. Los miembros de las FARC se encargan de los cobros si los pagos son irregulares. [22]). 

Según Yesid Arteta, comandante de las FARC en la zona del Caguán, su movimiento desempeña el papel de un Gobierno en aquellas zonas bajo su influencia y exige una renta de protección por este servicio a los comerciantes locales, los narcotraficantes, los grandes y medianos terratenientes y los ganaderos. Desde 1996, un código escrito de impuestos ha facilitado las cuentas. [23]). En algunas municipios del Guaviare, Caquetá y Putumayo, zonas en las cuales las FARC ejercen su mayor influencia, este grupo logra proteger la economía de subsistencia campesina impidiendo la expansión de de los grandes terratenientes, ganaderos y narcoburguesía que se apropian de la tierra a costas de los colonos y los pequeños campesinos. [24]). Al garantizar la estabilidad del mercado y la protección de los cultivos de coca campesinos, las FARC han hecho posible la incorporación de la economía de subsistencia a los mercados internacionales con un mínimo de “ajustes estructurales” y de dislocación económica, contrario a lo que sucede a los pequeños campesinos que se ven sujetos a las fuerzas de mercado en la economía legal. Un campesino de Monterrey (Sur de bolívar), una zona controlada por la guerrilla, explicaba porqué los cultivos de coca (que se iniciaron en esta región hace aproximadamente diez años) son lucrativos: "llevar al mercado un bulto de papas o de yuca le cuesta al campesino entre 3000 y 5000 pesos (alrededor de $3.50) y se vende en el mercado a un precio de 10.000 a 12.000 pesos dependiendo de la demanda. Entretanto, la coca es mucho más fácil de sembrar y procesar, y no necesita transporte ya que los narcotraficantes la compran en el pueblo a 1.500.000 pesos por Kg. de pasta y la exportan hacia otros destinos"[25]).  

Al proteger su base campesina, las FARC estaban obligadas a aceptar la reconversión de los campesinos a los cultivos a usos ilícitos como fuente de ingresos complementaria. La coca y otros sembrados de cultivos a usos ilícitos extendía la vida de la economía de subsistencia campesina, en particular dado que las políticas de apertura económica redujeron la protección aduanera y como resultado los cultivos de pan coger se veían imposibilitados para competir en el mercado nacional con productos de importación más baratos. La coca y los otros sembrados ilícitos se convirtieron en la única alternativa económica viable bajo estas nuevas condiciones de mercado. Otros factores coincidieron con las políticas de apertura económica y comercial para hacer de Colombia una alternativa viable para la producción de ilícitos: (a) los cultivos tradicionales de coca en Bolivia y Perú se vieron sometidos a presiones crecientes por las políticas antinarcóticos militares de los Estados Unidos mediante medidas de erradicación, fumigación e interdicción de las rutas aéreas de los narcotraficantes; (b) la guerra civil prolongada en Colombia con un equilibrio de fuerzas favorable para los narcotraficantes. Hay que tener presente que ni la guerrilla, ni el Estado ejercen el control total sobre el territorio nacional. Abordaremos estos dos factores en el capítulo sobre crimen organizado, pero por ahora es importante enfatizar que el proceso de apertura del gobierno, dado el equilibrio de fuerzas, produjo un desenlace inesperado: el paso de un segmento del campesinado a la siembra de cultivos a usos ilícitos. 

Limitados por el equilibrio de fuerzas y los recursos a su disposición, las FARC no podían brindar a los campesinos una alternativa económica viable otra que los cultivos a usos ilícitos, y a su turno tenían que enfrentar las repercusiones de las medidas de apertura económica sobre el campesinado pobre y los colonos en las zonas bajo su control. Por consiguiente, la política de las FARC de proteger y regular las relaciones de mercado entre los campesinos cultivadores de coca y los narcotraficantes y sus intermediarios comerciantes generó a su turno una amplia gama de efectos sistémicos, entre otros, el cambio en la dinámica del conflicto armado entre la guerrilla, el Estado y el crimen organizado. El conflicto armado se tornó más violento y se extendió a nuevas zonas, además de verse cada vez más sujeto a los cambios surtidos en las economías globales de la droga así como de los cultivos comerciales legales. Estos son algunos ejemplos (discutidos en el capítulo 5) de cómo opera un sistema complejo de guerra y cómo la acción de un actor puede generar repercusiones difíciles de predecir y que sólo podemos entender mediante un análisis sistémico. 

La coca y otros sembrados a usos ilícitos generaron un progreso de migración inverso: los desempleados emigraron desde las ciudades hacia las zonas de colonización. Las implicaciones sociopolíticas de dichos procesos han sido polifacéticas, afectando el tejido social de de estas zonas de tal manera que los asentamientos campesinos relativamente estables —de veinte o más años de antigüedad— se mezclan de manera incómoda con el impulso de nuevos emigrantes en búsqueda del “embrujo de la coca”. Los códigos culturales, valores, cultura política y lealtades se tornan extremamente volátiles e inestables bajo tales condiciones. En el Putumayo, Guaviare, Magdalena Medio, Bolívar y Meta. Esta inestabilidad ha permitido la penetración político-militar de los grupos paramilitares a expensas de los grupos guerrilleros. En Monterrey, San Pablo, Simití, Puerto Asís y Mapiripán, las fuerzas paramilitares pudieron establecer enlaces de apoyo local entre los desertores de la guerrilla, los soldados retirados, los campesinos inconformes y los jóvenes desempleados. 

La "cultura de la coca" vive en tensión con las ideas revolucionarias que se basan en el sacrificio a nombre de una causa que aboga por un cambio radical. La cultura de la coca se basa en una forma cruda de capitalismo; el “dinero fácil” es la meta y los medios son irrelevantes porque estas prácticas por definición caen dentro de los contornos de lo ilegal y de lo amoral. Así, las guerrillas se enfrentan a su antítesis —la cultura de la coca— cuando tratan de reclutar a sus miembros y extender su base política. La economía política de la coca presenta otro reto, que los economistas llaman "coste y beneficio de la oportunidad". Un recluta potencial sabe que como raspachín podría ganar US $300 mensuales en un país en el cual el sueldo urbano mínimo está por debajo de los US $100, lo que excede en mucho lo que podría esperar ganar como efectivo de las guerrillas. [26]). Naturalmente, hay otros factores que influyen en las opciones y decisiones individuales, como por ejemplo, la historia política de la familia, las rencillas y venganzas familiares, las presiones ejercidas por la guerrilla, y el prestigio y estatus que ofrece el verse asociado con las guerrillas, lo que ni la cultura de la coca ni su economía pueden ofrecer. 

La economía ilegal ha propiciado riesgos y oportunidades con los que el movimiento guerrillero ha tenido que lidiar en una interacción dinámica. Uno de los desenlaces principales de esta interrelación fue la habilidad de los paramilitares para consolidar su presencia militar en zonas en las que se desarrolló un proceso de diferenciación de clases a través de la adquisición y la concentración de tierras. En los años 1980, y más aún en los años 1990, los narcotraficantes y sus asociados del crimen organizado, particularmente los zares de las esmeraldas, adquirieron más del 10% de las tierras más fértiles del país. [27]). Los narcotraficantes y la economía de la coca aceleraron el proceso de diferenciación de clase, produciendo una clase terrateniente (comerciantes, campesinado con ciertos medios, y ganaderos) en algunas regiones, tales como el Magdalena Medio, Bolívar, Antioquia, Urabá, Casanare y el Cesar. Esta nueva estructura de clase y la consolidación de la burguesía en nuevas regiones llevaron a una contraofensiva patrocinada por segmentos de la burguesía y de la clase media rural. [28]). En el capítulo 5 discutimos en mayor detalle las implicaciones de estos cambios sociales y su impacto en el equilibrio frágil entre las guerrillas y el Estado.

Las capacidades de las FARC para construir estado y su economía política

Las FARC surgen en 1964 pero sólo llegan a su cenit a finales de los años 90; aunque podría parecer contra-intuitivo que una fuerza rebelde pudiese fortalecerse después del colapso de la Unión soviética y del efecto desmoralizante que tuvo ese colapso sobre el pensamiento socialista. Aunque el conflicto colombiano —como muchas otras guerras intraestatales— coincidió con los años de la Guerra Fría, realmente nunca correspondió a políticas de la Guerra Fría, lo que explica porqué no se acabó cuando terminó la guerra fría. Conflictos sociales como los que se libran en Colombia, Angola, Sudán, Afganistán y Somalia, sobrevivieron el final de la Guerra Fría y algunos nuevos estallaron, como en México, Ruanda, Burundi, Argelia y Yugoslavia, y en la antigua Unión Soviética. Corresponden a dos fenómenos: el giro en la economía política internacional que continuamente moldea sus mercados domésticos, sus estructuras de clase, su contestación del poder político y la identidad de grupo, así como la manera como los actores locales articulan sus respuestas a ellos. [29). De esta manera, las instituciones políticas nacionales se convierten en elementos cruciales para la investigación de las articulaciones antagónicas y la negociación con el fin de evitar conflictos sociales violentos. [30]). Los registros históricos ofrecen una rica evidencia tanto sobre los fracasos como sobre los éxitos institucionales; sin embargo, aquí enfocamos los fracasos institucionales. Enfocaremos ahora la respuesta de la guerrilla, a nivel de construcción de Estado, a los giros en la economía política internacional, incluso la economía ilícita, y a la crisis institucional del Estado. Charles Tilly, quien argumentaba que los agentes del Estado llevan a cabo cuatro tipos de actividades interrelacionadas, introdujo el concepto de capacidad de construcción estatal:

1. Librar un guerra: eliminar o neutralizar sus propios rivales al exterior de los territorios en los cuales tienen una prioridad clara y continua como detentores de la fuerza. 

2. Construir Estado: eliminar o neutralizar a sus rivales al interior de esos territorios,

3. Proteger: eliminar o neutralizar a los enemigos de sus clientes,

4. Extorsión: adquirir los medios para llevar a cabo las primeras tres actividades: librar la guerra, construir Estado, y desplegar protección. [31]). 

Para fines de esta investigación, las funciones de librar la guerra y construir Estado se pueden combinar, ya que se trata de un conflicto interestatal que involucra la extorsión de recursos al ofrecer protección a los clientes con el fin de eliminar sus rivales al interior del territorio. Dentro de ese marco teórico, la lucha de las guerrillas colombianas con el Estado es una lucha por la hegemonía entre dos procesos de construcción estatal opuestos, y a ese fin ambos actores buscaron ingresos por concepto de protección a fin de consolidar sus capacidades para hacer la guerra. [32]). 

Cualquier lucha por la hegemonía puede terminar con el prevalecimiento de una de las fuerzas o con un compromiso correlativo al poder respectivo de los actores en conflicto, o puede prolongarse, convirtiéndose en un Sistema de Guerra. Nuestra labor aquí es identificar las condiciones que determinan la constitución de un Sistema de Guerra. A ese respecto, la capacidad para extraer rentas de protección es un indicador clave sobre las perspectivas del Sistema de Guerra y sobre la economía política. La evaluación de la economía política incluye lo material (como por ejemplo las capacidades económicas y militares) y los activos intangibles (tales como las capacidades políticas) que cada uno de los actores acumula bajo condiciones de un Sistema de Guerra. 

LOS ACTIVOS ECONÓMICOS Y MILITARES DE LAS FARC
Las FARC nacen de un grupúsculo guerrillero de 44 combatientes en 1964 para convertirse en una fuerza militar formidable de más de 18.000 combatientes mientras que su contraparte en Guatemala reclamaba ser una fuerza de 6.000 hombres durante su momento cúspide a comienzos de los años 1980, que el FML de El Salvador tenía 8.000 hombres, y Sendero Luminoso 10.000 para 1989. 33]). Ese crecimiento convierte a las FARC en el movimiento guerrillero más grande que haya existido en América latina. Esta sección explica las causas de dicho éxito, comenzando con las explicaciones más obvias para luego pasar a las más complejas. 

El régimen Frente Nacional (1958-1974) fue un acuerdo político que excluía del proceso político a las clases trabajadoras, a la clase media y al campesinado. A dicha exclusión se sumaba la incapacidad del Estado de brindar protección a uno de sus principales clientes: los grandes terratenientes. Este fracaso se puede atribuir a la incapacidad de cualquier segmento de la clase dominante para establecer una hegemonía y la incapacidad de las instituciones del Estado para resolver los conflictos entre los campesinos y los terratenientes. El campesinado, en particular los colonos que necesitaban proteger sus parcelas recién adquiridas, encontraron que las ligas de defensa y posteriormente los grupos guerrilleros, eran una opción viable para su supervivencia económica. Esto a su turno se vio exacerbado por las invasiones de los terratenientes y las políticas del Estado hacia los colonos, los campesinos pobres y los aparceros. La degradación de la economía campesina sirvió de terreno fértil para una estrategia de reclutamiento de las guerrillas, en calidad de protector del campesinado; en particular cuando coincidió con el fracaso del proceso de paz del gobierno Betancur. 

Durante el período Entre 1978 y 1995 el índice Gini sobre la distribución de ingresos entre los pobres del campo permaneció estable a 0,34, mientras en las áreas urbanas se redujo a de 0,30 a 0,25. [34]). Los cultivos de coca gradualmente se convirtieron en una fuente importante para la supervivencia económica de más de un millón de campesinos pobres y colonos. Las guerrillas a su vez protegían a los campesinos que trabajaban en sus zonas de operaciones y de influencia. La interacción entre esas variables permitió el crecimiento de los grupos guerrilleros. La bonanza coquera también brindó a las FARC una oportunidad para fortalecer sus capacidades de construcción estatal, uno de los indicadores importantes de la economía política positiva (EPP) que sustentaba un Sistema de Guerra. Las FARC cobraban un impuesto (gramaje) a los comerciantes de droga y a los traficantes que oscilaba entre el 7 y el 10% del valor de mercado de 1 Kg. de pasta de coca. El valor de la coca en el mercado fluctúa con los cambios en los mercados internacionales, con las estructuras de los mercados locales, la calidad, los riesgos en la producción y los costes en el transporte. Como resultado, los cálculos sobre los ingresos de las FARC por concepto de impuestos a la economía ilícita fluctúan, de acuerdo con esto, entre US $60 y US $100 millones anuales, en particular para finales de los años 90. 

De acuerdo con un estudio llevado a cabo por la institución estatal, el Departamento de Planeación Nacional, las FARC y el ELN cobraron a los narcotraficantes casi US $600 millones en rentas por concepto de protección en 1996, y menos de US $200 millones anuales para tanto 1997 como 1998. [35]). Otras fuentes de ingresos incluyen pagos por secuestro, impuestos a los grandes terratenientes, ganaderos, industriales del agro y multinacionales, y atracos a bancos (especialmente a la Caja Agraria, desaparecida en 1999). [36]). Los grupos guerrilleros también tenían inversiones en compañías de transporte, en proyectos de viviendas, restaurantes, servicios, minas de oro y otros (Véase tabla 4,3). Los ingresos totales de las FARC podrían elevarse a 300 millones de dólares al año. De hecho, el gobierno calcula que son mucho más altos: los ingresos de las FARC se calculan alrededor de 500 millones de dólares, de los cuales 200 millones (40%) se derivan del gramaje sobre los cultivos y el procesamiento de drogas y las operaciones de transporte. [37]). 

Entre 1964 y 1980, las actividades militares de las FARC se concentraron en las áreas rurales, particularmente en las áreas de colonización y de producción a base de pequeñas propiedades en las que predomina la aparcería. Sin embargo sus actividades militares fueron mínimas durante esa fase ya que la guerra era de baja intensidad y no implicaba enfrentamientos de envergadura con las Fuerzas Armadas. Las cosas empezaron a cambiar con la conferencia de las FARC en 1982 que tuvo repercusiones de vasto alcance sobre el desarrollo y la consolidación del Sistema de Guerra en Colombia. La conferencia tuvo lugar en un momento en el que el país estaba viviendo una creciente penetración de los cultivos de amapola y de coca, en lo que Thoumi ha llamado la bonanza coquera, debido a un incremento en su precio en 1982 y 1983. [38]). Como mencionamos anteriormente, las políticas de interdicción aplicadas en Perú y en Bolivia convirtieron a Colombia en un sustituto para compensar la pérdida de producción frente a las demandas del mercado internacional. [39]). 

La conferencia fue llevada a cabo en un momento en que el gobierno Betancur estaba negociando con los grupos guerrilleros. Las disposiciones de la conferencia se centraron en el desarrollo de la capacidad de lucha de las FARC mediante la modernización de sus fuerzas guerrilleras, convirtiéndolas en un ejército revolucionario irregular. Su personal militar fue enviado a la Unión Soviética y a Vietnam para ser entrenado y se estableció una academia militar para preparar a las fuerzas guerrilleras para una estructura de mando comparable a la de un ejército regular. El paso hacia un ejército irregular exigía el desarrollo por parte de las FARC de su armamento y de sus sistemas de mando, de control y de comunicaciones (C3), lo que no era posible sin incrementar sus ingresos por concepto de cobro de protección. En su séptima conferencia, las FARC decidieron duplicar el número de sus frentes y acercarse a las ciudades intermedias y a las zonas estratégicas con recursos naturales tales como petróleo, oro, esmeraldas y carbón. [40]). El objetivo era crear una infraestructura económica sólida para las FARC. Ya para cuando convocaron su plenaria en 1989, las FARC tenían 44 frentes, un incremento desde 27 en 1984, y proyectaban tener 60 frentes con una fuerza calculada de 18.000 combatientes (300 efectivos por frente) para 1992 y 80 para 1994 (400 combatientes por frente, para un total de 32.000 combatientes). [41]). No es claro si se logró este último objetivo. Lo que es casi seguro, sin embargo, es que para finales de 1999, las FARC tenían como mínimo 18.000 hombres distribuidos en aproximadamente 60 frentes. 

(N.T.: Dibujo de Yesid Arteta figure 4.1 libro página 77)

El presupuesto calculado para incrementar sus fuerzas —de 18.000 en 1992 a 32.200 en 1999— era de aproximadamente US $56 millones (estimados a la tasa de cambio de 1999 de 380 pesos por dólar), a ser invertidos en armamento, entrenamiento y modernización de sus sistemas de mando, control y comunicaciones. En su plan de 1989, las FARC contemplaban la creación de una unidad guerrillera estratégica móvil (antes de 1994-1995), lo que requería la compra de seis aviones pequeños, dos barcos, diez lanchas, una estación de radio, la construcción de cuatro aeropuertos y 480 radioteléfonos. Los costes totales se calcularon en US $156 millones. [42]). Para mediados de 1990, las FARC demostraron su recién adquirido poderío militar mediante una serie de operaciones de envergadura que involucraron entre 300 y 600 combatientes y en las cuales se capturaron posiciones clave del ejército, en Las Delicias, Patascoy, San Miguel, y Puerres, entre otros (Véase capítulo 3). De tal manera, las capacidades de las FARC para construir Estado alcanzaron niveles más altos durante los años 1990, reforzando y siendo reforzados por un equilibrio de fuerzas entre el Estado y las guerrillas, lo que había permitido esta situación en primer lugar.

El incremento de las capacidades para construir estado de las FARC tuvo grandes repercusiones en sus zonas de influencia, tales como el Putumayo, Guaviare, Meta y Caquetá. Este impacto no sólo se puede evaluar en términos de su papel como Estado, con un casi indiscutible control territorial y su monopolio del uso de la fuerza, sino asimismo en términos del papel de las FARC en la expansión del comercio; provisión de medios de transportes (como mediante lanchas rápidas); la construcción de pistas de aterrizaje; y el arbitraje y resolución de los conflictos sociales y personales. A esto se suma el hecho de brindar servicios de salud y educación. En 8 municipios de estas zonas la única autoridad, más allá de la estación de policía simbólica en las cabeceras de municipio, es la de las FARC, y es la única que brinda los servicios públicos básicos. [43]). 

Durante los años 1980 a las FARC decidieron extender su radio de operaciones más allá de sus zonas de colonización tradicionales tales como las del Sarare, Arauca, el noroccidente de Boyacá, el Norte de Santander, el Magdalena Medio santanderiano, el sur del Cesar y la región del Catatumbo. Con el incremento de los ingresos por concepto de protección cobrados al tráfico de drogas ilícitas, las FARC consolidaron su fuerza militar en el Meta, Guaviare, Caquetá, Putumayo, Cauca, Santander, y Sierra Nevada de Santa Marta. El cambio más notorio durante el período de finales de los años 1980 y los años 1990 fue el movimiento de las FARC hacia zonas que se caracterizan por estructuras de propiedad de tipo terrateniente y por actividades económicas centradas en la agroindustria. Dicho giro corresponde a consideraciones geoestratégicas y a intereses políticos y socioeconómicos (Véase tabla 4,4).

Las consideraciones de orden geopolítico detrás de esta expansión yacen en la estrategia de las FARC de rodear la capital, Bogotá, y otras ciudades principales mediante la consolidación de su base de poder en la Cordillera Oriental. Con ese objetivo en mente, las FARC extendieron su presencia militar en 9 municipios de Cundinamarca, principalmente en los adyacentes a la zona del Meta, un bastión tradicional de las FARC, y en Boyacá. Aunque esto no alteró el equilibrio estratégico de poder con las fuerzas coercitivas del Estado sí generó efectos sistémicos. El Sistema de Guerra se volvió más inestable debido a que la expansión de las FARC requería extraer más rentas de protección a los grandes terratenientes, ganaderos, corporaciones multinacionales y narcotraficantes, quienes a su turno respondieron mediante la contratación de grupos de seguridad privada y paramilitar. Esto desencadenó un proceso con un conjunto de dinámicas nuevas que contribuyeron a la consolidación de los grupos paramilitares en la segunda mitad de los años 1990, socavando la estructura bipolar del Sistema de Guerra. Así, comportamientos y desenlaces iniciales surtieron su influencia sobre los comportamientos y desenlaces posteriores, lo que llevó a un cambio sistémico en el tiempo, un tema que exploraremos en el capítulo 5. [44]). 

La tabla 4,4 muestra importantes tendencias en la actividad militar de los grupos guerrilleros. La primera tendencia notable es la consolidación de la base militar de los grupos guerrilleros en las zonas de colonización interna, que pasa de 36 municipios a 54. Esas zonas son conflictivas ya que la colonización involucró la ocupación de propiedad privada o de baldíos. Esa tendencia también confirma que la principal base social de la guerrilla son los colonos campesinos. En ese contexto, los grupos guerrilleros aumentaron su actividad en las zonas de colonización de fronteras. La fuerte presencia militar de los grupos guerrilleros en las zonas de colonización revela un crecimiento de los lazos orgánicos entre colonos y grupos guerrilleros. 

La tabla 4,4 también muestra nuevas tendencias en el activismo de los grupos guerrilleros, particularmente en las zonas de latifundio en las cuales pasa de 9 municipios a 53 en la zona de la costa del Caribe, que representa 59% del total de esta categoría. Este fue un incremento significativo que trajo consigo un escalamiento del conflicto en estos municipios. El grupo guerrillero también incrementó su actividad militar en las zonas rurales en las que se desarrollaban las empresas agrícolas, de 6 a 32 municipios. Este último hecho refleja el éxito comparativo de la guerrilla para penetrar zonas en las que el capital de la agroindustria había establecido una base y en las que se estaba transformando la economía campesina. En estas zonas, la guerrilla se ha beneficiado de las querellas entre el capital y el trabajo, poniéndose al lado de los sindicatos obreros para negociar mejores salarios y beneficios. Los grupos guerrilleros ejercen presión sobre estas empresas para que inviertan en estos municipios en un intento por amortiguar el proceso de transformación económica. Finalmente, las guerrillas extraen rentas por concepto de protección de la agroindustria. Un caso similar se da con respecto a las agroindustrias ubicadas en zonas urbanas, en las cuales las guerrillas aumentaron su presencia de ocho a dieciocho municipios. Finalmente, otra tendencia es la creciente presencia militar de las guerrillas en las ciudades intermedias (de 1 en 1985 a 26 en 1995). Este salto se debe al interés de los grupos guerrilleros en acabar con su aislamiento en las zonas rurales remotas, y a su creciente capacidad organizativa. [45]). 

Las FARC buscan mejorar su posicionamiento en las negociaciones en caso de que se dé un arreglo. Al situar sus fuerzas en las goteras de Bogotá y de otras ciudades principales, cumplen el propósito estipulado en su Programa de Diez Puntos, adoptado en la octava conferencia de las FARC para la resolución del conflicto armado y que incluía la participación de las FARC en un gobierno de reconciliación nacional. Esa estrategia política de las FARC también generó una consecuencia política no deseada: un incremento del apoyo a los paramilitares de parte de los grandes terratenientes y ganaderos, que temían que en la eventualidad de un arreglo, una fuerza guerrillera fortalecida impondría una reforma agraria a sus expensas. [46]). 

Las FARC tuvieron éxito en la construcción de una base urbana de apoyo en los barrios marginales de Cartagena, Barranquilla, Medellín, Barrancabermeja, Bogotá, Bucaramanga y Cali. Los residentes son o bien inmigrantes recientes de primera generación que vienen de áreas rurales, o sus hijos. De acuerdo con fuentes militares, el número de los miembros de esas milicias urbanas en Bogotá se calcula entre 2.000 y 2.500. [47]). Las cifras nacionales podrían alcanzar los 4.000 a 6.000 miembros en las milicias urbanas. El rol político-militar de estas estructuras urbanas es múltiple: facilitar el movimiento de las guerrillas desde y hacia las ciudades; ofrecer apoyo logístico, suministros médicos, municiones, refugio para los combatientes y heridos, y armamento; y extracción de rentas de protección (impuesto de guerra) a comerciantes, incluso a aquellos del centro de Bogotá. [48]). Desde el año 2000, las FARC han utilizado estas redes urbanas para cobrar un impuesto del 10% (la Ley 002 de las FARC) a aquellos individuos cuyos ingresos superen el millón de dólares anuales. 

En los años 1990 las FARC también se extendieron hacia zonas estratégicas clave que figuraban por fuera de su despliegue estratégico en las estribaciones de la Cordillera Oriental. De acuerdo con la tabla anterior, esas zonas son más urbanas, desarrolladas, latifundistas, con empresas capitalistas y ricas en recursos naturales. Según los comandantes de las FARC, esta expansión fue propulsada por dos consideraciones principales: acercar la guerra a los centros urbanos y ciudades intermedias; y ejercer una mayor presión política sobre el Estado y la clase dominante y aumentar su extracción de renta. [49]). 

LA CONSTRUCCIÓN DEL PODER POLÍTICO LOCAL DE LAS GUERRILLAS
Aunque el cobro de impuestos es prerrogativa de los gobiernos, los grupos guerrilleros en muchos pueblos, municipios y regiones asumieron ese rol gubernamental. [50]). Los ejemplos que ofrecemos a continuación demuestran que la guerrilla diseñó su proyecto de construcción estatal a través de la inversión de fondos en obras públicas. Los grupos guerrilleros tienen dos fuentes principales de financiación: compañías privadas tales como las corporaciones multinacionales, compañías nacionales y empresas públicas; y recursos estatales dedicados a los municipios. La mayoría de esos dineros terminan siendo invertidos en proyectos públicos tales como institutos de capacitación, pavimentación de carreteras, salud pública y la protección del medio ambiente. Los mecanismos que utilizan las FARC para cobrar impuestos, que fueron desarrollados y mejorados en los años 1990, son complejos porque involucran intermediarios tales como las Juntas de Acción Comunal (JAC), subcontratistas y los consejos municipales. 

La manera como funciona este sistema se ve más claramente a partir de un ejemplo. En Barrancabermeja, Westinghouse, Merielelectric, y TPL (una empresa italiana), tenían un proyecto para construir una planta eléctrica en 1997. A través de intermediarios de los sectores donde la planta estaba siendo construida, los grupos guerrilleros efectuaron una serie de demandas, las cuales incluían la construcción de un instituto de capacitación de US $2 millones para formar a los jóvenes de los barrios populares y un proyecto de US $150,000 para generar 200 empleos. La guerrilla se encargó de la negociación a través de las JAC y los concejos veredales (un comité elegido localmente). Lo que es interesante es que la comunidad participó activamente en el manejo de las negociaciones entre la guerrilla y las compañías correspondientes. En este caso, la guerrilla no extrajo un impuesto directo de protección, sino que consiguió el apoyo político de un sector popular. Ahora las compañías operan con la protección de la guerrilla. 

Los acontecimientos en Puerto Wilches, Magdalena Medio, nos brindan otro ejemplo. Las FARC secuestraron a ocho ingenieros que trabajaban en la producción de palma de aceite bajo el pretexto que su empresa estaba financiando a los paramilitares en Sabana de Torres y San Alberto (Magdalena Medio). Las FARC exigieron renta de protección para la producción de palma de aceite, pero fueron rechazadas. A continuación se llevó a cabo un proceso de negociación promovido por una ONG local. El desenlace de la negociación fue que, en lugar de pagar impuestos a las FARC, la firma prometió invertir en el desarrollo local de la zona y permitir a los productores pequeños de palma una mayor participación y voz en el mercado local. [51]). 

Esos ejemplos representan modalidades que se reproducen en otras partes, como en Casanare y Arauca, adonde operan multinacionales del petróleo y del carbón. La British Petroleum, por ejemplo, fue obligada a reinvertir en los colegios locales, en la capacitación técnica y en proyectos locales a fin de evitar los ataques guerrilleros. La negociación fue llevada a cabo a través de canales indirectos a fin de evitar el escrutinio del Estado y las represalias de los paramilitares. Las FARC, al igual que el ELN, actuaban para imponer, en sus zonas de su influencia o allí donde pudiesen proyectar su poder, el cumplimiento de una distribución del ingreso y la canalización de inversiones en proyectos públicos.

Bolívar, en la Serranía de San Lucas, ofrece un ejemplo de otra modalidad de impuestos. Allí quienes pagan no son corporaciones ni multinacionales sino los pequeños mineros. De acuerdo con los mineros que entrevisté, la guerrilla, principalmente el ELN, les cobra US $13 mensuales por gramo; y también cobra a los intermediarios que venden el oro al Banco de la República. Se rumora que el ELN y las FARC tienen empresas de fachada que comercian en oro. Lo que hacen los grupos guerrilleros es organizar las relaciones de mercado entre los mineros y los comerciantes, y estabilizar los precios para garantizar el cumplimiento de los contratos. Esto minimiza los costos de transacción, y reduce los riesgos, asegurando el cumplimiento de los acuerdos. 

Los grupos guerrilleros desempeñan otro papel importante en las zonas en las que pueden proyectar su influencia: convocan a los empleados públicos acusados de corrupción, y los obligan a reinvertir en obras públicas. Gobernadores, miembros de consejos locales, alcaldes, y hasta senadores se han visto sometidos a la justicia guerrillera, la cual puede llegar al asesinato (ejecución revolucionaria) de la persona implicada. La citación a empleados públicos por corrupción de parte de los muchachos, como se llama cariñosamente a la guerrilla, es por lo general bien vista por las comunidades. [52]). Sin embargo, dichas prácticas también podrían acarrear críticas si el caso contra el empleado público no está bien documentado y publicitado. 

GÉNESIS Y TRAYECTORIA DEL ELN
Las raíces del ELN se pueden trazar a San Vicente de Chucurí y Simacota en Santander en 1965. A diferencia de las FARC, que es un grupo marxista leninista, el ELN se considera a sí mismo un movimiento de liberación nacional inspirado por la revolución cubana y su ideología; y se funda en un híbrido entre el marxismo leninismo y la Teología de la Liberación. [53]). Un buen número de sus fundadores eran personas de la clase trabajadora, campesina y clase media que habían participado en las luchas sociales regionales y nacionales. La composición de clase del ELN reflejaba las estructuras de clases predominantes en Santander, Norte de Santander, Sur del Bolívar, y Sur del Cesar, de donde proviene la principal base de apoyo del ELN.

El ELN enfocaba sus actividades en los centros urbanos, los movimientos estudiantiles y los sindicatos obreros. Ya para el 1987, el ELN había pensado construir sus milicias urbanas, un proyecto adoptado posteriormente por las FARC y el EPL. El ELN manifestaba la praxis de un "foco revolucionario", propugnado por el Che Guevara y Régis Debray, según el cual la revolución podría ser liderada y promovida por un foco político-militar sin necesidad de establecer un partido político. La organización política podía ser posterior a la guerra de guerrillas. [54]). Las FARC no adoptaron este modelo sino que más bien asumieron la centralidad del Partido Comunista en el liderazgo de la lucha. Para el ELN, el Magdalena Medio es medular a su proyecto de construcción estatal debido a la importancia geopolítica y económica de una región que abriga terrenos montañosos, selváticos y los ríos más importantes del país (Magdalena, Sogamoso, Opón, y colinda con el Cauca) y la troncal del Caribe. Es región fronteriza con Venezuela y con los recursos naturales de la región (petróleo, carbón y oro). Estas ventajas hacen del Magdalena Medio el corazón de Colombia. De ahí que el control de esta región sea clave a la política nacional e internacional. 

COMPOSICIÓN DE CLASE Y DE GÉNERO DEL ELN
El grupo fundador del ELN estaba compuesto por 16 personas, todas ellas de origen de clase media urbana con la excepción de José Ayala, un campesino con una pequeña propiedad oriundo de San Vicente De Chucurí. [55]). Lo que es más notable es que la composición de clase del liderazgo del ELN concuerda más con la de los demás grupos de la región y se distingue de la de las FARC. En 1990, el liderazgo del ELN seguía siendo predominantemente de origen clase media urbana (Véase Tabla 4.5). 

(Leyenda de la figura 4.2 pagina 83):
La máxima autoridad en la estructura organizativa del ELN es el Comando Central que está compuesta por un 80% de origen campesino y 20% proveniente de la clase media. En la conferencia de 1989 del ELN, el delegado promedio tenía 33 años, llevaba 9 años militando, había cursado el bachillerato; y sólo el 8% eran mujeres. [56]).  
Aproximadamente el 80% del liderazgo del ELN proviene de la clase media urbana mientras que sólo un 20% es de origen campesino, como lo es su actual jefe máximo, Nicolás Bautista (Gabino), hijo de un líder campesino.

Este dibujo ilustra la estrategia del ELN, la cual está dividida en tres fases que reflejan la evolución de esta organización guerrillera. La primera fase (1965-1980) fue cuando el ELN se concentró en las altas montañas, construyendo sus cuadros y sus redes (cordillera). La segunda fase (1980-1985) fue cuando el ELN comenzó a bajar por las laderas de las montañas hasta los pequeños poblados. La tercera fase (1990-presente) comenzó cuando el ELN alcanzó los pueblos de tamaño medio que bordeaban las carreteras críticas (vía carretera, río). El dibujo fue hecho por el comandante del ELN, Felipe Torres.
TABLE 4.5 

Grupo fundador ELN (circa 1965)





 Orígenes de clase
 
 profesión/ocupación

	Fabio Vásquez Castaño
	clase media baja
	cajero bancario

	José Ayala
	campesino con pequeña propiedad
	campesino

	Ricardo Lara Parada
	clase media urbana
	estudiante universitario

	Heliodoro Ochoa
	clase media urbana
	estudiante universitario

	Víctor Medina Morón
	clase media urbana
	ingeniero

	Julio César Cortés
	clase media urbana
	médico

	Camilo Torres Restrepo
	Clase alta urbana (familia distinguida)
	Profesor universitario y cura

	Pedro Vásquez Rendón
	clase media urbana
	estudiante

	Heriberto Espitia
	campesino con pequeña propiedad
	campesino

	Julio Portocarrero
	clase media urbana
	estudiante

	Domingo Laín
	clase media urbana (España)
	Cura

	Luis Rovira
	clase media urbana
	estudiante

	Mario Hernández
	clase media urbana
	estudiante

	José Merchán 
	nr
	nr


Fuente: Felipe Torres y Francisco Galán, comandantes ELN, entrevista con el autor, Itaqüí, Antioquia, noviembre 28 1998.

En la Dirección de Frente de Guerra, que es el segundo nivel en la escala organizativa, hay un 50% de representación campesina de la cual un 20% son mujeres. La Dirección Regional, la Dirección de Frentes y la Dirección de Frentes en Construcción representan el tercer nivel en la estructura organizativa. Los miembros de la Dirección Regional son en su mayoría de origen urbano, mientras que los miembros de las otras direcciones son casi todos de origen campesino. [57]). La mayoría de los miembros del ELN de origen urbano provienen de ciudades regionales pequeñas o de tamaño mediano tales como Bucaramanga, Barrancabermeja, Cúcuta, Valledupar y otras (Véase tabla 4,6). 

TABLA 4.6 

Composición de clase y género del Comando Central del ELN, 1998

	Orígenes campesinos
	20%

	Trabajadores
	Ninguno

	Clase media
	80%

	Hombres
	100

	Mujeres
	Ninguna


Fuente: Felipe Torres y Francisco Galán, Comandantes del ELN, en entrevista con el autor, Prisión de máxima seguridad de Itagüí, Antioquia, 28 de Noviembre de 1997.

La distinción urbana/rural se proyecta en la visión que se tiene de los temas ideológicos y políticos y abarca desde el papel de la clase obrera en las sociedades campesinas, en los procesos revolucionarios y sobre la naturaleza de la revolución. Los comandantes del ELN, Felipe Torres y Francisco Galán, explicaron que, 

“durante el período 1964 a 1978 esas diferencias asumieron una forma violenta, llevando a purgas y a la liquidación de los elementos urbanos que incorporaban ideas y normas burguesas en la organización. Como resultado, algunos de los mejores lideres del ELN, tales como Heliodoro Ochoa, Victor Medina Moron, Julio Cezar Cortez, Ricardo Lara Parada y varios otros perdieron sus vidas en mezquinas disputas políticas que bajo otras circunstancias podrían haber sido resueltas sin recurrir a pelotones de fusilamiento. Las disputas ideológicas entre el liderazgo urbano/rural y obrero/campesino comenzaron a disminuir hacia la mitad de los años 1980, aunque todavía perduran/quedan rasgos de este conflicto al interior del ELN. [58]). 

EXTRACCIÓN DE RENTA Y CAPACIDADES DEL ELN
El ELN quedó prácticamente derrotado en 1973 en Anorí (Antioquia) luego de que el Estado le asestó una serie de golpes fuertes que redujeron su capacidad militar. Sin embargo, el ELN se recuperó y de menos de 500 hombres en 1979, pasó a tener tenía más de 5.000 combatientes en 1998. Este crecimiento fue facilitado gracias a la resolución de la disputa política urbana/rural y la extracción de pagos de renta de las compañías petroleras en sus zonas de influencia. La construcción del oleoducto Caño Limón-Coveñas sirvió de salvavidas al movimiento. Comenzando en 1983 con la reunión del frente "Héroes y Mártires de Anorí", el ELN se fijó como estrategia la duplicación de sus frentes. Para 1984, el frente norte estaba establecido en el Magdalena Medio (Serranía de San Lucas), y el frente suroccidental en el Cauca y en el sur del Huila, y un año más tarde, el frente nororiental estaba operando en el norte de Santander y Norte de Boyacá. En 1986, el frente nororiental fue constituido para operar entre Barrancabermeja y Bucaramanga en Santander. El frente surocidental, en Antioquia, se vio reforzado con la formación de otro frente en la zona. 

Las compañías petroleras en Arauca le sirvieron al ELN de excelente fuente de renta de protección, en particular su unidad Domingo Laín, que se convirtió en unos de sus frentes más fuertes a nivel financiero y militar. Tanto el ELN como las FARC negocian la implantación de obras públicas y de proyectos financiados por multinacionales, los cuales generan empleo en sus zonas de influencia tales como Arauca, Casanare, Norte de Santander y Santander. Dichas prácticas consolidan el respaldo a la guerrilla y su poder político con de las comunidades. 

El frente nororiental cubre un corredor estratégico cuyo centro comunica con el norte del país a través de ferrovías y carreteras y ejerce su influencia en las zonas fronterizas con Venezuela. El frente noroccidental, que despliega más del 20% de las operaciones armadas, depende para sus finanzas de la extracción de rentas de protección de la minería de oro de la zona y de las corporaciones que utilizan la autopista Medellín-Bogotá. Se calcula que este frente extrae aproximadamente un 30% de las rentas del ELN. [59]). El ELN tiene ahora una fuerza calculada entre 5.000 y 6.000 combatientes, con unos ingresos anuales estimados entre US $150 y US $200 millones (Véase tabla 4,3). [60]). Como las FARC, el ELN controla una serie de corporaciones e invierte una parte de sus ingresos a nivel doméstico y en mercados internacionales. En este sentido, la economía política de los grupos guerrilleros se ha ido entrelazando con variables socioeconómicas y políticas que afectan las fuentes de subsistencia de miles de familias en sus zonas de influencia. Las empresas que han sido fundadas con capital de la guerrilla, que subcontratan con empresas estatales tales como Ecopetrol o con empresas multinacionales, son una fuente de empleo para los obreros y empresarios locales. Adicionalmente, el ELN protege de 2.000 a 3.000 cultivadores de coca en el Sur del bolívar y Norte de Santander —principalmente colonos y aparceros— y la economía de subsistencia campesina, la cual es una fuente vital de ingresos a nivel nacional para más de 300.000 familias (más de un millón de personas). [61]). En ese sentido, el Sistema de Guerra se va institucionalizando como una modalidad para la asignación y distribución de recursos económicos, de empleo, y un patrón de desarrollo y de integración en los mercados internacionales. La economía de la coca ilustra este último punto: los pequeños cultivadores de coca, con el apoyo de una resistencia armada, son capaces de negociar su reincorporación en la economía global legal. 

La prolongación del conflicto y su baja intensidad permitieron a las guerrillas establecer su control político y social sobre amplias zonas en las cuales la única autoridad era la suya. Las incursiones del Estado son intermitentes y no desestabilizan la hegemonía de la guerrilla. El ELN ejerció esa autoridad de manera casi ininterrumpida sobre la Serranía de San Lucas, en el Sur del bolívar, desde mediados de los años 1980 hasta finales de los años 1990, epoca en la que militares y paramilitares incursionaron en la zona. Lo mismo se puede decir de las regiones del norte de Santander tales como el Catatumbo. 

A partir de la tercera conferencia del ELN que se reunió en 1996 en Simití (Sur del Bolívar), la organización decidió reestructurar su organización militar, incorporando sus columnas de 40 a 50 combatientes en Comandos de Área que podían abarcar hasta 600 combatientes. Esa reestructuración se dio en respuesta a dos cambios: la introducción de brigadas móviles del ejército, que comenzaron a acosar a las guerrillas en el Norte de Santander, Sur de Bolívar y Cesar; y al creciente volumen de ingresos económicos, materiales y humanos a disposición del ELN. Para 1996, el ELN y las FARC registraban unos altos ingresos que les permitían modernizar su poderío militar así como reclutar más combatientes (Véase tablas 4,3 y 4,7). 

En términos militares y económicos, tanto el ELN como las FARC construyeron una máquina de guerra impresionante que logró permear la mayoría de los municipios y regiones del país, y en ese sentido acumularon una economía política positiva. Esta condición permite a los dos movimientos insurgentes crecer aunque otros factores permanezcan constantes. Sin embargo, éste nunca es el caso en los sistemas; la dinámica de los conflictos y los cambios en el ambiente de los actores, producidos bien sea por sus actos o por contingencias exógenas, tales como cambios en los precios internacionales del petróleo o de la coca, pueden afectar a los campesinos locales, a los narcotraficantes, y las rentas de las guerrillas. Esto altera la dinámica y dialéctica global del conflicto y desestabiliza el sistema de guerra. 

Un ejemplo de esta nueva dinámica es la que se introdujo en 1997 cuando el ELN sufrió unos reveses importantes. Perdió aproximadamente 477 combatientes (casi el tamaño de un Comando de Área o de un batallón en una estructura de ejército regular), y cientos fueron capturados. [62]).. Perdió áreas estratégicas tales como San Vicente de Chucurí en Santander, partes del noreste antioqueño y del Sur de Bolívar, y la serranía de San Lucas, una zona que buscan ocupar los paramilitares de Carlos Castaño. [63]). Desde mediados de los años 1960, estas zonas eran los refugios indiscutidos del ELN. La dinámica de la guerra está cambiando, y el ELN aún no ha tomado la iniciativa militar. Esta dinámica y las fuerzas que la propulsan son tema de discusión en el capítulo 5. 

TABLA 4.7: Combatientes y presencia del ELN por municipios, 1986-1996

	
	1986
	1990
	1994
	1996

	Combatientes


	800
	1,800
	2,800
	4,000-5,000

	Presencia en municipios


	180
	250
	280
	350 (de un total de 1071 municipios) municipios)


Fuente: Consejería de Seguridad de la Presidencia, Bogota, Colombia.

EJÉRCITO POPULAR DE LIBERACIÓN (EPL)
El Ejército Popular De Liberación (EPL) de 400 hombres, el más pequeño de los grupos insurgentes en Colombia, fue fundado en 1967 como el brazo armado del Partido Comunista Marxista Leninista (PCML), un partido político maoísta que tuvo sus orígenes en el Partido Comunista. En los años 1980, el EPL rompió con las doctrinas tradicionales maoistas de guerra prolongada y el rol de liderazgo del campesinado, y restableció sus lazos con los intelectuales. El EPL comenzó sus actividades militares en las fronteras entre los departamentos de Córdoba y Antioquia, un refugio tradicional de las guerrillas liberales durante la violencia. En los años 1970, la organización logró desarrollar una base de apoyo dentro de la clase obrera en las plantaciones bananeras y entre los colonos campesinos. 

En su mejor momento, el EPL reclutó a aproximadamente 2.000 combatientes, la mayoría de ellos campesinos y estudiantes. [64]). En términos de su concentración regional, el EPL era predominantemente oriundo de Antioquia, lo que conllevó a la percepción errada de que era un grupo guerrillero regional. [65]). En 1984, el EPL aceptó la iniciativa de paz del presidente Belisario Betancur, y para 1994 la gran mayoría de los combatientes del EPL había abandonado la lucha armada, con excepción de un grupo disidente liderado por Francisco Caraballo. Su actividad militar se concentra principalmente en Antioquia, Norte de Santander y La Guajira y se despliega en coordinación con las FARC. Algunos de sus antiguos miembros han comenzado a participar en actividades criminales y paramilitarismo. La contribución del EPL a la construcción estatal de las guerrillas es muy limitada, comparada con la de las FARC y el ELN, y depende en buena parte del secuestro como principal fuente de ingresos. No hay información sobre las rentas generadas por esta organización. 

CONCLUSIÓN
¿Qué tan adelantado está el proceso de construcción estatal de los grupos guerrilleros? Durante los años 1990 el poder de las guerrillas llegó a su cúspide, extendiendo su influencia a unas nuevas zonas estratégicas y centros poblados. Esto ocurrió debido al cómodo equilibrio militar que regía entre los grupos guerrilleros y las fuerzas del Estado desde los años 1980. Ni el Estado ni las guerrillas han intentado un cambio radical de esta situación. Las arremtidas ocasionales tales como las operaciones militares contra el ELN en 1973 en Anorí (Antioquia), o el ataque del ejército en 1990 contra Casa Verde (centro de operaciones de las FARC en el Meta), eran anomalías dentro de la situación de guerra de baja intensidad y el equilibrio relativamente estable del Sistema de Guerra. Ninguna de estas grandes operaciones logró alterar significativamente el balance del Sistema de Guerra. 

Las FARC y el ELN capitalizaron el impasse mediante la consolidación de su poder político a nivel municipal y de pueblos, desempeñando prácticamente el rol de un Estado de facto; dispensando justicia, regulando las relaciones de mercado; y protegiendo el medio ambiente, mediante la aplicación de lo que las FARC llaman "reglas de convivencia". Las normas estipulan leyes y castigos sobre temas tales como el porte de armas, la pesca, la caza, las horas de trabajo, el consumo de licor, la prostitución, la violencia interfamiliar, el abuso de drogas, y la tala de bosques. El impasse ofrecía una estabilidad al Sistema de Guerra y permitía a los grupos guerrilleros y al Estado coexistir y acomodar sus estrategias a esas condiciones. 

Los grupos guerrilleros redimensionaron sus estrategias para el corto y mediano plazo. En lugar de tomar el poder político mediante la toma de los aparatos e instituciones del Estado central, decidieron derribar el poder del Estado a nivel de pueblos y municipios, y de ahí ascender. Los grupos guerrilleros responden a los fracasos del Estado para mitigar los conflictos rurales y llenan un vacío hegemónico dejado por el Estado. Los grupos guerrilleros lograron, con relativa facilidad, establecer su hegemonía en partes del país durante prácticamente dos décadas. En muchos casos, coexistieron con una presencia mínima del Estado, como por ejemplo una estación de policía, con el entendimiento de que las guerrillas detentaban el poder. 

En municipios del Norte de Santander, Casanare, Sur del Bolívar, Caquetá, Putumayo y Cesar, el poder de las guerrillas se ejerce a través de la elección de consejos municipales locales y de alcaldes, y el desembolso de fondos públicos. [66]). De acuerdo con algunos testimonios, las FARC no imponen sus candidatos sino que más bien, como en los casos de las elecciones municipales en 1998 en Yondó, Cantagallo, and San Pablo (todos en el Magdalena Medio), organizaban reuniones en los pueblos en los cuales se escogía libremente a los candidatos y se procedía a una elección general. [67]). En Yondó, los candidatos de las FARC no ganaron, pero sí lo hicieron en los otros dos pueblos. En Mogotes (Norte de Santander), el ELN hizo algo semejante que llamaron "Asamblea Constituyente Pública", en la cual los candidatos fueron escogidos para la elección general. [68]). Lo irónico es que los candidatos incluso podían ser de afiliación liberal o conservadora pero, al aceptar las reglas del juego fijadas por las guerrillas, calificaban para ser elegidos. Estos son ejemplos de cómo las guerrillas construían su poder hegemónico a nivel local mediante medios democráticos tales como las elecciones populares. 

Las guerrillas en ocasiones adoptaban una estrategia más notorias para desafiar la autoridad del Estado: lanzaban ataques militares en contra los candidatos de los partidos tradicionales y llamaban al boicoteo de un "proceso sin sentido" ya que reproducía a la elite tradicional y legitimaba un sistema corrupto. Esta práctica se convirtió en una prueba de fuego de las limitaciones y fuerzas de cada uno de los dos proyectos hegemónicos, el de las guerrillas y el del Estado. En 1985, las guerrillas estaban presentes en 437 municipios (40% de un total de 1071), pero hoy en día ejercen su influencia en 622 (58%), de los cuales en 255 (25%) ejercen un alto grado de autoridad, de acuerdo con la Federación Nacional de Municipios. [69]). Este es un buen ejemplo de la creciente capacidad de construcción estatal de las guerrillas, que complementa su poderío militar y económico. [70]). Podemos deducir, por lo tanto, que las guerrillas pudieron acumular el suficiente poderío militar, poder político y recursos económicos como para estar interesadas en prolongar la guerra dada su incapacidad hasta el momento para vencer a sus enemigos: el Estado y, como discutiremos más tarde, el crimen organizado. 

Mediante la consolidación exitosa de su poder en zonas locales, las guerrillas pudieron lograr una base de apoyo importante para la lucha armada. Estos pasos en búsqueda del poder político local cogieron impulso en los años 1990 y conllevaron a unas repercusiones sistémicas, perturbando el cómodo impasse del Sistema de Guerra, en particular cuando los grandes terratenientes, la incipiente narcoburguesía y las mafias esmeralderas dirigidas por Víctor Carranza y Rodríguez Gacha se vieron afectados. Durante el mismo período, habían amasado tierras para lavar sus dineros, lo cual chocaba con las metas de las guerrillas. En un sistema complejo como lo es el Sistema de Guerra, esto conllevaba a desenlaces que posiblemente ninguno de los actores pudo haber anticipado. 

Dos procesos —los intentos de la guerrilla por construir un poder local y la estrategia de adquisición de tierras del crimen organizado—, cogieron impulso en los años 1990, conllevando a un escalamiento considerable de la guerra, desestabilizando la dinámica del Sistema de Guerra y el cómodo impasse (détente) sobre el cual había reposado durante casi una década (1985-95). Ambos procesos fueron generados por el mismo fenómeno: la economía de la droga. Esto a su turno llevó a una lucha constante por el poder para organizar las relaciones de mercado entre los vendedores y compradores de cultivos a usos ilícitos, es decir entre los campesinos y los narcotraficantes. Los narcotraficantes en un comienzo aceptaron las reglas de las guerrillas, incluso los impuestos que les impusieron, pero grupos narcoparamilitares, surgidos a finales de los años 1980 en muchas zonas (Santander, Antioquia, Norte de Santander, Cesar, Meta, Cauca, Casanare, Huila, Boyacá, Caquetá, Putumayo, Urabá y Córdoba), querían eliminar la interferencia de la guerrilla en el negocio de la droga. Este aspecto será comentado en el capítulo 5. 

Finalmente, el éxito de las FARC al obtener de parte del Estado una zona desmilitarizada de 42.000 km cuadrados (dos veces el tamaño del Salvador), habitada por una población de aproximadamente 100.000 personas, ha logrado que este grupo se aproximara más que nunca al logro de su proclamado status de beligerancia, acelerando así su proceso de construcción estatal. A finales de 1998, el Estado aceptó la desmilitarización de esta zona para llevar a cabo los diálogos de paz con las FARC. La incesante exigencia de las FARC por una zona desmilitarizada desde la pérdida de Casa Verde (Uribe, Meta) finalmente dio fruto en 1990. Éste es indudablemente el punto culminante de los 40 años de combate de las FARC, lo que confirma nuestro análisis de que la lucha de las FARC por consolidar su control en una serie de departamentos, cae dentro de su proyecto de construcción estatal. El auto proclamado estatus de beligerancia es ya un hecho. Han conseguido reconocimiento internacional como en los casos de Venezuela y la carta de los 25 intelectuales europeos, hombres políticos, y activistas solicitando al presidente Pastrana el reconocimiento de beligerancia para las FARC. [71]). Por consiguiente, podemos concluir que el cómodo impasse no sólo ha permitido a las guerrillas consolidar sus logros políticos y ganancias económicas para llegar a una economía política positiva sino que también ha contribuido a la prolongación del conflicto. Esto último, sin embargo, debe ser analizado en conjunto con las economías políticas de los demás actores del Sistema de Guerra, a decir, el Estado y el crimen organizado. 

CAPÍTULO 5
LOS PARAMILITARES, EL CRIMEN ORGANIZADO, Y LA DINÁMICA DE LA GUERRA


El argumento central de ese capítulo es que uno de los principales desenlaces del cómodo impasse entre el Estado y las guerrillas fue el desarrollo acelerado de más de 110.000 hectáreas de cultivos a usos ilícitos en menos de una década. Esto trajo con sí unos nuevos actores que desestabilizaron, y consolidaron, el Sistema de Guerra; trajo a los narcotraficantes y sus organizaciones paramilitares. Este capítulo trata sobre la relación de los narcotraficantes con los demás actores del Sistema de Guerra, con el Estado, y con las guerrillas, así como su impacto sobre la dinámica y las perspectivas del Sistema de Guerra. 

CONTEXTO SOCIO HISTÓRICO


La posición geográfica de Colombia a la entrada de América del Sur ha sido más una maldición que una bendición, como lo atestigua la historia más reciente del país. Desde la Conquista española, las costas caribeñas colombianas han servido de corredor para el contrabando y el tránsito de esclavos, oro, y mercancías. Después de la independencia de Panamá en 1903, estas rutas fueron mantenidas principalmente por nuevas generaciones de contrabandidos, y posteriormente por narcotraficantes. Existe extensa evidencia de que, entre 1968 y 1970, los primeros contactos con los traficantes Estadounidenses para el transporte de la marihuana desde el la Sierra Nevada de Santa Marta sobre la Costa atlántica fueron contrabandistas colombianos que conocían las rutas tradicionales desde los puertos libres de Colón (Panamá) y las Antillas. [1]). 


La actividad de contrabando se daba principalmente en función de las tarifas que imponían los respectivos gobiernos sobre los bienes importados. Cuando esas tarifas eran altas, el contrabando aumentaba proporcionalmente, como por ejemplo bajo el gobierno de Lleras Restrepo y luego bajo Turbay Ayala. Ambos gobiernos aumentaron las tarifas sobre bienes importados, y el contrabando aumentó igualmente. Los llamados San Andresitos, en los cuales se venden productos de contrabando, florecieron en las ciudades principales del país. Las mercancías abarcaban desde electrodomésticos, whisky, cosméticos, y cigarrillos, hasta armas. Los contrabandistas con su larga experiencia y redes bien establecidas con los mercados internacionales ofrecían infraestructura logística para la exportación de marihuana en los años 1970, y para coca y opio en los años 1980 y 1990. [2]). Ese es un factor importante que contribuyó a convertir a Colombia en uno de los principales exportadores de drogas ilícitas. 


La degradación aguda y casi ininterrumpida de la economía agrícola desde los años 1960 fomentó el desarrollo de actividades económicas alternativas tales como los cultivos a usos ilícitos y el contrabando. Ambas actividades corresponden a los diferentes impulsos y contradicciones generadas por la crisis del modelo de desarrollo económico y por las dislocaciones socio-económicas que generó esa crisis en un país en el cual, en 1960, el 60% de su población aún vivía en áreas rurales, y no fue sino hasta los años 1970 cuando el 57% migró a áreas urbanas. El algodón, principalmente cultivado en la costa atlántica (Guajira, Cesar y Magdalena) estaba en descenso debido a la importación de productos sintéticos más económicos. Esto a su turno afectó los principales centros de producción textilera en Antioquia. Estas zonas posteriormente se convirtieron en centros para las organizaciones del narcotráfico. De manera semejante, las exportaciones de azúcar también estaban enfrentando el establecimiento de cuotas internacionales fijadas por los Estados Unidos, lo que afectó a la industria azucarera concentrada en el Valle del Cauca. Las exportaciones de esmeraldas también sufrieron una caída en su productividad debido a la necesidad de equipos más sofisticados para su extracción; a la caída de los precios internacionales; y a la violencia entre los grupos mafiosos en competencia por el control de las minas de esmeraldas de Boyacá. Las regiones fronterizas con Venezuela, que dependían de su comercio con este país, se vieron afectadas por la devaluación del bolívar. Esto contribuyó al incremento del contrabando y a la disminución de los intercambios comerciales entre los dos países. Las regiones mencionadas se convirtieron todas en territorios para el cultivo de marihuana, coca, y posteriormente en los años 1990, de amapola para el opio. 


La marihuana se convirtió en el principal cultivo de exportación en los años 1970, en lo que ha sido llamado la era de oro marimbera, que se dio tras la crisis que golpeó los cultivos y la producción de algodón debido, como decíamos, a la importación de productos sintéticos más baratos; en su mayoría mercancía de contrabando. Los cultivos de marihuana fueron impulsados y respaldados por traficantes de los Estados Unidos que apreciaban el alto valor en el mercado de la marihuana tropical. Estos cultivos recibieron apoyo técnico de expertos agrónomos Estadounidenses. [3]). Como resultado de la crisis económica del agro, algunos terratenientes y ganaderos se reconvirtieron a la producción de marihuana en la Sierra Nevada de Santa Marta, Guajira, Cesar, y el Magdalena Medio. Para 1974, aproximadamente 80% de los finqueros en la Guajira sembraban marihuana. Esa bonanza económica pronto se vio afectada por una quiebra a comienzos de los 1980 cuando el precio de la marihuana colombiana empezó a caer con el surgimiento de una variedad más potente y más barata en los Estados Unidos, y la llegada de otros competidores a los mercados mundiales. Esa caída en la demanda de la marihuana colombiana provocó una reconversión hacia los cultivos de coca en varias zonas favorables para dicho cultivo. 

La crisis hegemónica del Estado y el narcotráfico


En vista de lo anterior, surge una pregunta central que requiere respuesta: ¿Por qué Colombia ofrecía terrenos fértiles para el contrabando y el narcotráfico? Se podría argumentar que muchos otros países en el mundo se vieron sometidos a caídas similares de sus economías rurales, y sin embargo no se convirtieron en productores de cultivos ilícitos de exportación, ni sus mercados fueron invadidos por actividades económicas ilegales. La respuesta obvia al porqué Colombia se convirtió en uno de los principales teatros de contrabando y del narcotráfico se halla en la incapacidad del Estado para extender su autoridad sobre todo el territorio nacional. De ahí mi tesis según la cual el incremento de la actividad económica ilegal se da no sólo en función de condiciones económicas críticas sino asimismo como resultado de la crisis hegemónica del Estado, exacerbada por una insurgencia armada que ha ido recortando la autoridad del Estado desde los años 1960. Una mirada preliminar a las zonas en las cuales se concentran los cultivos de coca en Colombia sirve de apoyo a mi argumento. Los cinco departamentos con mayor concentración de cultivos de coca (véase tabla 5,1) cuentan con una muy endeble presencia estatal, si es que existe esa presencia más allá de una pequeña fuerza de policía (en ocasiones menos de quince efectivos) estacionada en los principales centros urbanos del departamento. En la mayoría de los casos, los policías ni siquiera se atreven a salir de estos centros. El control por fuera de las cabeceras de municipio de los departamentos que figuran en la tabla 5.1, fluctúa de manos de la guerrilla a las de los narcotraficantes en los años entre 1980 y 2001. Lo que sí ha sido constante es la débil presencia estatal. Los productores de coca de estos departamentos enfatizan que la única autoridad que ellos conocieron (antes de la introducción de la coca) fue la de las guerrillas. [4]). La llegada de la coca agudizó la necesidad de una autoridad para controlar los problemas generados por la bonanza coquera, tales como conflictos entre cultivadores y compradores, violaciones de contrato, prostitución, crimen, alcoholismo y violaciones descontroladas al medio ambiente. Esta autoridad era bien acogida por los habitantes de estos departamentos. Por consiguiente, estas zonas se convirtieron en baluartes de los grupos guerrilleros a partir de los años 1970. 

TABLE 5.1 Cultivos de coca 1999 por departamento (hectáreas)

	Putumayo
	37,000

	Caquetá
	30,000

	Guaviare
	28,000

	Norte de Santander (Gabarra)
	2,800

	Bolívar (Serrania de San Lucas)
	2,800

	Total
	100,600


Fuente: United States Department of State, 1999 Informe. En 2000, se calculaban aproximadamente 110,000 hectáreas.


Sin embargo, el aspecto más revelador y relevante para este capítulo es la tendencia, desde los años 1980, al crecimiento de los cultivos a usos ilícitos. Estos aumentaron en 400% entre 1978 y 1998, llegando a cubrir un área calculada de 100.600 hectáreas (véase tabla 5,2). [5]). Este incremento dramático coincidió con el cambiante equilibrio militar entre las guerrillas y el Estado, como se evidencia en la tasa de fatalidad decreciente a favor de la guerrilla (desde una relación de 1:1,52 en 1988 hasta 1:1,35 en 1999) (véase capítulo 3). No obstante, si consideramos el número creciente de municipios bajo control guerrillero, podemos tener una imagen más clara para respaldar este argumento. En 1993, los grupos guerrilleros controlaban sólo 173 municipios, lo que equivale al 13% del total del país. Para 1998, las guerrillas habían extendido su control a 622 municipios, o sea un 61% del total. En la mayoría de los municipios con cultivos a usos ilícitos, la guerrilla tiene presencia militar o control. Por ejemplo, los cultivos de amapola se observan en 174 municipios; y en 123 de ellos (70%), la guerrilla tiene presencia militar. Los paramilitares de derecha, en alianza con los narcotraficantes, controlan 46 municipios, o sea aproximadamente 26% del total. [6]). Todos estos municipios son prácticamente inaccesibles al Estado. 


Esta observación apoya mi tesis central según la cual el surgimiento del narcotráfico y su consolidación se vieron facilitados por la incapacidad del Estado para mantener su hegemonía en amplias áreas del país, más allá de unas incursiones o expediciones militares ocasionales. No obstante la crisis en la subsistencia de la economía campesina; la ausencia de la autoridad estatal; y su incapacidad para producir una alternativa económica viable a los cultivos de coca, la posición de las guerrillas facilitó la sustitución de parte de los colonos y de los campesinos pobres de sus cultivos legales de bajo rendimiento por cultivos ilegales. [7]). El cómodo impasse entre los grupos guerrilleros y el Estado ofreció una ventana de oportunidad para los campesinos (particularmente para los colonos) y hasta para algunas haciendas comerciales, para pasar a cultivos a usos ilícitos sin temer la acción policiva del Estado ni giros en las tácticas de las guerrillas. Esta última observación hace caso de las políticas de las guerrillas hacia los cultivos a usos ilícitos, consecuentes desde que estos cultivos aparecieron por primera vez en los años 1970. La política de la guerrilla ofrecía un marco institucional —dada la naturaleza inestable de los mercados de cultivos a usos ilícitos que operan dentro de un contexto de guerra civil— lo suficientemente estable como para incentivar a los campesinos para asumir los riesgos. 


A pesar de la fluctuación en los precios mundiales, el hecho de que los cultivos a usos ilícitos sean más rentables que los cultivos tradicionales lleva a aproximadamente entre 400.000 y 500.000 campesinos a sembrarlos y a asumir el riesgo que implica esa opción económica. [8]). La fluctuación en los precios de la hoja de coca entre 1978 y 2001 no afectó de manera significativa los incrementos en los cultivos a usos ilícitos, ya que éstos siguen siendo más rentables que los cultivos tradicionales. Los ciclos económicos de producción de cultivos a usos ilícitos en sí no afectan la decisión de los campesinos pobres de pasar a cultivos alternativos ya que muy pocos cultivos comerciales permiten cosechar tanto como tres cosechas al año —como en el caso de algunas variedades de coca— lo que aumenta la probabilidad de recuperar pérdidas anteriores. Lo más probable es que los campesinos puedan recuperar sus costes de inversión al año o a los dos años. [9]). Muy pocos cultivos de exportación ofrecen tales ventajas económicas para los campesinos pobres. Por consiguiente, la explicación de los cambios en la producción de coca, y en los cultivos a usos ilícitos en general, yace del lado de la ecuación que concierne las políticas coercitivas y en lo que éstas contribuyen a aumentar los costes. 


Esto explica por qué los Estados Unidos y algunos otros países defienden una estrategia que combina un incremento de los costes de producción por el incremento de los riesgos: fumigación, erradicación, persecución, e interdicción de las rutas de transporte; además de cultivos alternativos. Esta estrategia depende principalmente de controles policivos y niega a los campesinos la posibilidad de negociar los términos de su reincorporación en la economía mundial legal. En ese sentido, en Colombia, el equilibrio militar entre el Estado en las guerrillas pesa más para explicar el incremento exponencial en la producción de drogas que las explicaciones puramente económicas. Esto se debe a que el Estado y sus endosantes internacionales no han tenido éxito en incrementar los costes de producción para los campesinos, a manera de que este negocio no sea rentable. Hasta ahora, el equilibrio de poder entre las guerrillas y el Estado ha impedido la limitación de la producción de drogas ilícitas abriendo así una perspectiva para que los cultivadores de ilícitos negocien un arreglo que tenga en cuenta sus intereses; en particular, si consideramos que los campesinos de Bolivia y Perú —países en los que sus Estados pudieron proyectar sus hegemonías sin verse amenazados por insurgencias— no han podido lograr las concesiones requeridas de parte de sus Estados respectivos y de los actores internacionales (tales como los Estados Unidos y las Naciones Unidas), para asegurar la supervivencia de sus economías de subsistencia. 


En Perú, después de 1995 luego de la captura de su líder Abigael Guzmán con la mayoría de los cuadros, un Sendero Luminoso debilitado fue incapaz de contener la política del Estado en sus zonas tradicionales de control en Ayacucho; esto ha facilitado los esfuerzos de erradicación del Estado, complementados por una política de interdicción aérea. Estos factores llevaron a una baja del 60%, entre abril y agosto de 1995, en los precios de la hoja de coca en el mercado peruano, luego de que la demanda cayó debido a la dificultad del transporte de la pasta de coca hacia Colombia para su transformación en cocaína. [10]). No obstante, entre 2000 y 2001, los precios de la hoja de coca aumentaron para alcanzar aproximadamente dos tercios de sus niveles de 1995, y algunos campesinos están volviendo al cultivo de la coca. Pero este viraje no fue lo suficientemente significativo, como se puede ver por el tamaño de las áreas sembradas en coca (véase tabla 5,2). Aunque la habilidad de los narcotraficantes para reinventar nuevas rutas y nuevos métodos de tráfico sí afectó la demanda de la coca y su precio local, la política del Estado y su capacidad para imponerla logró controlar la oferta. En ese sentido, el Estado peruano fue capaz de reducir los cultivos de coca. 


Bolivia representa un caso un poco diferente, lo que en gran medida refuerza nuestro argumento. Bolivia cultiva aproximadamente 70.000 acres de coca, que generan aproximadamente 3 millones de dólares al año. [11]). Los incrementos en los precios de la coca, y las limitaciones del mercado de los cultivos alternativos, llevaron nuevamente a un leve resurgimiento en los cultivos de coca entre 1997 y 1999. Dicho desarrollo, sin embargo, se enfrentó a la represión estatal con el apoyo de los Estados Unidos. Los campesinos intentaron resistir formando "ligas de defensa" y llevando a cabo operaciones relámpago contra el ejército, pero pronto su movimiento fue reprimido y los líderes campesinos tuvieron que huir, tal vez para reorganizarse y pelear nuevamente algún día.
 La resistencia campesina, no obstante, alcanzó a frenar los esfuerzos de erradicación durante 1998 y 1999; pero poco después de que la rebelión fuera reprimida, el Estado resumió la política de garrote y zanahoria, frenando el aumento de los cultivos. Como resultado, los campesinos siguieron con poca ventaja política para renegociar los términos de los programas de sustitución de cultivos, como por ejemplo con referencia a los precios para sus nuevos cultivos, subsidios, mercadeo, y entrenamiento técnico. Tampoco pudieron incitar al Estado a mejorar sus servicios sociales, sanitarios y educativos en sus zonas. 


De tal manera, los casos de Bolivia y Perú ilustran que la capacidad del Estado para extender su hegemonía y su control, es una variable crítica en nuestro estudio de la economía política de los cultivos a usos ilícitos. Estos éxitos contrastan fuertemente con el fracaso del Estado colombiano. 


Esto no quiere decir que las guerrillas hayan incentivado los cultivos a usos ilícitos pues no existe evidencia para respaldar dicha afirmación, sencillamente indica que las guerrillas no detuvieron el proceso y que el Estado, a su turno, no fue capaz o deseoso de enfocar las condiciones de aflicción de los campesinos pobres. [12]). Sin embargo, hay algo, según los testimonios de los cocaleros y de los expertos del tema, que sí ofrecieron las guerrillas que fue " seguridad" y estabilidad en algunas de las zonas de cultivos a usos ilícitos. Las guerrillas proyectaron poder y frenaron los abusos de los narcotraficantes y sus intermediarios. Esto redujo los costes de transacción, en particular los riesgos que asumiría el campesino pobre bajo condiciones económicas inciertas y sirvió de marco institucional, incentivando la producción de drogas ilícitas e impidiendo el traspaso —de parte de los capitalistas—de los costes de producción (incluso los riesgos) a los labriegos a través de la reducción en los pagos por sus productos. En 1990, por ejemplo, Colombia sólo tenía 40.100 hectáreas sembradas en coca, lo que sólo constituía el 18,8% de lo que se sembraba en los países andinos y el 13,7% de la producción de hoja de coca; para 1999, el área de cultivos alcanzaba más de 100.000 hectáreas. [13]). 


El incremento en los cultivos a usos ilícitos en Colombia, a pesar de la agresiva política estatal de fumigación, también se atribuye a las estrategias de supervivencia económica desarrolladas por los campesinos para mitigar los efectos negativos de las fumigaciones. Una de las formas que asume dicha estrategia es incrementar la extensión de las tierras sembradas en cultivos a usos ilícitos en cooperación con otros cultivadores a fin de aumentar la fuerza laboral, reducir los costes de producción, y disminuir las posibles pérdidas debidas a la fumigación. Al incrementar las áreas sembradas, los colonos garantizan la supervivencia a la fumigación de por lo menos parte de sus cultivos, cubriendo así sus costes y asegurándose algunos excedentes para poder subsistir. [14]). Esta estrategia de supervivencia de los campesinos, sin embargo, no sería factible sin el apoyo (tácito o implícito) de la guerrilla, que es lo que inhibe al Estado en el desarrollo de una sustentable política coercitiva más agresiva. 

LA ECONOMÍA POLÍTICA DEL NARCOTRÁFICO Y LA RETIRADA DEL ESTADO


Para mediados de los años 1980, estaba surgiendo un nuevo estrato social en Colombia que construyó su fortuna sobre la bonanza marimbera y posteriormente capitalizando la producción de coca. Las consecuencias de este desarrollo fueron multifacéticas. A un nivel, agravó la crisis hegemónica del Estado, en particular en lo que se refiere a sus políticas de control fiscal, la disponibilidad de dinero, las tasas de interés, y los gravámenes; reduciendo así el papel del Estado en la economía. Esto se dio frente a un trasfondo de un sector público relativamente pequeño. En los años 1990, los gastos del sector público colombiano figuraban en un noveno lugar en comparación con los otros veintiséis países latinoamericanos, y el sector público constituía sólo 14% del PIB, mientras que la media regional era de 28% del PIB. El tamaño modesto del sector público colombiano ha sido ¿?recurrente/un patrón?? desde 1987 hasta 1996. [15]). En contraste, el rendimiento del dinero de las drogas ilícitas se calcula en 4,2% del PIB en 1980 hasta un pico de 10,9% en 1984, y 3,5% en 1995. [16). Este monto considerable de dineros hizo que el diseño y la implantación de políticas monetarias y fiscales fuese una tarea supremamente difícil para el Estado. 


Como resultado, el Estado se vio obligado a dejar de aplicar un impuesto sobre el valor agregado y a re-circular los dineros de la droga (principalmente dólares) transfiriéndolos a sus reservas internacionales a fin de evitar la dolarización de la economía. El gobierno se vio asimismo forzado a devaluar el peso en 1991 y, desde entonces, el peso ha sido devaluado varias veces. Más aún, los dólares del narcotráfico y su conversión en dinero local incrementaron la oferta de dinero aumentando en consecuencia la demanda marginal de bienes y servicios, lo que a su turno aumentó la presión inflacionaria sobre la economía. 


El narcotráfico también tuvo un impacto sobre la política fiscal y monetaria del Estado a través del contrabando de bienes, que se convirtió en uno de los mecanismos más frecuentes de lavado de dinero. Una de las evidencias más recientes sobre el fracaso del Estado para controlar el contrabando —que afectaba el balance de pagos del país y sus políticas fiscales— fue presentada por Fanny Kertzman, directora de la DIAN, Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales. Kertzman expresó la grave crisis del Estado al revelar que, "The authorities are impotent and incapable of defeating contraband," she explained, "In Colombia there are criminal sectors protected by the custom authorities"; hence, as long there is nar​cotrafficking and the importation of illegal goods is the most effective money laundering mode, contraband will continue" 
Kertzman added,

" There are powerful groups that are protecting contraband which include members of congress who participate in this business and obstruct justice, politicians that import goods such the famous T-​shirts used in electoral campaigns, business groups that ignore gov​ernment pleads and finally and more importantly the multinational corporations chiefly, Korean and Japanese, that keep furnishing the goods for contraband." [17]). 


Kertzman ilustra un aspecto central de la crisis institucional del Estado que, al restringir los efectos económicos negativos del narcotráfico y del contrabando, deja de percibir miles de millones de dólares en impuestos directos para sus cofres. Esto, a su vez, reduce la capacidad del gobierno para gobernar ya que la gobernabilidad y la capacidad para implementar un sistema de impuestos efectivos están entrelazadas y esta última es una de las funciones fundamentales de un Estado. Aquí cabe una pregunta: ¿Qué representa el reto del narcotráfico dentro del contexto de la lucha por la hegemonía entre las guerrillas y el Estado? Si la hegemonía del Estado, como se argumenta, ha sufrido una "crisis perpetua" desde la Independencia —impidiendo la formación y la consolidación del Estado— entonces ¿cuál es la importancia de este nuevo momento? Si tomamos las dos coyunturas históricas bajo las cuales surgieron los grupos guerrilleros y los narcotraficantes, y las analizamos en una modalidad dialéctica en lugar de yuxtaponerlas o hacer un análisis cronológico, encontramos que las guerrillas retaron la hegemonía del Estado en las esferas político-militares, y que el narcotráfico limitó su injerencia en las esferas económicas. Desde esta modalidad dialéctica podemos desarrollar una mejor apreciación de las relaciones dinámicas entre esos tres actores y situar la crisis del Estado dentro de su contexto histórico. Lo que es más importante, esta modalidad nos ayudará a definir los principales antagonismos sociales que esta nueva dialéctica (Estado, guerrillas, y narcotráfico) trae al Sistema de Guerra. 


Los narcotraficantes son liberales por excelencia en materia económica, y agentes de la globalización. Su negocio clandestino internacional va en contra de las reglamentaciones de algunos Estados (sobre narcóticos) pero no en contra del sistema de la libre empresa; de los mercados abiertos; o de las tan apreciadas leyes sobre derechos de propiedad, las que, en últimas, son las que protegen sus intereses. Sus actividades económicas a lo largo de los años 1980, aceleraron en efecto la famosa "apertura" económica. Los proteccionismos y las tarifas aduaneras perdieron sentido bajo el creciente ataque del contrabando, que, para 1988 (justo antes de la apertura), se elevaba a aproximadamente US $1.000 millones y constituía aproximadamente 22% de las importaciones totales del país. Las tarifas del gobierno se volvieron obsoletas ya que la evasión de impuestos se hizo flagrante entre la mayoría de los importadores a través de una reducción de la facturación y otros métodos de evasión. De tal manera, la "apertura" fue un fait accompli años antes de que fuera institucionalizada formalmente por el gobierno de Cesar Gaviria (1990-94). Lo que sí hizo el gobierno, no obstante, además aceptar el fait accompli, fue reformar el arcaico sistema de impuestos a las importaciones, que tenía más de 23 métodos para aplicar los gravámenes. [18]). 


Sin embargo, los cambios en los impuestos no pusieron fin al contrabando. Este continuó su camino sin control durante los gobiernos de Ernesto Samper (1994-98) y Andrés Pastrana (1998-2001). En 1999, por ejemplo, el valor de los bienes de contrabando se elevó a US $2.200 millones (más del doble en el transcurso de una década), esto es aproximadamente 25% del total de bienes importados y casi el 50% de las exportaciones colombianas, [19]) generando serias dudas sobre la habilidad y/o capacidad del gobierno para manejar un problema de tal alcance sin generar serias dislocaciones económicas e inestabilidad política. El problema envuelve no sólo a los dueños de las empresas de narcotráfico, sino también a más de 400.000 productores de cultivos a usos ilícitos, y miles de pequeños empresarios que operan en los San Andresitos. De tal manera, la ¿?problemática/discusión?? tiene que ver con la cuestión más amplia de la guerra civil, de cuya solución depende la salida del contrabando y del narcotráfico. 

EL PAPEL POLÍTICO DE LA NARCO-BURGUESÍA Y EL ESTADO


La trayectoria de las relaciones de la narcoburguesía con el Estado y otros sectores de la clase dominante osciló entre coexistencia, alianza y conflicto en el transcurso de las últimas dos décadas. [20]). Este vaivén se ha dado en función de tres factores interrelacionados. Primero, la necesidad táctica del Estado, particularmente de sus fuerzas armadas, de establecer grupos narcoparamilitares para luchar contra la guerrilla; el movimiento de la clase trabajadora; y la oposición política, por su mayor parte. Así se explica la falta de determinación del Estado para encarar la narcoburguesía y sus milicias armadas. Segundo, la necesidad de divisas de parte del Estado afectó su política hacia los narcotraficantes con su capital. La "repatriación" de los narcodólares procedentes del lavado de dinero fue crucial durante los años 1970 y 1980, cuando el Banco de la República necesitaba divisas para respaldar el peso colombiano y para ofrecer liquidez a fin de estimular las inversiones. [21]). Esta necesidad se incrementó durante la crisis del sistema bancario en 1982, y luego a finales de los años 1980. [22]). Finalmente, los vastos recursos económicos de la narcoburguesía permitieron la compra de influencia política gracias a su penetración del Congreso mediante la financiación de las campañas de los políticos, y la corrupción e intimidación de jueces y oficiales del ejército. El epítome de este fenómeno de corrupción/cooperación llegó a su apogeo cuando Pablo Escobar, el líder del mal afamado cártel de Medellín, llegó a ser parte del Congreso en 1982, y cuando el Estado y unos sectores políticos importantes aceptaron el la exigencia de "no extradición" de los narcotraficantes en 1991. [23]). 


La penetración política de las instituciones del Estado se dio paralelamente a la penetración del sector financiero a través de la famosa "ventanilla siniestra" del Banco de la República de Colombia, que permitió a los narcotraficantes "legalizar" sus dineros de la droga. Esta política, diseñada en 1975 por el gobierno López Michelsen (1974-1978
), eximía a los narcotraficantes del pago de impuestos y los protegía contra acciones punitivas. Esta oscilación en las relaciones entre el Estado y el narcotráfico pasa por tres fases. La primera en 1983-89, cuando la coca se convirtió en el primer cultivo de exportación, suplantando la marihuana que predominó en los años 1970. Durante esta primera fase, los narcotraficantes prosiguieron con la consolidación de su base política y el control de las zonas donde se concentraba la producción de drogas ilícitas. Este control explicó el establecimiento de su hegemonía sobre el proceso de producción de coca. Durante esta fase, la narco-burguesía también construyó una relación de trabajo con el Estado, en particular con la institución militar en regiones como el Urabá, Magdalena Medio, y los valles del Este
; todas zonas de producción cocalera. 


La manifestación más notoria de las alianzas entre narcotraficantes, grandes terratenientes, corporaciones multinacionales, grupos industriales (Andi) y el Estado fue en 1983 en Puerto Boyacá, en el Magdalena Medio, donde una organización paramilitar (Autodefensas Campesinas) se formó con financiación de los mencionados grupos en un esfuerzo por combatir la creciente influencia de las FARC en la zona. Como resultado, las FARC y los grupos de Izquierda fueron liquidados en Puerto Boyacá. Este acontecimiento inauguró una poco santa alianza que todavía sigue en pie, a pesar de la guerra abierta que libraron en la segunda fase (1989-93) el cártel de Medellín y el Estado y que terminó con la muerte de Pablo Escobar, el más notorio de todos los narcotraficantes. [24]). 


La guerra que involucró al Estado, sectores de la elite política y el cártel de Medellín no alteró radicalmente la relación del Estado con las organizaciones del narcotráfico, así como tampoco afectó los entrelazados intereses políticos y de clase entre sectores de la narcoburguesía y sectores de la clase dominante; enlace de intereses que se notaba particularmente en regiones, como el Magdalena Medio, Urabá, Norte de Santander, Bolívar, Putumayo, Antioquia, Cauca y Caquetá, en las que su hegemonía estab siendo disputada por la resistencia campesina y las guerrillas. En estas regiones, si acaso, lo que se vio fue cómo las alianzas entre sectores de la elite política, el ejército, ganaderos y narcotraficantes quedaron firmemente cementadas. 


El conflicto entre el Estado y los narcotraficantes no era una guerra abierta; mientras se estaba dando la lucha contra el cártel de Medellín, el Estado era complaciente y colaboraba con el cártel de Cali. Este último suministró información crítica sobre Pablo escobar y sobre en qué lugar se encontraba cuando se fugó de la cárcel en 1993. A cambio, los hermanos Rodríguez, jefes del cártel de Cali, se beneficiarían de la clemencia del Estado si se rendían. A este respecto, vale la pena mencionar a "los Pepes", un acrónimo para los que rompieron con Pablo Escobar, uno de los cuales era Fidel Castaño, quien más tarde fue el fundador de las Autodefensas Unidas de Córdoba y Urabá (AUCU), las cuales se convirtieron, a mediados de los años 1990, en la organización paramilitar mas importante del país. 


Durante la tercera fase (1993-presente), la colaboración entre las fuerzas coercitivas del Estado (ejército) y los grupos paramilitares fue un hecho establecido. Muchos de los altos mandos del ejército estaban colaborando y fomentando el paramilitarismo. Uno de los altos mandos me explicó la racionalidad obvia detrás de la colaboración implícita y tácita del ejército con los paramilitares, diciendo: "Mientras están luchando contra nuestros enemigos no tenemos ningún interés en combatirlos". 
 [25]). Está visión se oye dentro de los círculos más altos de los mandos militares. [26]). De esta manera, las relaciones entre el Estado y los grupos paramilitares son relaciones de colaboración en las zonas de conflicto, es decir en el terreno, mientras a nivel del presidente se mantiene un discurso anti-paramilitar. Este análisis se aplica a toda la década de los años 1990. 

LOS NEXOS NARCOBURGUESÍA-PARAMILITARES Y SUS ALIADOS


Los capítulos 2 y 3 establecen que la violencia como método de resolución de conflictos ha sido una constante en Colombia desde el s. XIX, y que uno de los conflictos sociales más crónicos de este país se origina en la lucha por los derechos de propiedad y la titularización de la tierra. Sin embargo, después de 1920, la violencia se volvió más pronunciada y alcanzó nuevos picos con la introducción de ejércitos privados que se convirtieron en los defensores del "orden social". La evolución de la violencia, aunque desencadenada por las inefectivas instituciones estatales —encarnaciones de las crisis hegemónicas del Estado— tomó diversas formas a lo largo de los años dependiendo del desarrollo de la dialéctica del conflicto, de sus actores, de los intereses de clase, de su re-alineamiento político, y de la economía política internacional. Es por esto que cada una de las fases de la violencia es diferente de la otra más sin embargo trae en sí algunos elementos de la antigua violencia. Nuestra labor es de revelar continuidades y rupturas en las funciones de la violencia dentro del contexto socio-histórico de este estudio. 


La trayectoria formal de los grupos paramilitares data de 1965 y 1968 respectivamente, cuando el decreto 3398 y la subsiguiente Ley 48 sientan los fundamentos legales para la creación de organizaciones de defensa civil por decreto presidencial. Estas leyes a su vez nacen de las doctrinas contrainsurgentes de la Guerra Fría, utilizadas por los Estados Unidos en sus programas de entrenamiento en la Escuela Militar de las Américas; nacen de la Doctrina de Seguridad Nacional. El eje de este programa reclamaba el despliegue de una combinación de medios militares, paramilitares, políticos, psicológicos y económicos a fin de vencer las insurgencias. Los militares colombianos, como la mayoría de sus contrapartes latinoamericanos, incorporaron esta doctrina a sus estrategias nacionales y a su socialización política. En 1987, es decir casi dos décadas después de la introducción de las leyes mencionadas, el entonces ministro de defensa, General Rafael Samudio, afirmó las premisas de la Doctrina de Seguridad Nacional en su defensa de los grupos paramilitares, diciendo que, "that the civil committees of auto​defense are legitimate if these communities are organized to defend their property and lives." [27). Cuando Samudio hizo esa afirmación, se estaban conformando tres tipos diferentes de paramilitarismo: las mafias de las esmeraldas, los paramilitares de los narcotraficantes, y los paramilitares financiados por los ganaderos y la elite terrateniente (a los que usualmente se hace referencia como "autodefensas"). La mayoría de estos grupos paramilitares convergieron en los años 1990 bajo un liderazgo unificado y con un programa político conservador para apoyar las fuerzas armadas del Estado. [28]). 


De esta manera, estas medidas, que se introdujeron en 1965-68, fueron promulgadas después del surgimiento de las FARC (1964) y del ELN en 1965. Desde ese entonces, los grupos paramilitares se han encarnado de diversas formas en diferentes zonas del país. [29]). La ley 48 abrió el camino para el surgimiento de ejércitos privados y, por consiguiente, se convirtió en parte inherente de la seguridad del orden social y así en una parte integral de la estrategia contrainsurgente del Estado. Estos grupos, como lo atestigua su historia, fueron constituidos antes que todo para defender los intereses de un grupo central de la clase terrateniente; de las mafias esmeralderas; y de los narcotraficantes, que inevitablemente se convirtieron en una parte integral de la estrategia contrainsurgente del Estado. 


La mafia de las esmeraldas y las Autodefensas de Boyacá son ejemplos que ilustran esa afirmación. En 1973, la privatización de la explotación de las minas de esmeraldas en Boyacá confiere la confirmación de ejércitos o milicias privadas, que serán toleradas por el Estado. Al origen de la tolerancia del Estado en las zonas mineras de Boyacá estaba su incapacidad para controlar las operaciones mineras que, eran llevadas a cabo en su gran mayoría a pequeña escala y tiempo parcial por los campesinos, lo que dificultaba su ordenamiento y control. Más aún, estas operaciones de pequeña escala se caracterizaban por una competencia fuerte en un medio en el que no había derechos de propiedad claramente definidos ni títulos de los yacimientos, y las concesiones mineras del Estado eran cuestionables. A esto se sumaba la falta de instituciones del Estado para mediar, arbitrar y resolver los conflictos entre estos grupos. Los mineros eran dejados a sí mismos para resolver sus disputas, principalmente mediante guerras entre bandas. 


Las zonas de mayor producción de esmeraldas se situaban en el río Minero que atraviesa centros mineros esmeraldiferos tales como Buena Vista, Maripi, Muzo, Patina, y San Pablo de Barbour. Éste último está localizado en el municipio de Puerto Boyacá, que diez años después se convirtió en la vitrina del paramilitarismo. Los mineros de Barbour estaban en conflicto con los mineros de Coscuez quienes interceptaron las rutas de mercadeo hacia Chiquinquirá, pasando por Pauna, obligando a los mineros de Barbour a conseguir rutas alternativas sobre la principal ruta fluvial del país, el río Magdalena. Esto sentó las bases de una relación entre los mineros de Barbour y unas elites de negocios, Henry de Jesús Pérez y sus grupos paramilitares financiados por Gilberto Molina, Pablo Escobar, y Gonzalo Rodríguez Gacha en Puerto Boyacá y en el Magdalena Medio . 


El negocio de la minería era dirigido a partir de una estructura familiar de clan que reproducía en buena medida el sistema de hacienda, en el cual la lealtad hacia el jefe es absoluta aunque se base en una relación de trabajo asalariado. Es un híbrido entre las relaciones de producción precapitalistas y capitalistas, construida en un ambiente netamente rural en el cual los minifundios coexisten penosamente con la agricultura extensiva, con todos los antagonismos sociales que esto puede generar allí adonde no existen mecanismos de resolución de conflictos otros que la violencia. Las familias Carranza y Gacha son dos familias muy conocidas de la mafia esmeraldera, además de los clanes Molina, Silva y Murcia. Los primeros se convirtieron en los negociantes de esmeraldas más importantes del país. 


Uno de los factores más pertinentes para nuestra investigación es que la formación de los grupos paramilitares esmeralderos nace de la inhabilidad del Estado para generar y aplicar una ley minera. En 1947 el Estado trató de hacerlo al otorgar al Banco de la República el derecho exclusivo de explotar las minas en las ricas zonas esmeraldíferas de Boyacá. Sin embargo, esto no interrumpió el desarrollo de la minería clandestina en zonas como Peñas Blancas. De 1947 a 1969, los conflictos sociales aumentaron en estas zonas, y el Estado se vio forzado a revisar su política. En 1969, las minas fueron transferidas a inversores privados, lo cual en efecto convirtió un recurso público en propiedad privada. 


A la privatización del sector esmeraldero sin las herramientas institucionales apropiadas para mediar conflictos y adjudicar la distribución de recursos mineros, se sumó un ambiente nacional polarizado como resultado de La Violencia (1949-58) y de la insurgencia (1964-). En los años subsiguientes, la guerra se convirtió en el principal mecanismo a través del cual se dividían las zonas, y se definía el liderazgo y la hegemonía sobre la producción esmeraldera. [30]). Desde un comienzo, el proceso de otorgar concesiones estatales a grupos privados se vio empantanado por problemas judiciales e irregularidades que, en 1988, culminaron en la llamada "Guerra Verde" entre los poderosos grupos esmeralderos cuyo objetivo central era controlar las zonas mineras. 


Víctor Carranza salió victorioso de las guerras esmeralderas. Carranza sostenía un grupo paramilitar activo con relaciones cercanas con los grupos narcoparamilitares. En los años 1990, Carranza se convirtió en una de las figuras nacionales más ricas, con extensas propiedades en el Magdalena Medio, el Cesar y otros lugares del país. La lucha de poder entre los clanes esmeralderos convergió con otra lucha que estaba surgiendo entre las guerrillas y sus aliados; la emergente narcoburguesía y sus grandes terratenientes; y los ganaderos en Puerto Boyacá. Las dos luchas se entremezclaron en esta zona en los años subsiguientes, cuando estos grupos sociales comenzaron a disputarse el control territorial ejercido por las guerrillas sobre aquellas zonas en las que habían adquirido tierra y fincas ganaderas. El surgimiento del movimiento Muerte a Secuestradores (MAS) en 1982 marca un hito en la evolución del conflicto en Colombia, llevando el antagonismo social a mayores niveles de violencia. 


En noviembre de 1981, el M-19 (una organización guerrillera desmovilizada en 1990) secuestró a Marta Nieves Ochoa, hermana de los narcotraficantes Ochoa de Medellín, pidiendo dinero por su rescate. Unos meses más tarde, la familia Ochoa convocó una reunión en Medellín, a la cual asistió un número desconocido de personas, principalmente narcotraficantes del cártel de Medellín. [31]). Otra fue la versión sobre la reunion presentada por las FARC al gobierno Pastrana en 1999:

 "On the 1 4 of February of 1983, the Attorney General, Carlos Jimenez Gómez, denounced before the Congress that in creation of MAS participated 163 personas, 59 of which were the army in active duty, representatives from Texas Petroleum Company, cattle ranchers and politicians, whose activity was in Puerto Boyaca, Middle Magdalena. It is being extended the vicious habit of the military of using private groups to achieve their counterinsurgency strategy.”

Dos observaciones importantes vienen al caso. Una es que los narcotraficantes, grandes terratenientes, ganaderos y gamonales políticos, además de los militares, comenzaron a implantar una estrategia contrainsurgente cuando el gobierno de Belisario Betancur empezó a negociar una solución pacífica con las guerrillas. Este acontecimiento también demostró las nuevas formas tomadas por la crisis hegemónica del Estado y el nivel de fragmentación institucional, en particular entre la autoridad civil del Ejecutivo y la institución militar. 


Los militares comenzaron una nueva fase en su estrategia político militar que se puede contextualizar fácilmente dentro de las doctrinas militares regionales y las estrategias contrainsurgentes utilizadas en la Escuela Militar de las Américas; más que dentro de las políticas del gobierno. El divorcio entre la política gubernamental y la práctica militar en el terreno contribuyó al fracaso del diseño de un acuerdo con las FARC y el ELN. Los otros tres grupos que habían firmado un acuerdo de paz (M-19, EPL, y Quintín Lame) fueron prácticamente derrotados por la alianza militar-paramilitar. 


Más aún, los grupos paramilitares no sólo se beneficiaron del apoyo y entrenamiento de las fuerzas armadas y de mercenarios internacionales venidos de Israel y Estados Unidos, sino que, lo que es más importante, contaban con los enormes recursos económicos de los narcotraficantes. Los paramilitares respaldados por los narcotraficante gozaban de una mayor autonomía en el diseño de sus estrategias ya que no dependían financieramente del Estado. A finales de los 1990, esta condición se daba en zonas como Córdoba, Urabá, Magdalena Medio, Cesar y Putumayo. En todos estos casos, numerosos efectivos del ejército, oficiales de policía, y oficiales locales trabajaron de manera cercana con grupos narcoparamilitares, figurando algunas veces en la nómina de éstos últimos. [32]). 


En 1981, en Segovia (Antioquia) otro grupo paramilitar fue constituido por Fidel y Carlos Castaño, cuyo padre había sido secuestrado y luego asesinado por las FARC. El secuestro y asesinato del padre llevó a los dos hermanos y algunos de sus parientes a establecer un grupo armado con el plan de librar una venganza antiinsurgencia. [33]). Los Castaño, quienes eran terratenientes de clase media alta, ofrecieron sus servicios al batallón militar Bomboná, que operaba en Segovia, particularmente en el campo de servicios de inteligencia. Gradualmente comenzaron a operar en conjunto con el ejército y posteriormente comenzaron a construir una cierta autonomía organizativa. la El ejército fue también decisivo en vincularlos con los paramilitares de Puerto Boyacá, representados por Gonzalo Rodríguez Gacha y Henry Pérez. Esto se dio en el momento en que algunos altos mandos del ejército en Puerto Boyacá y sus alrededores comenzaron a invertirse en la rentabilidad económica de una estrategia contrainsurgente exitosa, en particular al adquirir tierras a un precio devaluado especialmente cuando las guerrillas estaban presentes, valorizándolas después de que la alianza militar-paramilitar lograba liquidar su base de apoyo. [34]). 

Para 1988, los hermanos Castaño estaban ya comprando tierras en Córdoba, Urabá, el suroeste antioqueño y el viejo Caldas, y constituyendo una fortuna principalmente por medio de la extorsión y el narcotráfico. Sus vínculos primero con el cártel de Medellín, y posteriormente con el de Cali, consolidaron sus lazos con los narcotraficantes. Hoy en día los grupos paramilitares operan a nivel nacional con un liderazgo coordinado, con Carlos Castaño como máximo jefe. Las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) están constituidas por el bloque occidental, que comprende Chocó y Urabá; el bloque Norte que tiene tres frentes en Sucre, Bolívar, Magdalena, Cesar y la Serranía de San Lucas; el bloque de los Llanos, con frentes en Ariari, Guaviare y Piedemonte; y el bloque Centro que incluye frentes del sureste, oeste, este y noreste de Antioquia. Sus principales fortines están en el nudo de Paramillo, Antioquia, y el departamento de Córdoba, desde donde las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU) surgieron en los años 1980. 


El liderazgo de las AUC es una coalición suelta de diferentes ejércitos privados con intereses políticos y de clase comunes, interesados en defender el orden socioeconómico en su lucha en contra no sólo de la insurgencia armada, sino también de los grupos políticos de izquierda, y en general las fuerzas democráticas y los grupos de derechos humanos. Se estima que las AUC se componen de 8.000 hombres [35])., la mayoría de los cuales son: ex-militares (aproximadamente 1.000), ex-oficiales (150) y los efectivos restantes son ex-guerrilleros y delincuentes comunes oriundos de ciudades grandes e intermedias y pertenecientes a los sectores lumpen de la pequeña burguesía. [36]). 

Los paramilitares dependen de dos fuentes de financiación: impuestos a los pequeños negocios, contratistas, subcontratistas, y corporaciones multinacionales que los contratan para protección; y de las contribuciones de grandes terratenientes y ganaderos. Desde los años 1980, sin embargo, los paramilitares han dependido cada vez más del narcotráfico para financiar su ejército. A mediados de 1999, las fuerzas del gobierno descubrieron uno de las más grandes instalaciones de procesamiento de cocaína cerca de Puerto Boyacá, un fortín importante de los paramilitares, lo que confirma que estos grupos dependen principalmente del narcotráfico para su supervivencia. Este complejo operado por las AUC tenía una capacidad de producción de 8 toneladas de cocaína mensuales, y ocupaba un área de 10 km2. [37]). De acuerdo con unos estimativos de la policía, los costes para construir una planta de estas dimensiones era de aproximadamente US $5 millones, y en ella se podía emplear a más de 100 personas. [38]). 

Este descubrimiento confirma la tesis de que las AUC se están convirtiendo en una organización de narcotráfico con su participación en el procesamiento, empaque y mercadeo de la cocaína. [39]). Y más importante aún, las AUC están llenando el vacío dejado por el afamado narcotraficante Rodríguez Gacha, que una vez dirigió un poderoso grupo paramilitar en la misma zona donde las AUC operan actualmente y en el Meta. Gacha fue asesinado en 1989. Ramón Isaza, quien es parte del comando de las AUC y encargado del Magdalena Medio, operaba en estas instalaciones conjuntamente con miembros de los carteles de Medellín y Cali. Las AUC también controlan el corredor estratégico que va de Santander, pasando por el Magdalena Medio, hasta la frontera con Panamá en el golfo de Urabá, lo que permite traficar con relativa facilidad a través de la frontera porosa con Panamá. De hecho, en una entrevista llevada a cabo a comienzos de 2000, Carlos Castaño confirmaba la dependencia de su organización del narcotráfico al revelar que las ganancias de la coca en la región del Catatumbo (Norte de Santander) financiaban a ellas solas casi el 40% de su ejército de 8.000 hombres. Se calcula que los ingresos anuales de las AUC por concepto de narcotráfico son de aproximadamente US $75 millones, lo cual representa aproximadamente 80% de los ingresos totales del grupo. [40]). (véase también nota de pie de página 85).

LAS GUERRILLAS Y LOS PARAMILITARES: ANATOMÍA DEL CONFLICTO


La industria de las drogas ilegales, como en la mayoría de los casos de producción de materia prima agrícola, es llevada a cabo por un número considerable de campesinos y trabajadores del agro dentro de un mercado muy competitivo. En estos procesos con fuertes tendencias oligopolísticas, el número de participantes se va reduciendo en cada una de sus fases a medida que uno va subiendo en el proceso de producción. [41). A nivel de la venta al por mayor del producto final, el número de vendedores se reduce. En la fase de distribución, los mercados se tornan más competitivos. Nosotros enfocamos aquí los productores de la materia prima: colonos, campesinos pobres, y trabajadores del agro, así como sus relaciones respectivas con las guerrillas, y por consiguiente cómo la relación entre guerrilla y campesinos impactó la relación entre guerrilla-narcotraficantes. En términos muy sencillos, el conflicto entre narcotraficantes y guerrilleros se analiza aquí como parte de los antagonismos sociales que surgen del proceso de producción que se está llevando a cabo dentro de los contornos institucionales del Sistema de Guerra. Este conflicto, sin embargo, forma parte, a un nivel más general, de las contradicciones generadas entre el capital y el trabajo. Francisco Thoumi, uno de los especialistas sobre narcotráfico, define elocuentemente la naturaleza del antagonismo cuando escribe que los narcotraficantes representan una forma cruda de capitalismo, mientras que las guerrillas se originaron en la lucha contra el capitalismo y forman parte de esta lucha; razón por la cual sus intereses son irreconciliables a largo plazo. [42). 


En la definición de las causas originarias del conflicto de los narcotraficantes con las guerrillas, la primera que viene a la mente es el interés primordial de los narcotraficantes en ejercer un control sobre el mercado. Los narcotraficantes actúan como un monopolio que intenta fijar el precio de las hojas de coca, de la pasta de coca, y de los salarios. Esta tendencia monopolística conllevó incluso a serios conflictos entre las principales organizaciones de narcotraficantes de Medellín y de Cali. Estos conflictos asumieron una naturaleza violenta ya que éste es uno de los principales mecanismos de resolución de conflicto a disposición de los grupos que operan por fuera de la ley cuando no pueden definir sus partes del mercado de manera amigable. Sin embargo, la naturaleza del conflicto entre las organizaciones del narcotráfico es cualitativamente diferente de la relación entre narcotraficantes y guerrillas, quienes representan intereses de clase diametralmente opuestos. Los primeros son miembros de la misma facción de clase, y la resolución de su conflicto no necesariamente requiere un cambio en el orden socioeconómico sino sencillamente un ajuste del mercado para acomodar sus intereses; como sucedió después del colapso del cártel de Medellín y su reemplazo por el cártel de Cali a finales de los años 1980. En el caso de los segundos, se trata de una manifestación de antagonismo entre capital y trabajo, en el cual las guerrillas objetivamente representan los intereses de los productores en un sentido amplio; por lo tanto, la resolución de este tipo de conflicto requiere cambios fundamentales en la esfera socioeconómica, como arguye Thoumi. La naturaleza y orientación de estos cambios se deciden a través de la correlación de las fuerzas entre las dos partes en contienda y dependen de sus capacidades para traducir su poderío militar en ganancias sociales, económicas y políticas. 


Tres factores determinantes han definido el curso del conflicto entre las guerrillas y los narcotraficantes. Uno fue la presencia de los grupos guerrilleros en las zonas de producción de ilícitos, lo que constituyó una fuerza de contrapeso en el mercado gracias a la cual el precio del trabajo no se definía solamente por las fuerzas del mercado o el monopolio de los narcotraficantes. [43]). En las zonas en las cuales la presencia de las guerrillas es débil o inexistente, el precio de la mano de obra es más bajo que en aquellas zonas donde existe fuerte presencia militar guerrillera. El segundo factor corresponde a los impuestos —la introducción de un gramaje sobre los productos ilícitos que oscila entre 7 y 10% por kilo del valor en el mercado local de estas drogas ilícitas— que la guerrilla cobraba a los narcotraficantes y a los intermediarios. Estos impuestos afectaron de manera negativa la acumulación de capital e incrementaron los costes de producción. El tercer factor se refiere al capital excedente acumulado por los narcotraficantes que era invertido en la compra de tierra, conllevando a una rápida concentración, sin precedentes, de la propiedad, principalmente a costas de los pequeños campesinos y de los colonos. El Sur de Bolívar es un caso típico, y por lo tanto la discusión de este ejemplo en algún detalle ayudará a ilustrar esos tres factores y la economía política del Sistema de Guerra, con sus diferentes actores y complejidades. 


La producción de coca en el Sur de Bolívar se basa principalmente en pequeñas propiedades de tres o menos hectáreas; aunque también hay propiedades más grandes de diez o más hectáreas, estas últimas no son las que predominan. A comienzos de los años 1990, se calculaba que la superficie total de producción de coca ocupaba aproximadamente 2.200 hectáreas, lo que podría dividirse en 2,5 hectáreas en promedio por familia. Por consiguiente, había aproximadamente 1.000 productores de coca con un grado de desarrollo técnico relativamente bueno. Para el año 2000, fuentes gubernamentales estimaron el área total de cultivos de coca entre 6.500 y 10.000 hectáreas, lo que incrementa de manera significativa el número de campesinos involucrados en su producción. [44]). 


Los campesinos son predominantemente colonos, en muchos casos alquilan sus tierras a cambio de dinero o de una participación en la producción. Este tipo de relación se llama en la región "acompañamiento". En este contexto, los productores de coca son de 2 tipos, los que producen y venden las hojas para ser convertidas en pasta en la misma zona, y aquellos que producen y procesan ellos mismos las hojas. Los comerciantes compran la coca procesada. El salario diario es de 6.000 pesos colombianos (US $3 a la tasa de cambio de US $1 por 2000 pesos). Este salario no incluye la comida. El salario diario para otras actividades económicas en la región es de 3.000 pesos, es decir la mitad de lo que ganan los trabajadores de la coca. 


Algunos raspachines, recolectores de coca, deciden fijar el precio de sus jornales de acuerdo con la cantidad producida, que puede arrojar entre seis y ocho arrobas diarias (1 arroba = 11,34 Kg.), lo que constituiría su jornal en 15.000 pesos con comida gratis y un sitio para dormir. Una temporada de cosecha genera aproximadamente 1.100 empleos en el Sur de Bolívar, o el equivalente de aproximadamente 300.000 jornales. Los cultivadores cosechan un promedio de 150 a 200 arrobas por hectárea por temporada (4 al año), extraen 3kg con un valor en el mercado de 1.200.000 pesos ($600) sin contar los costes de producción. En promedio, el ingreso neto mensual promedio de un campesino
 constituye aproximadamente tres a cuatro veces el salario mínimo. 


Se calcula que la coca generaba aproximadamente $350,000 por semana en el Sur de Bolívar, de los cuales sólo 40% se quedaba en el área. Paradójicamente, de acuerdo con un estudio, tales ingresos no conllevaban una mejora significativa del nivel de vida de la población o de su vivienda. Este mismo estudio concluye que en el análisis final, en la región los gastos se hacen en bares, discotecas y trabajadoras sexuales, y no en factores de producción. La mayor parte del capital que genera la producción de coca se invierte en finca raíz en lugares como Piedecuesta, Bucaramanga, Aguachica y otros. [45]). 


San Pablo, como la mayor parte del Sur de Bolívar, estuvo hasta mediados de 1998 bajo el control del ELN; sin embargo, en octubre de ese mismo año, grupos paramilitares bajo el comando de Carlos Castaño lograron adjudicarse el control de la zona. Un cambio en el control conllevó a un cambio en las relaciones de producción de la coca. Bajo las guerrillas, la pasta de coca era comprada por comerciantes, quienes a su turno la transportaban a los carteles de la droga ubicados en las ciudades principales adonde se procesada y desde donde se exportaba a los mercados internacionales. Los paramilitares, sin embargo, compran el producto y lo transportan sin intermediarios a los mercados internacionales en colaboración con los carteles nuevos, menos centralizados, que vinieron a reemplazar los carteles tradicionales ya desarticulados de Medellín y Cali. La reducción en la cadena de productores y distribuidores significó una reducción de los costes y riesgos de la operación. Sin embargo la reducción de costes no se tradujo en mejores precios o mejores salarios para los colonos, campesinos pobres y raspachines, sino que permitió a los narcotraficantes acumular ganancias adicionales. 


Una de las principales consecuencias de la toma paramilitar y de la eliminación de los intermediarios en el Sur del Bolívar fue un declive marcado en el precio de la pasta de coca. En mayo 1999, pocos meses antes de la ocupación paramilitar, la pasta de coca se vendía a 2.200.000 pesos por Kg. (aproximadamente $1,100, con una tasa de cambio de 2.000 pesos por dólar). En febrero de 2000, la pasta del coca había caído a 1.400.000 pesos por Kg., es decir una disminución de más de 60% en menos de cinco meses. [46]). Esta caída fuerte en los precios de la pasta de coca ocurrió debido a que los paramilitares se convirtieron en el único mercado, distorsionando la relación entre oferta y demanda. Bajo un "monopolio de comprador" sancionado por la fuerza, los cultivadores de coca quedaron sin ningún poder de negociación en el mercado. 


Los cultivadores de coca se sentían intimidados por los narcotraficantes después de perder un importante apoyo con el desplazamiento de las guerrillas, que hasta ese momento habían impedido el monopolio de los narcotraficantes. [47]). Al profundizar en este tema, los campesinos (principalmente los colonos) expresaron pocos días después de la ocupación paramilitar que este cambio de poder podría transferirles de manera desproporcionada los riesgos de producción, si los precios de la coca llegasen a caer; lo que efectivamente sucedió unos meses después. Podría decirse que esta transferencia de costes no hubiera sido posible si las guerrillas todavía estuviesen en la región. Mientras la insurgencia controlaba estas zonas, obligaba los comerciantes e intermediarios a cumplir con los términos acordados, los pagos a los campesinos del valor del mercado, y la reducción de transferencia de los costes en tiempos de quiebra. [48]). 


La otra cara de la moneda es que el capital acumulado por los jefes paramilitares es a su vez invertido en finca raíz en otras zonas, aumentando los precios inflacionarios de la tierra, lo que a su turno agrava la lucha por la tierra. Esa tendencia a comprar tierra con narcodólares comenzó en los años 1980, y para el 1994 las tierras compradas por esa clase emergente sumaban 4,4 millones de hectáreas, concentradas en las zonas más productivas del Magdalena Medio, Urabá, Córdoba, y los Llanos Orientales. [49]) De acuerdo con algunos estimativos, esto equivale a aproximadamente un 10% de las tierras más fértiles de Colombia. [50]) Una acumulación tan rápida de la tierra en una década generó un proceso de “contrarreforma” y la mayoría de esas tierras fueron compradas en áreas de contienda donde los títulos de la tierra estaban en duda, llevando a nuevos picos el conflicto con los colonos y los campesinos pobres. 


Los cultivos de coca son lucrativos para los campesinos por razones económicas sencillas, como lo explica de un campesino de Monterrey: "La producción y el transporte de un bulto de plátano o de yuca cuesta en promedio entre US $1.5 y US $2.5 y se vende a $7 o $8, mientras la pasta de coca se vende a 1.500.000 pesos ($750). [51. Es, por lo tanto, claro que los campesinos ven en la coca un cultivo alternativo, y que no tienen que preocuparse por el transporte de sus cosechas a los mercados regionales, desde zonas que carecen de infraestructuras básicas de comunicación o de sistemas de transporte. De esta manera, los mercados globales, bien sean legales o ilegales, contribuyen a la articulación de la economía rural y su creciente integración, o a una exacerbación de los conflictos sociales. El conflicto social más notorio es la lucha entre guerrillas, clases dominantes, el Estado, y los narcotraficantes por apropiarse del superávit de la economía de las drogas ilícitas. 


La adaptabilidad de segmentos de la economía de subsistencia a los cambios de la economía global, en regiones como el Magdalena Medio, Putumayo, Guaviare y Norte de Santander se debió a la disponibilidad de tierras vírgenes en la amazonia, los llanos y los altiplanos. La colonización de nuevas tierras se convirtió en una válvula de seguridad para la economía campesina de subsistencia, que se vio suplementada por la siembra de cultivos a usos ilícitos que sirvieron de salvavidas a su subsistencia. El segundo factor importante que ha ayudado a la economía de subsistencia fue la incapacidad del Estado para proyectar su autoridad en zonas bajo la autoridad de la guerrilla. Por consiguiente, la supervivencia de la economía de subsistencia ha dependido de dos factores entrelazados: la insurgencia y los cultivos a usos ilícitos. En términos más precisos, la suerte de la economía de subsistencia campesina depende del equilibrio de fuerzas entre las guerrillas y el Estado, que paradójicamente creó su propia antítesis dialéctica: la narcoburguesía, un aliado objetivo de la clase dominante en general, y del Estado. Dentro de este entretramaje, las relaciones de producción, y una de las principales contradicciones sociales de la economía rural, se está tejiendo entre una modalidad de producción capitalista rentista —abanderada por los grandes ganaderos, los especuladores en tierra (incluso los narcotraficantes), los cultivos comerciales de coca 52., y las compañías mineras y petroleras— por un lado, y por otro lado una economía de subsistencia campesina respaldada por la guerrilla. [53. La economía de subsistencia, sin embargo, está totalmente integrada en los mercados globales, y no se puede caracterizar como precapitalista, ya que los campesinos son en su mayor parte jornaleros sin tierra produciendo para los mercados internacionales. Por consiguiente, la contradicción entre estos dos modos de producción se puede entender mejor y definir mejor como un producto de la interrelación entre un desarrollo capitalista y las fuerzas sociales y políticas que a él se oponen.

CORPORACIONES MULTINACIONALES, EMPRESAS NACIONALES Y PARAMILITARES


Hasta ahora, el análisis se ha centrado en la interrelación entre los tres factores que alimentaron el conflicto entre las guerrillas y los narcotraficantes: (a) La amenaza guerrillera al monopolio de los narcotraficantes sobre el mercado de las drogas ilícitas, en particular en la fijación de los salarios en los cultivos a usos ilícitos; (b) los impuestos, gramaje, cobrado por las guerrillas a los narcotraficantes y sus intermediarios; y (c) el capital excedente de los narcotraficantes invertido principalmente en la compra de tierras, intensificando la concentración de la tierra a expensas de los campesinos pobres y de los colonos. 


Otra variante más compleja del conflicto se presenta también en el Sur de Bolívar, una zona importante de minería de oro, e involucra a las guerrillas; los grupos paramilitares; y empresas multinacionales y nacionales. De acuerdo con el Ministerio de minas y energía, el Sur de Bolívar representa el principal potencial de minería de oro del país. Allí más de 32.000 mineros de subsistencia extraen 42,01% del oro producido en Colombia. Algunos sostienen que el Sur de Bolívar es la segunda reserva de oro más importante en América latina. La producción de oro en el Sur de Bolívar fue de aproximadamente dieciocho toneladas en 1998. La mayoría de los mineros son colonos campesinos de Boyacá y Santander que se reconvirtieron a la minería desde comienzos de los años 1980, cuando el oro parecía una alternativa viable a sus cultivos de subsistencia. Esa actividad no liberó a los recién llegados a la actividad minera de una modalidad de producción de subsistencia ya que su actividad económica se basa en la familia, y sus posibilidades de acumulación han sido muy limitadas. Los modos rudimentarios de extracción y los métodos primitivos utilizados han contribuido a la perpetuación de estas condiciones de subsistencia. 


Este potencial aurífero y la buena calidad del oro atrajeron a empresas locales e internacionales. Ésta es una dimensión significativa del Sistema de Guerra, ya que involucra un número de actores nacionales e internacionales que influyen en la dinámica local del conflicto. Es muy difícil evaluar el papel que juegan las corporaciones multinacionales en el conflicto en el Sur de Bolívar. Sin embargo, a partir de la información disponible y a través de entrevistas con los mineros locales, se presenta evidencia según la cual corporaciones multinacionales (como Corona Goldfields SA) tendrían intereses mineros en la región, en particular en zonas de conflicto como la Serranía de San Lucas. Desde 1998 todos los municipios en los que se concentra la producción de oro —tales como Rioviejo (195,783.10 onzas troy al año); Santa Rosa (34,729.29 onzas troy); San Pablo (5,676 onzas troy); Pinillos (3,880.24 onzas troy); Tiquicio-Puerto Rico (1,111.17 onzas troy); Montecristo (75.48 onzas troy); y Achi (63.67 onzas troy)—  [54) han sido sometidos a ataques por parte de los paramilitares y las fuerzas armadas. Esto lleva a los campesinos y mineros locales a sospechar que existen lazos entre el interés repentino de los paramilitares en esta zona y la posibilidad de que el gobierno otorgue concesiones mineras a empresas extranjeras y locales a costas de ellos, ya que ellos no poseen los títulos de la tierra. [55) Una onza troy equivale a 31.103 gramos.


En Simití, una zona que cayó bajo control de los paramilitares en 1998, una empresa canadiense, Compania Minera Archangel SA, tiene el mayor contrato de la zona con una concesión de 13.764 hectáreas. En Santa Rosa del Sur, la Sociedad Ordinaria de Minas Cali (SOM), tiene tres solicitudes de licencias diferentes por un total de 2.903??? hectáreas
, a la cual sigue Mineros de Antioquia S. A., que solicitó concesiones por un total de 2.624 hectáreas. [56. En Achí, Mineros de Antioquia tiene la mayor parte de las concesiones otorgadas, con más de 14.828 hectáreas. Hay tener presente que estamos hablando de licencias en espera de la fase de explotación, los que dependerá de la evolución del conflicto hacia el futuro. [57 La mayoría de estas solicitudes fueron presentadas en la segunda parte de los años 1990, lo que coincidió con un incremento de las actividades de las AUC en la región. Es difícil sacar conclusiones a ese respecto, pero podemos sencillamente sugerir una posible correlación entre los dos fenómenos. 


La ausencia de leyes mineras que protejan los intereses de los mineros de subsistencia y que resguarden su futuro frente a la penetración por parte de capital extranjero y nacional ha generado una inseguridad social, trayendo nuevamente a colación el tema de la lucha por los derechos a la tierra, particularmente desde que las AUC declararon que esta zona es su objetivo militar primario y que, por consiguiente, cientos de mineros y colonos han sido masacrados y expulsados de sus pueblos, dificultando aún más sus reclamaciones de lotes cuyos títulos no poseen. La estrategia contrainsurgente en este contexto está intrincadamente relacionada con los intereses del capital rentista en búsqueda de la extracción de materia prima y especulación con la tierra. 


El balance final aquí es que si los grupos paramilitares fuesen exitosos en expulsar a las guerrillas y establecer su hegemonía sobre el Sur de Bolívar, esto podría traducirse en mayores inversiones de parte de las empresas a las cuales se otorgaron derechos mineros. Vale la pena anotar que, en mi revisión del número de concesiones otorgadas entre 1996 y 1998, un número sustancial de las empresas eran de Antioquia y de Cali, lo que suscita la posibilidad de que por lo menos algunas de ellas tengan vínculos con el capital del narcotráfico. [58

La movilización de los mineros en 1998, en protesta por la política minera del Gobierno, y su éxodo masivo durante el mismo año, causado y propulsado por los grupos paramilitares de Castaño, son dicientes a ese respecto. El objetivo del grupo paramilitar ha sido de subyugar la región entera y hacerla sucumbir al proyecto "modernizante" del capital local e internacional en un esfuerzo por consolidar el desarrollo de la economía rentista. [59 Este objetivo paramilitar chocaba con el modo de producción de subsistencia que mantenían los pequeños productores, mineros, campesinos pobres y pescadores (en particular en zonas cercanas al río Magdalena). Tal choque no ha sido mitigado por las instituciones llamadas a negociar, arbitrar, y resolver las disputas sociales causadas por la dislocación económica nacida de tales transformaciones. La ausencia de instituciones estatales en el Sur del Bolívar desembocó en la creación de la institución Sistema de Guerra que determina la asignación de los recursos; su distribución; y la articulación de una modalidad rentista de producción. El aspecto más pertinente del caso del Sur de Bolívar es la interacción entre el capital local e internacional; las exportaciones legales e ilegales; y los narcotraficantes, el Estado, y las guerrillas. Una amplia gama de interrelaciones que capta diversos reflejos del complejo funcionamiento del Sistema de Guerra. 


Otros casos de la participación de las corporaciones multinacionales en el Sistema de Guerra son los de la British Petroleum (BP) y otra serie de compañías como la empresa francesa Total y la norteamericana Triton, que están asociadas con la construcción y mantenimiento de los oleoductos que corren desde los campos petrolíferos de Cusiana y Cupiaqua, en el departamento de Casanare, hasta Coveñas en la Costa atlántica.


Los paramilitares de Víctor Carranza y Carlos Castaño (AUC) controlan una porción importante de las zonas atravesadas por los oleoductos. En los últimos años, el objetivo primario tanto de Carranza como de Castaño ha sido el establecimiento y consolidación de una zona de amortiguación (buffer zone) que pudiera disminuir la influencia de la guerrilla en las áreas aledañas a oleoductos. La meta más obvia de esa estrategia es desalojar a las guerrillas de los pueblos localizados en las zonas atravesadas por los oleoductos, y negarles la extracción de rentas de protección que solían obtener de las compañías petroleras. 


Esta estrategia paramilitar coincidió con la contratación por BP de Defense Systems Limited, una empresa de seguridad británica, y Silver Shadow, una empresa israelí. [60 Defense Systems Limited y Silver Shadow (de propiedad de Asaf Nadel, ex-agregado militar de Israel en Colombia) diseñaron una estrategia de seguridad a fin de proteger el tramo de 115 Km. entre Segovia y Remedios en Antioquia. [61 Su plan incluía operaciones militares, "psicológicas y de inteligencia" contra la base social de las guerrillas en los pueblos de Segovia y Remedios. Esto ocurría en un momento en que los paramilitares estaban cometiendo masacres en ambos lugares, lo cual suscitaba custionamientos insistentes sobre la naturaleza de la relación entre BP, sus empresas de seguridad, el ejército, y las AUC. 


El ejército tiene una brigada y dos batallones en la zona, y algunos de sus oficiales se vieron implicados en masacres perpetradas contra "simpatizantes de la guerrilla" en colaboración con los paramilitares. [62 Lo anterior representa un caso de cómo los intereses de las corporaciones multinacionales se intersectan con los de los actores locales del Sistema de Guerra en sus zonas de operación. Las corporaciones multinacionales ofrecen una oportunidad para la extracción de rentas de protección, exacerbando una competencia entre las compañías de seguridad multinacionales y los actores locales del Sistema de Guerra. Esto consolidó el Sistema de Guerra como una modalidad de distribución de rentas de protección entre las fuerzas en contienda. [63 La relación entre BP y el ejército está regida por acuerdos bajo los cuales BP se compromete a pagar por el mantenimiento de las fuerzas públicas que protegen sus instalaciones. [64) (Véase capítulo 3). 

LA CONCENTRACIÓN DE LA TIERRA EN LOS AÑOS 1990


En los años 1980 y 1990, los narcotraficantes de Medellín y Cali compraron grandes propiedades en la zona del Magdalena Medio. De igual manera, el zar de las esmeraldas Víctor Carranza, quien descubrió las ganancias que podría generarle la finca raíz, ha comprado tierras en el Magdalena Medio, Putumayo y Meta. Es interesante observar que Carranza, por ejemplo, ha comprado tierras en los municipios de La Gloria y Aguachica, utilizando el grupo paramilitar Los Masetos para liquidar la resistencia campesina y obligar a los campesinos a vender sus propiedades. En el sur del Cesar, los traficantes de marihuana compraron propiedades en Aguachica, San Alberto y San Martín durante los años 1970. 


En la parte antioqueña del Magdalena Medio, los narcotraficantes de Cali han comprado tierras en Puerto Berrío, Cáceres y Caucasia; en esta última, el precio por hectárea pasó de 700.000 pesos (aproximadamente $350) a 1.700.000 ($850) en muy corto plazo
. En las zonas cercanas a la autopista panamericana, que une los mercados locales con las Américas, los precios de la tierra se valorizaron aún más, pasando de US $10 por hectárea a US $1,000 por hectárea en los últimos años. [65 Actualmente, en medio de las confrontaciones más violentas, la compra de tierra sigue su curso sin interrupción. Entre 3.000 y 4.000 hectáreas fueron compradas cerca de Simití con capitales oriundos de las regiones cafeteras. Algunas de estas inversiones se transfieren a la ganadería y la mejora de las tierras de pastoreo. 


Ha habido cambios en las configuraciones sociopolíticas de los paramilitares en Puerto Boyacá después de la desaparición de Pablo Escobar y Rodríguez Gacha. El sociólogo Alejandro Reyes afirma que el control ha sido transferido a los grandes terratenientes, incluso militares en retiro y zares de las esmeraldas como Víctor Carranza, quien está expandiendo sus compras de tierra desde Playón desde el norte hacia el sur del Cesar con la ayuda de los paramilitares que le brindan seguridad y por ende colaboración para incrementar su superávit por la revalorización de la tierra. [66) En mi opinión, el cambio no alteró el carácter político y de clase de la alianza, sino que más bien agregó un "viejo grupo" que adquirió un nuevo status de clase: los militares en retiro con tierras. Es un viejo grupo porque los militares de alto rango, estando en servicio activo, se han visto involucrados desde finales de los 1970, en el entrenamiento y soporte logístico de grupos de autodefensa y paramilitares. Ahora, se observa un creciente número de militares retirados adquiriendo tierras en las zonas de conflicto. [67) 


Más aún, en la parte santandereana del Magdalena Medio, los narcotraficantes, paramilitares (MAS) y Los Masetos de Carranza, así como los socios de Gacha que quedan, colaboran en el proceso de adquisición de tierras en cada uno de los siguientes municipios: Rionegro, Barrancabermerja, Cimitarra, Puerto Wilches, Puerto Parra, El Carmen, y Sabana de Torres. Esta tendencia a adquirir tierras en el Magdalena Medio demuestra cómo el proceso de concentración de la tierra, propulsado por los narcotraficantes y entrelazado con la estrategia contrainsurgente de los militares, está desviando amplias extensiones de tierra a vocación agrícola hacia usos especulativos, consolidando así la base de un desarrollo capitalista rentista en el cual el capital se acumula básicamente con base en la especulación en tierras.


En las otras regiones, la concentración de la tierra es consistente con nuestros hallazgos en el Magdalena Medio. Esta tendencia a adquirir tierras se repande gracias a la afluencia de los excedentes de los narcotraficantes. En un periodo de menos de diez años (1980-88), de un total de US $4 mil millones, 45% fueron invertidos en tierras, especialmente en fincas ganaderas (principalmente utilizadas para especular con los precios de la tierra). El resto fue invertido como se indica a continuación: 20% en comercio, 15% en construcción, 10% en el sector de servicios, y 10% en negocios de recreación. [68 Es difícil evaluar el monto total de las tierras adquiridas por los narcotraficantes en Colombia pero, si trabajamos con base en los estimativos de los expertos y del Instituto Colombiano para la Reforma Agraria (INCORA), podemos establecer un punto de referencia de entre 3 millones y 4,4 millones de hectáreas. Alejandro Reyes calcula que, para 1995, los narcotraficantes habían comprado 4 millones de hectáreas distribuidas en 409 municipios, lo que constituye aproximadamente 37% del total de las tierras en Colombia. [69. 

Antioquia es el lugar preferido por los narcotraficantes para la compra de tierras ya que era el centro de operaciones del ahora difunto cártel de Medellín. Los narcotraficantes compraron tierra en 66 de los 124 municipios de este departamento. Otras regiones en las que los narcotraficantes hicieron grandes adquisiciones de tierra son el bajo Cauca, Urabá, los Llanos Orientales, y las zonas cafeteras del sur. [70]) 


La creciente compra de tierras por los narcotraficantes en las zonas en las que se han dado conflictos por la tierra desde los años 1920 y 1930, tales como el Magdalena Medio, Bolívar, Cesar, Meta y Norte de Santander, no constituye una mera coincidencia. Estas tierras son las más fértiles del país y están muy bien ubicadas geográficamente, cerca de vías de comunicación regionales y nacionales, lo que completa la dimensión especulativa que los narcotraficantes trajeron a colación. No obstante, el proceso de adquisición de tierras por parte de la narcoburguesía debe analizarse dentro del contexto de la perenne contienda por la tierra entre campesinos y terratenientes, en la cual estos últimos recurrieron a la construcción de sus propios ejércitos privados, sus Autodefensas. De manera semejante, la narcoburguesía prosiguió con este viejo patrón de construcción de ejércitos privados para desposeer a los pequeños campesinos; a los colonos; y a sus aliados guerrilleros, y luego para "proteger" sus nuevas adquisiciones ya que las instituciones del Estado eran incapaces de hacerlo. 


Para 1994, los grupos guerrilleros y narcoparamilitares coincidían en los departamentos de Antioquia, Boyacá, Santander, Huila, Caquetá, Valle, Putumayo, Casanare, Cesar y Chocó, entre otros. Los grupos guerrilleros están presentes en aproximadamente 48% de los municipios de la costa caribe —en los cuales se concentran los latifundios— mientras que los grupos paramilitares están presentes en 43,9% de municipios caribeños con latifundios. [71]) Esto concuerda con una tendencia más amplia: los grupos guerrilleros y paramilitares coinciden en aproximadamente 200 municipios (de un total de 1.071). De éstos, 25% son zonas de colonización; 47% se encuentran subdesarrollados y en ellos predominan los latifundios y grandes fincas ganaderas; 10% están situados en zonas en las cuales los negocios del agro están desarrollados; 13% en zonas en las que predominan las fincas de tamaño mediano, y finalmente 5% coinciden en los centros municipales urbanos. 


La mayoría de los de municipios en los que coinciden los actores del Sistema de Guerra se encuentran situados en zonas en las que predominan los latifundios y las grandes fincas ganaderas, y prospera la economía rentista. Este hallazgo valida el argumento de que hay una continuidad en la historia de la lucha por la tierra, y que el narcotráfico no representa una ruptura sino más bien una agudización de la crisis. La crisis se ve exacerbada por la continua expansión de grandes propiedades, propulsada por una afluencia de narcodólares, a expensas de los colonos y pequeños campesinos (véase tabla 5,1). El segundo sector más importante (25%) donde los actores coinciden, es en las zonas de colonización. Esto se puede explicar por el modo tradicional de desarrollo capitalista en Colombia desde los años 1920: los colonos llegan y preparan a la tierra para su cultivo; esto aumenta su valor por lo que llegan los inversionistas y especuladores y, o bien compran la tierra, o bien expulsan a los colonos. De esta manera, los colonos han sido la punta de lanza del desarrollo capitalista, abriendo nuevas fronteras con unas consecuencias ambientales nefastas. De esta manera, las zonas de latifundios y de colonización representan el principal eje por omisión (default axis) del conflicto social, para citar a Barrington Moore.

LA ECONOMÍA POLÍTICA DE LAS MASACRES


Es importante analizar la economía política de las expulsiones y de las masacres, que ha convertido a Colombia en uno de los países más violentos del mundo. Ya que los títulos de tierra están en disputa en las zonas donde se concentra el conflicto, la expulsión de los campesinos pobres y de los colonos ha significado una transferencia de los reclamos sobre la tierra. Los campesinos expulsados no tenían ningún derecho legal a regresar a sus tierras antes de la introducción de la ley 387 en 1997. De esta manera, la propiedad podía cambiar de manos, y la violencia se convirtió en un vehículo rentable como medio para este fin. Frente a los vacíos institucionales sobre los derechos de propiedad, las masacres se convirtieron en una herramienta eficaz en el proceso de concentración de la tierra. Las masacres (definidas como crímenes que causan la pérdida de la vida de tres o más personas) se emplean también para eliminar la base de apoyo de las guerrillas. Estos dos objetivos apuntalaron la economía política de este fenómeno. 

De acuerdo con un informe de 1999 de la Comisión Andina de Juristas
, los paramilitares son responsables de aproximadamente 40% de las masacres y de 78,69% de las violaciones al DIH registradas en 1999, mientras que las guerrillas fueron culpables de 16% de las masacres, y de 17 casos de abuso ald DIH; los casos restantes se atribuyen a las Fuerzas Armadas o a actores no identificados. [72]) De acuerdo con este mismo estudio, se observa la avanzada paramilitar en el noroeste del país (Antioquia) y en zonas del Valle del Cauca. 


Adicionalmente, se observa que en 1999, la mayoría de las masacres fueron cometidas en zonas donde avanzaba la concentración de la tierra, como el noroeste antioqueño y sus vecindades — ubicación de la base de Castaño— (108 masacres), seguido por Norte de Santander (30), Valle del Cauca (28), y Sur del Bolívar (25). Descomponiendo los departamentos en municipios, estas zonas efectivamente sufrieron un proceso de concentración de tierras comanditado por los narcotraficantes, los grandes ganaderos, y otros tipos de inversionistas, como en el caso de los intereses mineros en la zona del Sur de Bolívar. 


En el noroeste antioqueño, principalmente en el nudo de Paramillo, donde Castaño había establecido su base principal, sus fuerzas se apropiaron de numerosas propiedades, lo cual conllevó a la expulsión de un gran número de campesinos bajo el pretexto de que eran simpatizantes de la guerrilla. El nudo de Paramillo fue territorio de las FARC hasta 1998 y representa un corredor estratégico hacia Urabá sobre la costa. En el norte de Santander, en particular en el municipio de Gabarra, una zona estratégica de la región del Catatumbo —en la cual se estimaba que se cultivaban aproximadamente 40.000 hectáreas de coca y que era un bastión del ELN— los paramilitares mataron a 250 personas en el transcurso del año 1999, y expulsaron a cientos de campesinos de sus hogares [73]) Nuevamente, se podrían resumir los objetivos de estas masacres como sigue: (1) para controlar las regiones cocaleras y eliminar la interferencia de las guerrillas con el mercado de la coca, tal como lo discutimos en la sección anterior; (2) para impedir que las guerrillas (en particular el ELN , y también las FARC, cuyas fuerzas operan en la región desde los años 1990) cobraran gramaje a los intermediarios de los narcotraficantes y los negociantes de coca. [74]); (3) para controlar el territorio donde están ubicados los oleoductos, lo que a su turno podría interceptar una fuente de ingresos del ELN y, lo que es más importante, debilitar las ventajas políticas potenciales del ELN para influir en las políticas del Estado hacia las corporaciones petroleras multinacionales [75]); y finalmente, para facilitar la concentración de la tierra a manos de los narcotraficantes. 


 Los municipios de San Pablo y Simití son dos de los 27 municipios del Magdalena Medio en los que la adquisición de tierras por especuladores en finca raíz da fé del proceso de concentración de la tierra, la mayor concentración de la tierra del país. En el norte y el centro del Valle (Buga, San Pedro, Andalucía, Tuluá y Bugalagrande), hay evidencia de que los narcotraficantes compraron tierras. [76]) En todos estos municipios, los campesinos fueron expulsados, y se cometieron masacres entre 1997 y 1999, lo cual confirma una tendencia global a nivel nacional. 


Las estadísticas de la Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento (Codhes) demuestran que el 65% de las personas que fueron forzadas a abandonar sus tierras y hogares como resultado directo de las masacres y de las amenazas de muerte, perdieron sus derechos a la propiedad. Antes de 1997, no existía una ley que protegiera los derechos de los campesinos desplazados, particularmente cuando sus terrenos estaban ocupados por grupos paramilitares o por sus simpatizantes. En el transcurso de los años 1990, 2.500.000 campesinos pobres tuvieron que abandonar unas 1.700.000 hectáreas, que hoy por hoy están ocupadas o bien por los actores armados, o por sus clientes. [77]) La manera cómo se llevó a cabo este proceso la describe mejor que nadie un campesino desplazado: 

first comes the paramilitary incursion which recommends that peasants leave the area within a certain period of time. If they do not respond, then a number of the targeted population are killed in view of the inhabitants to force the population to leave. Then paramilitary sympa​thizers, mostly from other regions, are brought in as sharecroppers or tenants and at the same time serving in paramilatry force to occupy the abandoned lots. In the meantime, the land becomes in dispute with the previous colonos, since the only right to the land that exists is the phys​ical occupation of the place at the time of adjudication. In case there is land tiltle peasants are forced to sell. [78])

Esta descripción, capta grosso modo el proceso en marcha que ha caracterizado diferentes zonas, tales como el nudo de Paramillo, el Sur del Bolívar, Putumayo, Cesar y Valle. El impacto psicológico de las masacres ha sido inmenso, logrando uno de los objetivos primarios de los paramilitares y de los militares. Un estudio encontró que la mayoría de las personas desplazadas abandonaron sus pueblos y ciudades a causa de las amenazas (39%), y por miedo a las acciones punitivas de los paramilitares (23%). [79]).

La Ley 387 de 1997 busca regular las consecuencias de los desplazamientos forzados, obligando al Incora a registrar las parcelas que han sido abandonadas por los desplazados, a fin de impedir la expropiación forzada. Esta misma ley brinda al Incora los instrumentos legales para la ‘titulación de tierras, en las zonas de expulsión y de recepción de la población afectada por el desplazamiento forzado’. Esta ley, sin embargo, no enfoca el drama de los que fueron desplazados antes de 1997 y cuyas tierras han sido expropiadas; así como tampoco frena el proceso de desplazamiento forzado, dejando a miles de campesinos en el limbo. Se calcula que 1,7 millones de personas fueron expulsadas de sus hogares entre 1985 y 1999. [80]) La aplicación de la Ley 387, y su efectividad, entre 1998 y 2001 no pasa de ser un tímido intento por compensar las injusticias que han sido cometidas. La pregunta principal sigue siendo: ¿cómo puede el Estado garantizar el retorno de los campesinos que no poseen títulos de sus tierras, cuando ni siquiera puede garantizar el retorno de los que sí tienen títulos de propiedad?

LOS PARAMILITARES Y EL SISTEMA DE GUERRA


Hasta ahora, los argumentos centrales que hemos presentado son que los dos actores principales del Sistema de Guerra —Estado y grupos guerrilleros— han contribuido a generar un tercer factor, el crimen organizado y sus organizaciones paramilitares. Yo discutí la dinámica de este proceso, en particular el apoyo tácito e implícito de las guerrillas a los campesinos pobres y de los colonos en su paso a los cultivos a usos ilícitos. Analicé cómo sectores del Estado (militares) y la oligarquía terrateniente apoyaron, a su turno, a grupos paramilitares con el fin de responder al reto de las guerrillas. La interacción entre los actores mencionados se llevó a cabo bajo un impasse militar entre las fuerzas que estaban inicialmente en contienda (Estado-guerrillas); lo que facilitó en primer lugar la introducción y luego la propagación de los cultivos ilícitos en los años 1980 y 1990, una condición que a su vez llevó al surgimiento de una nueva fuerza social: el crimen organizado (narcotraficantes y mafia de la esmeraldas) y sus organizaciones paramilitares. 


Bajo esta modalidad de análisis, podemos captar los efectos sistémicos (equilibrio de poder, lo que en nuestro caso es un impasse militar) sobre los actores y los desenlaces sistémicos producidos por el comportamiento y las estrategias de los actores, como en el caso del apoyo de los grupos guerrilleros a los campesinos; o el apoyo de los militares, la oligarquía terrateniente y el crimen organizado, a los paramilitares. Más aún, dentro del análisis de sistemas, los desenlaces —tales como el impacto del surgimiento de la narcoburguesía-paramilitares sobre el Sistema de Guerras— no se pueden explicar, ni predecir, ni evaluar mediante la exploración de los insumos aislados de cada uno de los actores al Sistema de Guerra. Más bien es necesario evaluar la manera cómo el proceder de la estrategia de uno de los actores depende de las de los demás y cómo los actores y su ambiente se moldean uno al otro; [81]) y finalmente, la manera cómo todos afectan el Sistema uno por uno.


En la discusión anterior, he mostrado el comportamiento de los actores y su interacción durante los años 1980 y 1990. El resto de este capítulo evalúa el impacto de los paramilitares sobre el Sistema de Guerra. Para este fin, dividiré el desarrollo de los grupos paramilitares en dos fases principales. En la primera fase, de 1984 a 1994 (diciembre 1994 fue la fecha en la que se llevó a cabo el primer congreso nacional de paramilitares), los paramilitares actuaron a nivel local, principalmente en respuesta a las necesidades regionales y locales de los grandes terratenientes y de la narcoburguesía para proteger sus inversiones. Esta fue una fase formativa durante la cual los paramilitares carecían de una estructura de mando unificado y de una estrategia nacional antisubversiva articulada. Sus principales zonas de operación se situaban en el norte de Antioquia (Segovia y más tarde en Córdoba y Urabá), Puerto Boyacá, y el Meta. 


Durante esta fase, se forjó una alianza entre narcotraficantes, oligarquía terrateniente, grupos de la agro industria, ganaderos, líderes políticos conservadores y sectores de los militares, sentando así las bases para una segunda fase en el desarrollo de este grupo. Los paramilitares sólo contaban con unos cien hombres (de acuerdo con el ministerio de defensa, la ACCU tenía 93 hombres en 1986) durante esta primera fase, y dependían en buena parte del apoyo logístico del ejército en términos de armamento y entrenamiento. Su misión era sencillamente la de liquidar a los líderes de izquierda y activistas de los sindicatos, y a líderes campesinos; en otras palabras, llevar a cabo la "guerra sucia" que las fuerzas armadas no querían librar para evitar el escrutinio y de los grupos de derechos humanos nacionales e internacionales.


Las finanzas de estos grupos dependían principalmente de los narcotraficantes y de las donaciones de la oligarquía terrateniente en sus zonas de operación. Las credenciales de los paramilitares como fuerzas contrarrevolucionarias también se vieron mejoradas considerablemente gracias a sus éxitos en la represión de los sindicatos obreros en las plantaciones bananeras de Urabá, y por razón del desarraigo de las organizaciones campesinas de izquierda en los latifundios de la costa caribe como por ejemplo, en Sincelejo. Estos éxitos dieron paso al comienzo, a partir de de 1995, de la segunda fase bajo la cual los paramilitares se convirtieron en una fuerza de 4.000 a 5.000 hombres bien armados y entrenados que operaban en varios frentes. Para 2000, el Ministerio de Defensa estimaba que el número de efectivos de las AUC ascendía a 8.000 combatientes. [82]) 


Su armamento también se vio acrecentado durante esa segunda fase en la que, añadieron a su arsenal herramientas pesadas tales como morteros, misiles antiaéreos, y helicópteros fabricados en Estados Unidos -se rumora que éstos incluyen helicópteros Apache. [83]) Su radio de operaciones militares comenzó a desplazarse hacia el sur del país (Putumayo, Meta and Guaviare); el norte (Santander, North Santander), y el este (Casanare, Arauca). De esta manera, Castaño tomó los pasos concretos hacia la formación de una estrategia nacional para la cual los modelos de Puerto Boyacá y Urabá sirvieron como prototipos. ¿Cuál es la fuerza propulsora detrás de este incremento exponencial en el poderío paramilitar en el transcurso de unos pocos años? 


Una serie de factores contribuyeron a que las AUC se convirtieran en una fuerza política y militar de gran envergadura. Uno fue el vacío político dejado por la Derecha política armada a raíz de la muerte de Rodríguez Gacha en 1989, y el desmantelamiento de los carteles de Medellín y Cali, respectivamente, en los años 1990. El segundo factor fueron los éxitos de los hermanos Castaño (Rafael, asesinado en 1990, y Carlos) en Urabá y Córdoba con la posibilidad que les brindó esto para desempeñar un papel central en cualquier estrategia nacional de contrainsurgencia. Finalmente, el control ejercido por los Castaño sobre el Urabá y otras zonas fronterizas con Panamá —una ruta importante de contrabando— les dio una ventaja comparativa para desempeñar ese papel protagónico. Eso a su turno les brindó la posibilidad de heredar las redes y contactos del narcotráfico a nivel de los mercados domésticos e internacionales. El control del negocio del narcotráfico y otras actividades de contrabando les han aportado sumas considerables de dinero para construir un ejército de mercenarios. [84]) 


El reclutamiento de entrenadores extranjeros israelies y estadounidenses permitió a las AUC profesionalizar sus fuerzas, convirtiendo un grupo de sicarios en una fuerza más profesional que puede sostener combates contra la insurgencia. Para finales de los años 1990, las AUC habían adquirido aproximadamente treinta aviones, de los cuales once eran Cessna; cuatro aviones de carga; 14 helicópteros con equipamiento militar (incluyendo Black Hawk); y otro helicóptero militar sofisticado y equipado con moderna tecnología para operaciones de emergencia. Además de esto, varios barcos utilizados para el transporte fluvial. Los costes totales son difíciles de precisar, pero un estimativo informado podría situar los costes operativos de las AUC en una cifra que oscila entre US $80 y US $100 millones de dólares anuales. Esta es la suma considerable de dinero que las AUC necesitan extorsionar a fin de mantener sus operaciones. [85]) 

LOS PARAMILITARES Y LA BÚSQUEDA RENTISTA


No obstante su fuerte dependencia del narcotráfico, las AUC también cuentan con las rentas de protección que extraen a ganaderos, grandes terratenientes, empresas agrícolas, y comerciantes. Han desarrollado un sistema de gravámenes paralelo al de las guerrillas y del Estado. Hay unas diferencias notables, sin embargo, entre el sistema de imposición de los paramilitares y de las guerrillas. Mientras que el blanco de las guerrillas son los grupos de ingresos medianos a altos en sus zonas de operación (con un sistema de impuestos progresivos dependiendo del ingreso), los grupos paramilitares no son tan discriminatorios. En el Magdalena Medio, por ejemplo, cobran un impuesto a los vendedores callejeros pobres (US 25¢ por lata de gaseosa), así como a los pequeños contratistas y grandes subcontratistas. [86]) 


Los terratenientes con propiedades de 70 hectáreas con 100 a 200 cabezas de ganado pagan un impuesto de US $150 al mes (con una tasa de cambio de 2000 pesos por dólar); en contraste, los grupos guerrilleros les cobrarían aproximadamente $500. [87]) Esta es una diferencia significativa que podría explicar por qué los grandes y medianos propietarios encuentran con los paramilitares una manera más racional, más barata, para salvaguardar sus intereses de clase. Sin embargo, de acuerdo con el testimonio de un campesino, los campesinos pobres en las zonas donde operan los paramilitares se ven obligados a trabajar un día a la semana en la siembra o en la limpieza de los armamentos. Es una forma de "esclavitud a medio tiempo" donde se utiliza la mano de obra sin ninguna remuneración. 


Los negocios del agro en el Magdalena Medio, como por ejemplo el sector de la palma africana —una industria próspera en la región— se ven gravados por los paramilitares a razón de US $4 mensuales por hectárea. Hay aproximadamente 54.000 hectáreas sembradas con palma africana, que podrían generar US $210,000 mensuales; aproximadamente US $2,520,000 al año. [88]) Si miramos la distribución de las plantaciones de palma por municipio, vemos que se encuentran en San Pablo, Aguachica, Río de Oro, San Alberto, San Martín, Barrancabermeja, El Carmen, Puerto Wilches, Rionegro, Sabana de Torres, San Vicente de Chucurí y Simacota. [89]) Considerando que la gran mayoría de estos municipios cayeron bajo control de los paramilitares en los años 1990, se podría inferir que los paramilitares están cobrando impuestos a la mayor parte de la industria de la palma africana. Esta inferencia se ve corroborada por las informaciones de un buen número de expertos que trabajan en la región. [90]) 


Los paramilitares también cobran renta de protección a las corporaciones multinacionales pero es difícil estimar cuánta plata captan por este concepto. En palabras de Castaño: "We tax the multinationals as the guerrillas do.” [91]). Citó el siguiente caso como ejemplo: "we discov​ered that one multinational corporation that has business in one Caribbean island was giving the guerrrillas US $15 million so we asked the multinational to be given also money." [92]) Castaño no reveló las cifras. Este ejemplo ilustra cómo algunas compañías extranjeras se ven sometidas a pagar renta de protección, al igual que negocios locales que están en zonas que no se ven directamente impactadas por la Guerra civil. El ejemplo también muestra la manera en que el Sistema de Guerra contribuye a la redistribución de ingresos entre varios grupos. [93]) El caso de las corporaciones petroleras y mineras con sus intrincadas relaciones con los actores del Sistema de Guerra, es más complejo ya que la mayoría de los campos petroleros y de las minas se encuentran en zonas que están bajo el dominio de la insurgencia, o en disputa con las fuerzas del Estado y los paramilitares, tal como se ha discutido anteriormente. 


En Córdoba, las AUC cobran aproximada US $144,000 por año, según Castaño. [94]) Él explicó que esta suma es relativamente baja porque Córdoba es una "zona liberada" y no hay allí costes militares importantes. [95]) Castaño añadió que éste no es el caso de las zonas afectadas por la guerrilla; allí la renta de protección es considerablemente más alta, y se espera que los grupos locales afectados por la insurgencia carguen con la responsabilidad financiera. Este comportamiento de búsqueda de rentas de los paramilitares ha asumido varias modalidades ingeniosas, dependiendo en buena medida de las estructuras y condiciones socioeconómicas en sus regiones de operación. Una de las modalidades es la subcontratación de empresas privadas o gubernamentales. De esa forma, emplean a sus simpatizantes y consolidan su base de apoyo social, y generan ingresos paralelos pues a estos también les están cobrando renta de protección. [96]) Este ‘doble uso’ se está convirtiendo en un lugar común y también está siendo aplicado por los grupos guerrilleros. De hecho, los paramilitares tomaron ejemplo de las guerrillas. 


Los grupos paramilitares se fueron reinventando en los años 1990, de un simple satélite del ejército y de sus servicios de inteligencia, se fueron convirtiendo en una fuerza con su propio impulso; su propia necesidad de expansión; y su propia agenda política. Esto es una condición cualitativa reciente que está afectando la constitución y dinámica del Sistema de Guerra. Los costes crecientes de mantener una fuerza de combate es una consideración importante dentro de la estrategia paramilitar para controlar zonas económicas vitales como el Sur del bolívar, Magdalena Medio, Casanare, Putumayo, Arauca, y Urabá, las cuales son ricas en coca, petróleo, oro, plata y esmeraldas. La extracción de renta en estas zonas es capital a la consolidación del poderío militar y de los intereses económicos de los paramilitares.


Los grupos paramilitares de Castaño y los de los Llanos (narcotraficantes y mafia esmeraldera) perpetuaron operaciones militares y masacres en Mapiripán (Puerto Alvira 1997), San Jose del Guaviare, San Carlos de Guaroa, Miraflores y Puerto Trujillo, zonas que hasta 1996 estaban bajo la hegemonía de las FARC. Dos objetivos principales dictaban estas estrategias paramilitares: (a) el control de los corredores estratégicos utilizados para el contrabando de armas para apropiarse de las rutas de abastecimiento de las FARC desde Ecuador y Perú; (b) el control de las zonas económicas estratégicas —petróleo, oro, esmeraldas, coca, amapola y ganadería — con el fin de interceptar la extracción de rentas por protección captadas por las guerrillas. Los grupos paramilitares aspiran ganar una ventaja estratégica sobre las guerrillas mediante su control de zonas económicas clave; e le impiden, o disputan, su renta por protección extorsionista con el fin de reducir la "capacidad de guerra" y "potencial de construcción estatal", de la insurgencia, para parafrasear a Charles Tilly. 


En el terreno, los grupos paramilitares han logrado limitar la renta de protección cobrada por las guerrillas (ELN) en algunas zonas como el Sur de Bolívar (dónde proviene de gravámenes a los comerciantes del oro, aproximadamente US $9 millones anuales) [97]); y en algunas zonas del Cesar, Putumayo y Guaviare. Esta acción paramilitar ha desencadenado a su turno a feroces confrontaciones en varias zonas, entre estos grupos y las guerrillas, y entre el ejército y las guerrillas. De esta manera, las acciones paramilitares han generado una nueva dinámica del conflicto que conlleva tácticas militares más agresivas tanto por parte de las guerrillas como de las Fuerzas Armadas del Estado. Así, se invierten mayores recursos en la guerra, tal como lo manifiesta un incremento en los gastos militares, y, lo que es más importante, una creciente implicación de los Estados Unidos en el conflicto, entre otras, a través de incrementos en su apoyo militar (de US $289 millones a US $1.300 millones para los años fiscales 2000-2003). 


Lo que yo sostengo, sin embargo, es que el cómodo impasse sobre el cual descansó el Sistema de Guerra a partir de los años 1980 se estaba erosionando para finales de los años 1990. El conflicto se ha ido intensificando; ha ido involucrando un mayor número de fuerzas y armamentos incrementando de manera sustancial los costes de la guerra y generando una nueva fase en el ciclo de vida del Sistema de Guerra. Surgen dos preguntas esenciales a este respecto: (a) ¿Cuáles son las características esta nueva fase? y (b) ¿Estas condiciones aumentan la posibilidad de resquebrajar el Sistema de Guerra, abriendo las posibilidades a una salida negociada? 


Tres indicadores sirven para validar mi tesis central de que el surgimiento de los grupos paramilitares sí desestabilizó el impasse cómodo del Sistema de Guerra bipolar. Estos indicadores son (a) el número de de muertes violentas y de masacres; (b) el número de bajas por enfrentamientos; y (c) los costes económicos de la guerra. Las tendencias de los cambios en estos indicadores se examinan para el período de 1988 a 2000 (véase tabla 5,5). 


La tabla 5,1 muestra una clara tendencia en el incremento de homicidios a partir de 1985 que coinciden con el surgimiento del narcotráfico y el crecimiento de grupos paramilitares tales como el Muerte a Secuestradores (MAS) y las autodefensas en Boyacá, Córdoba y Urabá. Para mediados de los años 1990, cuando estos grupos se unificaron y se convirtieron en un ejército organizado, la tasa de homicidio en el país se había visto incrementada de manera significativa. Es difícil atribuir el incremento en las tasas de homicidios solamente al impacto de los grupos paramilitares sobre la dinámica de la guerra civil, pero cuando miramos a la distribución de los homicidios a nivel municipal, emerge un patrón claro. De los 297 municipios en los cuales la tasa de homicidio excede los niveles nacionales, 80% están concentrados en diez departamentos: Antioquia (70); Cundimarca (31), Valle (28), Boyacá (21), Santander (18), Meta (17), Caquetá (14), Caldas (13), Risaralda (12), y Quindío(10). Mientras que 93% de ellos son rurales, 7% corresponden a las zonas urbanas. 


En términos de la estructura de clase, 72% de los municipios más violentos corresponden a regiones cafeteras de campesinado medio, y 56% son municipios de colonos de fronteras. De esta manera, podemos observar que las tasas de homicidio se incrementaron en los años 1980 y 1990, y se incrementaron en los municipios en los cuales había una clara diferenciación de clase (región cafetera). En estos municipios, se da una distribución de ingresos supremamente inequitativa acentuada por la falta de instituciones que resuelvan los conflictos. [98]) Las disputas laborales sobre salarios; el rompimiento de contratos; las querellas personales y los derechos sobre la propiedad privada se resuelven con frecuencia por medios violentos. Durante los años 1990, la región cafetera sufre unos reveses económicos importantes al verse afectada por la disminución en las ganancias del café y un incremento del desempleo en esta región. Esta situación se ve exacerbada por un incremento de la presencia guerrillera y paramilitar, lo que conllevó a un aumento en la tasa de homicidios así como de crímenes políticos. 


En Antioquia, los municipios más afectados por las altas tasas de homicidios están ubicados en las regiones de Montana y del Magdalena Medio, en las cuales están activos tanto paramilitares como guerrilleros. Se trata de municipios tales como Argelia, Caracolí, Puerto Berrío, Puerto Nare, y Remedios en la parte antioqueña del Magdalena Medio. En Urabá también, los municipios más violentos son aquellos en los cuales coinciden paramilitares y guerrilla, como en Apartadó, Carepa, Turbo, Chigorodó, Mutata, Dabeiba y Necoclí, así como el norte de Urabá. [99]) 


En los municipios situados en las zonas de colonización de fronteras, como en los Llanos, Caquetá, Putumayo, Meta, Guaviare y Casanare, las altas tasas de homicidio se atribuyen a los riesgos y oportunidades económicos creados por los cultivos a usos ilícitos y por la descomposición social que genera este tipo de economía rentista. Sin embargo, estas condiciones han sido agravadas por los esfuerzos de los paramilitares por controlar el proceso de producción, principalmente mediante el uso de violencia. Por consiguiente, es posible inferir que en los municipios mencionados los paramilitares han contribuido al incremento en las tasas de homicidios. 


El número de masacres también ha aumentado a nivel nacional, lo cual revela una tendencia constante. En 1994, 505 personas fueron víctimas de masacres; 531 en 1995; 370 en 1996; 660 en 1997; 899 en 1998; y 847 en 1999. En el año 2000, el número de masacres aumentó en un 22% con respecto al año anterior, alcanzando la cifra de 205 masacres en las cuales murieron 1.226 personas (véase figura 5,1 y tabla 5,5). Desde 1996, el número de masacres se incrementó de manera significativa, llegando a su punto más alto desde 1988. Esto no debe sorprendernos ya que, como lo discutimos en la sección sobre masacres, la mayoría han sido cometidas por paramilitares.

FIGURE 5.1 Número de victimas de masacres, 1988-2000

Fuente: Policia Nacional, Bogota, Colombia.


El tercer indicador de una nueva fase en el Sistema de Guerra es la cantidad creciente de recursos invertidos en la guerra, como lo indican los gastos de defensa de los militares y de las guerrillas. Los gastos en defensa aumentaron notablemente durante los años 1990, a una tasa de 15%, alcanzando 3,5% del PIB, la suma más alta jamás registrada. En 1998, los gastos militares fueron de 335 mil millones de pesos (aproximadamente US $186 millones a una tasa de cambio de 1.800 pesos por dólar), y en 1999 aumentó en 37%, para alcanza la suma de 485 mil millones de pesos (US $269 millones de dólares). [100]) Estos incrementos reforzaron el escalamiento del conflicto, lo que una vez más coincidió con una nueva dinámica de guerra precipitada por la actividad creciente de las AUC en la segunda parte de los años 1990 (véase tabla 5,3). 


El rápido incremento en los gastos de defensa, especialmente después de 1996, es una respuesta clara al cambio en la dinámica del Sistema de Guerra. Esa dinámica aceleró enl ritomo de incrementó en los costes. La dinámica de la guerra se acelera a un ritmo que ejerce una presión sobre los recursos de los que dispone el Estado en tiempos de crisis económica erosionando así la economía política positiva que los militares habían acumulado en la fase del cómodo impasse. Un ejemplo que viene al caso: los militares se vieron confrontados a un déficit presupuestario en el año 2000 que causó una baja en sus operaciones. [101]) De tal manera, los incrementos en los presupuestos militares coincidieron con la consolidación de los paramilitares, sugiriendo que se está entrando en una nueva fase del Sistema de Guerra. 

TABLA 5.3 Gastos militares, 1988-1999 (miles de millones de pesos) 

	1988
	714
	1.8

	1989
	801
	2.0

	1990
	836
	2.3

	1991
	790
	2.6

	1992
	850
	2.3

	1993
	1069
	2.5

	1994
	1160
	1.8

	1995
	1272
	2.6

	1996
	1846
	3.0

	1997
	2000
	3.2

	1998
	3350
	3.5

	1999
	4580
	3.7


Fuente: Ministerio de Defensa, Bogota Colombia

TABLE 5.4

	Año
	Lugar
	(FARC)
	(Ejército)
	

	1996
	Puerres
	300 (FARC)
	Nd
	31 bajas

	1996
	Caquan
	1000 (FARC)
	Nd
	62 bajas, 43 prisioneros

	1997
	Delicias
	400 (FARC)
	Nd
	27 bajas y 60 prisioneros

	1997
	San Juanito
	300
	12
	16 bajas

	1997
	Patascoy
	400
	Nd
	17 bajas y 18 prisioneros

	1998
	Juan Jose
	300
	15
	35 bajas

	1999
	Gutierrez
	500
	35
	37 bajas

	1999
	Casanare
	300
	50
	No hubo bajas


Fuente: Ministerio de Defensa para varios años, e Informes de Paz, Oficina del Alto Comisionado para la Paz, 1997 y 1998.

TABLE 5.5 Indicadores de creciente violencia, 1988-1999

??? falta encabezado de columnas (años?)

	Civil war Fatalities
	ND
	3,871
	2,384*
	4,014 (*)

	Número de personas asesinadas en las masacres
	700
	400
	504
	847

	Gastos militares %
	1.8
	1.3
	1.8
	3.7

	PIB
	
	
	
	

	Número de enfrentamientos entre guerrillas y Fuerzas Armadas
	866
	690
	1,374
	1,252


Camilo Granada y Leonardo Rojas, "Los Costos del Conflicto Armado 1990-94, Planeación & Desarrollo, Vol. XXVI, No. 4 (octubre-diciembre 1995), p. 143.

Fuente: Jesús Bejarano Avila, Camilo Echandia, Rodolfo Escobedo, and Enrique Querez (eds.), Colombia: Inseguridad, Violencia y Desempeño Económico en las Áreas Rurales (Bogotá: Universidad Externado de Colombia & FONADE, 1997), p. 52.

Comisión Colombiana de Juristas, Panorama de los derechos humanos y del derecho humanitario en Colombia 1999 (Bogotá: Comisión Colombiana de Juristas, 1999).

(*) En el 2000, 1.226 personas murieron en masacres, la cifra más alta desde 1988.


Las guerrillas también respondieron y contribuyeron a esta nueva dinámica del Sistema de Guerra. Las FARC, por ejemplo, lanzaron la que ha sido su más grande operación militar en contra del ejército. En los años 1996-1999, fuerzas de entre 300 y 1000 combatientes de las FARC desplegaron una serie de ataques bien coordinados y ganaron unas victorias militares importantes. 


Los ataques lanzados por las FARC en Puerres (1996), el Caguán(1996), las Delicias (1997), Patascoy (1997), San Juanito (1997) San José (1998) y Gutiérrez en 1999 son sin precedentes —en términos de su magnitud, el número de combatientes involucrados, los armamentos y la coordinación de las fuerzas— desde el surgimiento de la insurgencia armada a inicios de los años 1960. Los costes de dichos ataques en términos de entrenamiento, equipos, armamentos y municiones no bajaban del millón de dólares por ataque, lo cual constituye un costo considerable para un grupo insurgente. Los costes anuales totales incurridos por las FARC, con un promedio de cuatro o más ataques contra las principales bases militares, sin contar los ataques contra las estaciones de policía en pueblos y ciudades, serían de aproximadamente US $4 a 5 millones de dólares. Los costes operativos de mantener un ejército de 18.000 combatientes, con las correspondientes municiones, armamento, G3, y apoyo logístico, serían de aproximadamente US $80 a 100 millones anuales. [102]) Se estimaba que los ingresos anuales de las FARC eran del orden de 300 millones de dólares. [103]) Es altamente improbable que las FARC puedan mantener el impulso de la guerra debido a los crecientes costes económicos, así como a los costes políticos en los que podría incurrir en términos de bajas, muertes de civiles, y deserción de sus rangos (véase capítulo 6). En 1999, las FARC perdieron aproximadamente 775 combatientes, la cifra más alta desde el comienzo de la lucha armada en 1964. [104]) Las muertes de civiles también se están incrementando rápidamente: sólo para el año 1999, 24.358 personas perecieron por muerte violenta, un promedio mensual de 2.029 personas. [105]) Esta cifra es una de las más altas registradas en la década de los años 1990. En el 2000, el número de muertes violentas se ha incrementado en un 5% en comparación con 1999, para alcanzar a 25.660 personas, un promedio 2.135 mensuales. [106]). Las muertes relacionadas con la guerra también han visto incrementadas de manera significativa: de 2.384 
a 4.024 en 1999. En 1990, las muertes relacionadas con la guerra alcanzaron un tope de 3.871. Esto se debe al escalamiento de la guerra a raíz del ataque del ejército contra el centro de comando de las FARC en Casa Verde, y la escalada del terrorismo de los narcotraficantes. Después de 1990, el número de muertes relacionadas con la guerra se redujo; para nuevamente comenzar a aumentar después de 1995, alcanzado su tope en 1999. 


En términos económicos, el país está atravesando la peor crisis económica desde la Gran Depresión de los años 1930. Estos factores están suscitando un malestar con la guerra, lo cual afectará de manera negativa el atractivo/ la imagen y popularidad/ de la guerrilla y sus estrategias de reclutamiento. Todo lo anterior sugiere que el conflicto, a fines de los años 1990, ha entrado en una nueva fase en la cual los homicidios; las masacres; las muertes debidas a la guerra; y los costes de la guerra se están incrementando; lo que válida mi tesis según la cual los grupos paramilitares han provocado una nueva dinámica de conflicto. 


La estrategia de los grupos paramilitares respaldada por los narcotraficantes, sectores reaccionarios de la oligarquía terrateniente, militares, y la elite política, entraron en colisión con la estrategia de los grupos guerrilleros, en particular en zonas económicamente estratégicas, lo que generó una reacción en cadena que ninguno de los actores es capaz de controlar. En vista de dicho escalamiento, el ejército también se vio obligado a responder a esta nueva dinámica, ejerciendo presión para obtener mayores rentas destinadas a modernizar y reestructurar sus fuerzas con el fin de poder conservar sus privilegios. Los grupos paramilitares, en su calidad de tercera fuerza, también están buscando espacios políticos y rentas, socavando el Sistema de Guerra bipolar e introduciendo el comienzo de un sistema multipolar. El sistema multipolar de guerra es por el momento inestable, y dicha inestabilidad está aumentando los costes de la guerra, disminuyendo la economía política positiva para sus actores, y por lo tanto, ofreciendo una ventana de oportunidad para la paz. Posiblemente, los actores y la comunidad internacional sabrán aprovechar esa oportunidad.

CAPÍTULO 6

LAS CLASES DOMINANTES Y LAS PERSPECTIVAS DE PAZ

El capítulo anterior discutía la nueva dinámica del Sistema de Guerra, precipitada por el surgimiento del crimen organizado y de los grupos paramilitares. También señalé en la última sección del capítulo los principales indicadores de esta nueva dinámica, como son el incremento marcado en los gastos de defensa del Estado; los costes crecientes para los grupos guerrilleros y paramilitares (humanos y materiales); y el incremento en el número de masacres y homicidios. Este capítulo presenta el impacto macroeconómico de la nueva dinámica del Sistema de Guerra. Busca esclarecer cómo la economía del Sistema de Guerra, en los años 1990, comenzó a resquebrajar el crecimiento económico del país; las tasas de ahorro; y aumentar los costes de la inversión privada. Yo evalúo cómo esos indicadores económicos negativos conllevaron a un viraje dentro de importantes sectores de la clase dominante, —en particular en su facción internacionalizada— frente al proceso de negociación de paz con los grupos guerrilleros. Mi argumento central es que, desde finales de los años 1990, ha habido un cambio en la actitud política de un importante segmento de la clase dominante a favor de un arreglo negociado del conflicto, principalmente debido a los costes crecientes de la guerra, los cuales están haciendo peligrar el crecimiento económico del país y su incorporación a los mercados globales. 

LOS COSTES DE LA GUERRA POR OPOSICIÓN A LOS COSTES DE LAS REFORMAS

Tasas de inversión y violencia 


A finales de los años 1990 los efectos del Sistema de Guerra, introducidos a mediados de los años 1960, empezaron a cobrar plenamente sus efectos económicos. Obviamente eso se debió a que los actores involucrados se fortalecieron y extendieron sus zonas de operación; y a que surgieron nuevos actores que fueron incorporados al Sistema de Guerra. Se ha argumentado a lo largo de este libro que el Sistema de Guerra no fue una escogencia óptima de los actores sino que fue dictado por estrategias de conflicto adoptadas por los actores bajo condiciones de impasse militar. Hay que guardar en mente que los orígenes del Sistema de Guerra yacen en la inestabilidad de los derechos de propiedad en las zonas rurales, y que el recurso a la violencia fue un mecanismo para arreglar las disputas por la tierra; para acelerar la concentración de la propiedad de tierra y el capitalismo rentista. Es importante considerar dos preguntas significativos dentro de nuestro análisis de los años 1990: ¿Cuáles son las implicaciones políticas del peso creciente de la oligarquía terrateniente -como uno de los propulsores principales del Sistema de Guerra- en la configuración económica del país? y ¿Cuánto tiempo están dispuestos los otros segmentos de la clase dominante a subsidiar la prolongación de una guerra de baja intensidad con una clara tendencia al escalamiento desde la segunda parte de los años 1990? 


El análisis de la interacción del Sistema de Guerra con su entorno es importante para completar la evaluación del funcionamiento de ese Sistema. Uno de los efectos macroeconómicos o costes de la guerra civil fue la reducción de la inversión privada. Se calcula que la violencia, política y no política, afectó la inversión privada en Colombia con coeficientes de 0,2 y de 0,3, lo cual no es muy alto. Sin embargo, si se bajase la actual tasa de homicidio del país (63,7 por 100.000) en un 75%, para así alcanzar los promedios latinoamericanos, la inversión privada podría verse incrementada hasta constituir aproximadamente entre 9,45% a 13,5% del PIB. ([1]). Según un estudio del Ministerio de Justicia, cada aumento del 10 por 100.000 en la tasa de homicidios puede afectar la inversión hasta en un 4% de su valor ([2]). Algunos hasta aseveran que si la tasa de homicidio en Colombia hubiese permanecido a su nivel de 1960, el total de la inversión anual en Colombia sería un 20% más alto hoy. ([3]). Las decisiones de invertir se ven afectadas de manera negativa por un entorno político inseguro dentro de un marco institucional precario agravado por unas tasas de homicidios, secuestros y robos que han sido notoriamente altas en los años 1990. En el siglo XXI, más que nunca antes, el capital necesita instituciones estables para reducir lo que Oliver Williamson llama los "costes de transacción" incurridos a razón del seguimiento y la aplicación de los contratos. La expansión de los mercados globales, del capital financiero, de las leyes sobre los derechos de autor y del mercado de patentes necesita mecanismos para asegurar su cumplimiento. A este respecto, la violencia incrementa los riesgos de incumplimiento de los contratos y los costes de las transacciones económicas, desalentando las inversiones de capital, las cuales buscan mercados más estables y más seguros.


La violencia crónica es sintomática de las crisis institucionales crónicas reveladas por la incapacidad de las instituciones del Estado para hacer cumplir las reglas del capital, del capital "legal". Dentro de esta misma línea, está surgiendo un consenso entre científicos sociales sobre el papel crítico de la “confianza social", como parte integral del “capital social", en el fortalecimiento del crecimiento económico. El capital social se refiere a modalidades de organización social, como normas, confianza, y redes, que pueden mejorar el rendimiento económico en una sociedad dada al facilitar unas transacciones coordinadas. La violencia, con sus expresiones políticas y criminales, debilita la evolución del capital social (supeditando los procesos de las relaciones sociales a las necesidades del capital global), e incrementa el entorno inseguro de las transacciones de mercado. ([4]). 

Mancur Olson, por su parte, enfocó de manera más aguda los riesgos implicados en las transacciones económicas en los países del Sur. En la opinión de Olson, los mercados de los países más pobres, por lo general, llevan a cabo transacciones que se auto-cumplen, con bienes intercambiados por otros bienes o por dinero efectivo instantáneamente. Las transacciones que implican tiempos y distancias con promesas de pago postergado por bienes recibidos esta semana, son contratos riesgosos para el vendedor. Si tales contratos no pueden ser llevados a cabo con confianza, se pierde un mercado entero; esa es una característica que comparten la mayoría de los países en desarrollo. Otra característica que comparten es la poca fiabilidad de los contratos y débil cumplimiento de los derechos de propiedad, cuyo respeto, de acuerdo con Olson, es esencial para el desarrollo capitalista. El autor atribuye esta carencia parcialmente a la falta de "sistemas democráticos incluyentes". ([5). Las aseveraciones de Olson no están tan lejos de la realidad a la luz de nuestro estudio sobre Colombia, ya que dos de las características importantes de este país son los derechos de propiedad precarios y la debilidad del Estado. 


Adicionalmente, hay quienes calculan que, en las sociedades donde se respetan las leyes y los derechos de propiedad, las economías crecen en promedio de 1% al 2% más rápido que en aquellos países donde no se respetan. ([6]). En Colombia, un país en el que el Estado no estaba en condiciones de hacer cumplir las leyes y proteger la propiedad privada, la inversión privada se vio reducida desde un 12,5% del PIB registrado en 1964, a 5,7% en 1997 ([7]). Esa marcada disminución no puede ser atribuida solamente a los crecientes niveles de violencia registrados en el período post 1995, pero ese seguramente fue el principal factor que contribuyó al fenómeno ([8]).

Las inversiones de capital extranjero en Colombia se han visto afectadas de manera negativa por los costes crecientes, tales como los incurridos por las corporaciones petroleras multinacionales. Ellas pagan un impuesto de guerra creciente: de 37¢ por barril (1,8% de un barril a $20), 
para 1998 había subido al 7% de un barril de petróleo liviano. A estos debemos añadir los costes de seguridad, la renta cobrada por los grupos guerrilleros, el Estado y los grupos paramilitares. Esto no significa que las multinacionales estén arrojando pérdidas en Colombia, sencillamente buscamos señalar que sus márgenes de ganancias son menores a las que obtendrían en otros mercados en los que no se están librando guerras civiles. Se calcula que los costes de seguridad de las compañías multinacionales equivalen en promedio al 4% de los costes operativos de estas empresas en los países del Sur. En Colombia, los costes — de un 10% por concepto de seguridad— son considerablemente más altos. Las cifras globales de la inversión extranjera directa sí reflejaron un incremento significativo entre 1990 y 1997, pasando de US $345 millones a US $4.200 millones en 1998. ([9]) La mayoría de estas inversiones se hicieron en los sectores de petróleo, minerales, servicios, finanzas, seguridad privada, y seguros. Pero este incremento de la inversión extranjera directa no revirtió la decreciente cuenta de capital, que exhibió una baja en el flujo de inversión, pasando de US $4.600 millones en 1998 a US $1.800 millones en 1999 ([10]). 


Los crecientes niveles de violencia también han impactado las tasas y la estructura de inversión extranjera en el país. Una encuesta a 134 compañías extranjeras operando en Colombia, llevada a cabo por el Ministerio de Comercio Exterior, encontró que, el 32,9% consideraban la inseguridad y la violencia como la mayor desventaja para invertir en Colombia; 19,4% del total de los encuestados consideraban que era la inestabilidad política y económica; 14,5% consideraban que las altas tarifas eran la barrera a la inversión; y 8,1% pensaban que los circuitos burocráticos eran los culpables ([11]). Se interrogó a las compañías exportadoras multinacionales sobre cuáles factores impedían el incremento de sus ventas en los mercados externos. Sus respuestas fueron: los altos costes y la inseguridad del transporte 21,8%; las altas tarifas 20%; el complejo sistema de licencias de exportación 14%; la inseguridad 13,9%. ([12]). De tal manera, la inseguridad se perfila como una de las preocupaciones principales de las compañías extranjeras, que afecta de manera negativa sus inversiones en el mercado local y sus ventas en los mercados internacionales, ya que incrementa los costes de las oportunidades, las transacciones, el transporte, y por lo tanto, de producción.

CRECIMIENTO ECONÓMICO


El costo de la guerra civil se calcula en este estudio como los gastos en los que incurren los sectores público y privado por concepto de daños a la propiedad causados por el conflicto armado; pérdida de capital humano; gastos médicos para el tratamiento de heridas relacionadas con la guerra civil; pérdida de productividad de las víctimas y refugiados; gastos militares; extorsiones; y robos ([13]). Estos costes se vieron incrementados de manera significativa a partir de 1994 y se triplicaron entre 1996 y 1997, de US $1.000 millones saltaron a más de US $3.000 millones. Este aumento se atribuye en parte al incremento significativo en gastos de defensa (de 2,5% del PIB en 1995 a 3,5% en 1998), y al incremento en el número de robos, extorsiones, y secuestros por dinero, sobre todo a partir de 1993 (Véase figura 6,1).


Las extorsiones, robos y pagos por secuestros son transferencias de capital de un grupo a otro, entre otros, de los que tienen a los que no tienen. ([14]) Se argumenta que la suma transferida anualmente desde el sector productivo hacia las guerrillas y el crimen organizado es de aproximadamente 15% del PIB. ([15]) 


Las autoridades estatales calculan que los costes directos e indirectos de la guerra afectaron de manera negativa el crecimiento económico del país en por lo menos tres puntos durante 1998 ([16]). Los cálculos para años anteriores eran de 2, o menos, puntos porcentuales. Los costes anuales de la guerra —como porcentaje del PIB— han variado de 1,61% en 1991; reduciéndose a 0,97% en 1994; subiendo nuevamente a 1,64% en 1995; 2,8% en 1996; y 3,1% en 1997. Dichos estimativos comprueban nuevamente la validez de mi tesis según la cual, a partir de 1995, el Sistema de Guerra en Colombia entró en una nueva fase sin precedentes en la historia del conflicto. 

FIGURA 6.1

 Costes totales de la guerra civil, 1992-1998

XXXX

Fuente: Datos suministrados por Planeación Nacional; informes Racionalización del gasto y de las finanzas públicas, 1996, 1997, y 1998, Bogotá, Colombia.


Montenegro y Posada observan que los aumentos en las tasas de homicidios afectan las tasas de crecimiento económico a partir de un cierto punto. Ésta no es una relación lineal, sino más bien parabólica. Es decir, cuando el crecimiento económico aumenta, los homicidios tienden a aumentar pero cuando los homicidios aumentan más allá de cierto punto, el crecimiento económico tiende a decrecer ([17]). Para finales de los años 1990, Colombia alcanzó este punto en el cual se registró un crecimiento económico negativo en 1998,1999 y 2000, por primera vez desde la Gran Depresión de los años 1930. Sería una exageración afirmar que el crecimiento económico negativo sólo es causado por la violencia, pero ciertamente lo que aseveraron los economistas es que, en 1998, el declive económico de tres puntos fue causado por los costes relacionados con el Sistema de Guerra, que eran aproximadamente equivalentes al crecimiento negativo que se registró. El PIB en 1999 fue de aproximadamente US $88.000 millones, mientras que, en 1998, era de US $91.000 millones. Esto significa una reducción per capita del 11% en sólo un año (de US $2,465 en 1998 a US $2,192 en 1999). En el año 2000, la tendencia decreciente del PIB continuó, cayendo a US $82.000 millones de dólares. A esto se suma una desvalorización del 30% en la finca raíz, descontando las alzas en los precios ([18]). 


Lo que tiene implicaciones significativas para la dialéctica de la guerra y la paz es el cambio en las fortunas de los principales conglomerados colombianos a finales de los años 1990. En 1998, Julio Mario Santo Domingo, Luis Carlos Sarmiento y Carlos Ardila Lülle —quienes aparecían tradicionalmente en la lista Forbes 200— perdieron sus puestos. La explicación radica en la devaluación del peso colombiano y la caída de los precios en la bolsa colombiana, lo que llevó a una pérdida del 30% de su valor. Forbes calcula que durante 1998, el capital de Sarmiento Angulo se vio reducido en un 36%, pasando de US $2.500 millones a US $1.600 millones; Ardila Lülle en un 38%, de US $2.100 millones a US $1.300 millones; y Santo Domingo en 27%, de US $1.500 millones a US $1.100 millones. Todos estos conglomerados tienen inversiones importantes en Colombia. Estas pérdidas son significativas dado que Colombia en términos generales, tuvo un record de crecimiento económico estable sin caídas significativas desde los años 1940. Este crecimiento continúo incluso mientras el resto de América Latina sufría la crisis de la deuda. 


Este trasfondo nos permite apreciar mejor el impacto de la violencia "real y percibida" sobre el declive económico de las clases dominantes, particularmente los conglomerados. Nicanor Restrepo, el representante del Sindicato Antioqueño e importante representante de los Cacaos (nombre coloquial dado al Sindicato Antioqueño), explicaba elocuentemente las causas detrás del interés actual del conglomerado por llegar a un arreglo negociado con las guerrillas. Dijo: " The civil war is costing about $3 billion (about 5.4 billions de pesos) in activities directly related to the war that we could use in consolidating the state security, the justice system, the prison system, finance the police forces, and increase our expenditures on education and in health sector." Luego añadió: "If Colombia were in peace its economic growth would have been 10% annually." Finalmente, Restrepo concluyó: "Let us think what is the impact of the civil war on the opportunity costs that we are losing in terms of foreign and national capital investments, our inability of developing the tourist sector and our agribusiness." ([19]) 


La visión de Restrepo ofrece una buena medida de lo que motivó la búsqueda de un arreglo pacífico de la guerra por parte de los conglomerados. Dicha mentalidad, así como las reuniones que llevaron a cabo los representantes de los Cacaos con las guerrillas en 1998,1999 y 2000, son sin precedente. ([20]). Los conglomerados tomaron la iniciativa de reunirse con los grupos guerrilleros en Costa Rica y posteriormente en San Vicente del Caguán, donde se estaban llevando a cabo las negociaciones de paz. Restrepo, posteriormente, actuó como representante de los conglomerados en el equipo de negociación del Gobierno. El comportamiento político de los Cacaos constituye un salto cualitativo que aproxima a Colombia, como nunca antes, a la paz. Ciertamente, los costes económicos de la guerra y la disminución de los capitales de los conglomerados están obligando a éstos a redefinir su papel político con la misma fuerza con la que ajustan sus estrategias políticas para acomodarlas a las fuerzas del capitalismo global. Esta es una tarea prácticamente imposible de lograr sin reducir los niveles de violencia; estabilizar los derechos de propiedad; e implementar instituciones estatales eficaces. Estas metas se pueden lograr con los grupos guerrilleros como resquicio de entrada para el establecimiento de un sistema político "más incluyente". ([21]). Este es el prerrequisito para unas instituciones estatales eficaces, basadas en una nueva hegemonía. El éxito de los conglomerados y de sus aliados depende de la capacidad de " grupo líder" para trascender sus intereses corporativos, y proyectar una autoridad moral que sea ampliamente aceptada por las demás facciones de la clase dominante y de sus grupos subordinados. ([22]) 


La consolidación de los conglomerados económicos en Colombia es algo relativamente nuevo dentro de la clase dominante. La formación de estos grupos se demoró varias décadas y se benefició del proteccionismo económico del Estado, y no fue sino hasta los años 1980 que estos grupos alcanzaron el nivel de madurez y fortaleza necesario para ligarse al capitalismo global. Durante las últimas dos décadas, sus empresas incluían áreas cruciales como la tecnología de información, los medios masivos, las telecomunicaciones, los seguros y el sector bancario. Hay catorce conglomerados principales (compañías y grupos), que participan con 25% del PIB ([23]). Sus negocios los colocan a la vanguardia como agentes de globalizantes en Colombia, que ayudan con la integración de Colombia a los mercados globales. Esa posición estratégica, como guardianes de las puertas del capital global, ciertamente les brinda una palanca política dentro de la clase dominante y de la elite política. 


Si tomamos la capitalización de mercado cambiario —que equivale a la suma del valor del mercado del capital emitido por todas las firmas registradas en las bolsas domésticas— como indicador del proceso de integración de Colombia en los mercados financieros globales, encontramos que hay un incremento notable durante los años 1990, de US $1.416 millones de dólares en 1990 a 13.356 millones en 1998. En términos regionales, Colombia se sitúa en cuarto lugar en capitalización bursátil, después de Brasil, Chile y Argentina, lo cual significa que el país se está integrando rápidamente con los mercados financieros globales. ([24]) Por supuesto, los conglomerados colombianos poseen la mayor participación en el mercado de valores. 


Otro indicador clave de la integración de Colombia en los mercados mundiales es el volumen de su comercio global. Las exportaciones de mercancías del país pasaron de US $3.001 millones en 1983 a US $10.890 millones en 1998, y durante el mismo período, las importaciones de mercancías pasaron de US $4.963 millones a US $15.840 millones ([25]). A nivel regional, Colombia se sitúa en el quinto lugar por volumen de importaciones después de México, Brasil, Chile y Argentina; y sexto después de estos mismos países y Venezuela
. ([26]) Nuevamente es evidente que la tendencia a la integración global del país aumentó a un ritmo muy significativo, triplicando sus exportaciones y quintuplicando sus importaciones. Las consecuencias políticas de esa tendencia son los intereses crecientes de los "sectores más integrados" de la clase dominante para mantener este impulso. 


Surge una serie de preguntas centrales, tales como: ¿Qué significa la consolidación de los conglomerados? ¿Cuál es su impacto sobre la sostenibilidad del Sistema de Guerra, dados los efectos económicos negativos discutidos anteriormente? ¿Significa la consolidación de los conglomerados una ruptura política con la elite terrateniente y ganadera, los más acerbos oponentes a la reforma agraria? Y finalmente, ¿Cuentan los conglomerados con los elementos políticos necesarios para construir una nueva hegemonía?


El peso económico y la posición en la estructura de mercado no son de por sí suficientes, si no se ven complementados por el agenciamiento y la articulación de una serie de ideas que sean asimismo atractivas para otros segmentos de la clase dominante, así como de los grupos subordinados. A ese respecto, los conglomerados decidieron fundar su propio think tank (espacio de intercambio de ideas), “Fundación Ideas para la Paz” (Fundepaz), para articular sus ideas y apropiarse las de los demás. Este es un desarrollo notable, ya que puede ofrecer a los conglomerados una ventaja intelectual sobre sus oponentes dentro de la clase dominante, así como dentro de los grupos subordinados. Por este motivo, es digno de apreciación que la primera actividad fue la de presentar Fundepaz al líder de las FARC, Manuel Marulanda, sólo un mes después de sus inicios. ([27]) Este nuevo think tank debe ser añadido al arsenal de medios de comunicación bajo el control de los conglomerados. La mayoría de las cadenas de televisión más importantes, emisoras de radio y periódicos son de propiedad de estos conglomerados. Ciertamente esto permite la "masificación" de sus ideas y valores, y proyecta un sentido de unidad política, económica y moral. En un pasado remoto, el proceso de masificación de las ideas de los regentes era bastante más fácil ya que los emperadores, reyes, califas y sultanes instituían su autoridad a nombre de Dios, y su reinado era divino ([28]). Esa ideología era efectiva en términos de costes, en la época en la cual los pueblos aceptaban la "voluntad de Dios", porque requería una menor inversión, de parte de los Estados, en el aparato coercitivo y/o en medios masivos. En tiempos más recientes, sin embargo, el establecimiento de la hegemonía es un proceso complejo, negociado y mediado por instituciones, partidos políticos, clases sociales y grupos de interés, y facilitado por los medios masivos de comunicación y la tecnología de la información. Queda por verse si los conglomerados serán capaces de lograr un consenso y de tramitar exitosamente sus objetivos a través de las instituciones del Estado, particularmente los militares; y persuadir a los ganaderos y a la oligarquía terrateniente a seguir su ejemplo. Lo que sí es visible, es que la rama ejecutiva del gobierno está sintonizando su estrategia de paz con la de los conglomerados. ([29]) 


Lo que obra a favor de los conglomerados es el cambio de ánimo en el seno del gremio de la mediana empresa comercial e industrial representados por el Consejo Gremial Nacional, que comprende a los más importantes grupos industriales, negocios del agro, empresas comerciales, terratenientes y bancos en el país. Este Consejo Gremial, fundado en 1991, constituye una novedad en la historia de burguesía colombiana, en términos de su composición y articulación de intereses. El Consejo sirve como un vehículo importante para la agregación de intereses de los diferentes segmentos de la burguesía y sectores medios, que lo utilizan para propugnar y reconciliar sus puntos de vista. Desde su fundación, el Consejo ha fijado como su prioridad el encontrar una solución pacífica a la guerra civil ([30]). Sobra decir que el éxito del Consejo es la prueba de fuego para la habilidad de los conglomerados para liderar y diseñar un nuevo camino político para Colombia. 


Dentro de ese mismo contexto, una reciente encuesta de opinión reveló un cambio de actitud de la elite económica, indicando la preocupación de quienes la componen sobre la continuación de la guerra con su desgaste constante de los recursos del país y las decrecientes posibilidades de una victoria militar de parte del Estado. ([31]). En febrero 1999, El Tiempo y la revista Semana, dos de las más importantes publicaciones en Colombia, hicieron una encuesta de opinión conjunta a 538 ejecutivos de las 5.000 principales empresas comerciales, financieras e industriales del país. La encuesta indicó que 84% favorecían una salida negociada con las guerrillas y 86% preferirían pagar los costes de la paz en lugar de financiar la guerra. Sólo 11% de los entrevistados estaban a favor de la continuación de la guerra. ([32]) Sin embargo, entre los que favorecían la paz, 28% no estaban dispuestos a contribuir de sus propios ingresos personales; 25% estaban dispuestos a contribuir sólo un 1%; y 5% estaban dispuestos a asignar el 20% de sus ingresos para financiar el proceso de paz ([33]). 


Lo que vale la pena anotar es que el 16% de los entrevistados no estaba de acuerdo con una redistribución de tierras de las grandes fincas de 200 hectáreas o más. Esa actitud, por supuesto, es rechazada por la elite terrateniente, y valida su visión de que posiblemente los costes de un arreglo final corran por cuenta suya, como lo expresó el presidente de FEDEGAN ([34]). La encuesta también reveló que la mayoría no se oponen a la participación de la guerrilla en el Congreso y los ministerios, así como tampoco se oponen a la reforma de las fuerzas militares para permitir la incorporación de las fuerzas guerrilleras ([35]). Por consiguiente, el reto que le queda a los conglomerados es extender su liderazgo más allá de los sectores financieros, industriales, de servicios y comerciales, a fin de persuadir una insurgencia con base campesina y a la elite agraria para que se unan al proceso de paz ([36]). 

Caída y resistencia de la elite agraria

En contraste abrupto con el poder creciente de los conglomerados, la caída económica de la elite agraria —representada por los cafeteros, ganaderos, industriales del agro y grandes terratenientes— se refleja en su decreciente participación en el PIB durante los años 1980 y 1990. Mientras la participación del sector de los servicios aumentaba de 43% en 1980 a 49% en 1998, el sector agrícola tuvo una caída de 22% del PIB a 13% en 1998. El sector industrial tuvo un aumento del 35% del PIB hasta 38% en el mismo período. ([37]) Estas cifras, complementadas con las del mercado financiero, revelan una estructura económica emergente y una nueva configuración social de la clase dominante. Esta configuración es claramente orientada hacia el segmento internacionalista representado por catorce compañías y grupos, principalmente del sector de los servicios. 


¿Hasta qué punto se inclina esta nueva configuración de clase por el desmantelamiento del Sistema de Guerra, y su reemplazo con un mecanismo de resolución de conflictos que responda mejor a las necesidades expresadas por el e-capitalismo? La respuesta radica en la capacidad de los conglomerados y de la burguesía industrial para romper los vínculos con los sectores tradicionales y conservadores de la clase de terratenientes, ganaderos, industriales del agro, y sus aliados narcotraficantes. 


A ese respecto, es importante evaluar la posición política, y el peso político-económico relativo de tres de los grupos más conservadores que representan los intereses de los ganaderos, industriales del agro, y grandes cafeteros: la Federación de Ganaderos (Fedegan), la Sociedad de Agricultores de Colombia (SAC) y la Federación de Cafeteros (Fedecafe).


Las posiciones de los ganaderos y de los grupos industriales del agro no difieren mucho en lo que se refiere a la manera cómo el Estado debería trata a la insurgencia. Los presidentes de FEDEGAN, FEDECAFE y de la SAC opinaban que el Estado debía reforzar sus capacidades militares para obligar las guerrillas a negociar. Diferían, sin embargo, sobre las tácticas. Mientras que el presidente de la SAC apoyaba la estrategia Pastrana, el presidente de FEDEGAN era más crítico. ([38]) 


Pero antes de enfocar estos temas, es pertinente examinar una información de trasfondo al respecto. De acuerdo con FEDEGAN, de los 300.000 ganaderos que existían para finales de 1998, 41,689 pagaban impuestos ($1,500 anuales) a las guerrillas. ([39]) Se trata principalmente de grandes y medianos ganaderos, que tienen sus fincas en zonas de influencia guerrillera. ([40]) A cambio, las guerrillas les ofrecen protección contra los robos de ganado. Las guerrillas no pueden extender estos servicios de protección a los que están por fuera de su influencia directa, en donde también intentaron cobrar un impuesto de protección. Este segundo grupo de ganaderos y grandes terratenientes tiende a hacerse del lado de los grupos paramilitares de las fuerzas del Estado. 


Únicamente durante el año 1998, aproximadamente 472 ganaderos pagaron por secuestros una sumas equivalente a aproximadamente US $150,000 por persona. A esto se suman las pérdidas por el ganado retenido por las guerrillas o por el crimen. Las pérdidas totales de capital de los ganaderos son principalmente una transferencia de capital (bajo forma de impuestos, pago por secuestro, y confiscación de ganado) que se estimó a US $650 millones para el año 1998. ([41]) Lo anterior nos da una idea de algunos aspectos del conflicto de los ganaderos con las guerrillas y con su base social campesina. Las dos opciones principales de este sector han sido: o bien pagar renta de protección a las guerrillas, o constituir sus propios grupos paramilitares. Ellos han optado por la segunda salida. La opción paramilitar fue motivada por un análisis coste-beneficio en un intento por recuperar el terreno perdido a la insurgencia. A este respecto, tuvieron algunos éxitos en recuperar territorios de manos de las guerrillas (a un costo humano supremamente alto para las guerrillas y para su base de apoyo campesina), reduciendo así la transferencia de rentas, o por lo menos ahorrando algo, ya que tienen que financiar a los paramilitares. Segundo, los grupos paramilitares han logrado salvaguardar sus disputados derechos a la propiedad y poder político. 


En este esfuerzo los grandes terratenientes y ganaderos recibieron ayuda de la narcoburguesía emergente, la cual les ayudó a convertir el paramilitarismo en una opción viable y económicamente sostenible, Debemos tener presente que los narcotraficantes prefieren invertir en tierras, fincas, y centros recreativos en zonas rurales. ([42]) La finca raíz ha sido un mecanismo efectivo de lavado de dinero: 4,4 millones de hectáreas, por un valor estimado de US $2,400 millones, han pasado a manos de los narcotraficantes. ([43]) Las sucursales locales de FEDEGAN en el Magdalena Medio, Cesar, Bolívar, Santander y Córdoba, entre otros, están fuertemente infiltradas por los narcotraficantes. Esto se traduce en mayores ingresos para los grupos paramilitares en su calidad de "estabilizadores" de los derechos de propiedad, minimizando la transferencia de renta a los colonos y a las guerrillas. ([44]) 


Los US $650 millones de dólares perdidos (transferidos) anualmente por los ganaderos no han alterado la posición de este sector por un número de razones. Estas razones son importantes para mi evaluación de las perspectivas de paz si este sector decide oponerse a ella. ([45]) Primero, los ganaderos, al igual que los grandes terratenientes, son quienes más tienen que perder de la integración económica de Colombia a los mercados mundiales. Así, su transferencia de rentas a las guerrillas está vinculada con un proceso más amplio de transformación económica, propulsado por la apertura económica que se inició en los años 1990. En este contexto, podemos comprender a estos sectores que vislumbran una creciente inseguridad en vista del plan de paz del presidente Pastrana, apoyado por los conglomerados. Lo que temen es que se esté diseñando, a sus expensas, un proceso histórico: la reforma agraria. 


Bajo esa perspectiva, podemos entender mejor la preocupación de Visbal según la cual "peace at our expense is no peace." Esta declaración demuestra la inseguridad de este sector, así como la tensión que existe entre los ganaderos y los conglomerados. Visbal continuó: "why are the monopo​lies [the conglomerates] planning a land reform. Why don't they envis​age a plan to redistribute Avianca, or Banco de Bogota [both owned by the conglomerates]." ([46]) De esa manera, el apoyo de los ganaderos a los grupos paramilitares no sólo responde a intereses inmediatos (asegurar sus rentas y propiedades) sino que también está ligado a la renegociación de su posición dentro de las estructuras económicas del país en una economía más globalizada. Este sector, así como el sector de la industria del agro (con pocas excepciones, tales como los exportadores de flores, banano y café) se vio afectado de manera negativa por la política de mercados abiertos, y ellos de hecho estaban a favor de proteger sus productos y que el proceso fuese gradual, lo que les permitiría ajustarse ([47]). Lo que contribuye a agravar su situación, es que ambos sectores sienten que ellos no cosecharon beneficios económicos de la apertura económica de los años 1990. Además ahora tienen que contentarse con la perspectiva de un compromiso histórico a sus expensas entre el Estado, los conglomerados, y las guerrillas con bases campesinas ([48]). 


Finalmente, es importante anotar que las propiedades de los ganaderos y de los grandes terratenientes se están valorizando, en particular porque la mayoría de sus tierras están concentradas en puntos comerciales centrales (Bolívar, Magdalena medio, Córdoba, Cesar, Antioquia, y Risaralda, para mencionar tan sólo algunos). De esta manera, la cesión de partes de estas propiedades a los campesinos sin tierra comporta unas concesiones cuyo monto es aún difícil de calcular. No obstante, lo pertinente para el presente estudio es poner de relieve que la predominancia económica de los conglomerados, dado su poder internacional y doméstico, no se traduce automáticamente en hegemonía política. Los ganaderos y grandes terratenientes están posicionados para resistir y esta postura cuenta con el apoyo de sectores de los militares, militares en retiro con tierra, y las fuerzas conservadoras políticas, tales como la que encabezan Álvaro Uribe Vélez (el ex gobernador de Antioquia), Harold Bedoya (ex-comandante general de las Fuerzas Armadas) y sectores del narcotráfico y del paramilitarismo. 


La propiedad de la tierra sigue siendo uno de los obstáculos mayores, al igual que hace casi 80 años, ya que la tenencia de la tierra es todavía una fuente de riqueza, aun con los cambios en la economía política global. El cambio, en esta nueva fase del capitalismo, es que una buena parte del capital se podría constituir y acumular sin apropiación directa de la plusvalía del trabajo campesino. Se podría hacer más bien a través de la especulación en tierras y su valorización (un aspecto integral del capitalismo rentista), con el impulso adicional que brinda una economía más globalizada. Sin embargo, la clase terrateniente aun constituye una parte integral del capital, o, como lo sostenía Karl Marx, es una parte del trabajo social objectivizado. "In the sense that capital for the capitalist is a perpetual pumping machine for surplus labour, land for the land owner is a permanent magnet for attracting a part of the surplus-value pumped out of capital ". ([49]) Entonces la pregunta es, si el análisis que hizo Marx hace 140 años sobre la renta de tierra como parte de la formación de capital y como generador de conflictos de clase, sigue siendo pertinente dentro de una economía globalizada. Es posible que la definición de la actual economía política del conflicto por la tierra en Colombia nos ayude para encontrar una respuesta. 


Con el fin de elucidar, en Colombia el aumento esperado por concepto de rentas y valor de la tierra aumenta los intereses en el conflicto, y también complica su posible resolución. En ese sentido es importante mencionar algunos de los proyectos del Estado que están desencadenando una espiral de especulación con el valor de la tierra (y conflicto) en las zonas en las cuales se desarrollarán, como son:

el canal seco Atlántico Pacífico (Atrato-Truandó)

 y sus interconexiones con los ferrocarriles Medellín-Buenaventura y con las carreteras que unen el pacífico con Medellín y Pereira;

la autopista Urabá-Maracaibo (Venezuela);

la conexión fluvial Orinoco-río Meta-Buenaventura;

la conexión fluvial río la Plata-Amazonas-Napo-Putumayo​-Tumaco, con puertos en Puerto Asís;

el sistema de autopistas del Magdalena Medio y otros proyectos de envergadura;


Estos sistemas viales y de comunicación que conectan los mercados locales colombianos con los de Ecuador, Venezuela, Perú y Panamá formarán las venas a través de las cuales se expandirá y se consolidará la globalización. De esta manera, el conflicto por la tierra y los derechos de propiedad no son un remanente del modo precapitalista de producción, sino que más bien se constituyen en formas de captar los puntos neurálgicos de la economía del futuro. En ese sentido, las tierras estratégicas en las que se encuentran pozos petroleros, minas de carbón, esmeraldas, plata, cobre y oro, como lo hemos discutido en el capítulo 5, forman parte de este diagrama de conflicto por la tierra, en el cual los terratenientes están tratando de expandir y consolidar sus derechos de propiedad con la protección y la ayuda de los grupos paramilitares y de los militares. ([50]) Como resultado de esta realidad, en menos de una década, casi 1,7 millones de personas, en su mayoría campesinos, han sido desplazados de tierras localizadas principalmente en estas áreas.


El estrato de la agroindustria, representado por la SAC, sigue siendo políticamente conservador en su orientación ideológica aunque sus empresas estén más integradas con los mercados globales que las de FEDEGAN -en particular los principales negocios de exportación de la SAC, como flores, banano, aceite de palma y azúcar. Eso se atribuye al peso de las industrias del banano, la palma y el azúcar, todas ellas con nexos con grupos políticos de derecha, los militares y los grupos paramilitares. ([51]) Hay que tener en mente que la mayoría de estas empresas están localizadas en zonas de conflicto por la tierra y de presencia militar guerrillera, tales como Urabá, Cauca, Cesar, Bolívar, Sucre y Magdalena Medio. 


Pocos meses después de mi entrevista con Jesús Bejarano, la junta directiva de la SAC lo obligó a resignar a la presidencia debido a su posición irreconciliable hacía la estrategia de paz de Pastrana. Bejarano, a diferencia de la junta directiva, apoyaba el proceso. Fue remplazado por Fernando Devis, que representa uno de los sectores más conservadores de la SAC, las plantaciones de banano de Urabá (presidente de Augura), que se opone a la iniciativa de paz de Pastrana. ([52]) La posición política de Fernando Devis se acercaba más a la de FEDEGAN que la de Bejarano. ([53]) 


El café constituyó en una época el pilar de la economía. En 1996, la producción de café contribuyó aproximadamente con 3% del PIB, y 16,2% de las exportaciones totales del país. En la economía agraria, la producción cafetera era un 10% del PIB rural. ([54]) El peso decreciente del café en la economía colombiana ha dejado al estrato cafetero de la elite rural con menos peso político. El declive de las fortunas exportadoras de café ha sido un proceso de tres décadas. Jorge Cárdenas, presidente de FEDECAFE, explicó elocuentemente este proceso y sus implicaciones más amplias para los grandes cafeteros: "declining size of coffee in the economy has reduced the coffee elite political role in general and diminished its capacity in influencing public policy." ([55]). Cárdenas añadió: "Other sectors, such as the financial and industrial, have in contrast gained more power and political leverage in the 1980s and 1990s." ([56]). Cárdenas también enfatizó el papel de los Cacaos y su mayor "acceso" al presidente de la República. 


A otro nivel, y en contraste con otros sectores de la elite agraria, los principales centros de producción cafetera se mantuvieron relativamente al margen de los conflictos por la tierra, y por consiguiente de las actividades militares y de los impuestos de las guerrillas hasta los años 1990. En las zonas cafeteras, los derechos de propiedad estaban más consolidados y estables que en las áreas de colonización. Sin embargo, la creciente presencia guerrillera en el Eje Cafetero coincidió con la creciente crisis de los pequeños productores de café, el aumento de las tasas de desempleo, y con la estrategia de expansión político-militar de la insurgencia. Esos cambios acercaron a los cafeteros a sus contrapartes —los ganaderos y los industriales del agro— afectados ellos también de manera negativa por el expansionismo de las guerrillas. 


A nivel ideológico-político, el presidente de FEDECAFE compartía con el resto de la elite agraria de la SAC y FEDEGAN, bases ideológicas comunes tales como su apoyo a un "ejército fuerte" y a una "solución militar al conflicto". ([57]) Esa afinidad ideológica entre los tres grupos más importantes que representan los intereses de la elite agraria es otro de los obstáculos que enfrenta la constitución de una hegemonía. Por eso es razonable concluir que el éxito de los Cacaos y de sus aliados en aportar una solución negociada a la guerra dependerá de un compromiso que no ignore los intereses de los principales sectores de la elite agraria, y que brinde a los campesinos los medios económicos para subsistir en la e-economía global.

HEGEMONÍA Y CONTRAHEGEMONÍA:

INCENTIVOS Y DESINCENTIVOS DE LAS GUERRILLAS


Para 1999, las guerrillas habían llegado al punto en el que los beneficios por la aplicación de la violencia como medio para obtener ganancias políticas se estaban viendo reducidos. La utilidad marginal de la lucha armada ha alcanzado sus límites debido al creciente poder de los grupos paramilitares y al aumento de la participación militar de los Estados Unidos en el conflicto, lo que hace que la continuación de la guerra sea más costosa. El apoyo militar de los Estados Unidos a Colombia pasó de US $66 millones en 1996 a US $287 millones en 1998, y rebotó a US $860 millones —de un paquete de US $1.300 millones— en el año 2000. ([58]) Ese incremento notable en la asistencia militar estadounidense esta aprestado para exacerbar la guerra civil, aumentando los costes de su continuación. 


Aunque la correlación de bajas mejoró a favor de la guerrilla en los años 1990, como lo demostramos en el capítulo 3, la base campesina de las guerrillas ha sufrido tremendas pérdidas en las masacres cometidas por las Fuerzas Armadas y los grupos paramilitares. ([59]) Pueblos enteros están siendo destruidos en áreas estratégicas para impedir el refugio a las guerrillas, y bloquear su acceso a fuentes de reclutamiento y de información sobre los movimientos y los recursos económicos del enemigo. Estas pérdidas son consideraciones importantes que tendrán repercusiones significativas sobre la decisión de las guerrillas de buscar un arreglo negociado. 


A otro nivel, en las últimas dos décadas, las FARC y el ELN han constituido unas fuerzas de combate formidables pero actualmente están enfrentando los costes de mantener esta dinámica dada la reducción de los recursos a su disposición. El potencial de extracción de recursos de la narcoburguesía y sus redes (intermediarios comerciales), de los ganaderos, terratenientes y otros grupos de negociantes se está viendo disminuido a raíz del auge de poderosas organizaciones paramilitares cuya razón de ser es la defensa de estos sectores. A este respecto, los paramilitares han tenido éxito en la reducción del número de potenciales "contribuyentes" a las guerrillas, negándoles de esta manera unos ingresos críticos para mantener el impulso de su crecimiento y compensar los crecientes costes del conflicto. 


La exigencia de "impuestos revolucionarios" a las clases medias y altas también se les está volviendo costosa pues afecta el prestigio de las guerrillas y su llamamiento político dentro de estos sectores, así como entre las fuerzas progresivas. ([60]) Lo que más se ha criticado ha sido su modalidad de secuestro por dinero; el secuestro aporta entre el 20% y 30% de los ingresos anuales de las FARC y el ELN. ([61]) Los costes políticos del secuestro pesan más que sus beneficios económicos, en particular ya que este método está siendo cada vez más criticado por los grupos de derechos humanos y las organizaciones internacionales, lo que hace que la posición de las guerrillas sea aún más difícil de defender. ([62]) 


A otro nivel, la guerrilla, como proyecto revolucionario, enfrenta la enorme labor de socializar y educar políticamente a sus reclutas en un entorno cada vez más cargado con los efectos ideológicos del consumismo y de ganancias inmediatas, que un desertor puede obtener sencillamente pasándose al campo opuesto. Ya que las guerrillas condenan a muerte a los que desean abandonar sus filas, estos individuos se ven obligados a desertar, y cuando lo hacen, o bien se pueden unir a las fuerzas gubernamentales como informantes o como guías, o sumarse a los grupos paramilitares. El gobierno no ofrece a los desertores otra opción que su reciclaje como actores del Sistema de Guerra. 


Las AUC se están convirtiendo en un imán para los que quieren desertar pues ofrecen protección y mejores salarios que las guerrillas o el ejército. De acuerdo con Felipe Torres, comandante del ELN, las guerrillas no ofrecen salarios a los combatientes sino más bien compensaciones "irregulares" para ayudar a sus familias. Las FARC y el ELN ofrecen aproximadamente US $90 dólares mensuales (a una tasa de cambio de 2.000 pesos por dólar), mientras que el ejército paramilitar es un ejército a sueldo, que ofrece salarios más altos que el salario mínimo de un trabajador en el sector industrial (US $150). Los sueldos de las AUC oscilan entre US $250 y US $1.000, dependiendo del rango, y los combatientes reciben una prima de US $10 por cada "guerrillero" muerto. ([63]) Es obvio que los mejores salarios propuestos por los paramilitares aumentan los incentivos a la deserción. De hecho, los paramilitares en su propaganda ofrecen a los desertores potenciales salarios más altos (entre US $500 y US $1.500 dependiendo del rango) que los que reciben los soldados paramilitares regulares de las AUC. 


De acuerdo con fuentes de inteligencia militar, entre 1997 y 1999, las deserciones en la guerrilla aumentaron en un 47%. Si esta cifra es acertada, entonces es un factor importante a tener en cuenta en la discusión de los incentivos y desincentivos de las guerrillas para una resolución pacífica del conflicto. Es razonable argumentar que la crisis económica del país está también afectando los incentivos a la deserción de algunos de los miembros de las guerrillas, que se encuentran obligados a contribuir a los bajos y decrecientes ingresos de sus familias. ([64]) Más aún, la deserción en este contexto se convierte en una función de la crisis económica y de la disponibilidad de protección y de mejores sueldos. Los paramilitares ofrecen ambas cosas. 


Si evaluamos el balance militar a comienzos del año 2000, no cabe duda que el eje paramilitar-militar ha, como mínimo, frenado los avances y la consolidación de la autoridad guerrillera en regiones tales como el Sur de Bolívar, Norte de Santander (región de Catatumbo), Putumayo, Casanare, Cesar, Urabá y Chocó. De acuerdo con fuentes militares, entre noviembre de 1998 y octubre de 1999, las FARC perdieron 775 combatientes. Si esta cifra es acertada, es una de las cifras más altas desde el nacimiento de las FARC en 1964. ([65]) Los grupos paramilitares han hecho incursiones militares en regiones que durante años fueron refugios guerrilleros. El Sur del Bolívar, Putumayo y Catatumbo son ejemplos que vienen al caso. Estas regiones son importantes para fines militares estratégicos (tráfico de armas para las guerrillas desde Venezuela, Ecuador y Perú) y para la extracción de impuestos a los comerciantes de oro y narcotraficantes. 


Lo anterior describe las circunstancias globales que condicionan a las guerrillas y que, por consiguiente, moldean sus incentivos para buscar una salida pacífica al conflicto armado. De acuerdo con estas condiciones, se observa que los activos económicos, políticos y militares acumulados durante el cómodo impasse de los años 1980 y 1990 están siendo progresivamente erosionados por un conflicto que se está agudizando, dejando a las guerrillas con la opción de negociar ahora o de esperar, con el riesgo de padecer serias pérdidas. En mi opinión, las guerrillas colombianas tienen la oportunidad histórica de renegociar la reintegración de los cultivadores de coca en la economía capitalista internacional "legal", teniendo entre sus manos dos cartas de negociación importantes: las armas y los cultivos a usos ilícitos. Sobra decir que las guerrillas están capitalizando estos dos aspectos; también se están dando cuenta de que la situación actual es la mejor posible, y que lo más probable es que no mejore en el futuro. ([66]) Eso puede explicar por qué las FARC propusieron su “Plataforma
de 10 Puntos para la Reconstrucción y la Reconciliación Nacional” y estaban asimismo deseosas de apoyar la candidatura de Pastrana, quien basó su campaña presidencial en una plataforma de paz. La paradoja es que tanto las FARC como los conglomerados apoyaron a Pastrana. Esta coincidencia de intereses políticos apoya mi argumento central que la guerrilla, así como importantes sectores de la clase dominante y de la elite política, se están dando cuenta que los costes (políticos, económicos y sociales) del Sistema de Guerra se han vuelto insostenibles para finales de los años 1990. ([67]) 


Más aún, los cultivos a usos ilícitos, que permitieron a los colonos y a los campesinos pobres y pequeños subsistir durante las últimas tres décadas a pesar del desarrollo capitalista aunado a un proceso violento de concentración de la tierra, también constituyen una flecha importante en el arco de la guerrilla. La insurgencia puede finalmente ayudar a definir un "camino campesino" de desarrollo luego del fracaso de la ANUC en los años 1970 ([68]). De acuerdo con Leon Zamosc, el Camino campesino se "characterized by the distribution of land among large numbers of smallholders, which leads to peasant farming based upon family labor." ([69]). 


Me atreveré a formular la hipótesis que en Colombia, en contraste con Nicaragua y El Salvador, el modelo neoliberal será probablemente limitado y el sistema político se volverá más influyente. En este contexto, viene al caso invocar a Jeffery Paige, quien argumenta que en los años 1980, América Central encontró una nueva ruta hacia la transición democrática a través de una revolución socialista desde abajo. En el espíritu de Barrington Moore, Paige argumenta que el rompimiento del poder de los terratenientes era necesario para que triunfara la democracia. A diferencia de Moore, Paige argumenta que la burguesía agroindustrial no podía desarrollar esa labor por sí misma: ella y los terratenientes eran dos facciones de la misma elite. ([70]) Las acciones de la izquierda armada en El Salvador y Nicaragua fueron necesarias para romper las alianzas y debilitar el poder de los terratenientes. Sin embargo, Paige concluye que la ironía es que el desenlace de sus esfuerzos fue el triunfo de de la burguesía agroindustrial y del neoliberalismo. ¿Cómo se aplican esas conclusiones teóricas de Paige y Barrington en el caso de Colombia? 


La tesis de Moore, basada en su estudio de las revoluciones campesinas en Francia en el siglo XVIII y en Rusia y China en el siglo XX, se aplica en buena medida a Colombia. El sostiene que "un movimiento revolucionario tiene más probabilidades de desarrollarse y volverse una amenaza seria adonde la aristocracia terrateniente es incapaz de desarrollar un poderoso impulso comercial dentro de sus propios rangos. En este caso es posible que deje como secuela una sociedad campesina maltrecha pero intacta, con la cual tiene pocos nexos. Entretanto es probable que mantenga su estilo de vida en un mundo cambiante, mediante la extracción de una mayor plusvalía del campesinado." (N.T.: ver versión en inglés
 en pie de página No. 1 pues Moore seguramente está ya traducido al español) ([71]) La única discrepancia con la tesis de Moore es que en las últimas cuatro décadas, la economía agraria de Colombia se ha visto reconvertida a un tipo de transformación capitalista basado más en la especulación con la tierra (capitalismo rentista) que en la productividad; este proceso ha sido propulsado por la ganadería intensiva, la extracción de hidrocarburos, y la economía de las drogas ilícitas, creando dentro de la clase terrateniente un sector importante que, mientras extrae plusvalía del campesinado en una región, también busca tomarse aquella tierras de los campesinos (en zonas económicamente estratégicas) cuyo valor es decidido por los mercados globales y no con base en la productividad. ([72]) 


Los esfuerzos de esta nueva facción de la burguesía terrateniente para capturar las mejores tierras, sin embargo, se han enfrentado la resistencia campesina, cuya base social y económica ha sido damnificada por la transformación capitalista, pero no tanto como para imposibilitar su capacidad de producir respuestas organizadas. ([73]) Los nuevos especuladores en tierras (narcoburguesía y otros individuos pudientes), los industriales del agro, los terratenientes tradicionales y los ganaderos son facciones de la misma clase social, y sus intereses políticos (en particular los de quienes tienen tierras y negocios en zonas de actividad y de influencia guerrillera) coinciden en su negativa a ceder ante las exigencias sociales del campesinado y de las guerrillas. Lo que es más, los especuladores en tierra, al igual que la facción terrateniente tradicional, han preferido servirse de la violencia como mecanismo de control político y de concentración de la tierra pues la especulación de tierra y la renta de finca raíz siguen siendo su principal fuente de acumulación de riqueza. Dada esta modalidad, el cambio en la configuración de clase de la elite terrateniente no conllevó a alteraciones políticas de su comportamiento como colectividad. Las actuaciones de la elite terrateniente, con algunas excepciones, siguió ideológicamente alineadas con las fuerzas políticas conservadoras, los militares, y los grupos paramilitares, quienes han sido decisivos en la creación y mantenimiento del Sistema de Guerra como mecanismo efectivo, a nivel de costes, para defender sus intereses. 


Al igual que en Nicaragua y El Salvador, las guerrillas colombianas han ayudado de manera incremental al desmantelamiento del control conservador de la clase terrateniente sobre el sistema político, dando de esta manera a otros sectores de la burguesía, cuya visión global e intereses de clase no están atados a la renta o a la especulación en tierra, una oportunidad histórica para romper y buscar una alternativa institucional al Sistema de Guerra ([74]). A comienzos de 2001, el Sistema de Guerra se ha convertido en una "labor que requiere mantenimiento experto” (high-maintenance job) debido a sus costes y a la urgencia que impulsa la integración económica global. Por otra parte, los cambios institucionales requeridos (tales como garantizar los derechos a la propiedad), no pueden ser satisfechos en un entorno violento. La violencia, por lo tanto, ha agotado su utilidad, o por lo menos así parece. 


Aunque la violencia se haya agotado como mecanismo de resolución del conflicto, esto no se traduce automáticamente en la construcción de un nuevo sistema político con instituciones eficaces que puedan arbitrar y resolver los conflictos sociales. La construcción de un nuevo sistema e instituciones en Colombia dependerá de la colaboración de clase entre campesinado y burguesía; y de su capacidad para diseñar un acuerdo que pueda consolidar la autoridad y la legitimidad del Estado. Más aún, el éxito de esta colaboración entre clases también depende de la incorporación de los terratenientes (incluso los narcotraficantes), que están debilitados y fracturados en términos de su organización, mas no vencidos. Estos últimos tienen a su favor la inercia del Sistema de Guerra y los intereses de los múltiples grupos sociales (tales como las milicias urbanas, algunos sectores de los militares, y el crimen organizado). Por esta razón, la firma de un acuerdo de paz no significa automáticamente el desmantelamiento del Sistema de Guerra. ([75]) Más bien, pueden ser necesarios unos cuantos años para reducir los niveles de violencia a la par de los niveles internacionales. No obstante, estos son los contornos de un arreglo posible bajo el actual equilibrio de poder; configuración de clase; y condiciones internacionales. 

LA HEGEMONÍA VERSUS EL SISTEMA DE GUERRA


Para recapitular, una hegemonía exitosa depende de una adecuada mezcla de coerción y persuasión, como observó Gramsci. La adaptación a los nuevos métodos de trabajo no se logra únicamente a través de la coerción; el aparato coercitivo que requeriría el Estado para este fin seguramente resultaría más costoso que aumentar los salarios. La clave es combinar la coerción con la persuasión en formas ajustadas a la sociedad en cuestión ([76]). Dentro de esta línea de pensamiento, la supervivencia política de las democracias depende de un equilibrio adecuado entre la coerción y la persuasión; combinación que debe tener en cuenta las divisiones de clase, étnicas, regionales y de género. En Colombia, los conglomerados de negocios, como mencionábamos, se están cuestionando si el precio de la coerción —o sea los costes de mantener el Sistema de Guerra como mecanismo de resolución de conflicto— no se están volviendo más onerosos que lo que costaría aumentar las retribuciones, es decir, mas caros que los costes de una reforma agraria y una distribución más equitativa de los ingresos y del poder político. ([77]) En otras palabras, algunos sectores de la clase dominante están contemplando el desmantelamiento de la hegemonía por omisión —el Sistema de Guerra— y la reconstrucción en su lugar de una "hegemonía más incluyente" mediante la persuasión de las guerrillas y sus bases campesinas otorgándoles alguna concesión, como precio para que acepten los nuevos fundamentos de su autoridad y la estabilización de los derechos a la propiedad. El precio de mantener el Sistema de Guerra ha llegado a ser demasiado alto, y no es rentable si se compara con las oportunidades que puede brindar la paz a importantes sectores de la clase dominante. La estabilización de los derechos de propiedad y la reducción de los costes de transacción —elementos primordiales para el avance del capitalismo— no se pueden lograr bajo un Sistema de Guerra que desestabiliza los primeros y aumenta los costes de los segundos. ([78]) 

ALGUNAS ACOTACIONES FINALES


Los capítulos anteriores han encontrado que las tres causas principales que llevan a la formación y a la consolidación del Sistema de Guerra están presentes en Colombia. El Capítulo 2 muestra que los fracasos de las instituciones del Estado en la mediación, arbitraje y conciliación de los antagonismos sociales que resultan de la lucha por la tierra desde comienzos del siglo XX, sentaron las bases para la evolución subsiguiente del Sistema de Guerra. La primera condición fue complementada por la capacidades de los actores sociales antagónicos —campesinos y grandes terratenientes— para ajustarse a las condiciones de un conflicto violento que les convenía más que un status ante. He mostrado también que los militares, las guerrillas, y el crimen organizado (en su calidad de representantes y mutaciones del conflicto entre campesinos y terratenientes) han acumulado invariablemente activos políticos y económicos (una economía política positiva) que no hubiese sido posible obtener antes de la iniciación de las hostilidades o en el marco de un conflicto de alta intensidad. 


Uno de mis principales hallazgos en esta investigación, es que la prolongación de la guerra civil en Colombia, durante casi 40 años, no se puede entender sin explorar la interconexión entre sus principales actores —el Estado, las guerrillas y el crimen organizado— ni sin evaluar variables tales como las contingencias, estructuras sociales, y entidades que moldean los entornos de los actores y que, a su turno, afectan su comportamiento. La suma total de todas esas variables es el Sistema de Guerra, que exhibe propiedades que son diferentes de las de sus partes. El Sistema de Guerra es un desenlace del comportamiento de sus actores, y no es necesariamente su meta óptima ya que la elección óptima de las guerrillas y del Estado es prevalecer por encima del otro y establecer su hegemonía. Sin embargo, como el equilibrio de poder no permitió que esto sucediese, los actores ajustaron sus metas y estrategias. 


Un ejemplo de desenlace no intencionado es el que resulta del apoyo —o indecisión— de las guerrillas frente a la reconversión de los colonos y de los campesinos pobres a cultivos a usos ilícitos y que dio entrada a nuevos actores al conflicto: los grupos paramilitares de los narcotraficantes
. La narcoeconomía brindó a las guerrillas riesgos y oportunidades. Uno de los riesgos era la posible generación de un nuevo actor social con intereses de clase y políticos diametralmente opuestos a los suyos. Los cultivos a uso ilícito brindaron a la guerrilla una oportunidad para incrementar sus recursos financieros mediante el cobro de gramaje a los narcotraficantes. Por el lado del Estado, la narcoeconomía también ofreció riesgos y oportunidades. Los riesgos eran la posible erosión de la autoridad del Estado; la corrupción de sus instituciones; y la amenaza de una enérgica reacción en el ámbito internacional. Otra oportunidad era la de contar con los narcotraficantes como aliado en la lucha contrainsurgente del Estado. Los narcotraficantes constituyeron una fuente valiosa de una muy necesitada liquidez en los mercados financieros, por lo menos de forma temporal, antes de ejercer presiones inflacionarias en los años 1990 ([79]). Los efectos de las acciones de las guerrillas y del Estado frente al narcotráfico generaron un desenlace no previsto, el paso de un conflicto de baja intensidad a uno de alta intensidad, causando una erosión en la economía política positiva que habían acumulado los actores anteriormente. ([80]) 


Sin embargo, la pregunta central que requiere una respuesta es si el Sistema de Guerra es una consecuencia imprevista del comportamiento de los actores. La respuesta es positiva, pero sólo en parte. Los actores respondieron a un equilibrio de fuerzas por fuera de su control pues refleja una relación de poder con un adversario y, por consiguiente, los actores desarrollaron estrategias alternativas que les ayudaron a acomodarse y capitalizar el balance de fuerzas prevaleciente. Los militares, por ejemplo, desarrollaron una estrategia militar de contención en lugar de buscar la eliminación de la amenaza guerrillera, y los grupos guerrilleros decidieron consolidar su poder político en el ámbito local y municipal, en vez de buscar una victoria militar abierta. En este sentido, las unidades fundamentales de análisis social —estructura y agenciamiento— están incorporadas en el análisis del Sistema de Guerra. 


En análisis de sistemas, como argumenta Jervis, no se pueden sacar inferencias a partir de los deseos o expectativas de los actores y viceversa pues, como los actores buscan ventajas y tratan de desarrollar una mejor estrategia que su contrincante, algunos de ellos, si no todos, deben quedar sorprendidos. La razón más obvia es la competencia, y considerando que mi preocupación principal es el sistema de violencia que se construye a lo largo de una guerra civil, la competencia tiene aún más peso en la determinación de la estabilidad de un sistema inherentemente inestable. El Estado, las guerrillas y el crimen organizado compiten de manera violenta por controlar el mercado de las rentas por protección extorsionista. Eso es porque quienquiera que capte la tajada más grande de los dineros por concepto de protección, tendrá mayores recursos para invertir en sus capacidades de guerra o de construcción estatal. La competencia se está llevando a cabo dentro de un contexto de un sistema anárquico sin regulación; si la competencia estuviese regulada, esto podría conllevar o bien a la partición del país (de facto o de jure) o al diseño de una fórmula para compartir el poder, convirtiendo el Sistema de Guerra en un sistema de paz. 


La competencia de los actores por los recursos, entonces, es una de las principales fuentes de inestabilidad del Sistema de Guerra. En términos de la teoría de juegos, los actores del Sistema de Guerra colombiano están principalmente involucrados en un "dilema del prisionero" en el cual la deserción más que la cooperación ha sido el principio que rige el comportamiento de los actores. Desde mediados de los años 1990, las estrategias militares agresivas y no cooperativas de los actores en el Sistema de Guerra colombiano (en particular las estrategias de los grupos narcoparamilitares) afectaron de manera negativa el cómodo impasse y el entorno del sistema: es decir, afectaron el rendimiento económico del país, los intereses de clase de importantes sectores de la clase dominante, y las vidas de la mayoría de las clases subordinadas, en particular los campesinos. ([81]) 


Si mi análisis es válido, entonces la guerra civil colombiana seguramente seguirá el camino libanés, como plantearemos en el siguiente capítulo. En el Líbano, los costes exorbitantes de la guerra civil erosionaron una economía política positiva. Esto, en coincidencia con unas condiciones internacionales favorables, contribuyó a la firma de los Acuerdos de Taif en 1989 que pusieron fin a la guerra. (Véase capítulo 7). De manera semejante, en Colombia estamos viendo un incremento de los costes de la guerra civil y un efecto de contagio a Venezuela, Ecuador, Panamá, Perú y Brasil, lo que está conllevando a que estos países se preocupen e interesen más en la búsqueda de una solución pacífica al conflicto. En pocas palabras, el conflicto se está convirtiendo en un factor desestabilizante en la región y, debido al componente del narcotráfico, se está convirtiendo en un tema de preocupación internacional. Europa y Japón, con sus intereses vitales en la región, están mostrando más decididos a influir en la búsqueda de una salida negociada. Todo lo anterior demuestra que los elementos de un nuevo sistema (ojalá uno más pacífico) y sus fuerzas sociales están siendo fomentados por un Sistema de Guerra en descomposición. La pregunta es si los principales sectores sociales y políticos sabrán capitalizar la madurez del momento. O si la creciente intervención militar de los Estados Unidos propiciará nuevas condiciones para la prolongación de un Sistema de Guerra agonizante. 


La consecuencia más obvia de la política actual de Estados Unidos, de comprometer más recursos y personal para apoyar a los militares (US $1.300 millones de dólares, 80% para fines militares), es la de perturbar aún más el Sistema de Guerra, exacerbando la guerra civil. En efecto, la política estadounidense, impulsada por la "Guerra de las Drogas", puede diferir, si no es que descarrila y posterga, el colapso del Sistema de Guerra. Esto se debe a que este apoyo, principalmente militar, subsidia los costes de la guerra (que de otra manera las elites locales tendrían que pagar), y por consiguiente fortalece los sectores más conservadores de las clases dominantes, el ejército y la elite política, a expensas de otros sectores (tales como los conglomerados económicos) que creen que éste es el momento más oportuno para poner fin al conflicto. La negociación en medio del conflicto armado es un proceso complejo, en particular cuando se enfrenta oponentes formidables, como los que hemos mencionado. Lo que menos necesita este proceso es una intrusión del tamaño del que trae el apoyo militar estadounidense. Un mejor enfoque para Estados Unidos sería incentivar a las fuerzas beligerantes para que lleguen a un acuerdo negociado, extendiendo la zanahoria de su disponibilidad hacia el compromiso de recursos para desarrollo alternativo; suficientes recursos como para salvaguardar la subsistencia de los campesinos (comprometidos en cultivos a uso ilícito), en caso de llegarse a un acuerdo. 


A este respecto es instructivo subrayar el proyecto piloto que el Estado de Maryland está implantando para incentivar a los cultivadores de tabaco a sustituir sus cultivos comerciales tradicionales por fresas, flores de invernadero, y otros cultivos. Dentro del marco de este plan de desarrollo alternativo, durante una década, Maryland garantiza a los cultivadores, cuya elegibilidad depende del volumen de producción del granjero para el año 1998, unos ingresos que se calculan con base en el promedio de los precios recientes del mercado (un dólar por libra) durante los últimos tres años. Maryland también brindará el apoyo y la asistencia técnica requerida para posibilitar la transición y hacer que sea sostenible. ([82]) Yo creo que la ejecución de un proyecto similar en Colombia (y en Perú y Bolivia) podría ser más fructífero a largo plazo que el actual "enfoque militarista" que ha demostrado su futilidad y miopía en el pasado. Un programa de cultivos alternativos de tal índole podría ofrecer serios incentivos a las guerrillas y a los campesinos y también podría ser efectivo a nivel de costes para el Estado colombiano y el gobierno de los Estados Unidos en el largo plazo. Lo que es más importante, sin embargo, es que este tipo de plan le daría a quienes siembran cultivos a uso ilícito un ingreso garantizado sobre un período de diez años, lo que sería el equivalente de sus ganancias actuales; estabilizaría la economía campesina de subsistencia; y reduciría los conflictos sociales y políticos. Durante el período de diez años propuesto en el plan, los campesinos tendrán más tiempo para experimentar con otros cultivos; aprender sobre ellos; desarrollar nuevas estrategias de mercadeo; y obtener el soporte técnico necesario para un desarrollo sostenible con rostro más humano. 


Los planes alternativos implementados previamente en Bolivia, Perú y Colombia fracasaron porque estaban diseñados para el corto plazo y de manera ad hoc; sin ningún esfuerzo serio por considerar un proyecto a más largo plazo (digamos a diez años) lo que daría a los campesinos una mejor oportunidad para adquirir nuevas habilidades y pericia técnica, y para encontrar mercados estables. Es por eso que los ex-cultivadores de coca que han experimentado durante unos cuantos años (en promedio menos de cinco años) con café, cacao, arroz, palma africana y piña, han encontrado que sus ingresos no sólo eran muchos menores que los que obtenían con los cultivos de coca sino que además estos estaban empeorando debido a la caída de los precios en los mercados globales. Bajo estas circunstancias económicas precarias, algunos campesinos en Bolivia y Perú están volviendo a la coca a pesar de las acciones punitivas de sus Estados respectivos ya que los costes de los riesgos se están volviendo menores que la oportunidad que puede ofrecer la coca, con el incremento actual de los precios. ([83]) Finalmente, los costes del plan recomendado (proto-plan de Maryland) serían considerablemente inferiores a los 23.000 millones de dólares que el gobierno de los Estados Unidos y los gobiernos locales están gastando en aplicación de la "Guerra de las Drogas", sin contar los costes médicos de la adicción, la pérdida de capital social, los costes de la criminalidad y de las cárceles, y otros costes relacionados incurridos en una batalla con un enemigo imaginario y elusivo. ([84]) 


El siguiente y capítulo final de este libro cambia de ritmo al situar el Sistema de Guerra colombiano dentro de un contexto más amplio a partir del análisis de las experiencias de Italia, el Líbano y Angola, en un intento por captar los puntos centrales de la problemática de una violencia prolongada.

CAPÍTULO 7

LA GUERRA CIVIL COLOMBIANA DENTRO DE UNA PERSPECTIVA COMPARATIVA

En análisis comparativo, se emplea el método de acuerdos y diferencias mediante la identificación de similitudes en las variables dependientes asociadas con un desenlace común, tales como el Sistema de Guerra; y mediante la identificación de variables independientes que producen desenlaces diferentes, es decir, en las violencias política y criminal que no conllevan a sistemas de guerra. Este capítulo estudia tres casos diferentes: Italia, Líbano y Angola. Se escogió Italia porque, a pesar de lo violenta de su historia del s. XIX y comienzos del s. XX, no desarrolló un Sistema de Guerra. La meta aquí es explicar por qué este desenlace fue posible en Italia y no en el Líbano, Angola y Colombia. En el Líbano, la violencia se institucionalizó en un Sistema de Guerra que colapsó luego de un ciclo de 15 años. El Sistema de Guerra de Angola continúa tres décadas después de la guerra de independencia de Angola.


La mayor parte de la literatura sobre la violencia colombiana ha enfocado la particularidad histórica de sus luchas sectarias entre los partidos liberal y conservador. Esta interpretación se basa en la numerosas guerras civiles que estallaron en Colombia durante el s. XIX: 1830-31, 1839-42, 1851, 1854, 1860-62, 1876-77,1895-1902, y 34 rebeliones (según Malcom Deas). ([1]) Este capítulo discute algunos casos de violencia que demuestran que la vio​lencia política y criminal colombiana no es única si la observamos en términos comparativos, como sostiene Deas.

ITALIA: UN SISTEMA DE GUERRA ABORTADO


Italia en los siglos XIX y comienzos del XX sufría de los problemas tipicos de construcción estatal que aún afectan a la mayoría de la naciones del Sur en el s. XXI. La debilidad del Estado italiano, sus Mafias, y sicarios son bien conocidos por su mala fama. Esta fama da pie a análisis comparativos con Colombia, como el adelantado por Malcom Deas. Este ejercicio comparativo es importante a fin de disipar la noción de que los países están encerrados en sus propias historias y por lo tanto condenados a un ciclo perpetuo de violencia, como sugieren algunos estudios sobre la violencia. Concuerdo con la visión de Deas según la cual Colombia no era un país particularmente violento en el s. XIX de acuerdo con estándares regionales e internacionales. El caso de Italia es particularmente útil porque no cabe dentro del molde de análisis comparativos que limitan el ejercicio a, o bien esquemas regionales, o a un concepto global de subdesarrollo. En los siglos XIX y comienzos del XX, el Estado italiano era “débil” en el sentido de que la elite era incapaz de producir un hegemon, de acuerdo con los términos de Antonio Gramsci, y persuadir a sus súbditos a aceptar la lógica sobre la cual se basa el sistema político. La elite italiana de finales del s. XIX no cumplía aún con la condición más avanzada de hegemonía que Gram​sci denomina el "tercer momento" (Véase capítulo 3).


El estudio de John Davis sobre la Italia del s. XIX describe un Estado cuya debilidad se manifestaba en un sistema judicial ineficiente; una Policía corrupta y mal equipada; en grupos armados de vigilancia privada y paramili​tarismo. ([2]) Para finales del s. XIX, el desenlace era un alto nivel de vio​lencia cuyo número de víctimas ascendía a más de 4,000 homicidios anuales (16 veces mayor a la tasa de la Gran Bretaña), y más del 40% de todos los crímenes quedaban impunes. ([3]) En muchas partes del país la legitimidad del Estado era incierta. Muchos notables se sentían alienados; reprobaban las intenciones del Estado por principio; y obstruían a sus representantes. La influencia de dichos notables, sin embargo, se estaba viendo simultáneamente erosionada por cambios económicos. La impresión que se tenía era que, aun si dichos notables hubiesen constituido las bases de clase del nuevo Estado, habrían sido pilares endebles. ([4]) Cuando el débil Estado tomaba medidas represivas —como la ocupación militar de Milán (que desembocó en la muerte de 80 personas y 450 heridos) o medidas represivas bajo Crispi, inspiradas por la amenaza anarquista y que resultaron en la casi total eliminación de la oposición— la reacción suscitada obligaba al Estado a abandonar dichas medidas. ([5]) 


El aparato de la Policía italiana era corrupto; no disfrutaba de la confianza de las clases dominantes y aún menos de los grupos subordinados, el blanco principal de su represión. La debilidad del Estado nacía de la carencia de un hegemon que se desempeñase como grupo líder transcendiendo sus propios intereses corporativistas y proyectando una autoridad moral ampliamente aceptada por otras facciones de la clase dominante y los grupos subordinados. Para tal objetivo, la hegemonía requeriría aparatos políticos y judiciales eficaces y funcionales a fin de permitir la mediación, arbitraje y resolución de los conflictos sociales, evitando así el recurso a la salida violenta a los conflictos. Este es el trasfondo del florecimiento de la violencia política y no política en Italia.


Uno de los paralelismos más importantes con Colombia es el fracaso del liberalismo del Risorgimento italiano, especialmente en los años posteriores a 1878, para resolver el asunto agrario cuando éste alcanzó su máxima crisis. De hecho, la violencia política y criminal convergió en Sicilia y el Mezzogiorno debido al tipo de estructuras agrarias (grandes terratenientes ausentistas) y una débil presencia estatal. Los terratenientes sicilianos conformaban una fuerza compacta a la cual, según Davis, no era fácil resistirse, ni dividir, lo que dificultaba al Estado el arbitraje o solución de los conflictos con los campesinos. ([6]) Davis observó que una de las variables clave, además de las estructuras económicas que determinan las diferentes formas de violencia rural en Sicilia y el Mezzogiorno, fue la relativa debilidad del Estado.([7]) Con creciente frecuencia, los grande terratenientes dependían de los paramilitares de la Mafia para ejercer el control social y salvaguardar sus grandes extensiones de tierra. La revueltas campesinas y la violencia criminal se dio a causa de la relativa debilidad del Estado para resolver los conflictos sociales.


El Mafioso, según Anton Blok, era un empresario violento especializado en la mediación económica y política entre las clases sociales tradicionales, y entre el campo y el mundo exterior.([8]) El Mafioso desempeñaba un papel clave en el manejo de los procesos conflictivos y en la acomodación entre el Estado, la clase terrateniente, y los campesinos, en la medida en que monopolizaba los principales puntos de articulación políticos, coercitivos, y económicos entre el campo y los sistemas económicos y políticos más vastos. Por ende, la Mafia italiana del s. XIX jugaba el papel de mediador económico. La similitud más significativa entre los grupos paramilitares en Colombia y la Mafia en Italia (hasta 1922) está en la rela​ción que mantuvieron con las instituciones políticas y en poder que obtuvieron a partir de esa relación. 


En Italia, la unificación del país se basaba en la alianza táctica entre la burguesía industrial del Norte y la elite terrateniente del Sur; alianza que moldeó el sistema político hasta 1922 cuando llegaron los Fas​cistas al poder. Los términos de la alianza fueron la perpetuación del orden social y económico en el Sur; total libertad de acción para las elites dominantes a nivel local; y acceso a los recursos por parte de los diputados del Sur a cambio de un respaldo incondicional en el Parlamento a cualquier mayoría gubernamental, independientemente de su programa. Por consiguiente, el Estado delegó en las elites locales el poder para gobernar a nombre suyo y estos, a su turno, asumieron las funciones de mantenimiento del orden y estabilidad social en el campo. Como argumenta Judith Chubb, en ausencia de una autoridad del Estado central y de la mayoría de la clase terrateniente, (que en su mayor parte vivía en los centros urbanos), la elite local se convirtió en la otra cara de la Mafia o, como mínimo, en sus protectores. La Mafia también sirvió de agente armado del Estado en la represión de la oposición política. ([9]) Esto se observó entre 1943 y 1950 en Sicilia, un periodo marcado por revueltas campesinas y ocupaciones masivas de grandes ‘haciendas’, liderados por los partidos comunista y socialista que exigían una reforma agraria. Durante este periodo, la Mafia se alió en un comienzo con el Movimiento Separatista Siciliano (dominado por los grandes terratenientes que temían la creciente influencia de la Izquierda) y reclutó muchos bandidos del Movimiento Separatista para formar una fuerza contramilitar para hostigar a campesinos y partidos de izquierda. ([10]) La amenaza de un movimiento campesino en conjunto con de las crecientes tensiones nacidas de la Guerra Fría cementó los lazos entre los Demócratas Cristianos y la Mafia, ambos claramente anticomunistas. ([11])

Es interesante observar que la Mafia siciliana también colaboró con las Fuerzas Aliadas. Los servicios de inteligencia estadounidenses habían establecido con​tactos con los jefes de la Mafia estadounidense y, por su intermedio con sus contrapartes en Italia, para facilitar la invasión. Posteriormente, muchos Mafiosi fueron compensados con cargos políticos en las administraciones locales. A partir de 1947 se estaba bosquejando la Guerra Fría lo que conllevó a la expulsión de los grupos de izquierda del gobierno nacional. La tendencia derechista de la Democracia Cristiana (DC) persuadió a los terratenientes y a la Mafia —los abanderados del Movimiento Separatista— a cerrar filas en contra de la Izquierda. ([12]) Desde ese entonces, la Democracia Cristiana, por su parte, aumentó su dependencia de la Mafia a nivel local.


En 1950, se introdujo una reforma agraria bajo la cual el 20% de la tierra agrícola en Sicilia y dos terceras partes de la tierra ocupada por latifundios pasaron a manos de pequeños campesinos. Como resultado, la Mafia —en su calidad de guardián armado de las clases terratenientes y “el intermediario privilegiado” entre campesinos y la elite terrateniente— sufrió una transformación. ([13]) La Mafia se adaptó a las nuevas condiciones del mercado al interior de Sicilia y a nivel nacional e internacional constituyéndose en una fuerza formidable en una relación simbiótica con el Estado y sus instituciones. El sociólogo Pino Arlacchi, espe​cialista en crimen organizado, es quien mejor ha descrito este proceso de transformación. Él argumentaba que durante los años 1960 y 1970 "aprovechando las alteraciones en el clima económico e institucional de los años 1970, los Mafiosi de tipo gangster desarrollaron sus actividades económicas a un grado tan espectacular que hoy por hoy habría que incluirlas dentro de las empresas más poderosas.” Según añadió, "El Estado logró establecer un monopolio de la fuerza durante las dos décadas precedentes [1960 y 1970] así contribuyendo, al cerrarles cualquier otra alternativa, a la conversión de los Mafiosi a actividades criminales." Concluyó que se le ha permitido al Estado poner el repertorio complete de comportamientos violentos y agresivos, que tipifican el componente cotidiano del hombre de honor de los años 1930, al servicio de la acumulación de riquezas por medios ilegales y legales. ([14]) El resultado de esta compleja relación entre la Mafia y el Estado y de sus mutaciones, correspondientes a cambios políticos, sociales, culturales, y económicos fue una simbiosis en la cual la Mafia operaba como hegemon en el mercado del crimen controlando los niveles de crímenes violentos, complementando en buena parte las funciones del Estado. Esto puede explicar parcialmente la disminución en el número de homicidios relacionados con el crimen organizado desde los años 1950.


Otro factor importante que contribuyó a la reducción de la violencia fue la renuncia del Partido Comunista al uso de la violencia política como medio para tomarse el poder, y su aceptación de las reglas del juego político. Esta posición del PC le negó a grupos revolucionarios más pequeños, como las Brigadas Rojas con sus tácticas violentas, la oportunidad de convertirse en un verdadero reto a la hegemonía del Estado y de lograr un respaldo significativo entre las clases trabajadoras y los campesinos. Esto evidencia que los instrumentos de colaboración entre clases institucionalizados bajo el Estado Providente ampliaron la base social del Estado y consolidaron su posición hegemónica social. ([15]) De esta manera, la violencia en Italia no se arraigo tanto como en Colombia y no se convirtió en un Sistema de Guerra. La fuerza contrahegemónica opuesta al Estado (la Izquierda) no dispuso de la fuerza suficiente para constituirse en un verdadero oponente en términos político militares; y las clases dominantes y elites políticas lograron construir un nuevo consenso hegemónico que incluyó un modus vivendi con el crimen organizado. La amigable relación entre el Partido Social Demócrata, que dominó el escenario político durante la mayor parte del s. XX, y la Mafia apoya este argumento. ([16]) De hecho, algunos de los dirigentes más prominentes del Partido Demócrata Cristiano, incluso Giulio Andreotti, han tenido vínculos con el crimen organizado desde 1947. El estudio de Ernesto Savona sobre la Camera dei Deputati brinda evidencia de la manipulación por parte del crimen organizado del sistema de contratación publica y sus repercusiones sobre la asignación de recursos y política publicas. ([17]) El estudio Savona y el caso Andreotti son ejemplos de la simbiosis que surgió desde 1947 entre el crimen organizado y el Estado. ([18])
La previa historia violenta de Italia no moldeó su historia posterior a la Segunda Guerra Mundial, en parte porque el Partido Comunista italiano, la fuerza más importante de la Izquierda, abandonó las tácticas de lucha armada como medio para llegar al poder político, y en parte debido a la simbiosis Estado-Mafia. La tasa de homicidios registrada en Italia en 1994 de 4,7 por 100.000 figura entre las más bajas del mundo industrial. ([19]) Los enfrentamientos intermitentes den 1983 a 1993 entre la Mafia, la Policía italiana, y el establecimiento judicial no afectaron sus lazos con el establecimiento político. ([20]) Como se puede Véase por el estudio Savona de los contratos públicos, lo que cementó esta relación fueron intereses económicos y políticos comunes. Jefes de la Mafia con inmensos recursos a su disposición son capaces de financiar campañas políticas y suministrar el apoyo logístico a aspirantes políticos; y los políticos cosechan las ganancias económicas obvias de sus relaciones con la Mafia.


El ejercicio de la violencia de parte del crimen organizado ha sido selectivo, enfocado únicamente en contra de sus oponentes al interior de organizaciones estatales, en particular la rama judicial y la Policía. Adoptó la estrategia de garrote y zanahoria en los cuales la violencia sólo se utiliza como último recurso y en contra de servidores públicos que no colaboren; para eliminar la competencia en el mercado del crimen; y para asegurar la sumisión del mercado. Dicho esto, las tasas de criminalidad relativamente bajas de Italia a finales de los años 1990 atestiguan de la base social de apoyo al Estado y de la efectividad de la formula política de 1948 en la mitigación de crímenes violentos sin destruir la simbiosis con organizaciones criminales más “pacificadas” y globalizadas. Queda por verse cuándo y cómo la simbiosis entre la Mafia y el Estado se verá transformada o desmantelada, y si esto afectará los niveles de criminalidad violenta.

EL CICLO DEL SISTEMA DE GUERRA EN EL LÍBANO


Se pueden sacar paralelos históricos entre el Líbano, Colombia e Italia. En el Líbano del siglo XIX, estallaron varias revueltas campesinas y conflictos sectarios (1820, 1830, 1845, 1860) lideradas por patriarcas feudales. ([21]) Después de lograr su independencia en 1943, el gobierno del país se estableció sobre la base de un acuerdo consociacional que dividía el poder entre los líderes de las sectas (el equivalente funcional de Liberales y Conservadores en Colombia). La distribución del poder político se basaba en el censo de población de 1932 (único censo oficial desde esa época), en el cual la relación de musulmanes a cristianos era de 5:6. 


En 1975 la guerra civil comenzó en serio, en parte debido a la incapacidad de la estructura política consociacional del Estado de adaptarse a los cambios. El surgimiento de nuevas fuerzas sociales; la creciente polarización de clase, la desigual distribución de los ingresos, así como diferencias regionales, exacerbaron la necesidad apremiante de una representación política más igualitaria entre musulmanes y cristianos después del cambio demográfico a favor de los primeros. Otro catalizador importante fue el desbordamiento del conflicto Israelo-árabe, que repercutió en los conflictos domésticos del Líbano, en particular en su división sectaria. Israel y los Estados Unidos apoyaron los partidos políticos cristianos de derecha, y la entonces Unión soviética y algunos Estados árabes tomaron partido por la alianza musulmana de izquierda. 


En vísperas de la guerra civil de 1975, el Líbano tenía una elite política fragmentada y una sociedad polarizada a lo largo de traslapadas líneas políticas, de clase y sectarias. La base social del Estado se veía profundamente afectada por conflictos intraelite, y por el surgimiento de una fuerza contrahegemónica lo suficientemente fuerte como para desafiar la autoridad del Estado en la mayor parte del territorio nacional, con el apoyo de las guerrillas palestinas. La oposición armada logró establecer su control sobre amplias regiones del país y contaba con la fuerza requerida para prevalecer, de no haber sido por las condiciones regionales e internacionales que impidieron su abierta victoria militar. La intervención militar siria en 1976, con el apoyo de los Estados Unidos y el consentimiento de Israel, venció a la alianza entre palestinos e izquierda, e impidió que la izquierda se tomara los últimos bastiones del ejército del Estado y de sus aliados, las milicias de derecha. 


Estas condiciones internacionales y el consecutivo realineamiento de fuerzas precipitaron un impasse militar que duró más de quince años, durante los cuales las partes en conflicto efectivamente cambiaron en lo que se refiere a su liderazgo, composición de clase y programas políticos. Sin embargo lo más importante es que alcanzaron a ajustarse a unas condiciones de guerra de baja intensidad, y a establecer una economía política positiva en términos de las ganancias económicas y políticas que este impasse les permitió acumular. En contraste con Italia, la violencia en el Líbano evolucionó hacia un Sistema de Guerra bajo el cual la oposición armada logró sostener una guerra durante más de quince años. Esto es el caso en el Líbano, mas no en Italia ya que el Estado italiano logró trazar una base de colaboración política y de clase, que se manifestó como corporativismo bajo Mussolini, y que posteriormente se expandió bajo el Estado Providente de la Democracia Cristiana. En contraste, la elite política y las clases dominantes del Líbano fueron incapaces de rediseñar fórmulas políticas aceptables que pudieran servir de base para reconstruir la hegemonía. Así, la simple existencia de altos índices de violencia no es un indicador de que lo que está operando es un Sistema de Guerra. Lo que es más importante para los fines de este análisis es que es la violencia derivada de la crisis hegemónica del Estado, exacerbada por una oposición armada con credibilidad, lo que produce un impasse. 


Las partes en conflicto en el Líbano comenzaron adaptándose a una guerra de baja intensidad, interrumpida por estallidos ocasionales, lo que les permitió acumular activos políticos, económicos y culturales que pesaban más que los costes de la guerra. En consecuencia, una condición de "cómodo impasse" se instauró durante la mayor parte del período entre 1977 y 1990. La guerra se institucionalizó, y se establecieron algunas reglas básicas, tales como la creación del Comité de Cese al Fuego, para regular la guerra. Se lograron acuerdos tácitos e implícitos para coordinar la imposición de gravámenes a los bienes importados que transitaban entre las distintas zonas de dominación, las transferencias de capital y de escrituras de tierras, y la protección de la propiedad privada. Estos acuerdos se hacían entre los líderes de las milicias en sus propias localidades. La suma total de dinero que circulaba en la economía de guerra era de aproximadamente US $900 millones anuales (cerca de 25% del PIB) entre 1978 y 1982. ([22]) Estas sumas se repartían como sigue: la OLP circulaba US $400 millones, las fuerzas extranjeras donaban US $300 millones a las distintas milicias, y los US $200 millones restantes provenían de fuentes libanesas internas, por concepto de renta de protección. ([23]) 


El Sistema de Guerra generó nuevas fuerzas sociales y políticas. Capitalizando la importación de bienes de contrabando, de armas, y el narcotráfico, surgió una nueva clase de empresarios de guerra. ([24]) Esa nueva clase acumuló recursos económicos significativos, y pronto se hizo candidata a una reincorporación a la clase dominante. Esta situación es muy similar a lo que ocurrió en Colombia con la narcoburguesía y los líderes paramilitares (Pablo Escobar, los hermanos Rodríguez, y Carlos Castaño), que intentaron asimilarse dentro de la burguesía y la elite política tradicional. En el Líbano, los líderes de las milicias buscaron el poder político y, en 1990, se volvieron partícipes de la nueva elite al poder. Tal es el caso de Nabih Berri, líder de la milicia chiíta Amal; Ily Hubaika, líder de una facción de las Fuerzas Libanesas, un grupo maronita de derecha; y Samir Jaja, líder de las Fuerzas Libanesas. La mayoría de los nuevos integrantes de la elite política provenían de la pequeña burguesía y de zonas rurales.


Por consiguiente, aunque el Sistema de Guerra haya sido producto de un impasse militar, la dinámica de sistemas generó nuevas fuerzas sociales que se convirtieron en parte del sistema de paz establecido desde 1990. Los líderes del Sistema de Guerra se volvieron parte de los elementos constitutivos de la hegemonía restaurada con base en el Acuerdo de Taif. Los casos del Líbano y de Colombia invitan a una revisión del muy citado dictum de Clausewitz, según el cual ‘la guerra es una continuación de la política por otros medios’. Una descripción más acertada podría ser que la política es la continuación de la guerra por otros medios. Esto sería más apropiado cuando se trata de sociedades caracterizadas por agudas divisiones políticas, sectarias, étnicas, y de clase, y por crisis crónicas en la hegemonía del Estado. La guerra, en estos casos, no se debe concebir o analizar como una anomalía o una aberración de los procesos históricos, sino más bien como una parte integral de ellos. 


Una pregunta importante viene al caso: ¿Cómo puede un Sistema de Guerra transformarse en un sistema de paz? El caso de Líbano podría dar elementos de respuesta. El Sistema de Guerra en el Líbano alcanzó un alto nivel de institucionalización, y su economía pasó por encima de los sectores tradicionales de la economía; de hecho, los absorbió. El sector de la banca y de las finanzas, por ejemplo, floreció a partir de la entrada y la circulación de los dineros de la economía de guerra ([25]) El hecho de que este sector sufriera reveses económicos cuando se terminó la guerra no es sorprendente. Algunos sectores de la clase comerciante también fueron incorporados a la economía de la guerra gracias a la descentralización del comercio que propulsó la guerra. El distrito comercial de Beirut fue un teatro importante de la guerra, lo que obligó tanto los viejos comerciantes como los nuevos a desplazar sus actividades hacia nuevas áreas. Siendo así, ¿cómo es posible que un sistema tan institucionalizado y dominante haya sido desmantelado? 


La dinámica de sistemas nos da la respuesta. Los sistemas son generalmente impredecibles ya que las causas y los efectos no son lineales en el sentido de que unas entradas X no producen invariablemente una cantidad igual de salidas Y. Pero lo que nos enseñan los sistemas complejos es que, unas entradas X podrían producir desenlaces impredecibles Z. En el Líbano, el Sistema de Guerra generó nuevas fuerzas y elites políticas, pero este proceso se aunó a violentos conflictos inter e intra grupos. Uno de esos conflictos, que fue decisivo para la dinámica sistémica que llevó al colapso del Sistema de Guerra en 1990, fue el surgimiento de un nuevo comandante del ejército, Michel Oun, quien, en su búsqueda de supremacía, cambió las reglas operativas del Sistema de Guerra mediante un intento por rediseñar las líneas de batalla institucionalizadas desde 1977. 


Ese intento generó una reacción en cadena que propulsó la guerra hacia niveles sin precedentes. El precio de los daños causados por esta nueva fase de la guerra (que duró menos de dos años) fue estimado en US $2.000 millones en daños a la propiedad, es decir aproximadamente el 8% de los US $25.000 millones que el Líbano perdió durante la guerra civil en términos de infraestructura e instalaciones de producción. El costo militar de la "Guerra de Liberación" de Oun en contra de las fuerzas sirias de mantenimiento de paz y sus aliados libaneses fue calculado en US $150 millones de dólares mensuales, alcanzando un total de US $ 1.000 millones. Estos costes incluyen los salarios de los soldados, el precio de armas y municiones, insumos, y gastos médicos. [26]) De hecho, esta fase de la guerra destruyó las bases económicas del Sistema de Guerra. El costo de la guerra se volvió exorbitante, excediendo de lejos las capacidades de extracción de renta de los actores locales. La economía de guerra sencillamente no se podía mantener, especialmente con el apaciguamiento de la Guerra Fría, lo que hacía aun más remota la posibilidad de una asistencia militar extranjera. 


Técnicamente, en términos de teorías de sistemas, el Sistema de Guerra libanés fue básicamente bipolar hasta 1988: se componía de una fuerza hegemónica en el campo cristiano de derecha, y de una coalición hegemónica por el lado de la fuerza musulmán de izquierda. El ejército libanés se fragmentó en distintas facciones, pero el eje de la fuerza combatiente se quedó bajo la tutela hegemónica maronita de derecha, hasta la llegada del general Michel Oun como comandante de las Fuerzas Armadas, y posteriormente como Primer Ministro interino de 1988 a 1990. Oun trató de monopolizar el liderazgo de la coalición maronita cristiana, y de utilizarla para "liberar" todo el Líbano. Intentó cambiar las reglas del cómodo impasse en su "Guerra de Liberación" contra las fuerzas sirias y los aliados de éstas, y en la "Guerra de Anulación" contra las milicias de derecha —las Fuerzas Libanesas— al buscar cambiar las líneas de batalla y conquistar territorios ocupados por otros actores armados. El "nuevo juego" del general Oun nunca se institucionalizó pues coincidió con cambios en los ámbitos regional e internacional (Guerra del Golfo, Perestroika y colapso de la Unión soviética), que no concordaban con la regla del nuevo juego que requería un escalamiento del conflicto en el Líbano. 


La guerra de 1989-1990 entre Michel Oun y las Fuerzas Libanesas (FL) llevó al debilitamiento de estas últimas en los planos militar y político. La guerra también significó la pérdida de aproximadamente 55% de los recursos mensuales de las FL, debido a que sectores importantes pasaron bajo control de Oun, como el puerto de Beirut ($200,000), catastro ($800,000), y los impuestos a zonas residenciales, casinos, restaurantes y distritos comerciales ($250,000). ([27]) Lo más devastador de todo fueron los niveles de destrucción a los que llevó esta confrontación. Las Naciones Unidas calculan que, en cuatro meses, de enero a marzo de 1990, murieron aproximadamente 1.500 personas, 3.500 resultaron heridas, 100.000 emigraron, y más de 32.000 se convirtieron en refugiados. El daño material a la infraestructura del país fue de aproximadamente US $500 millones, y el ingreso per cápita cayó de US $1.150 en 1987 a US $800 en 1989. ([28]) 


La rápida caída del PIB per capita y la concomitante inflación del 100% no sólo afectaron a las clases medias y pobres sino también a sectores importantes de la burguesía industrial y comercial. Segmentos de esta última, que fueron instrumentales en la financiación de las milicias de derecha, pagaron un precio aún más alto cuando surgió un conflicto al interior de los mismos grupos políticos de derecha. Muchas de sus industrias y de sus centros comerciales fueron arrasadas durante este conflicto. El conflicto puso de relieve la gravedad de las fracturas políticas en el seno de los grupos de derecha apuntaladas por una lucha de poder entre líderes ambiciosos, además de sacar a la luz las profundas diferencias internas de de los sectores de la burguesía que los apoyaban. Algunos de los integrantes de la burguesía tomaron partido por el General Oun, otros continuaron siendo leales a las FL mientras que otro sector apoyó a un grupo disidente de las FL, y algunos asumieron una posición neutral. El desenlace, sin embargo, fue la erosión de la unidad política que había permitido mantener una guerra de baja intensidad durante más de quince años. 


De esta manera, los cambios en la dinámica interna del sistema, o en su entorno, ilustran la naturaleza precaria de los sistemas violentos en general. El conjunto interno de reglas tácitas se puede ver perturbado en cualquier momento, llevando a su colapso o, a lo que Zartman llama, una "situación mutuamente hiriente". [29]) Tales momentos son generalmente los más oportunos para que intervenga la mediación de terceros, así como lo demostraron los eventos en el Líbano. En 1990, las facciones en guerra estaban agotadas por el dramático auge en los niveles de violencia, lo que permitió que la mediación regional e internacional cumpliese su cometido y se encontrase una solución al conflicto, con la firma del Acuerdo de Taif en Arabia Saudita.


El Líbano es un buen ejemplo del ciclo de vida del Sistema de Guerra, desde su nacimiento, pasando por una etapa de madurez, hasta su colapso final. Si una economía política positiva se desarrolla bajo un impasse militar, y si este impasse se vuelve cómodo, el Sistema de Guerra se puede mantener por un período largo. [30]) En el Líbano, el Sistema de Guerra no sólo dependía del comportamiento, objetivos e incentivos de los actores sino también estaba moldeado por los efectos sistémicos de todos estos cuando entraron a competir con los objetivos de otros actores. Ni Michel Oun, ni sus opositores podían anticipar los efectos sistémicos de sus propios actos. Oun fue acusado de "inestabilidad mental” simplemente porque violó las "reglas estándares" del Sistema de Guerra al intentar cambiar los límites del Sistema, lo que llevó la violencia a niveles sin precedentes. No se puede definir si Oun realmente era inestable, pero lo que sí podemos decir es que Oun fue víctima de una dinámica de sistemas que él mismo ayudó a desencadenar al equivocarse en el cálculo de probabilidades, y al no prever el sinfín de consecuencias que podrían resultar de sus agresivas estrategias. 


El caso del Líbano apoya la tesis según la cual las sociedades fraccionadas tienden a padecer guerras más largas que aquellas sociedades con un menor grado de fraccionamiento, en particular cuando los actores locales gozan del apoyo financiero de fuentes extranjeras. Este hallazgo contradice los resultados de Paul Collier y sus colegas, que sugieren que las sociedades homogéneas y altamente fraccionadas tienen guerras civiles más cortas que las sociedades moderadamente fraccionadas. [31]) De hecho, el Líbano es altamente fraccionado y Colombia es una sociedad más homogénea en términos de su composición social, étnica y religiosa (80% de los colombianos son mestizos y católicos). Ambos países, sin embargo, han presenciado guerras prolongadas. La guerra de Líbano duró más de 15 años, y la guerra civil en Colombia más de 35 años. Explicar estos dos casos, así como la guerra civil en Angola, por las idiosincrasias, es evitar la pregunta central: ¿Por qué tienden algunos conflictos a prolongarse más que otros? He argumentado que estas "anomalías" se pueden explicar en términos de la conjunción de los tres factores que conllevan a la formación del Sistema de Guerra discutido aquí. [32]). Los capítulos anteriores trataban del caso colombiano, mostrando cómo estos tres factores efectivamente coincidieron, lo que explica la larga duración del conflicto.

EL SISTEMA DE GUERRA DE ANGOLA


Angola logró su independencia de Portugal en 1975, y antes de poder consolidarse el poder del Estado, se desató un conflicto intraguerrillero en el seno de los que habían combatido por la Independencia. La lucha por el poder entre el Movimiento Popular por la Liberación de Angola (MPLA) y la Unión Nacional por la Liberación Total de Angola (UNITA) llevaron a una división del poder por la cual el MPLA (la facción más fuerte) dominaba el Estado y controlaba amplias partes del territorio nacional, y la UNITA controlaba las demás regiones y recibía el apoyo de África del Sur, entonces bajo el régimen de apartheid, y de los Estados Unidos. [33]). El caso de Angola difiere del caso italiano, pero no es tan disímil del caso de Líbano cuyo conflicto intraelite desfiguró la independencia del país desde 1943 y siguió sin merma durante el resto del siglo para culminar en una guerra civil. Los conflictos intraelite han abundado en Colombia desde la independencia del país en 1819, y han debilitado la capacidad hegemónica del Estado. 


La guerra civil en Angola ha pasado por un sinnúmero de altibajos desde 1975, para culminar en el acuerdo de 1992, que fue facilitado por los virajes internacionales consecutivos al fin de la Guerra Fría y al derrocamiento del régimen de apartheid en África del Sur. El acuerdo hubiera convertido a la UNITA en fuerza de oposición con su líder, Jonas Savimbi, asumiendo el puesto de vicepresidente. Sin embargo, este acuerdo pronto se derrumbó y la UNITA terminó controlando las regiones diamantíferas de Lunda Sul y Lunda Norte. El fracaso institucional del Estado, que no logró convencer a la UNITA de que aceptara un arreglo permanente, así como tampoco pudo vencerla, contribuyó a crear las dos primeras condiciones de un Sistema de Guerra, que hasta la fecha ha causado la muerte a 500.000 angoleños. 


En el transcurso de la guerra civil, el equilibrio de poder ha oscilado entre uno y otro campo, sin que ninguna de las partes logre una victoria militar decisiva. Luego de cada derrota, la UNITA pudo reagruparse y volver a emprender la guerra de guerrillas, con el apoyo de su base étnica y aprovechando las alianzas políticas regionales con el ex-dictador Mobutu Sese Seko del Zaire (hoy Congo). Pero lo que realmente impidió que las fuerzas gubernamentales lograran una victoria decisiva fue el control ejercido por la UNITA sobre las regiones diamantíferas que le permitió construir un ejército convencional con tanques, aviones y otros armamentos pesados. Tales adquisiciones han ayudado a mantener un equilibrio de fuerzas y un impasse que ninguno de los dos campos ha logrado quebrantar hasta la fecha. En últimos los ochos años (desde la ruptura del acuerdo de 1992), la UNITA ha captado entre US $3.000 y US $4.000 millones por las ventas de diamantes. ([34]). Esto equivale a un promedio de US $300 millones anuales y constituye aproximadamente un 3% de los US $3.000 millones del PIB en 1998. [35]). Gracias al control del negocio de los diamantes, la UNITA ha podido desarrollar una economía política positiva. La guerra de baja intensidad aún no ha erosionado sus fuerzas, bien sea en términos políticos (disidencia interna o fragmentación) o militares (muertes en combates). [36]). La extracción de diamantes y los impuestos recaudados por concepto de protección a las empresas y a los miles de garimpeiro (mineros) le permitió fortalecer sus capacidades de combate de construcción estatal.. Esto fue posible en el período 1994-1998, durante el cual la intensidad de la guerra amainó considerablemente permitiendo, tanto a la UNITA como al Estado, reagruparse y rearmarse. Durante este período, la UNITA fortaleció su base de poder en la región oriental, y mejoró su capacidad administrativa y su maquinaria guerrera, es decir que consolidó su fuerza antihegemónica para enfrentar el Estado. Como resultado, retrospectivamente, la guerra de baja intensidad que dominó durante el período de 1992 a 1997 permitió el desarrollo del Sistema de Guerra, ya que ambas partes, dado el equilibrio de fuerzas y los costes de la guerra, se adaptaron a estas condiciones. En Angola, como en el Líbano y en Colombia, un cómodo impasse se instauró durante la mayor parte de los años 1990. 


El Sistema de Guerra es no lineal; es un sistema abierto, sensible a los cambios de su entorno. En Angola, el derrocamiento en 1998 del régimen de Mobutu Sese Seko —que apoyaba a la UNITA— cambió la dinámica del Sistema de Guerra y transformó la guerra de baja intensidad en una de alta intensidad bajo la cual los dos campos se implicaron en batallas de envergadura. El Estado, capitalizando la caída de Mobutu, buscó asestarle un golpe decisivo a la UNITA mediante su expulsión de las regiones diamantíferas. El intento fracasó porque Kabila, el sucesor de Mobutu, se vio asediado, lo que obligó Angola a buscar socorrerlo. La UNITA aprovechó las crisis de Kabila aliándose con las milicias Hutu del Ruanda hasta que logró recuperar exitosamente el terreno perdido, lo que permitió que el Sistema de Guerra continuara con sus altos y bajos. A comienzos del año 2000, la UNITA perdió una parte del territorio diamantífero frente a las fuerzas gubernamentales; esto, aunado al agotamiento de viejos yacimientos mineros, provocó una baja de un 50% en sus ingresos, que pasaron de US $300 millones a aproximadamente US $150 millones anuales. [37]). Esta contracción en sus ingresos disminuye las capacidades guerreras de la UNITA, pero sería prematuro que el gobierno se regocijara ya que el tesoro de guerra de la UNITA está evaluado en varios miles de millones de dólares; suficiente para mantener una fuerza militar amenazante durante muchos años más, si las otras condiciones permanecen constantes. Los sistemas de guerra de Angola y Líbano tienen una característica en común: un impasse militar que, a pesar de los altibajos causados por la dinámica del Sistema de Guerra, siguió siendo cómodo para las facciones en conflicto. Esta misma característica, como lo hemos discutido en los capítulos anteriores, se observa en el caso colombiano. 


El proceso de construcción estatal angoleño se ha visto atrapado en el ambiente político de la Guerra Fría; contexto que fue aprovechado por las partes en conflicto para consolidar su lucha por el poder. El partido en el poder, el MPLA,  gozaba del apoyo de la Unión Soviética y Cuba; y la UNITA, del respaldo de Sur África y los Estados Unidos. Estas interferencias dificultaron la salida del conflicto ya que faltaban los elementos básicos para un arreglo integral, es decir, una fórmula de repartición del poder que permitiera el ejercicio de la hegemonía del Estado. El fin de la Guerra Fría y del apartheid en África del Sur abrió una nueva fase en la guerra civil en la que ambos actores ajustaron sus metas y estrategias para una guerra de baja intensidad con estallidos ocasionales. Lo que observo es, que el rompimiento por parte de la UNITA del acuerdo de paz de 1992 se explica por su control de las regiones diamantíferas. En consecuencia, la UNITA rediseño su estrategia política y militar con miras a  mejorar sus perspectivas en un acuerdo futuro. A estas alturas,  el Estado promulgó una ley que permitía a la posesión y venta de diamantes por particulares, lo que desató una guerra territorial (muy similar a las guerras de las esmeraldas en Colombia a finales de los años 1980) entre intermediarios: generales del ejército, mercenarios de África del Sur, negociantes de África occidental, gendarmes zaireños exilados, policía antimotines, compañías mineras y combatientes de la UNITA. [38]). En los años que siguieron, no obstante, la UNITA logró convertirse en la principal fuerza en las dos regiones de Lunda regulando el comercio de diamantes.  


La UNITA, temiendo las repercusiones militares, políticas y económicas de una posible pérdida de las Lundas, sintió que el protocolo de Lusaka y el acuerdo de 1998 no respetaban sus privilegios en la región ni definían cómo se irían a legitimar estos privilegios en un acuerdo futuro. Esto se convirtió en un obstáculo que complicó aun más la aplicación del acuerdo. Para acabar de completar, la guerra civil angoleña se entrelazó con los realineamientos políticos consecutivos a la caída de Mobutu en Zaire, y con el mercado de los diamantes, un negocio de US $40.000 millones que involucra a Angola, Congo, Sierra Leone y Liberia. La UNITA es un actor de primer rango en este mercado, así como lo son los proveedores de armas estadounidenses y las multinacionales del diamante (tales como De Beers, la compañía con sede en Sur África). [40]). Los sistemas de guerra son sistemas abiertos con fronteras porosas. 


Existen similitudes y diferencias importantes entre las guerras civiles de Angola, Líbano y Colombia. Los grupos en guerra dependen de apoyos financieros y militares externos durante la primera fase (Líbano, 1975-80; Angola, 1975-89; y Colombia, 1964-80). Los Estados respectivos también dependían de la ayuda externa, así como del gasto de recurso propios en esta primera fase de la guerra civil. Durante la segunda fase, los actores (incluyendo el Estado -en particular sus Fuerzas Armadas) lograron desarrollar estrategias para la consecución de rentas y pudieron captar suficientes recursos como para acumular una economía política positiva. En esta segunda fase, los actores capitalizaron la extracción de recursos desde múltiples fuentes. En el Líbano, por ejemplo, los principales actores armados se financiaron con impuestos, inversiones, contrabando de armas y bienes, y narcotráfico. En Colombia, los insurgentes, el Estado y el crimen organizado dependían de impuestos, dineros de secuestro, extorsión, rentas de protección en zonas auríferas y petroleras, y narcotráfico. En Angola, la UNITA y el Estado contaban con la extracción de rentas por concepto de  los recursos naturales del país (diamantes y petróleo). 


La capacidad de los actores para acumular recursos a fin de mantener el Sistema de Guerra garantiza su perpetuación indefinida, ya que los sistemas están sujetos a contingencias y cambios en su entorno. En el caso libanés, por ejemplo, la aparición de un nuevo actor cambió la dinámica del Sistema de Guerra, llevando a la desestabilización del Sistema y posteriormente a su colapso. Aquí, la adopción de estrategias agresivas por un nuevo actor suscitó contraestrategias por parte de sus oponentes, lo que a su turno provocó desenlaces no deseados. Este es un caso típico que ilustra el Dilema del prisionero donde los actores, al no moderar sus estrategias de conflicto, afectan asimismo sus propios intereses en el mantenimiento del Sistema de Guerra a largo plazo. 


En contraste, el Sistema de Guerra de Angola es en esencia un sistema bipolar, que ha logrado reequilibrarse a pesar de estallidos ocasionales. A ese respecto, se acerca más a la condición de "cómodo impasse" teorizada en este libro, que al modelo propuesto por Zartman de un "punto muerto fluctuante". [41]). El Sistema de Guerra en Angola ha tenido periodos largos (en comparación con el ciclo de vida de las guerras civiles) de estabilidad, como el período 1992-97, durante el cual los combates fueron pocos. A pesar de esas fluctuaciones en la intensidad de la guerra, el impasse militar permitió a las fuerzas en contienda adaptarse, reagruparse, consolidar sus posiciones, acumular recursos económicos significativos, y por ende prolongar la guerra. 


Desde 1995, Colombia se ha ido aproximando a la variante libanesa con el surgimiento de un nuevo y poderoso actor, el grupo paramilitar comandado por Carlos Castaño, que perturbó el equilibrio del Sistema de Guerra generando una nueva dinámica y un escalamiento sin precedente en la intensidad de la guerra. (discutido en los capítulos 5 y 6). En el Líbano y Colombia, lo que importa no es la polaridad o la multipolaridad del Sistema de Guerra sino más bien el comportamiento y las estrategias de los actores que produjeron desenlaces no deseados o inesperados..


Si bien las crisis hegemónicas de los Estados constituyen la génesis de los sistemas de guerra, cada uno de los casos discutidos aquí adquiere propiedades y trayectos propios en la institucionalización de su Sistema de Guerra respectivo, con la sola excepción de Italia, que obvió ese camino completamente. Estos tres trayectos ejemplifican los principales tipos de sistemas de guerra en el mundo, de los cuales las otras guerras prolongadas son variantes. Esos bosquejos comparativos buscan enfocar con mayor precisión el Sistema de Guerra colombiano y suscitar cuestionamientos sobre las guerras prolongadas, y ameritan una mayor profundización  rigurosa en estudios futuros. 

APÉNDICE

MUESTRA DE PERSONAS ENTREVISTADAS


El plan de estudio para este libro requirió entrevistas con los principales actores involucrados en la guerra civil colombiana. Entre 1994 y 1999 se llevaron a cabo más de 200 entrevistas, y en algunos casos re-entrevistas, y docenas de conversaciones informales. Estas entrevistas comenzaron estando yo de becario del Programa Fulbright en el Departamento de Ciencia Política de la Universidad de Los Andes en 1994, y posteriormente profesor visitante en 1995, 1996, 1997, y 1998, en la misma universidad y en el Instituto de Estudios Políticos y Relaciones Internacionales (IEPRI) de la Universidad Nacional. Algunas entrevistas se llevaron a cabo con el compromiso de que los nombres serían omitidos por razones de seguridad. 


Se utilizaron las entrevistas para obtener información sobre cuatro temas centrales: las percepciones sobre las causas de la guerra civil en curso; la reforma agraria; los costes de la guerra y de la paz; y la posibilidad de una salida negociada. Muchas de las entrevistas se citan a lo largo del libro. La elección de la muestra se basó en consultas con expertos locales y una revisión completa de la literatura pertinente. Se definieron siete grupos principales: negocios, sindicatos, cultivadores de coca, mineros, guerrillas, comandantes paramilitares, personal militar, y representantes del Estado que toman parte en las negociaciones de paz. 


Después de identificar las organizaciones de negocios más importantes del país, se hicieron arreglos para entrevistar los presidentes de dichas organizaciones. Aceptaron los presidentes de la Asociación de Nacional de Industriales ANDI);la Sociedad de Agricultores de Colombia (SAC),;a Federación de Ganaderos (FEDEGAN); a Asociación Nacional de Exportadores (ANALDEX); a Asociación Nacional de Instituciones Financieras (ANIF); la Asociación Bancaria (ASOBANCARIA); y la Federación de Cafeteros (FEDECAFE). Las entrevistas se desarrollaron por lo general en las oficinas de los ejecutivos y duraron en promedio 2 horas. Todas se hicieron en español, el autor tomaba notas, y no se utilizó grabadora (excepto en un caso), debido a la naturaleza sensible de las preguntas y para permitir comparaciones entre todos los entrevistados. Estas asociaciones representan sectores clave de la economía: sector industrial, sector financiero, cafeteros, ganaderos, grandes terratenientes y pymes. 


La opinión del movimiento laboral también fue solicitada a través de entrevistas con los presidentes de los dos sindicatos más importantes, la Confederación General de Trabajadores Democráticos (CGTD); y la Central Unitaria de Trabajadores (CUT); y representantes de la Unión Sindical Obrera (USO); de los cultivadores de coca; y de la Asociación de Agricultores y Mineros del Sur de Bolívar (ASOAGROMISBOL). Las entrevistas con las guerrillas fueron las más difíciles de concertar y de llevar a cabo debido a la naturaleza clandestina de las redes guerrilleras en los centros urbanos. Un total de 5 informantes de las FARC fueron entrevistados en Bogotá y Bucaramanga, incluyendo a Yesid Arteta, el oficial de más alto rango de las FARC actualmente preso. También obtuve dos entrevistas grabadas con el Mono Jojoy, el comandante militar en jefe de las FARC, y Andrés París, un miembro del Estado Mayor de las FARC, el segundo escalón más importante en la organización; ambas entrevistas fueron llevadas a cabo por estudiantes de la Universidad de Los Andes en 1997. Yo entrevisté a los dos comandantes de más alto rango del ELN, Francisco Galán y Felipe Torres —ambos en la cárcel de máxima seguridad de Itagüí— en entrevistas grabadas con una duración total de más de 3 horas. Cinco informantes del ELN también fueron entrevistados en Bogotá, Bucaramanga y Barrancabermeja, así como algunos ex-miembros del M-19 y del EPL (tres comandantes). 


Yo busqué entrevistar el comandante de los grupos paramilitares en Barrancabermeja, alias "Nicolás", pero finalmente él no se presentó. A Nicolás se le sospecha de haber participado en varias masacres. En su lugar, se entrevistaron varios informantes paramilitares con nexos cercanos o con conocimiento de los grupos paramilitares que operan en la zona. Otras entrevistas fueron llevadas a cabo con grandes terratenientes que tienen nexos con los grupos paramilitares de derecha. 


Se hicieron entrevistas también con cinco oficiales militares en servicio activo, en Bogotá y Bucaramanga, cuyos nombres no se publican a solicitud suyo. El alto Comisionado para la Paz, Daniel García Peña (1994-98) fue entrevistado dos veces. El ex Fiscal General Alfonso Valdivieso (1994-98) fue entrevistado también. Además, entrevisté al presidente del Banco de la República, Miguel Urrutia, y a otros dos miembros de la Junta Directiva para los fines de esta investigación. 


Finalmente, una anotación acerca de las tres otras guerras civiles discutidas en el Capítulo 7. La sección sobre el Líbano está basada principalmente en datos que yo recopilé durante mis visitas intermitentes a ese país en 1996, 1997 y 1998. Estas visitas me permitieron llevar a cabo entrevistas con varios líderes políticos que jugaron un papel crítico en la guerra civil de 1975-90. Añadí a estas entrevistas otro material de fuentes primarias. La información sobre Italia y Angola está basada en fuentes secundarias.
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� "a revolutionary movement is much more likely to develop and become a serious threat where the landed aristocracy fails to develop a really powerful commercial impulse within its own ranks. Then it may leave beneath it a peasant society damaged but intact, with which it has few connecting links. Meanwhile it is likely to maintaining its style of life in a changing world by extracting a larger surplus out of the peasantry."
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